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CICR	 Comité Internacional de la Cruz Roja

FRU	 Frente Revolucionario Unido

* 

*    *

AD	 Annual Digest [and Reports] of Public International Law Cases

I.C.J. Reports/	 Corte Internacional de Justicia, Reports of Judgments, Advisory Opinions and Orders/
C.I.J. Recueil	 Recueil des arrêts, avis consultatifs et ordonnances. Todas las sentencias, opiniones consul-

tivas y providencias de la Corte están disponibles en el sitio web de la Corte (www.icj-cij.org).

ILM	 International Legal Materials

ILR	 International Law Reports

P.C.I.J., Series A/	 Corte Permanente de Justicia Internacional, Collection of Judgments/Recueil des arrêts (núms. 1 a 24,
C.P.J.I. série A	 hasta 1930 inclusive)

P.C.I.J., Series A/B/	 Corte Permanente de Justicia Internacional, Judgments, Orders and Advisory Opinions/Arrêts,
C.P.J.I. série A/B	 ordonnances et avis consultatifs (núms. 40 a 80, a partir de 1931)

U.S. Stat.	 United States Statutes at Large
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*    *

En el presente documento, por «Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia» debe entenderse el Tribunal Internacional 
para el Enjuiciamiento de los Presuntos Responsables de las Violaciones Graves del Derecho Internacional Humanitario 
Cometidas en el Territorio de la ex-Yugoslavia desde 1991.

* 

*    *

NOTA REFERIDA A LAS CITAS

En las citas, las palabras en cursiva seguidas de un asterisco no están en cursiva en el texto original.

Salvo indicación en contrario, las citas de obras en idiomas extranjeros son traducciones de la Secretaría.

* 

*    *

La dirección en Internet de la Comisión de Derecho Internacional es la siguiente: http://legal.un.org/ilc/.

http://www.icj-cij.org
http://legal.un.org/ilc/
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(Viena, 21 de mayo de 1963)

Ibíd., vol. 1063, núm. 16197, pág. 265.

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales  
(Nueva York, 16 de diciembre de 1966)

Ibíd., vol. 993, núm. 14531, pág. 3.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Nueva York, 16 de diciembre de 1966) Ibíd., vol. 999, núm. 14668, pág. 171,  
y vol. 1057, pág. 407.

Tratado sobre los Principios que Deben Regir las Actividades de los Estados en la Exploración 
y la Utilización del Espacio Ultraterrestre, Incluso la Luna y Otros Cuerpos Celestes 
(Moscú, Londres y Washington D.C., 27 de enero de 1967)

Ibíd., vol. 610, núm. 8843, pág. 205.

Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial de 20 de marzo de 1883, 
revisado en Bruselas el 14 de diciembre de 1900, en Washington el 2 de junio de 1911,  
en La Haya el 6 de noviembre de 1925, en Londres el 2 de junio de 1934, en Lisboa  
el 31 de octubre de 1958 y en Estocolmo el 14 de julio de 1967

Ibíd., vol. 828, núm. 11851, pág. 305. 

Convenio Africano sobre la Conservación de la Naturaleza y los Recursos Naturales  
(Argel, 15 de septiembre de 1968)

Ibíd., vol. 1001, núm. 14689, pág. 3.

Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados (Convención de Viena de 1969)  
(Viena, 23 de mayo de 1969)

Ibíd., vol. 1155, núm. 18232, pág. 331.

Convención Americana sobre Derechos Humanos: «Pacto de San José de Costa Rica»  
(San José, 22 de noviembre de 1969)

Ibíd., vol. 1144, núm. 17955, pág. 123.

Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil por Daños Causados por la Contaminación 
de las Aguas del Mar por Hidrocarburos (Bruselas, 29 de noviembre de 1969)

Ibíd., vol. 973, núm. 14097, pág. 3.

Convenio relativo a Humedales de Importancia Internacional, especialmente como Hábitat  
de Aves Acuáticas (Ramsar (Irán), 2 de febrero de 1971)

Ibíd., vol. 996, núm. 14583, pág. 245.  
En español véase España,  
Boletín Oficial del Estado, núm. 199, 
20 de agosto de 1982.

Convenio Internacional de Constitución de un Fondo Internacional de Indemnización de Daños 
Causados por la Contaminación de Hidrocarburos (Bruselas, 18 de diciembre de 1971)

Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 1110, 
núm. 17146, pág. 57.

Convenio para la Prevención de la Contaminación Marina Provocada por Vertidos desde 
Buques y Aeronaves (Oslo, 15 de febrero de 1972)

Ibíd., vol. 932, núm. 13269, pág. 3.  
En español véase España,  
Boletín Oficial del Estado, núm. 99,  
de 25 de abril de 1974.

Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción y el Almacenamiento de Armas 
Bacteriológicas (Biológicas) y Toxínicas y sobre Su Destrucción  
(Londres, Moscú y Washington D.C., 10 de abril de 1972)

Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 1015, 
núm. 14860, pág. 163.

Convención para la Protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural  
(París, 16 de noviembre de 1972)

Ibíd., vol. 1037, núm. 15511, pág. 151.

Convenio Regional de Kuwait sobre la Cooperación en Materia de Protección del Medio 
Marino contra la Contaminación (Kuwait, 24 de abril de 1978)

Ibíd., vol. 1140, núm. 17898, pág. 133.

Convenio sobre la Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos 
y Otras Materias (Londres, México D. F., Moscú y Washington D.C., 29 de diciembre 
de 1972), modificado el 12 de octubre de 1978 

Ibíd., vol. 1046, núm. 15749, pág. 120; 
ILM, vol. 18, núm. 2 (1979), pág. 508 
(enmienda de 1978).
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Fuente

Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora 
Silvestres (Washington D.C., 3 de marzo de 1973)

Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 993, 
núm. 14537, pág. 243.

Convenio Internacional para Prevenir la Contaminación por los Buques, 1973  
(Convenio MARPOL) (Londres, 2 de noviembre de 1973), modificado por el  
Protocolo de 1978 (Londres, 17 de febrero de 1978)

Ibíd., vol. 1341, núm. 22484, pág. 3.

Convenio para la Protección del Mar Mediterráneo contra la Contaminación y Protocolo sobre 
la Prevención de la Contaminación del Mar Mediterráneo Causada por Vertidos desde 
Buques y Aeronaves (Barcelona, 16 de febrero de 1976) 

Ibíd., vol. 1102, núm. 16908, pág. 27.

Convención sobre la Prohibición de Utilizar Técnicas de Modificación Ambiental con Fines 
Militares u Otros Fines Hostiles (Nueva York, 10 de diciembre de 1976)

Ibíd., vol. 1108, núm. 17119, pág. 151.

Convenio sobre Responsabilidad Civil por los Daños de Contaminación por Hidrocarburos 
Resultantes de la Exploración y Explotación de los Recursos Minerales de los Fondos 
Marinos (Londres, 1 de mayo de 1977)

Programa de las Naciones Unidas para 
el Medio Ambiente, Recueil de 
traités multilatéraux relatifs à la 
protection de l’environnement, Serie 
referencias 3, Nairobi, 1982, pág. 44. 
Véase también ILM, vol. 16 (1977), 
pág. 1451.

Convención de Viena sobre la Sucesión de Estados en materia de Tratados  
(Viena, 23 de agosto de 1978)

Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 1946, 
núm. 33356, pág. 3.

Convención sobre la Conservación de las Especies Migratorias de Animales Silvestres  
(Bonn, 23 de junio de 1979)

Ibíd., vol. 1651, núm. 28395, pág. 333.

Convenio relativo a la Conservación de la Vida Silvestre y del Medio Natural en Europa 
(Berna, 19 de septiembre de 1979)

Ibíd., vol. 1284, núm. 21159, pág. 209. 
En español véase España, Secretaría 
de Estado para las Políticas del Agua 
y el Medio Ambiente, Ministerio de 
Obras Públicas y Transporte, Tratados 
internacionales sobre medio ambiente 
suscritos por España (1993), pág. 299.

Convenio sobre la Contaminación Atmosférica Transfronteriza a Gran Distancia  
(Ginebra, 13 de noviembre de 1979)

Naciones Unidas, Treaty Series, 
vol. 1302, núm. 21623, pág. 217. En 
español véase España, Boletín Oficial 
del Estado, núm. 59, 10 de marzo 
de 1983.

Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales 
que Puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscriminados  
(Ginebra, 10 de octubre de 1980)

Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 1342, 
núm. 22495, pág. 137.

Protocolo sobre Fragmentos No Localizables (Protocolo I); Protocolo sobre Prohibiciones 
o Restricciones del Empleo de Minas, Armas Trampa y Otros Artefactos (Protocolo II) 
(Ginebra, 10 de octubre de 1980) y Protocolo II según fue enmendado el 3 de mayo 
de 1996, anexo a la Convención (Ginebra, 3 de mayo de 1996); Protocolo sobre 
Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Armas Incendiarias (Protocolo III) 
(Ginebra, 10 de octubre de 1980) 

Ibíd. El Protocolo II según fue enmendado 
el 3 de mayo de 1996 figura en ibíd., 
vol. 2048, pág. 93.

Protocolo sobre Armas Láser Cegadoras (Protocolo IV) (Viena, 13 de octubre de 1995) Ibíd., vol. 2024, núm. 22495, pág. 163.

Protocolo sobre Restos Explosivos de Guerra (Protocolo V)  
(Ginebra, 28 de noviembre de 2003)

Ibíd., vol. 2399, núm. 22495, pág. 100.

Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar  
(Montego Bay, 10 de diciembre de 1982) 

Ibíd., vol. 1834, núm. 31363, pág. 3.

Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 
(Nueva York, 10 de diciembre de 1984)

Ibíd., vol. 1465, núm. 24841, pág. 85.

Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono (Viena, 22 de marzo de 1985) Ibíd., vol. 1513, núm. 26164, pág. 293.

Protocolo de Montreal relativo a las Sustancias que Agotan la Capa de Ozono  
(Montreal, 16 de septiembre de 1987)

Ibíd., vol. 1522, núm. 26369, pág. 3. 

Convención para la Protección de los Recursos Naturales y del Medio Ambiente en la Región 
del Pacífico Sur y Protocolo para Prevenir la Contaminación por Vertimientos en la Región 
del Pacífico Sur (Numea, 25 de noviembre de 1986)

Revue générale de droit international 
public, vol. 92 (1988), págs. 776 
(Convención) y 784 (Protocolo).
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Fuente

Convención para Regular las Actividades Relacionadas con los Recursos Minerales Antárticos 
(Wellington, 2 de junio de 1988)

Ibíd., vol. 93 (1989/1), pág. 182. Véase 
también ILM, vol. 27 (1988), 
pág. 859.

Acuerdo relativo al Cementerio de Guerra de Mosul (Bagdad, 30 de octubre de 1989) Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 1648, 
núm. 28337, pág. 331.

Convención sobre los Derechos del Niño (Nueva York, 20 de noviembre de 1989) Ibíd., vol. 1577, núm. 27531, pág. 3.

Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la 
participación de niños en los conflictos armados (Nueva York, 25 de mayo de 2000)

Ibíd., vol. 2173, núm. 27531, pág. 222.

Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático  
(Nueva York, 9 de mayo de 1992)

Ibíd., vol. 1771, núm. 30822, pág. 107.

Convenio sobre la Diversidad Biológica (Río de Janeiro, 5 de junio de 1992) Ibíd., vol. 1760, núm. 30619, pág. 79.

Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción, el Almacenamiento  
y el Empleo de Armas Químicas y sobre su Destrucción (abierta a la firma en  
París el 13 de enero de 1993)

Ibíd., vol. 1975, núm. 33757, pág. 3.

Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia  
de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción (Oslo, 18 de septiembre de 1997)

Ibíd., vol. 2056, núm. 35597, pág. 211.

Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (Estatuto de Roma)  
(Roma, 17 de julio de 1998)

Ibíd., vol. 2187, núm. 38544, pág. 3.
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Resumen

En el presente estudio se intenta examinar detalladamente el efecto de los con-
flictos armados en los tratados, que es un nuevo tema del programa de la Comisión 
de Derecho Internacional. Se comienza por una evaluación teórica de la cuestión, 
incluidos un examen general de la consideración previa del tema y un debate de las 
principales dificultades que entraña su estudio. Entre esas dificultades figuran: a) los 
diversos significados de la expresión «conflictos armados», que hacen difícil la gene-
ralización, b) el carácter cada vez menos oficial de los modernos conflictos armados 
y la consiguiente disminución de declaraciones formales de los Estados acerca del 
efecto en los tratados y c) la demora entre el propio conflicto armado y el momento en 
que sus efectos son discutidos por los tribunales y departamentos políticos.

Los tribunales, comentaristas y departamentos políticos han elaborado dos pruebas 
corrientes para determinar el efecto de los conflictos armados en los tratados: a) una 
prueba subjetiva de la intención de las partes en el tratado y b) una prueba objetiva de 
la compatibilidad del tratado con la política nacional durante el conflicto armado. El 
examen moderno del tema utiliza por lo general una combinación de ambos enfoques. 
Esos análisis han llevado a tres conclusiones separadas. En primer lugar, la opinión 
tradicional sostenía que los tratados no sobreviven a un conflicto armado. En segundo 
lugar, a comienzos del siglo XX se desarrolló una opinión diametralmente opuesta, 
que mantenía que la guerra no afecta a los tratados, salvo algunas excepciones. En 
tercer lugar, la opinión moderna está recogida en la declaración general de que los 
conflictos armados no producen ipso facto la terminación o suspensión de los tratados. 
Sin embargo, tras examinar las numerosas excepciones a cada una de dichas opinio-
nes, no parecen éstas diferir drásticamente entre sí.

El estudio procede seguidamente a una categorización detallada del efecto de los 
conflictos armados en los tratados sobre la base de la práctica de los Estados y de la 
doctrina. En primer lugar, un numeroso grupo de tratados muestra una probabilidad 
muy alta de aplicabilidad durante los conflictos armados, entre ellos los tratados de 
derecho humanitario, los tratados que contienen disposiciones expresas sobre su apli-
cabilidad en tiempo de guerra, los tratados que regulan un régimen o condición per-
manente, los tratados o disposiciones de tratados que codifican normas de jus cogens, 
los tratados de derechos humanos, los tratados que regulan la deuda intergubernamen-
tal y las convenciones diplomáticas. En segundo lugar, dos clases de tratados mues-
tran una probabilidad relativamente elevada de aplicabilidad: los tratados de herencia 
recíproca y las convenciones «normativas» multilaterales. En tercer lugar, un nume-
roso grupo de tratados muestra una probabilidad diversa, emergente o controvertida 
de aplicabilidad, entre ellos los acuerdos de transporte internacional, los tratados rela-
tivos al medio ambiente, los tratados de extradición, los tratados transfronterizos, los 
tratados de amistad, comercio y navegación, los tratados de propiedad intelectual y 
los tratados de transferencias penales. En cuarto lugar, dos tipos de tratados tienen una 
probabilidad muy reducida de aplicabilidad: los tratados con disposiciones expresas 
que estipulan que no se aplican en tiempo de guerra, y los tratados que son incompa-
tibles en la práctica con la política nacional durante un conflicto armado.

Se examina a continuación el efecto de la Segunda Guerra Mundial en los tratados. 
Además del tipo de tratado, otro factor importante para determinar la aplicabilidad de 
un tratado durante un conflicto armado es la magnitud del conflicto. De este modo, el 
examen del efecto de la Segunda Guerra Mundial en los tratados ayuda a fijar un límite 
al posible efecto máximo. Cabría suponer que los conflictos armados de menor magni-
tud de la época moderna tuvieran un efecto correspondientemente menos acusado en los 
tratados. Sin embargo, cuando se examina detalladamente la Segunda Guerra Mundial, 
es sorprendente observar que se dejaron en suspenso muchos menos tratados de los que 
podría pensarse, y tal vez ninguno fue abrogado por completo.

La documentación disponible al público sobre la práctica moderna de los Estados 
en relación con esta cuestión es bastante limitada, pero no inexistente. En primer 
lugar, hay pruebas considerables de que las hostilidades internas en un determinado 
Estado pueden afectar a los tratados interestatales celebrados entre ese Estado y otro, 
o tal vez incluso entre dos o más Estados completamente diferentes. Se ha mostrado 
también que otras formas no tradicionales de conflicto armado afectan a los tratados, 
como la guerra fría y conflictos bilaterales de escasa intensidad. En segundo lugar, 
aunque muchas otras doctrinas jurídicas tienen efectos sustancialmente análogos al 
de los conflictos armados en los tratados, hay razones poderosas para aducir que estas 
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últimas pueden distinguirse por cuanto se producen automáticamente, mientras que 
doctrinas tales como las de rebus sic stantibus y de la imposibilidad han de ser invo-
cadas. En tercer lugar, recibe fuerte apoyo la idea de que las operaciones realizadas 
de conformidad con el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas dejarán en 
suspenso o abrogarán los tratados que resulten incompatibles con ellas. Por último, si 
bien se entendía tradicionalmente que los conflictos armados surtían mayor efecto en 
los tratados bilaterales que en los multilaterales, hay pruebas de que esta distinción ya 
no está tan marcada.

Aunque la práctica de los Estados y la doctrina son abundantes, no son coherentes 
y se encuentran en evolución. Además, a medida que la guerra tradicional cede el 
paso a conflictos armados modernos no tradicionales, internos o no ajustados a las 
formas, los parámetros del efecto de los conflictos armados en los tratados quedan 
sumidos en una considerable incertidumbre. Si los Estados aportan las opiniones gu-
bernamentales actuales, la labor de codificación de la Comisión podría hacer avanzar 
grandemente la comprensión internacional del tema y actualizar una doctrina que ha 
sido concebida sobre todo para otra época.

Las referencias y citas del presente memorando se proporcionan únicamente con 
respecto a la cuestión de los efectos de los conflictos armados en los tratados y no 
guardan ninguna relación con la caracterización de un conflicto armado, el objeto de 
la controversia, incluida la cuestión de la condición de los territorios que son objeto 
de ella, o cualquier otra cuestión similar.

Introducción
A.  Naturaleza del tema

1.  El efecto de los conflictos armados en los tratados ha 
sido una materia no resuelta y poco clara en el derecho 
internacional durante por lo menos un siglo. Sir Cecil 
J. B. Hurst escribió en 1921 que «[h]ay pocas cuestiones 
respecto de las cuales las personas que se ocupan de la 
aplicación práctica de las normas de derecho internacio-
nal encuentran los libros de texto menos útiles que la de 
los efectos de la guerra en los tratados vigentes entre los 
beligerantes»1. En su principal investigación más reciente 
sobre esta cuestión, el Relator Bengt Broms escribió en su 
informe al Institut de droit international que «[e]l efecto 
de la guerra en los tratados ha sido siempre una de las 
materias problemáticas del derecho internacional. Ha sido 
incluso calificada de tema “oscuro”»2.

2.  El artículo  73 de la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados (Convención de Viena de 1969) 
dice claramente que sus disposiciones «no prejuzgarán 
ninguna cuestión que con relación a un tratado pueda sur-
gir como consecuencia [...] de la ruptura de hostilidades 
entre Estados»3. La Comisión excluyó este tema de su 

1 C. J. B. Hurst, «The effect of war on treaties», British Year Book of 
International Law 1921-1922, vol. 2, págs. 37 a 47, en pág. 38.

2 B. Broms, «Preliminary report to the Fifth Commission: the effects 
of armed conflicts on treaties», Annuaire de l’Institut de droit inter-
national, vol. 59-I (período de sesiones de Dijon, 1981), págs. 224 a 
247, en pág. 227 (citando a D. P. O’Connell, International Law, 2ª ed., 
vol.  1, Londres, Stevens and Sons, 1970, pág.  268). Para la opinión 
tal vez más pesimista de los autores modernos, véase J. Stone, Legal 
Controls of International Conflict. A Treatise on the Dynamics of Dis-
putes and War-Law, Londres, Stevens and Sons, 1959, pág. 447 (donde 
considera el tema «como la búsqueda del principio con arreglo al cual 
pueda decirse que la vida continúa después de la muerte»).

3 Para los antecedentes de la redacción del artículo 73 de la Con-
vención de Viena de 1969, véase R. D. Kearney y R. E. Dalton, «The 
treaty on treaties», American Journal of International Law, vol.  64, 
núm. 3 (1970), págs. 495 a 561, en particular pág. 557; y S. Rosenne, 

proyecto de artículos sobre el derecho de los tratados de 
1963 por considerar que «el estudio de ese asunto entra-
ñaría inevitablemente un examen de los efectos de las 
disposiciones de la Carta relativas a la amenaza o el uso 
de la fuerza sobre la legitimidad del recurso a las hosti-
lidades de que se trata; y no consideró que este asunto 
pudiera estudiarse de manera conveniente en el contexto 
de su presente trabajo sobre el derecho de los tratados»4. 
Además, la Comisión afirmó en su comentario al proyecto 
de artículo 69, que pasó a ser el artículo 73 de la Conven-
ción de Viena de 1969 que «en el derecho internacional 
actual, se debe considerar que la ruptura de hostilidades 
entre Estados es una situación enteramente anormal y que 
las normas por las que se rigen sus consecuencias jurí-
dicas no forman parte de las normas generales de dere-
cho internacional aplicables a las relaciones normales 
entre Estados»5. Aunque la cláusula de salvaguardia del 

Developments in the Law of Treaties 1945-1986, Cambridge, Cambridge 
University Press, 1989, págs. 68 a 70. Vease también el artículo 75 de 
la Convención: «Las disposiciones de la presente Convención se enten-
derán sin prejuicio de cualquier obligación que pueda originarse con 
relación a un tratado para un Estado agresor como consecuencia de 
medidas adoptadas conforme a la Carta de las Naciones  Unidas con 
respecto a la agresión de tal Estado».

4 Anuario…  1963, vol.  II, documento A/5509, pág.  220, párr.  14 
(reiterado en el Anuario…  1966, vol.  II, documento A/6309/Rev.1, 
Parte II, pág. 194, párr. 29).

5 Anuario…  1966, vol.  II, documento A/6309/Rev.1, Parte  II, 
pág. 292, párr. 2; véase también Documentos Oficiales de la Conferen-
cia de las Naciones Unidas sobre el Derecho de los Tratados, perío-
dos de sesiones primero y segundo, Viena, 26 de marzo-24 de mayo 
de 1968 y 9 de abril-22 de mayo de 1969, Documentos de la Confe-
rencia (A/CONF.39/11/Add.2, publicación de las Naciones  Unidas, 
núm. de venta: S.70.V.5), pág. 92. El texto inicial de la Comisión para 
el artículo 69 no incluye la referencia a conflictos armados. La refe-
rencia expresa a los conflictos armados fue añadida en la Conferencia 
de las Naciones  Unidas sobre el Derecho de los Tratados, mediante 
una combinación de enmiendas de Hungría, Polonia y Suiza, que fue 

(Continuación en la página siguiente.)
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artículo 73 está redactada en forma muy amplia —excep-
tuando cualquier cuestión que con relación a un tratado 
pueda surgir de la ruptura de hostilidades— el presente 
estudio no se ocupa de la cuestión de la concertación de 
tratados durante un conflicto armado y se limita a los efec-
tos de los conflictos armados en los tratados vigentes.

B.  Dificultades inherentes al estudio del tema

3.  La cuestión del efecto de los conflictos armados 
en los tratados es difícil por varias razones. En primer 
lugar, la expresión «conflictos armados» ha venido a 
referirse a un conjunto muy diverso de circunstancias. 
Dado que cada conflicto armado entraña circunstancias 
muy diferentes en cuanto a la magnitud del conflicto, la 
fortaleza de los tratados del caso y las relaciones de los 
Estados afectados, es difícil formular normas aplicables 
a todas las situaciones. Estas dificultades han dado lugar 
a una práctica de los Estados muy divergente, que los 
tribunales y departamentos políticos han tratado con jus-
tificable cautela.

4.  En segundo lugar, y como cuestión conexa, el con-
flicto armado típico ha pasado a revestir formas consi-
derablemente menos oficializadas. Como resultado de la 
prohibición del uso de la fuerza estipulada en el párrafo 4 
del Artículo  2 de la Carta de las Naciones  Unidas, los 
Estados han ido desistiendo de la guerra oficializada en el 
sentido tradicional para librar conflictos armados so capa 
de acciones policiales, actos limitados de legítima defensa 
o intervenciones humanitarias6. La guerra tradicional 

aprobada por 72 votos contra 5 y 14 abstenciones; véase Documentos 
Oficiales de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho 
de los Tratados, primer período de sesiones, Viena, 26 de marzo al 
24 de mayo de 1968, Actas resumidas de las sesiones plenarias y de las 
sesiones de la Comisión Plenaria (A/CONF.39/11, publicación de las 
Naciones Unidas, núm. de venta: S.68.V.7), 76ª sesión de la Comisión 
Plenaria, 17 de mayo de 1968, págs. 497 y 498, párrs. 9 a 30, en donde 
se citan las enmiendas de Hungría y Polonia (A/CONF.39/C.1/L.279) y 
de Suiza (A/CONF.39/C.1/L.359); véase también Documentos Oficia-
les de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho de los 
Tratados, períodos de sesiones primero y segundo… (A/CONF.39/11/
Add.2), págs. 213 y 214, párrs. 634 a 638.

6 Véase J. Delbrück, «War, effect on treaties», en R.  Bernhardt 
(dir.), Encyclopedia of Public International Law, vol. 4, Ámsterdam, 
Elsevier, 2000, págs. 1367 a 1373, en particular pág. 1371(«El examen 
del uso de la fuerza militar en los decenios siguientes a la Segunda 
Guerra Mundial pone de manifiesto un notable abandono del concepto 
tradicional de la guerra como fenómeno caracterizado por el comienzo 
oficial de las hostilidades mediante una declaración de guerra u otra 
acción que indique claramente el propósito de un Estado de ir a la gue-
rra contra otro Estado. En lugar de ello, el uso de la fuerza armada ha 
desembocado gradualmente en muchos casos en un estado de guerra, 
que, sin embargo, más a menudo que no, ha sido calificado por los 
gobiernos de “acción policial”, “acto limitado de legítima defensa” o 
“intervención humanitaria”, lo que indica que no se quiere reconocer 
una guerra en toda regla. En el presente contexto cabe preguntarse si 
esos conflictos armados tienen los mismos efectos en los tratados que 
la guerra con arreglo al anterior entendimiento más limitado del con-
flicto tradicional»); véase también J. H. W. Verzijl, International Law 
in Historical Perspective, vol. VI: Juridical Facts as Sources of Inter-
national Rights and Obligations, Leiden, Sijthoff, 1973, págs. 371 y ss., 
en particular pág. 387: «El tribunal podría en ocasiones dejar de lado la 
cuestión de si un determinado tratado bilateral ha caducado como con-
secuencia del estallido de hostilidades, sobre la base de que no había un 
estado técnico de guerra entre las partes» (citando ILR, vol. 21 (1954), 
pág. 262: Francia-Austria (Heller v. La Soie de Paris, Francia, Tribunal 
de Comercio del Sena, 12 de noviembre de 1954); ILR, vol. 28 (1959), 
pág. 492: Francia-Rumania (Ovize and Belard v. Gartenberg, Francia, 
Tribunal de Casación, 9 de julio de 1959)).

iba acompañada a menudo de denuncias formales de 
tratados y se concluía con un tratado de paz, que puede 
utilizarse para inferir el efecto de los conflictos armados 
en los tratados7; en los conflictos armados modernos casi 
nunca se hacen estas declaraciones oficiales. Ha resul-
tado ser mucho menos probable que los conflictos no 
oficiales, de menor magnitud de la era moderna susciten 
comentarios de los tribunales y departamentos políticos 
que las guerras del pasado. Por ejemplo, mientras que 
el Annuaire français de droit international incluía casi 
cada año anotaciones de la práctica de Francia sobre esta 
cuestión tras la Segunda Guerra Mundial, no ha regis-
trado ningún caso de tal práctica desde 19578. Lo mismo 
ocurre con el American Journal of International Law que 
incluía habitualmente anotaciones sobre la práctica de los 
Estados Unidos después de la Segunda Guerra Mundial, 
pero nada después de 19579. Sin declaraciones oficiales 
de los tribunales o departamentos políticos, es sumamente 
difícil distinguir entre la falta de cumplimiento de un tra-
tado durante un conflicto armado —incluida la falta de 
cumplimiento potencialmente justificable10— y un efecto 
jurídico real del conflicto armado en el propio tratado11.

7 Cabe inferir el efecto de los conflictos armados en los tratados 
anteriores a la guerra examinando si en el tratado de paz se dispone 
que los tratados anteriores a la guerra se «renuevan» o «continúan en 
vigor». Ahora bien, McIntyre observa que, incluso con esas disposi-
ciones expresas se «evita tomar una postura definida sobre el efecto 
real de la guerra en los tratados y su condición mientras siga en curso 
la guerra» (S. H. McIntyre, Legal Effect of World War II on Treaties of 
the United States, La Haya, Martinus Nijhoff, 1958, pág. 309). Véase 
también ibíd., pág. 312 («El examen de las declaraciones confusas y, en 
ocasiones, contradictorias de los asesores jurídicos [en la Conferencia 
de Paz de París] solo puede llevar a la conclusión de que no adoptaron 
una postura definida sobre el efecto de la guerra en los tratados ante-
riores a ésta y que solo les preocupaba qué tratados deberían seguir 
vigentes una vez restablecida la paz»); ibíd., pág. 313 (alegando que el 
texto del artículo 289 del Tratado de Paz entre las Potencias Aliadas y 
Asociadas y Alemania de 1919 (Tratado de Versalles) por el que se puso 
fin a la Primera Guerra Mundial «es ambiguo y puede interpretarse en el 
sentido de que la guerra dio por terminado aquellos acuerdos que llega-
ron a su fin o que el propio Tratado de Versalles cumplió esa función»). 
Varios casos estadounidenses apoyan la opinión de que la propia gue-
rra dio por terminados los tratados y no el tratado de paz. Véase ibíd., 
pág. 316 (aclarando que varios casos estadounidenses en que se debatía 
el efecto de la guerra en los tratados «se ocupaban del efecto de la gue-
rra en sí y no de la condición de los tratados con arreglo al artículo 289 
[del Tratado de Versalles] y al Tratado de Berlín; por consiguiente, lo 
que tenían que decir sobre los tratados no específicamente renovados 
era por desgracia tan solo una opinión judicial»). Por lo que se refiere 
al Tratado sobre el Restablecimiento de la Paz entre Alemania y los 
Estados Unidos de América (Tratado de Berlín), concluido en Berlín el 
25 de agosto de 1921, véase Sociedad de las Naciones, Treaty Series, 
vol. XII, núm. 310, pág. 192.

8 Véase J. Robert, «Chronique de jurisprudence», Annuaire français 
de droit international, vol.  4 (1958), págs.  723 a 780, en particular 
pág. 776 (en donde se cita el asunto Dornen Erika c. Batzenschlager, 
Tribunal civil de Blida, 13 de marzo de 1957, Journal du droit interna-
tional (Clunet), vol. 85 (1958), pág. 128).

9 Véase B. MacChesney, «Judicial decisions», American Jour-
nal of International Law, vol.  51 (1957), págs.  632 a 649, en parti-
cular págs.  634 y ss. (sobre el caso Argento v.  Horn, 241 F.2d 258 
(6th Cir. 1957)). El caso Argento se examina en la nota 234 infra y el 
texto que la acompaña.

10 Véase la nota 452 infra y el texto que la acompaña.
11 En el caso de falta de cumplimiento, el tratado no queda afectado 

por el conflicto armado y sigue legalmente en vigor, pero los Estados 
no cumplen las obligaciones que les impone porque no se da la situa-
ción a que se aplica el tratado o porque el Estado incumple sus obli-
gaciones. McIntyre examina este problema: «Al suponer que las acti-
vidades basadas en un tratado influyen en su validez jurídica, no hay 
que inferir de ello que la falta de aplicación signifique necesariamente 
un menoscabo de la validez del tratado. En el caso Artukovic v. Boyle 
(1952), el Magistrado Hall afirmó que las pruebas que indicaban que 

(Continuación de la nota 5.)
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(Continuación en la página siguiente.)

5.  En tercer lugar, es muy difícil obtener una evalua-
ción actual de los efectos de los conflictos armados en los 
tratados. Los departamentos políticos se muestran com-
prensiblemente renuentes a anunciar los efectos de los 
conflictos armados en los tratados cuando están sumidos 
en un conflicto, y con frecuencia transcurre un tiempo 
considerable hasta que el efecto de un determinado con-
flicto armado en un tratado se plantea en los tribunales. 
Por ejemplo, no fue sino hasta 1983 cuando el Gobierno 
británico declaró que la Convención concluida entre 
España e Inglaterra, Transigiendo Varios Puntos sobre 
Pesca, Navegación y Comercio en el Océano Pacífico y 
los Mares del Sur (Convención de la Ensenada de Noo-
tka), de 1790, se había dado por terminada en 1795 como 
resultado de la guerra entre Gran Bretaña y España, casi 
200 años después del hecho12. Análogamente, un tribu-
nal italiano no adoptó una decisión sobre el efecto de la 
Segunda Guerra Mundial en los tratados de extradición 
hasta 197013, y un tribunal británico no evaluó el efecto 
de la Segunda Guerra Mundial en el Convenio para la 
Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras, de 
1927, hasta que se suscitó como problema en un caso 

no se había procedido a la extradición de ninguna persona con arreglo 
al Tratado de Extradición [entre los Estados Unidos y Serbia, firmado 
en Belgrado el 25 de octubre] de 1901 mostraban que el tratado no era 
ya válido. El representante Cannon calificó en 1946 a la Corte Perma-
nente de Arbitraje de “obsoleta”, “difunta”, e “inexistente”, dado que 
los Estados Unidos no se habían servido de este mecanismo desde 
1932. Pero estas declaraciones no están bien fundadas. Si no surge la 
ocasión de aplicar un determinado tratado, no cabe decir que el tra-
tado ha perdido por ello su validez jurídica» (McIntyre (nota 7 supra), 
pág. 10 (cita a Artukovic v. Boyle, 107 F. Supp. 11 (195[2]); Hearings 
on the Third Deficiency Appropriation Bill, 1946, before the Subcom-
mittee of the Committe on Appropriations, House of Representatives, 
79th Cong., 2d Sess.; H. Kelsen, General Theory of Law and State, 
Cambridge, Mass., Harvard University Press, 1946, págs. 29 a 47 y 
118 y 119)). McIntyre cita también una decisión adoptada por el Tri-
bunal Militar Internacional en 1946, por la que «se negó a sancionar 
a [los almirantes acusados de violar las normas de la guerra subma-
rina] habida cuenta de la amplia violación de esas normas por ambas 
partes. No obstante, el Tribunal consideró que esas normas seguían 
vigentes» (McIntyre, supra, pág.  61). Análogamente «los acusados 
ante el Tribunal Militar Internacional no adujeron que el Pacto de 
París [Tratado General de Renuncia a la Guerra como Instrumento de 
Política Nacional (Pacto Kellogg-Briand)] había cesado de ser vincu-
lante en cualquier momento, pero negaron que su interpretación de 
la legítima defensa fuera una violación de él» (ibíd., pág. 84). Véase 
también ibíd., pág. 87 («El estado de guerra puede ser suficientemente 
incompatible con la naturaleza y objetos de un determinado tratado 
político de manera que su aplicación durante la guerra resulte imposi-
ble, pero la guerra no puede impedir que continúe la existencia legal 
del tratado»); ibíd., pág.  134 (refiriéndose a los tratados laborales 
concertados durante la Segunda Guerra Mundial hace observar que 
«desde el punto de vista jurídico, las obligaciones y derechos de todos 
los miembros continuaron como antes, pero desde el punto de vista 
práctico algunos de ellos eran difícil o imposibles de aplicar»); ibíd., 
págs.  156 y 157 (hace observar que muchos tratados «dieron lugar 
a tan escaso grado de actividad durante la Segunda Guerra Mundial 
que cabía razonablemente suponer que los Estados miembros los con-
sideraban en suspenso»); ibíd., pág.  353 («Aun cuando la conven-
ción relativa a la soberanía de Noruega sobre Spitsbergen [Tratado de 
Spitsbergen] (1920) fue violada en algunos aspectos en la Segunda 
Guerra Mundial, continuó en vigor y ninguna de las partes perdió los 
derechos que les reconocía dicho instrumento»).

12 Comunicado en British Year Book of International Law 1983, 
vol. 54, pág. 370. Por lo que respecta al texto de la Convención de la 
Ensenada de Nootka, firmada en San Lorenzo el Real el 28 de octubre 
de 1790, véase A. Del Cantillo, Tratados, convenios y declaraciones 
de paz y de comercio, Madrid, Imprenta de Alegría y Charlain, 1843, 
págs. 623 y ss.

13 In re Barnaton Levy and Suster Brucker, Tribunal de Apelación, 
Milán, 30 de octubre de 1970, comunicado en Italian Yearbook of Inter-
national Law, vol. 1 (1975), pág. 233.

de 197614. Este intervalo hace difícil evaluar el efecto 
que las nuevas formas de conflicto armado tienen en las 
relaciones contractuales.

6.  Como resultado de ello, los efectos de los conflictos 
armados en los tratados sigue siendo un sector del derecho 
tan problemático como antes. Se ha sugerido que la codifi-
cación, aunque no sea una tarea fácil, beneficiaría conside-
rablemente a la comunidad internacional15. A tal efecto, el 
presente estudio trata de proceder a un resumen moderno 
de la doctrina y la práctica de los Estados sobre los efectos 
de los conflictos armados en los tratados, intentando elabo-
rar formas fiables o llegar a la conclusión de que no existe 
ninguna. Su propósito es ofrecer un resumen detallado de la 
información pública que existe sobre el tema. Sin embargo, 
ante la falta de esa información disponible al público, se 
requerirá también, para una codificación eficaz, las aporta-
ciones de los gobiernos, sobre todo respecto de su práctica 
después de la Segunda Guerra Mundial.

C.  Estudios sobre el tema en el pasado

7.  En el pasado se han realizado muchos estudios de los 
efectos de los conflictos armados en los tratados, a varios 
de los cuales han atribuido especial importancia los Esta-
dos y los comentaristas. El primero de esos estudios fue el 
realizado por el Institut de droit international en 191216. En 
segundo lugar, la Harvard Research on the Law of Trea-
ties, de 1935, incluía un importante análisis de los efectos 
de los conflictos armados en los tratados como parte de 
su labor más general sobre los tratados17. En tercer lugar, 
el Institut de droit international trató de realizar un gran 
estudio del tema de 1981 a 198518, que culminó en una 
resolución en 198519. El British Institute of International 

14 Véase J. Crawford, «Decisions of British Courts during 1976-
1977 involving questions of public international law», British Year 
Book of International Law 1976-1977, vol. 48, págs. 333 a 335 (se cita 
el caso núm.  I Masinimport v.  Scottish Mechanical Light Industries 
Ltd., comunicado en Scots Law Times 1976, pág. 245, Escocia, Outer 
House, Lord Keith).

15 Véase, por ejemplo, C. M. Chinkin, «Crisis and the performance 
of international agreements: the outbreak of war in perspective», Yale 
Journal of World Public Order, vol. 7 (1980-1981), págs. 177 a 208, 
en particular pág.  207 («Un órgano internacional autorizado debería 
continuar trabajando en este sector incompleto y confuso del derecho 
relativo a los acuerdos internacionales»).

16 «Effects of war upon treaties and international conventions. A 
project adopted by the Institute of International Law at its Session in 
Christiania in August 1912» (Comentario editorial), American Journal 
of International Law, vol.  7 (1913), págs 149 a 155. Véase también 
Annuaire de l´Institut de droit international (período de sesiones de 
Christiania, 1912), pág. 648.

17 Harvard Research in International Law (J. W. Garner, Relator), 
«Law of treaties», American Journal of International Law, vol.  29 
(1935), Sup., págs. 973 y ss., en particular págs. 1183 a 1204.

18 «The effects of armed conflicts on treaties», Annuaire de 
l’Institut de droit international, vol.  59-I (véase la nota  2 supra), 
págs. 201 a 284; ibíd., vol. 59-II («Déliberations de l’Institut en séan-
ces plenières. Les effets des conflits armés sur les traités», B. Broms, 
Relator), págs.  175 a 245; ibíd., vol.  61-I (período de sesiones de 
Helsinki, 1985) (B. Broms, «Supplementary report to the Fifth Com-
mission: the effects of armed conflicts on treaties»), págs.  1 a 27; 
ibíd., vol. 61-II («Déliberations de l’Institut en séances plenières. The 
effects of armed conflicts on treaties», B. Broms, Relator), págs. 199 
a 255 [denominado en lo sucesivo «Estudio del Institut de droit inter-
national», volumen, página].

19 «The effects of armed conflicts on treaties», resolución del Institut 
de droit international (Helsinki, 1985), Annuaire de l’Institut de droit 
international, vol. 61-II, págs. 278 a 283; puede consultarse en línea en 
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and Comparative Law ha propuesto un estudio detallado, 
que persigue la elaboración de un manual sobre el tema de 
más de 300 páginas20, pero el proyecto está temporalmente 
en suspenso debido a la falta de recursos21.

8.  Han escrito libros sobre este tema Robert Jacomet 
en 190922, Harold Tobin en 193323, Lambertus Erades en 
193824, Richard Rank en 194925, Stuart McIntyre en 195826, 
y Agostino Gialdino en 195927. Este tema se examina en 
innumerables manuales28, siendo los tratamientos más 

el sitio web del Institut: www.idi-iil.org, Resolutions (denominada en lo 
sucesivo «resolución del Institut de droit international de 1985 sobre los 
efectos de los conflictos armados en los tratados»).

20 «The effects of war on treaties», proyecto de estudio del British 
Institute of International and Comparative Law (se hace observar que 
los editores de la última edición en proyecto de Oppenheim’s Interna-
tional Law, vol. II (Sir Arthur Watts y Christopher Greenwood) no han 
comenzado todavía su labor sobre el tema y están satisfechos con que 
el Instituto realice el estudio).

21 Intercambio de correos electrónicos con Susan C. Breau, becaria 
de Dorset de Derecho Internacional Público y Directora del Servicio de 
Asesoramiento Jurídico del Commonwealth, British Institute of Inter-
national and Comparative Law, 22 de marzo de 2004.

22 R. Jacomet, La guerre et les traités: Étude de droit international 
et d’histoire diplomatique, París, H. Charles-Lavauzelle, 1909.

23 H. J. Tobin, The Termination of Multipartite Treaties, Nueva York, 
Columbia University Press, 1933, págs. 13 a 193.

24 L. Erades, De Invloed van Oorlog op de Geldigheid van ver-
dragen (Rijksuniversiteit, Leiden, 1938) (tesis doctoral exhaustiva de 
400 páginas sobre los efectos de los conflictos armados en los tratados, 
en la que se examinan todas las disposiciones accesibles que rigen esta 
cuestión hasta 1938, y se ofrecen abundantes datos sobre la práctica de 
los Estados, declaraciones oficiales de los gobiernos y jurisprudencia 
en retrospectiva hasta el siglo XVII. Contrariamente al título, el estudio 
se refiere más a la suspensión/terminación de los tratados en conflictos 
armados que a su validez).

25 R. Rank, Einwirkung des Krieges auf die nichtpolitischen Staats-
verträge, Uppsala, Svenska Institutet för Internationell Rätt, 1949.

26 McIntyre (nota 7 supra).
27 A. C. Gialdino, Gli effetti della guerra sui trattati, Milán, 

Giuffrè, 1959.
28 Véase, por ejemplo, H. W. Briggs (ed.), The Law of Nations: Cases, 

Documents, and Notes, 2ª  ed., Nueva York, Appleton-Century-Crofts, 
1952, págs. 934 a 946; P. Malanczuk, Akehurst’s Modern Introduction 
of International Law, 7ª ed. rev., Londres, Routledge, 1997, págs. 145 
y 146; I. A. Shearer, Starke’s International Law, 11ª ed., Londres, But-
terworths, 1994, págs. 492 a 494; I. Brownlie, Principles of Public Inter-
national Law, 6ª ed., Oxford, Oxford University Press, 2003, pág. 592; 
J. G. Starke, An Introduction to International Law, 5ª ed., Londres, But-
terworths, 1963, págs.  408 a 410; Rosenne, Developments in the Law 
of Treaties… (nota 3 supra); A. Aust, Modern Treaty Law and Practice, 
Cambridge, Cambridge University Press, 2000, págs.  243 a 244; H. 
Kelsen, Principles of International Law, 2ª ed. rev. (R. W. Tucker, ed.), 
Nueva York, Holt, Rinehart and Winston, 1966, págs. 499 a 501.

importantes de la cuestión los que figuran en Oppenheim’s 
International Law29, la Encyclopedia of Public Internatio-
nal Law 30, International Law in Historical Perspective, de 
Verzijl31, y Digest of International Law, de Marjorie Whi-
teman32. Han escrito importantes artículos o capítulos sobre 
esta cuestión Sir Cecil J. B. Hurtst en 192133, Richard Rank 
en 195334, Lord McNair en 193735 y 196136 y Christine 
Chinkin en 198137 entre otros muchos autores38. El presente 
estudio tratará de contribuir a este conjunto de obras39, 
incorporando esas diversas fuentes en una sola investiga-
ción y tratando de descubrir ejemplos modernos que toda-
vía no se han examinado en otras partes.

29 L. Oppenheim, International Law: A Treatise, 7ª ed., publicación 
dirigida por H. Lauterpacht, Londres, Longmans, 1952, vol. II, Dispu-
tes, War and Neutrality, págs. 302 a 306. Véase también R. Jennings y 
A. Watts (eds.), Oppenheim’s International Law, 9ª ed., vol. I, Peace, 
Harlow, Longman, 1992, pág. 1310 (edición actual que incluye muy 
poca documentación y se remite a la séptima edición).

30 Delbrück (nota 6 supra), págs. 1367 a 1373.
31 Verzijl (nota 6 supra).
32 M. M. Whiteman (dir.), Digest of International Law, Washington 

D.C, Department of State Publications, vol. 14 (1970), págs. 490 a 510.
33 Hurst (nota 1 supra).
34 R. Rank, «Modern war and the validity of treaties: a compara-

tive study [parte I]», Cornell Law Quarterly, vol. 38, núm. 3 (1953), 
págs.  321 y ss.; R. Rank, «Modern war and the validity of treaties 
[parte II]», ibíd., vol. 38, núm. 4 (1953), págs. 511 y ss.

35 A. D. McNair, «Les effets de la guerre sur les traités», Recueil des 
cours de l’Académie de droit international de La Haye, 1937-I, vol. 59, 
págs. 527 y ss.

36 A. D. McNair, The Law of Treaties, Oxford, Clarendon Press, 
1961, págs. 695 a 728.

37 Chinkin (nota 15 supra).
38 Para una lista detallada de documentación sobre el tema véase 

infra la bibliografía adjunta (anexo).
39 Aunque muchos de los estudios anteriores se ocupan del efecto 

de la guerra en los tratados, el presente estudio adopta la tendencia 
moderna de considerar la cuestión más amplia de los efectos de los 
conflictos armados en los tratados. Véase R. Layton, «The effect of 
measures short of war on treaties», University of Chicago Law Review, 
vol.  30 (1962-1963), págs.  96 y ss., en particular págs.  109 y 110: 
«En los principales conflictos armados que han tenido lugar desde la 
Segunda Guerra Mundial, no se han hecho declaraciones oficiales de 
guerra. Las perspectivas son las de que esta tendencia continuará. [...] 
En gran medida, la doctrina de la guerra legal o justificable ha sido pros-
crita en la comunidad internacional. La Carta [de las Naciones Unidas] 
se ocupa directamente de las “amenazas a la paz, los quebrantamientos 
de la paz y los actos de agresión”. En cierto sentido, cabe decir que la 
preocupación expresada en el pasado sobre el efecto de la guerra en los 
tratados está obsoleta. Por supuesto, muchos de los conceptos utiliza-
dos en esa investigación son directamente análogos y, por lo menos pro-
visionalmente, tienen carácter autorizado en cuanto a las consecuencias 
que cabe esperar del estallido de hostilidades de gran envergadura a las 
que ya no se califica de guerra» (se omiten las notas).

Capítulo I

Enfoques teóricos del tema

A.  Pruebas corrientes

9.  Se han desarrollado dos escuelas generales de pen-
samiento sobre la manera de enfocar el efecto de los 
conflictos armados en los tratados. Como explicaba 
el profesor Starke, «[l]a primera es una prueba subje-
tiva de intención: ¿se proponían los signatarios del tra-
tado que continuara siendo éste vinculante al estallar las 
hostilidades? La segunda es una prueba objetiva: ¿es 

incompatible la ejecución del tratado con el desarrollo de 
las hostilidades?»40. En la presente sección se estudiarán 
sucesivamente cada una de estas escuelas.

10.  En primer lugar, la escuela de intención sostiene que 
el efecto de los conflictos armados en los tratados debe 

40 Starke, An Introduction to International Law (nota  28 supra), 
pág. 409.

(Continuación de la nota 19.)

https://www.idi-iil.org/fr/
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determinarse por la intención —expresa o implícita— de 
las partes en esos tratados. Propuesta por Sir Cecil Hurst 
en su influyente tratamiento del tema en 192241, la prueba 
de la intención ha sido defendida en grado diverso por 
otros comentaristas, incluidos McNair, Borchard, Garner, 
Rank, Lenoir y Hyde42.

11.  La segunda escuela de pensamiento se centra en 
la compatibilidad del tratado con la política nacional 
durante el conflicto armado. Esta escuela surgió de la 
insatisfacción con la escuela de intención ante la falta de 
disposiciones expresas sobre la intención, junto con las 
dificultades inherentes a inferir la intención de las par-
tes43. Quienes apoyan la escuela de la compatibilidad 
alegan que puede «completar la intención de las partes, 
cuando esa intención no sea fácilmente discernible»44. La 
escuela de la compatibilidad ha sido examinada detalla-
damente en varios casos estadounidenses bien conocidos 
sobre el efecto de los conflictos armados en los tratados. 
En el caso Techt v. Hughes, el Magistrado Cardozo alegó 
que los tribunales deberían determinar la validez de una 
determinada disposición de un tratado objeto de con-
troversia que les hubiera sido presentada, examinando 
si «esa disposición es incompatible con la política o la 
seguridad de la nación en caso de guerra y, por lo tanto, 
se tiene presumiblemente el propósito de que se limite a 
tiempos de paz»45. El Tribunal Supremo de los Estados 

41 Hurst (nota 1 supra), pág. 40 («De la misma manera que la duración 
de los contratos entre particulares depende de la intención de las partes, 
la duración de los tratados entre los Estados debe depender de la inten-
ción de las partes, y los tratados sobrevivirán al estallido de la guerra o 
desaparecerán según que las partes se propusieran al concertar el tratado, 
que éste sobreviviera o desapareciera»). La doctrina de la intención se 
examina también en Rank, «Modern war and the validity of treaties: a 
comparative study [parte I]» (nota 34 supra), págs. 325 a 333.

42 McIntyre (nota 7 supra), págs. 16 y 17 (se cita a A. D. McNair, 
«The functions and differing legal character of treaties», British Year 
Book of International Law [1930], vol. 11; A. D. McNair, La terminai-
son et dissolution des traités, Recueil des cours de l’Académie de droit 
international de La Haye, 1928-II, vol. 22, pág. 511; E.M. Borchard, 
«The effect of war on the Treaty of 1828 with Prussia», American Jour-
nal of International Law, vol. 26 (1932), págs. 582 a 586, en especial 
pág. 585 [Tratado de Comercio y Navegación entre los Estados Uni-
dos de América y Prusia, concluido en Washington D.C. el 1 de mayo 
de 1928, U.S. Stat., vol. VIII (1848), pág. 378]; Harvard Research in 
International Law (J. W. Garner, Relator), «Law of treaties» (nota 17 
supra), pág.  1186; Rank, «Modern war and the validity of treaties 
[parte II]» (nota 34 supra), pág. 538; J. J. Lenoir, «The effect of war 
on bilateral treaties, with special reference to reciprocal inheritance 
treaty provisions», Georgetown Law Journal, vol. 34, núm. 2 (1946), 
págs. 129 a 177, en particular pág. 173; Ch. Ch. Hyde, International 
Law Chiefly as Interpreted and Applied by the United States, vol.  2, 
2ª ed. rev, Boston, Little, Brown and Co., 1945, pág. 1547). 

43 Por ejemplo, el profesor Myres McDougal alegó que era «“abso-
lutamente fantástico”, suponer que los signatarios tuvieran intenciones 
concretas con respecto a todos los acontecimientos futuros y que esas 
intenciones pudieran ser interpretadas exactamente con posterioridad» 
(McIntyre (nota 7 supra), pág. 19 (donde cita a M. S. McDougal, «Inter-
national law, power, and policy: a contemporary conception», Recueil 
des cours de l’Académie de droit international de La  Haye, 1953-I, 
vol.  82, págs.  137 y ss., en particular pág.  152). McDougal atribuye 
esta dificultad a «la gran diversidad de actores (negociadores, redac-
tores, aprobadores, ratificadores), que expresan su acuerdo mediante 
formas verbales de todo tipo de generalidad o precisión, por todos los 
métodos conocidos del derecho internacional, para la aplicación de una 
gran diversidad de objetivos a corto y a largo plazo y perspectivas del 
momento y con determinados efectos designados y suscritos sobre las 
expectativas de todas las partes y la distribución de valores entre ellas».

44 McIntyre (nota 7 supra), pág. 19.
45 Techt v. Hughes, Tribunal de Apelación de Nueva York, 229 NY 

222, 243, 128 N.E. 185, 192 (1920).

Unidos siguió este criterio en el caso Clark v. Allen, al 
sostener que «cuando las fuentes históricas pertinentes y 
el propio instrumento no indican claramente que ha de 
quedar sin efecto en su totalidad o en parte al estallar las 
hostilidades, debe determinarse, como se indica en el caso 
Techt v. Hughes [...], si la disposición en virtud de la cual 
se hacen valer los derechos es incompatible con la polí-
tica nacional en tiempo de guerra»46. Esta combinación de 
intención y compatibilidad se ha convertido en la norma 
en los Estados Unidos de América para evaluar el efecto 
de los conflictos armados en los tratados47.

12.  La doctrina de la compatibilidad fue también asu-
mida a nivel internacional en la opinión disidente en el 
caso S. S. «Wimbledon» de 1923, en la Corte Permanente 
de Justicia Internacional48. En ese caso, los Magistra-
dos Anzilotti y Huber alegaron que «si las obligaciones 
impuestas por la defensa nacional o la neutralidad entran 
en conflicto con las derivadas de convenciones en esfe-
ras tales como el comercio y las comunicaciones, la 
intención de las partes debe haber sido la de conside-
rar que éstas últimas revisten menos importancia»49. 
Por último, la doctrina de la compatibilidad ha reci-
bido también el apoyo de numerosos comentaristas50.

13.  El pensamiento moderno sobre el efecto de los 
conflictos armados en los tratados combina en general 
estos dos criterios. Por ejemplo, Starke se sirve de las dos 

46 Clark v. Allen, Estados Unidos, Tribunal Supremo, 331 U.S. 503, 
513 (1947). Véase también Brownell v.  San Francisco, Tribunal de 
Apelación de California, 271 P.2d 974 (Cal. 1954) (siguiendo a Clark).

47 McIntyre (nota 7 supra), págs. 20 y 53. Véase también Whiteman 
(dir.) (nota 32 supra), pág. 504 (donde cita una carta del Departamento 
de Estado al Departamento de Justicia, de 18 de marzo de 1949, MS. 
Departamento de Estado, expediente 311.643/2-949: «En lo que res-
pecta al efecto de la guerra sobre la aplicación de las disposiciones de 
un tratado, el Departamento considera en general que el factor deter-
minante es el de si existe, o no, esa incompatibilidad entre las dispo-
siciones del tratado correspondiente y el mantenimiento de un estado 
de guerra, para poner en claro que no debe aplicarse una determinada 
disposición»); véase también ibíd., pág. 508 (donde cita la carta del Jefe 
de Protocolo del Departamento de Estado (Woodward) al Comisionado 
Fiscal de Ohio, de 29 de marzo de 1949, manuscrito del Departamento 
de Estado, expediente 702.6511 Taxation/2-1949) (utilizando un texto 
idéntico).

48 S. S. «Wimbledon», fallo de 17  de agosto de  1923, P.C.I.J. 
Series A, núm.  1, págs.  14 y ss., en especial págs.  35 y ss., opinión 
disidente de los Magistrados Anzilotti y Huber.

49 G. Schwarzenberger, International Law as Applied by Internatio-
nal Courts and Tribunals, vol. II: The Law of Armed Conflict, Londres, 
Stevens and Sons, 1968, pág. 72.

50 Briggs llega a alegar que el derecho legal de un Estado beligerante 
a dar por terminado o considerar en suspenso tratados incompatibles 
con un estado de guerra está tan bien acreditado como la doctrina de 
que los tratados que incluyen disposiciones expresas sobre su aplica-
bilidad en tiempo de guerra serán respetados (Briggs (ed.), The Law of 
Nations… (nota 28 supra), págs. 942 y 943). Véase también Delbrück 
(nota 6 supra), pág. 1370 (donde hace observar que los tratados en la 
esfera del derecho internacional privado y otros tratados que regulan 
intereses privados no se ven afectados con frecuencia por los conflictos 
armados); Aust (nota 28 supra), pág. 244 (donde alega que los trata-
dos continúan aplicándose salvo si su continuación o aplicación no es 
posible durante un período de hostilidades); y Shearer (nota 28 supra), 
pág. 493. A los tratados compatibles con la política nacional en tiempo 
de guerra se les denomina de otro modo tratados «no políticos». Véase, 
por ejemplo, Whiteman (dir.) (nota 32 supra), págs. 508 y 509 (donde 
cita una carta del Asesor Jurídico del Departamento de Estado de los 
Estados Unidos (E. A. Gross) a Richard Rank, Svenska Institutet för 
Internationell Rätt (Iohnson-Institutet), Uppsala (Suecia), 29 de enero 
de 1948, MS. Departamento de Estado, expediente 500/12-1947).



16	 Documentos del 57º período de sesiones

pruebas para distinguir seis categorías de tratados51. Otros 
comentaristas, como McNair52, Shearer53 y Verzijl54, han 
establecido incluso más clasificaciones. Uno de los obje-
tivos del presente estudio es el de sintetizar todos estos 
criterios en una clasificación general del efecto de los 
conflictos armados en los tratados.

B.  Conclusiones generales

14.  El análisis del efecto de los conflictos armados en 
los tratados ha progresado mediante tres conclusiones 
separadas. La opinión tradicional entre los juristas, con-
firmada por una amplia parte de la práctica tradicional de 
los Estados, es la de que los tratados no sobreviven a un 
conflicto armado55. Por ejemplo, Carlos II, Rey de Ingla-
terra y Escocia, informó a los magistrados escoceses en 
1673 de que la guerra con los holandeses había dejado 
«ciertamente» sin efecto el Tratado de Breda de 166756. 
Análogamente, en 1801, Lord Stowell «asumió sin dis-
cusión», en el caso The Frau Ilsabe, que la guerra entre 
Gran Bretaña y los Países Bajos había abrogado los tra-
tados concertados entre ambos Estados57. En 1817, Lord 
Stowell dijo que los tratados «son cosas perecederas, y 
sus obligaciones se disipan con el primer acto hostil»58. 
El Presidente de los Estados Unidos Polk afirmó en 1847 
que «el estado de guerra abroga los tratados previamente 

51 «1)  Los tratados entre los Estados beligerantes que presuponen 
el mantenimiento de una acción política o de buenas relaciones entre 
ellos, por ejemplo, los tratados de alianza, quedan abrogados.

2)  Los tratados que representan situaciones consumadas o que se 
proponen establecer una situación permanente, por ejemplo, los trata-
dos de cesión o los tratados de fijación de fronteras, no se ven afectados 
por la guerra y continúan en vigor.

3)  Los tratados en los que los beligerantes son partes en relación 
con el desarrollo de las hostilidades, por ejemplo, las Convenciones de 
La Haya de 1899 y 1907 y otros tratados que prescriben normas para las 
operaciones bélicas, siguen siendo vinculantes.

4)  Las convenciones multilaterales de tipo «normativo» relativas 
a la salud, drogas, protección de la propiedad intelectual, etc., no que-
dan anuladas al estallar la guerra, sino que se dejan en suspenso y se 
reanudan al terminar las hostilidades, o incluso son objeto en tiempo de 
guerra de aplicación parcial.

5)  En ocasiones se incluyen disposiciones expresas en los tratados 
para referirse al caso de estallido de una guerra [...] [Estas disposiciones 
serán respetadas].

6)  En lo que respecta a otras categorías de tratados, por ejemplo, 
tratados de extradición, a falta de una expresión clara de intención, que-
dan en principio en suspenso.»

Starke, An Introduction to International Law (nota  28 supra), 
págs. 409 y 410 (se han omitido las notas).

52 McNair, The Law of Treaties (nota 36 supra).
53 Shearer (nota 28 supra), pág. 493.
54 Verzijl (nota 6 supra).
55 McNair, The Law of Treaties (nota 36 supra), págs. 698 a 702. 

Haciendo observar que «cuanto más retrocedemos en la historia, tanto 
más amplias y poco discriminatorias son las alegaciones de que todos 
los tratados quedan abrogados por el estallido de las hostilidades entre 
las partes contratantes», McNair afirma que «esto se debe probable-
mente a la antigua práctica de diffidatio, en virtud de la cual, al estallar 
la guerra, era habitual que cada beligerante proclamase solemnemente 
que todos los tratados existentes entre ellos habían dejado de tener vali-
dez. El efecto de esta práctica parece haber sobrevivido a la práctica en 
sí» (pág. 698, nota 2 y el texto que la acompaña). Véase también Oppen-
heim (nota 29 supra), pág. 302; y Delbrück (nota 6 supra), pág. 1369.

56 McNair, The Law of Treaties (nota 36 supra), pág. 698.
57 Ibíd., pág.  699. Respecto al asunto The Frau Ilsabe, véase  

C. Robinson, Reports of Cases Argued and Determined in the High Court 
of Admiralty, vol. IV, Londres, Butterworth and White, 1804, págs. 63 y ss.

58 McNair, The Law of Treaties (nota 36 supra), pág. 699.

existentes entre los beligerantes»59. Sir J. D. Harding, 
Letrado de la Reina en Gran Bretaña en 1854 dejó escrito 
que, «según el derecho de las naciones, la guerra abroga 
todos los tratados entre los beligerantes»60. El bloqueo 
británico de Zanzíbar en 1873 fue considerado por los 
Lores Comisionados del Almirantazgo de Gran Bretaña, 
como un acto de guerra que anulaba el Tratado de 1845 
entre Gran Bretaña y Zanzíbar61. Después del bloqueo de 
los puertos de Venezuela por Gran Bretaña, Alemania e 
Italia en 1912, Gran Bretaña y Venezuela intercambia-
ron notas oficiales por las que se confirmaba que dicho 
bloqueo «había creado, ipso  facto, un estado de guerra 
entre Gran Bretaña y Venezuela» y que, en consecuencia, 
era necesario renovar y confirmar oficialmente el Tratado 
de 18 de abril de 1825 entre ambos países62. La Corte de 
Reclamaciones de los Estados Unidos sostuvo en 1894 que 
«la guerra revoca los tratados de paz y amistad y convierte 

59 McIntyre (nota  7 supra), pág.  34. Pero véase la decisión de la 
Comisión de Reclamaciones establecida en virtud de la Ley de 3 de 
marzo de 1849 de los Estados Unidos: «[...] como principio general, 
el estallido de una guerra pone fin a todos los tratados entre los beli-
gerantes, sin embargo, esto no es universal [...] La expulsión de ciuda-
danos de los Estados Unidos de sus lugares de residencia y comercio 
en México durante la última guerra, antes de la expiración del período 
estipulado en el tratado, por las autoridades públicas de México, violó 
los derechos de esos ciudadanos garantizados por el tratado» (ibíd.).

60 McNair, The Law of Treaties (nota 36 supra), pág. 700.
61 Ibíd., pág. 701. Respecto al Tratado entre Gran Bretaña y el Sulta-

tanato de Mascate sobre la Abolición del Tráfico de Esclavos, concluido 
en Zanzíbar el 2 de octubre de 1845, véase British and Foreign State 
Papers, 1846-1847, vol. 35, Londres, James Ridgway, 1860, pág. 632.

62 McNair, The Law of Treaties (nota 36 supra), págs. 701 y 702. Res-
pecto al Tratado de Amistad, Comercio y Navegación entre Gran Bretaña 
y Colombia, concluido en Bogotá el 18 de abril de 1825, véase British 
and Foreign State Papers, 1824-1825, vol. 12, Londres, James Ridgway, 
1846, pág. 661. La jurisprudencia estadounidense y, en menor medida la 
británica, en lo que respecta a la observancia de los derechos privados 
constituyen una excepción principal a la opinión tradicional. Ya en 1823, 
en el caso Society for the Propagation of the Gospel v. New Haven and 
Wheeler, el Tribunal Supremo de los Estados Unidos dijo, en una opinión 
judicial, que «los tratados que estipulan derechos y acuerdos generales 
permanentes, que aspiran a la perpetuidad, y que tratan del caso de gue-
rra así como del caso de paz, no cesan al estallar la guerra, sino que, 
como mucho, solo quedan en suspenso mientras dura ésta» (H. Wheaton, 
Reports of Cases Argued and Adjudged in the Supreme Court of the Uni-
ted States. February Term, 1823, vol. VIII, Nueva York, R. Donaldson, 
1823, págs. 464 y ss., en págs. 494 y 495 (examinado en McNair, The 
Law of Treaties (nota 36 supra), págs. 699 y 700)). Un tribunal británico 
llegó a una conclusión análoga siete años después en el caso Sutton v.  
Sutton (1830), The English Reports, vol. 39, Londres, Stevens and Sons, 
1904, pág. 255. Esos casos son el comienzo de una larga cadena de juris-
prudencia en esos países que apoya los tratados que garantizan derechos 
privados recíprocos durante los conflictos armados; más que representar 
la opinión tradicional, son los precursores de la opinión moderna, y se 
examinan más adelante. La práctica de los Estados Unidos al terminar 
la guerra de 1812 entre los Estados Unidos y Gran Bretaña se apartó 
también de la opinión tradicional. John Quincy Adams alegó que el Tra-
tado de 1783 entre Gran Bretaña y los Estados Unidos no había sido 
anulado por la guerra de 1812. Lord Bathurst respondió: «Gran Bretaña 
no puede sumarse a esta postura tan novedosa. Gran Bretaña no conoce 
excepciones a la norma de que todos los tratados quedan terminados por 
una guerra posterior entre las partes que los firmaron». Adams respondió 
que «hay muchas excepciones» a la doctrina de la terminación absoluta, 
incluidos todos los tratados que «tienen naturaleza de obligación perpe-
tua». McIntyre alega que, «aunque quepa decir que los Estados Unidos 
se han adherido a la posición británica», hay fuertes pruebas de que los 
Estados Unidos jamás abandonaron su opinión y que la práctica estadou-
nidense a comienzos del siglo XIX permitió importantes excepciones a 
la doctrina de la abrogación absoluta (McIntyre (nota 7 supra), págs. 29 
y 30 y pág. 30, nota 1). Respecto al Tratado Definitivo de Paz entre Gran 
Bretaña y los Estados Unidos, concluido en París el 3  de septiembre 
de 1783, véase H. Miller (ed.), Treaties and Other International Acts of 
the United States of America, vol. 2, Washington D.C., U.S. Government 
Printing Office, 1931, pág. 151.
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en enemigos en derecho a los súbditos de las soberanías 
contendientes»63. El Gobierno español proclamó en 1898 
que el estado de guerra existente entre España y los Esta-
dos Unidos de América daba por terminados todos los tra-
tados concertados entre ambos países64.

15.  A comienzos del siglo XX, se manifestó una segunda 
opinión diametralmente opuesta en el sentido de que la gue-
rra no afecta a los tratados, salvo algunas excepciones. Esta 
idea, propuesta por N. Politis, de Francia, en su informe al 
Institut de droit international65, fue incluida en el proyecto de 
reglamento adoptado por el Instituto en su reunión de 1912 
en Christiania, en el que se decía que la guerra «no afecta a la 
existencia de tratados, convenciones y acuerdos, cualquiera 
que sea su título u objeto, entre los Estados beligerantes. Lo 
mismo cabe decir de las obligaciones especiales derivadas 
de esos tratados, convenciones y acuerdos»66. Análoga-
mente, la Harvard Research on the Law of Treaties alegó en 
193567 que la guerra puede dejar en suspenso algunos tra-
tados pero no abrogar ninguno de ellos68. Esta tendencia a 
desviarse de la abrogación ipso facto recibió también apoyo 

63 McIntyre (nota 7 supra), pág. 34 (donde cita el caso Valk v. Uni-
ted States, 29 Court of Claims 62 (1894), confirmado en 168 U.S. 703 
(1897)).

64 McIntyre (nota 7 supra), pág. 34.
65 Ibíd., pág. 37 (donde cita Annuaire de l’Institut de droit interna-

tional, vol. 24 (período de sesiones de Madrid, 1911), págs. 200 y ss.). 
McIntyre observa que se había propuesto esta misma opinión tres dece-
nios antes en J. C. Bluntschli, Das moderne Völkerrecht der civilisirten 
Staten, Nördlingen, C. H. Beck, 1878, págs. 538 y 402. El mismo año 
que Politis presentó su informe, Turquía declaró la guerra a Italia y dio 
por terminados todos los tratados bilaterales, McIntyre, pág. 37.

66 McIntyre (nota  7 supra), pág.  37 (donde se cita Annuaire de 
l´Institut de droit international, vol. 25 (período de sesiones de Chris-
tiania, 1912), pág. 611).

67 Harvard Research in International Law (J. W. Garner, Relator), 
«Law of treaties» (nota 17 supra).

68 McIntyre (nota 7 supra), págs. 14 y 15.

en un tribunal internacional de comienzos del siglo  XX.  
El tribunal arbitral en el caso de las Pesquerías de la Costa 
del Atlántico Norte declaró que «el derecho internacional 
en su evolución moderna reconoce que muchas obligacio-
nes contractuales no quedan anuladas por la guerra, sino, 
a lo sumo, suspendidas»69. A primera vista, esta escuela 
parece ser diametralmente opuesta a la opinión tradicional 
de que la guerra da por terminados ipso facto los tratados; 
sin embargo, tras examinar las numerosas excepciones a 
cada opinión, no parecen diferir éstas radicalmente.

16.  La opinión moderna, hecha suya por el Institut de 
droit international en su estudio y resolución de 1985 es 
la de que «los conflictos armados no dan por terminados 
ni dejan en suspenso ipso  facto la aplicación de tratados 
vigentes entre las partes en un conflicto»70. Aunque esta 
declaración general sea tal vez uno de los únicos denomina-
dores comunes que quepa extraer de la práctica y doctrina 
tan divergentes, su carácter demasiado general es insatis-
factorio. En el capítulo siguiente se tratará de examinar con 
detalle diferentes tipos de tratados, procurando determinar 
si cabe deducir algunas normas más específicas.

69 The North Atlantic Coast Fisheries Case (Great Britain, 
United  States of America), decisión de 7  de septiembre de  1910, 
Naciones  Unidas, Reports of International Arbitral Awards, vol.  XI 
(núm. de venta: 61.V.4), págs. 167 y ss., en pág. 181 (citado en McNair, 
The Law of Treaties (nota 36 supra), págs. 702 y 703, nota 2; Verzijl 
(nota 6 supra), pág. 377).

70 Estudio y resolución del Institut de droit international (véanse las 
notas 18 y 19 supra), art. 2. Malanczuk señaló una cuestión interesante 
en relación con la nueva opinión de que los conflictos armados no dan 
por terminados ipso facto los tratados, alegando que «[t]al vez no sea 
tanto la norma lo que ha cambiado, sino la naturaleza de los tratados a 
los que se aplica la norma. Era razonable decir que la guerra ponía fin a 
todos los tratados entre Estados beligerantes, cuando la mayoría de los 
tratados eran “tratados contractuales” bilaterales; tiene que modificarse 
la norma cuando muchos tratados son “tratados normativos” multilate-
rales, en los que son partes tanto los neutrales como los beligerantes» 
(Malanczuk (nota 28 supra), págs. 145 y 146).

Capítulo II

Categorización del efecto de los conflictos armados en los tratados

17.  La opinión moderna del efecto de los conflictos 
armados en los tratados es la de que «la cuestión de si 
los tratados sobreviven al estallido de las hostilidades se 
resuelve según el tipo de tratado de que se trate»71. Por 
consiguiente, la tarea del jurista moderno tiene que ser 
la de determinar qué tipos de tratados continúan en vigor 
durante el conflicto armado y después de éste, cuáles 
quedan suspendidos y cuáles abrogados. Las decisiones 
judiciales de varios países abonan la teoría de la cate-
gorización72, y numerosos comentaristas modernos han 

71 R. G. Tarasofsky, «Legal protection of the environment during 
international armed conflict», Netherlands Yearbook of International 
Law, vol. 24 (1993), págs. 17 a 79, en pág. 62.

72 En Gran Bretaña véase el asunto Sutton (1830) (nota 62 supra). 
En los Estados Unidos véase In re Meyer’s Estate (1951), Tribunal de 
Apelación de California, 107 Cal. App. 2d 799, 804 y 805 («el hecho 
de que  las estipulaciones de un tratado queden anuladas por la gue-
rra depende de su carácter intrínseco»). Véase también Clark v. Allen 
(nota 46 supra) 331 U.S. 503 (1947); Society for the Propagation of the 
Gospel (nota 62 supra) 8 Wheat 464, 494 y 495 (U.S. 1823): Karnuth 
v. U.S., Tribunal Supremo de los Estados Unidos, 279 U.S. 231 (1929); 
Techt (nota 45 supra) 229 N.Y. 222, 128 N.E, 185 (1920), certiorari 
denied 254 U.S. 643 (1920); State ex. rel. Miner v. Reardon, Tribunal 

adoptado este enfoque73. En el presente capítulo, que 
constituye el principal análisis sustantivo de este estudio, 
se intenta examinar con detalle este efecto.

Supremo de Kansas, 120 Kan. 614, 245 P. 158 (1926); Goos v. Brocks, 
Tribunal Supremo de Nebraska, 117 Neb. 750, 223 Northwest 13 
(1929); Sophie Rickmers, 45 F.2d 413 (S.D.N.Y. 1930).

73 Véanse las notas 52 a 54 supra y el texto que las acompaña. Pero 
véase Verzijl (nota 6 supra), pág. 372. Verzijl critica este enfoque «esta-
dístico» del problema, alegando que «incluso si fuera posible afirmar con 
exactitud en cuántos casos se considera que los tratados han caducado 
automáticamente como consecuencia del estallido de la guerra [...], cuán-
tos se considera que solo han quedado automáticamente en suspenso [...] 
y cuántos continúan en vigor, este resultado numérico sería una simple 
exposición estadística del hecho y no implicaría necesaria y automática-
mente un juicio normativo correspondiente. A mi juicio, tal exposición no 
justificaría por sí misma la conclusión de que existe una norma de dere-
cho acorde a ella, sino que, como mucho, proporcionaría una indicación 
de lo que podría considerarse que es el derecho en los casos en que no se 
dispusiera de datos positivos sobre las intenciones de los beligerantes». 
Véase también ibíd., pág. 377 («[n]o pienso [...] que haya una base sufi-
ciente para establecer [...] una marcada distinción entre diversos grupos 
de tratados, por lo que no estoy de acuerdo con los autores que afirman 
que, por ejemplo, los tratados comerciales se reanudan automáticamente, 
pero no así los tratados de extradición»).
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A.  Tratados que muestran una probabilidad 
muy elevada de aplicabilidad

1.  Tratados de derecho humanitario

18.  Está perfectamente reconocido que los conflictos 
armados no pueden surtir efecto en el derecho internacio-
nal humanitario, como las Convenciones de La Haya de 
1899 y 1907 sobre las Leyes y Costumbres de la Guerra 
Terrestre y los Convenios de Ginebra para la Protección 
de las Víctimas de la Guerra (Convenios de Ginebra de 
1949)y los Protocolos Adicionales74, los tratados que se 
ocupan del empleo de determinadas armas75 y otros trata-
dos que se ocupan de aspectos de los conflictos armados76, 
ya que todos estos tratados fueron concebidos específi-
camente para ocuparse de un aspecto de las hostilida-
des77. De todas las categorías de tratados examinados en 
el presente estudio, los relativos al derecho internacional 
humanitario presentan el más alto historial de vitalidad 
continuada durante un conflicto armado. Ya en 1785, el 
artículo XXIV del Tratado de Amistad y Comercio entre 
Prusia y los Estados Unidos de América enunciaba clara-
mente que un conflicto armado no surtiría efecto en sus 
disposiciones de derecho humanitario78 y, a lo largo de la 

74 Véase, por ejemplo, el artículo  2 del Convenio de Ginebra para 
Aliviar la Suerte que Corren los Heridos y los Enfermos de las Fuer-
zas Armadas en Campaña (Convenio I); el artículo 2 y el artículo 47 del 
Convenio de Ginebra para Aliviar la Suerte que Corren los Heridos, los 
Enfermos y los Náufragos de las Fuerzas Armadas en el Mar (Conve-
nio II); el artículo 2 del Convenio de Ginebra relativo al Trato Debido a 
los Prisioneros de Guerra (Convenio III); el artículo 2 del Convenio de 
Ginebra relativo a la Protección Debida a las Personas Civiles en Tiempo 
de Guerra (Convenio IV); los artículos 51 a 56 del Protocolo Adicional 
a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 relativo a la Protec-
ción de las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales (Proto-
colo I); el artículo 1 del Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra 
de 12 de agosto de 1949 relativo a la Protección de las Víctimas de los 
Conflictos Armados Sin Carácter Internacional (Protocolo II); Conven-
ción de La Haya de 1907 relativa a las Leyes y Costumbres de la Guerra 
Terrestre (Convención IV) y su Reglamento anexo.

75 Véase, por ejemplo, Convención sobre la Prohibición del Desa-
rrollo, la Producción y el Almacenamiento de Armas Bacteriológicas 
(Biológicas) y Toxínicas y sobre Su Destrucción, de 1972; Conven-
ción sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas 
Convencionales que Puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o 
de Efectos Indiscriminados, de 1980 (incluidos sus cinco Protocolos 
Facultativos); Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Pro-
ducción, el Almacenamiento y el Empleo de Armas Químicas y sobre 
su Destrucción, de 1993; Convención sobre la Prohibición del Empleo, 
Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y 
sobre su Destrucción, de 1997.

76 Véase, por ejemplo Estatuto de Roma de la Corte Penal Interna-
cional, de 1998; Convención para la Protección de los Bienes Cultura-
les en Caso de Conflicto Armado, de 1954 (más sus dos Protocolos); 
Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño 
relativo a la participación de niños en los conflictos armados, de 2000.

77 Verzijl (nota  6 supra), pág.  371; Delbrück (nota  6 supra), 
pág. 1370; Brownlie (nota 28 supra), pág. 592; Whiteman (dir.) (nota 32 
supra), pág. 510; Oppenheim (nota 29 supra), pág. 304; Aust (nota 28 
supra), pág. 244; Tobin (nota 23 supra), pág. 29; Kelsen, Principles of 
International Law, 2ª ed. rev. (Tucker, ed.) (nota 28 supra), págs. 499 
y 500; Stone (nota 2 supra), págs. 447 a 450; «Study of the legal vali-
dity of the undertakings concerning minorities», Comisión de Derechos 
Humanos, sexto período de sesiones (1950) (E/CN.4/367 y Corr.1 [y 
Add.1]), pág. 7, nota 1; Starke, An Introduction to International Law 
(nota 28 supra), pág. 409.

78 Artículo XXIV del Tratado de Amistad y Comercio concertado 
entre Prusia y los Estados Unidos en La Haya el 10  de septiembre 
de 1785: «Las dos Potencias contratantes declaran, además, que ni el 
pretexto de que la guerra rompe los tratados, ni ningún otro motivo, 
anularán ni dejarán en suspenso este artículo y el anterior, sino que, por 
el contrario, se han estipulado esos artículos precisamente para tiempo 

historia, incluso los regímenes contractuales más débiles 
de derecho internacional humanitario han sido «relativa-
mente bien observados» durante los conflictos armados79. 
La opinión actual, defendida en el Restatement (Third) of 
the Foreign Relations Law of the United States , es la de 
que «[c]on arreglo al derecho internacional tradicional, el 
estallido de una guerra entre Estados da por terminados 
[...] los acuerdos concertados entre ellos. Sin embargo, 
[...] los acuerdos que regulan el desarrollo de las hostili-
dades sobreviven, toda vez que fueron concebidos para su 
aplicación durante la guerra»80. Si esta excepción huma-
nitaria existía incluso con arreglo al entendimiento tradi-
cional del efecto de los conflictos armados en los tratados, 
es todavía más probable que exista con arreglo al enfoque 
moderno, que prevé más casos en los que los tratados no 
resultan afectados por un conflicto armado.

19.  Una prueba análogamente considerable es el efecto 
de las guerras mundiales: mientras que las guerras mun-
diales han tenido históricamente los efectos más impor-
tantes en los tratados81, el derecho humanitario continuó 
aplicándose en la Primera Guerra Mundial. Durante la 
Primera Guerra Mundial se consideró que seguían vigente 
las Convenciones de La Haya de 1899 y de 1907, que 
regulan el desarrollo de la guerra; muchas decisiones del 
Tribunal Prize, así como la Declaración de París de 1856, 
dieron efecto a esas convenciones82. En 1923, el Gobierno 
británico, en respuesta a la pregunta de otro gobierno de si 
consideraba que el Convenio de la Cruz Roja de Ginebra, 
de 6 de julio de 1906 (Convenio de Ginebra para el Mejo-
ramiento de la Suerte de los Heridos y Enfermos de los 
Ejércitos en Campaña), seguía vigente entre los ex beli-
gerantes de la Primera Guerra Mundial, respondió: «En 
opinión de Su Majestad, dicho Convenio, al estar conce-
bido para regular el comportamiento de los beligerantes 
durante la guerra, no quedó afectado por el estallido de la 
guerra»83. Análogamente, en 1925, el Gobierno británico 
denunció la Convención VI de La Haya, de 1907, lo que 
no hubiera sido necesario si hubiese sido abrogada por la 
Primera Guerra Mundial84.

20.  La Corte Internacional de Justicia ha subrayado tam-
bién la vitalidad del derecho internacional humanitario 
durante los conflictos armados. En su opinión consultiva 
sobre la Legalidad de la amenaza o el empleo de armas 
nucleares, la Corte citó el derecho internacional humani-
tario como ejemplo más destacado de tratados aplicables 
en los conflictos armados85. 

de guerra» (U.S. Stat., vol. VIII (1848), págs. 84 y ss., en págs. 96 y 98) 
(citado en Verzijl (nota 6 supra), pág. 371).

79 Tarasofsky (nota 71 supra), pág. 56 (donde se debate el Protocolo 
de Ginebra de 1925 relativo a la Prohibición del Empleo en la Guerra de 
Gases Asfixiantes, Tóxicos o Similares y de Medios Bacteriológicos).

80 American Law Institute, Restatement (Third) of the Foreign 
Relations Law of the United States, St. Paul, Minnesota, 1987, vol. 1, 
secc. 336 e.

81 Véase el capítulo III infra.
82 McNair, The Law of Treaties (nota  36 supra), pág.  696. Véase 

también ibíd., pág. 704.
83 Ibíd., pág. 704.
84 Ibíd.
85 Legality of the Threat or Use of Nuclear Weapons, opinión con-

sultiva, I.C.J. Reports 1996, págs. 226 y ss., en especial párr. 105 (8 de 
julio de 1996). La Corte pone asimismo en claro de que todo tratado que 
codifique el principio de neutralidad continuaría también aplicándose: 
«La Corte considera que, como en el caso de los principios de derecho 
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21.  Pese a esta aplicabilidad general del derecho 
internacional humanitario durante los conflictos arma-
dos, incluso este derecho tiene un umbral de aplicabili-
dad. Dado que ese umbral puede ser pertinente para la 
cuestión general del efecto de los conflictos armados en 
los tratados, se examina aquí con cierto detalle. Meron 
explica esos umbrales en la medida en que se refieren a 
conflictos armados internacionales, conflictos armados de 
carácter no internacional y violencia de menor intensidad 
que no alcanza el nivel de conflicto armado de carácter no 
internacional.

Los Convenios de Ginebra distinguen entre conflictos internacio-
nales, según se definen en el artículo 2 común, y conflictos de carác-
ter no internacional con arreglo al artículo 3 común. Los conflictos 
que entrañan una violencia de menor intensidad y que no alcanzan 
el umbral de un conflicto armado se distinguen implícitamente de los 
conflictos armados de carácter no internacional a los que son apli-
cables las disposiciones de ese artículo. El apartado d del párrafo 2 
del artículo 8 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, 
basándose en el texto del párrafo  2 del artículo  1 del Protocolo 
Adicional II, hace explícita esta distinción a los efectos del estatuto al 
disponer que el párrafo 2 c, que recoge el texto del artículo 3 común, 
se aplica a los conflictos armados y no a situaciones de disturbios 
o tensiones internos, tales como motines, actos aislados y esporádi-
cos de violencia u otros actos de carácter similar. En los Protocolos 
Adicionales se distingue entre conflictos armados de carácter inter-
nacional según se definen en el artículo 1 del Protocolo I, conflictos 
armados de carácter no internacional, según se definen en el artículo 1 
del Protocolo  II, y «situaciones de disturbios o tensiones internos» 
que quedan por debajo del umbral de aplicabilidad del Protocolo II. 
El apartado f del párrafo 2 del artículo 8 del Estatuto de la Corte Penal 
Internacional complica todavía más la cuestión. Declara que las dis-
posiciones del párrafo 2 e, que van más allá del artículo 3 común e 
incluyen algunas disposiciones adicionales de Ginebra y de La Haya, 
se aplican «a los conflictos armados que tienen lugar en el territorio 
de un Estado cuando existe un conflicto armado prolongado entre las 
autoridades gubernamentales y grupos armados organizados o entre 
tales grupos»86.

22.  Dado que «la caracterización del conflicto [...] 
determina qué normas del derecho internacional huma-
nitario serán, en su caso, aplicables», queda abierta la 
puerta a los gobiernos para que caractericen el conflicto 
de la manera que les sea más favorable, con la posi-
ble merma de la aplicabilidad del derecho humanitario 
internacional87. Este problema se ve exacerbado por la 
amplitud de los conflictos «mixtos» o «internacionaliza-
dos» que caracterizan a la era actual88. La no aplicación 
del conjunto del derecho internacional humanitario a 
los conflictos armados de carácter no internacional crea 
especiales problemas, ya que el Protocolo de los Conve-
nios de Ginebra de 1949 que trata específicamente de los 
conflictos armados de carácter no internacional, el Pro-
tocolo II, fija un umbral muy elevado para desencadenar 
su aplicabilidad y rara vez ha sido aplicado89. De este 

humanitario aplicable en los conflictos armados, el derecho internacio-
nal no deja duda de que el principio de neutralidad, cualquiera que sea 
su contenido, cuyo carácter fundamental es análogo al de los principios 
y normas humanitarios, es aplicable (con sujeción a las disposiciones 
pertinentes de la Carta de las Naciones Unidas) a todos los conflictos 
armados internacionales, cualquiera que sea el tipo de  armas que se 
utilice» (ibíd., párr. 89).

86 T. Meron, «The humanization of humanitarian law», American 
Journal of International Law, vol.  94 (2000), págs.  239 a 278, en 
pág. 260 (cita tratados de derecho humanitario (véase la nota 74 supra)).

87 Meron, «The humanization of humanitarian law» (nota 86 supra), 
págs. 260 y 261.

88 Ibíd.
89 Ibíd., pág. 261.

modo, la caracterización del conflicto armado como no 
internacional puede surtir el efecto de hacer inaplicable 
todo el derecho humanitario90.

23.  Esta tendencia a distinguir distintos umbrales de 
aplicabilidad del derecho internacional humanitario 
parece irse disipando. En un reciente estudio del Comité 
Internacional de la Cruz Roja (CICR) «se trata de lograr 
un reconocimiento más amplio de que muchas normas 
son aplicables tanto a los conflictos de carácter inter-
nacional como no internacional»91. La mayoría de los 
manuales militares no distinguen entre ambas clases de 
conflictos, y el Jefe del Estado Mayor Conjunto de los 
Estados Unidos afirma expresamente que «las Fuerzas 
Armadas de los Estados Unidos respetarán el derecho de 
la guerra durante el desarrollo de todas las operaciones 
militares y actividades conexas en los conflictos arma-
dos, independientemente de cómo se caractericen esos 
conflictos»92. En el reglamento promulgado por el Secre-
tario General de las Naciones Unidas sobre la observan-
cia del derecho internacional humanitario por las fuerzas 
de las Naciones Unidas tampoco se establece una distin-
ción entre los conflictos de carácter internacional y no 
internacional93. Un número creciente de nuevas conven-
ciones sobre derecho internacional humanitario se aplica 
a los conflictos de carácter no internacional94. Además, 
la Cámara de Apelación del Tribunal Internacional para 
la ex-Yugoslavia ha impugnado enérgicamente la distin-
ción entre conflictos armados de carácter internacional y 
de carácter no internacional:

¿Por qué proteger a los civiles de la violencia de los beligerantes, o 
proscribir las violaciones, torturas o la destrucción injustificada de hos-
pitales, iglesias, museos o bienes privados, así como prohibir las armas 
que causan sufrimientos innecesarios cuando dos Estados soberanos 

90 Ibíd. (cita a R. R. Baxter, «Some existing problems of humani-
tarian law», en The Concept of International Armed Conflict: Further 
Outlook (Proceedings of the International Symposium on Humanitarian 
Law, Bruselas,1974). Análogamente a esta cuestión de caracterización, 
Meron examina también la manera en que la redefinición de «perso-
nas protegidas» con arreglo al artículo 4 del Convenio IV de Ginebra 
puede conducir a la no aplicabilidad de dicho Convenio en los conflic-
tos armados en los que de otro modo se aplicaría (véase Meron, supra, 
págs. 256 a 260).

91 Meron, «The humanization of humanitarian law» (nota 86 supra), 
pág. 261.

92 Ibíd. (se cita la instrucción 5810.01 del Jefe del Estado Mayor 
Conjunto, Implementation of the DOD Law of War Program (1996), 
citada en Corn, «When does the law apply: Analysis of Department of 
Defense Policy on application of the law of war», Army Lawyer (junio 
de 1998), págs. 16 y ss., en pág. 17).

93 Meron, «The humanization of humanitarian law» (nota 86 supra), 
págs.  261 y 262 (cita el documento ST/SGB/1999/13, reimpreso en 
ILM, vol. 38 (1999), pág. 1656).

94 Meron, «The humanization of humanitarian law» (nota  86 
supra), pág. 262 (cita la Convención sobre Prohibiciones o Restric-
ciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que Puedan 
Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscriminados 
y su Protocolo sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de 
Minas, Armas Trampa y Otros Artefactos, enmendado el 3 de mayo 
de  1996 (Protocolo  II); la Convención sobre la Prohibición del 
Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas 
Antipersonal y sobre su Destrucción; ; la Convención sobre la Prohi-
bición del Desarrollo, la Producción y el Almacenamiento de Armas 
Bacteriológicas (Biológicas) y Toxínicas y sobre Su Destrucción, de 
1972; la Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Produc-
ción, el Almacenamiento y el Empleo de Armas Químicas y sobre su 
Destrucción, de 1993; y el Segundo Protocolo de la Convención de 
La Haya de 1954 para la Protección de los Bienes Culturales en Caso 
de Conflicto Armado).
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están en guerra, y abstenerse, sin embargo, de promulgar esas mis-
mas prohibiciones o disponer la misma clase de protección cuando la 
violencia armada se ha producido «únicamente» en el territorio de un 
Estado soberano? Si el derecho internacional, salvaguardando debida-
mente, por supuesto, los legítimos derechos de los Estados, debe pasar 
en forma gradual a la protección de los seres humanos, es de lo más 
natural que la referida dicotomía pierda poco a poco peso95.

24.  Por último, Meron observa que «la codificación en 
el Estatuto [de Roma] de la Corte Penal Internacional de 
los principios de que pueden cometerse crímenes contra 
la humanidad en todas las situaciones, cualesquiera que 
sean los umbrales de los conflictos armados, y de que pue-
den cometerse no solo en aras de la política del Estado, 
sino también de la política de entidades no estatales, es 
un marcado logro»96. Así pues, aunque el derecho inter-
nacional humanitario tan solo se ha aplicado histórica-
mente de manera limitada durante los conflictos armados 
de carácter no internacional o en los que no intervienen 
Estados, la tendencia reciente es a romper claramente con 
esta tradición.

25.  Otra esfera en la que el examen del derecho inter-
nacional humanitario puede resultar útil para la cuestión 
general del efecto de los conflictos armados en los trata-
dos es la distinción entre la violación de los tratados, por 
una parte, y el efecto jurídico de los conflictos armados 
en los tratados, por otra. Por ejemplo, aunque está cla-
ramente sentado que los conflictos armados de carácter 
internacional no tienen efectos manifiestos en el derecho 
internacional humanitario97, y está aumentando la medida 
en que se aplica este derecho en los conflictos de carácter 
no internacional98, el examen de la práctica de los Esta-
dos pone, no obstante, de manifiesto muchos casos en los 
que, aunque se aplicaba el derecho internacional humani-
tario, se violaba en la práctica. En Bosnia, Kosovo, Sierra 
Leona, el Congo, Somalia, Afganistán, Camboya, Kuwait 
y otras partes, el «contraste entre el marco normativo y la 
ruda, con frecuencia bárbara, realidad del campo de bata-
lla» es amargamente evidente99. El Secretario General 
de las Naciones Unidas reconoció esta dicotomía en un 
reciente informe al Consejo de Seguridad sobre la protec-
ción de los civiles en los conflictos armados:

A pesar de que en los últimos 50 años se han aprobado diversos 
convenios basados en el derecho internacional humanitario y el dere-
cho internacional relativo a los derechos humanos, raro es el día que 
no recibamos pruebas de actos de intimidación y represión brutal, de 
tortura y de matanzas de civiles inocentes en los conflictos armados. 
Ya se trate de mutilaciones en Sierra Leona o de genocidio en Rwanda, 
de depuración étnica en los Balcanes o de desapariciones en América 
Latina, las partes en los conflictos han mostrado una indiferencia deli-
berada ante dichos convenios. Las facciones rebeldes, los combatientes 
de la oposición y las fuerzas de los gobiernos continúan atacando a 
civiles inocentes con una frecuencia alarmante100.

95 Prosecutor v.  Tadić, causa IT-94-1-AR72, decisión sobre la 
moción presentada por la defensa relativa a una apelación interlocutoria 
sobre la jurisdicción, de 2 de octubre de 1995, párr. 97 (Judicial Reports 
1994-1995, vol. I, págs. 353 y ss.); véase también ILM , vol. 35 (1996), 
pág.  32 (citado en Meron, «The humanization of humanitarian law» 
(nota 86 supra), pág. 262).

96 Meron, «The humanization of humanitarian law» (nota 86 supra), 
pág. 263.

97 Véanse las notas 77 a 85 supra y el texto que las acompaña.
98 Véanse las notas 91 a 96 supra y el texto que las acompaña.
99 Meron, «The humanization of humanitarian law» (nota 86 supra), 

pág. 276.
100 S/1999/957, párr.  2 (citado en Meron, «The humanization of 

humanitarian law» (nota 86 supra), pág. 277).

Análogamente, el CICR afirma que «[d]esafortunadad-
mente, abundan los ejemplos de violaciones del derecho 
internacional humanitario»101. Así pues, existe una clara 
distinción entre el efecto de los conflictos armados en los 
tratados, por una parte, y la violación de los tratados, por 
otra. Dado que el derecho internacional humanitario se 
aplica indiscutiblemente durante los conflictos armados, 
es fácil distinguir entre los efectos jurídicos de un con-
flicto armado en el derecho internacional humanitario (no 
hay ninguno) de una violación del derecho internacional 
humanitario por las partes en el conflicto. En lo que res-
pecta a otros tratados cuyo estado durante un conflicto 
armado es menos claro, resulta más difícil distinguir entre 
ambos aspectos, y hay que tener cuidado para no confun-
dir la violación de un tratado como prueba de un efecto 
del conflicto armado en ese tratado.

2.  Tratados en los que figuran disposiciones 
expresas sobre su aplicabilidad en tiempo de guerra

26.  Se respetarán en general las disposiciones de los 
tratados en las que se confirma expresamente su aplica-
bilidad durante los conflictos armados o guerras102. Por 
ejemplo, el Gobierno británico siguió pagando a Rusia 
los pagos de reembolso de un préstamo a pesar de haber 
estallado la guerra entre las dos partes, ya que en el tra-
tado por el que se estipulaba ese préstamo (el Tratado 
de 19 de mayo de 1815) se disponía expresamente que 
seguirían haciéndose esos pagos en tiempo de guerra103. 
Un ejemplo reciente de disposición expresa de ese tipo 
es el párrafo 1 del artículo 6 del Tratado de 1986 entre 
el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y 
Francia, en el cual se declara: «En el caso de cualquier 
circunstancia excepcional, como [...] conflicto o ame-
naza de conflicto armado, cada gobierno, previa con-
sulta con el otro si las circunstancias lo permiten, podrá 
adoptar medidas para dejar sin efecto las obligaciones 

101 CICR, «¿Qué es el derecho internacional humanitario?», Servi-
cio de Asesoramiento en Derecho Internacional Humanitario; puede 
consultarse en línea en www.icrc.org/spa/assets/files/other/dih.es.pdf.

102 Véase el párrafo 4 del comentario al artículo 21 de los artículos 
sobre la responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilí-
citos aprobados por la Comisión en su 53er período de sesiones, en el 
cual se explica que incluso un Estado que actúa en virtud de su dere-
cho inherente a la legítima defensa «está “totalmente limitado” por una 
obligación internacional si se ha hecho constar expresamente que esa 
obligación constituye una restricción absoluta, incluso para los Esta-
dos en conflicto armado, y se tiene el propósito de aplicarla como tal» 
(Anuario… 2001, vol. II (segunda parte) y corrección, pág. 79); véase 
también la resolución del Institut de droit international de 1985 sobre 
los efectos de los conflictos armados en los tratados (nota 19 supra), 
art. 3 («El estallido de un conflicto armado hace que surtan efecto entre 
las partes, de acuerdo con sus propias disposiciones, los tratados en 
los que se dispone expresamente que han de aplicarse durante un con-
flicto armado o que por su naturaleza o propósitos han de considerarse 
vigentes durante un conflicto armado»); véase asimismo Oppenheim 
(nota 29 supra), pág. 304; Briggs (ed.), The Law of Nations… (nota 28 
supra), pág. 942; Starke, An Introduction to International Law (nota 28 
supra), pág. 409.

103 McNair, The Law of Treaties (nota 36 supra), págs. 696 y 697. 
Sir William Molesworth, hablando en nombre del Gobierno británico 
en la Cámara de los Comunes el 1 de agosto de 1854, dijo: «Al hallar-
nos en guerra con Rusia, considero que nuestro honor nos obliga aún 
más a pagar esta deuda que si estuviéramos en paz» (ibíd., pág. 697). 
El Fiscal General del Estado, Alexander Cockburn, dijo en la Cámara 
de los Comunes que, si Gran Bretaña dejara de pagar, «quedaría ante 
Europa como un país que se aprovechó de la guerra para violar com-
promisos que estaba obligada a cumplir por las más solemnes conside-
raciones del honor y la buena fe» (ibíd.).

https://www.icrc.org/es/doc/assets/files/other/dih.es.pdf
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que le imponen el Tratado, sus Protocolos y acuerdos 
complementarios, o la Concesión»104. Esos casos de dis-
posiciones expresas son fáciles, porque la intención de 
las partes de que el tratado continúe en vigor durante el 
conflicto armado está clara. 

3.  Tratados en los que se crea o regula 
un régimen o situación permanente

27.  Existe un amplio consenso en que los tratados por 
los que se declara, crea o regula un régimen o situación 
permanente no se verán afectados por el estallido de 
un conflicto armado entre algunos o la totalidad de sus 
miembros105. Entre estos tratados se encuentran los que 
otorgan soberanía, ceden territorio, crean servidumbres, 
administran un territorio106, establecen una frontera107 y 
crean una organización internacional108.

104 Tratado entre el Reino Unido y Francia sobre la Construcción 
y Explotación por Sociedades Privadas Concesionarias de una Cone-
xión Fija a través del Canal de La Mancha, firmado en Canterbury 
el 12 de febrero de 1986, Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 1497, 
núm. 25792, pág. 325, art. 6, párr. 1 (citado en R v. Secretary of State 
for the Environment, Transport and the Regions, Tribunal de Apelación 
de Inglaterra y Gales (Sala de lo Civil), decisión de 23 de julio de 2001, 
[2001] EWCA Civ 1185).

105 Véase McNair, The Law of Treaties (nota 36 supra), págs. 704 
y 720; Delbrück (nota  6 supra), pág.  1370; Aust (nota  28 supra), 
pág. 244; Verzijl (nota 6 supra), págs. 371 y 372; Oppenheim (nota 29 
supra), pág. 304; Kelsen, Principles of International Law, 2ª ed. rev. 
(Tucker, ed.) (nota  28 supra), pág.  501; McIntyre (nota  7 supra), 
pág. 53 («la práctica de los Estados Unidos indica que generalmente 
se considera que los tratados cuyo propósito es crear acuerdos per-
petuos [...] (cuya ejecución no resulte incompatible con las políticas 
nacionales durante la guerra) sobreviven al estallido de la guerra entre 
las partes»); Stone (nota 2 supra), pág. 448; «Study of the legal vali-
dity of the undertakings concerning minorities» (E/CN.4/367 y Corr.1 
[y Add.1]) (nota 77 supra), pág. 9. Pero véase Stone (nota 2 supra), 
pág. 449 (sosteniendo que «los instrumentos multilaterales de legis-
lación internacional [...] quedan como mínimo en suspenso durante la 
guerra entre partes beligerantes opuestas [...]» y que «la práctica de 
los Estados ha [...] tendido [...] a tratar todas las relaciones entre los 
beligerantes establecidas en tratados, incluidas las de carácter multi-
lateral y legislativo, como si hubieran sido derogadas por la guerra»); 
véase también Starke, An Introduction to International Law (nota 28 
supra), pág. 409.

106 McIntyre (nota 7 supra), págs. 70 y 71 («Desde el inicio del sis-
tema de administración fiduciaria, las Naciones  Unidas han actuado 
partiendo de la base de que el tratado relativo a la cuenca del Congo 
[véase el Acta General de la Conferencia de Berlín de 1885] seguía en 
vigor para todas las partes en él a pesar de la guerra [...] aunque era un 
tratado político [...]. El carácter multilateral del acuerdo contribuyó sin 
duda al mantenimiento de esta convención»). 

107 Tobin (nota 23 supra), pág. 50 («Parece ser unánime la opinión 
de que la guerra no surte ningún efecto en las disposiciones sobre fron-
teras, ya sea durante las hostilidades o con posterioridad»); McNair, 
The Law of Treaties (nota 36 supra), pág. 705; Restatement (Third)… 
(véase la nota 80 supra), secc. 336, nota 2 de los relatores; Stone (nota 2 
supra), pág. 448; Oppenheim (nota 29 supra), pág. 304. Véase igual-
mente K. H. Kaikobad, «The Shatt-al-Arab river boundary: a legal 
reappraisal», British Year Book of International Law 1985, vol.  56, 
págs. 49 y ss., en particular págs. 67 a 69, 80 a 85 y 95. Pero véase 
G. Ténékidès, «La condition internationale de la République de Chy-
pre», Annuaire français de droit international, vol. 6 (1960), págs. 133 
a 168, en particular pág. 140 (en que se describe y critica la anexión 
unilateral de Chipre por Gran Bretaña en 1914 basándose en la idea de 
que la guerra entre Gran Bretaña y Turquía había invalidado el tratado 
sobre Chipre).

108 Resolución del Institut de droit international de 1985 sobre los 
efectos de los conflictos armados en los tratados (véase la nota  19 
supra), art.  6 («Un tratado por el que se establece una organización 
internacional no se ve afectado por la existencia de un conflicto armado 
entre cualquiera de sus partes»); véase también Briggs (ed.), The Law 
of Nations… (nota 28 supra), pág. 945. La práctica y la doctrina en este 

28.  Por ejemplo, en el caso In re Meyer’s Estate, un 
tribunal de apelación de los Estados Unidos se ocupó de 
la permanencia de los tratados que se refieren al territo-
rio (los denominados tratados «transitorios» o «disposi-
tivos») sosteniendo que «[l]as autoridades parecen estar 
de acuerdo en que no hay nada incompatible con la polí-
tica del Gobierno, la seguridad de la nación o el mante-
nimiento de la guerra en la observancia de los tratados 
dispositivos o las partes dispositivas de los tratados. Esas 
disposiciones son compatibles con el estado de guerra y 
no se ven derogadas por éste»109.

29.  De igual modo, «no hay ninguna duda de que, en 
opinión de Gran Bretaña, los derechos estatales de carác-
ter permanente relacionados con la soberanía y la condi-
ción y territorio [...] no se ven afectados por el estallido 
de la guerra»110. Al informar en 1900 sobre los efectos 
de la guerra en los tratados por los que se establecían 
el Estado Libre de Orange y la República Sudafricana, 
los funcionarios judiciales Webster y Finlay afirmaron 
que «en nuestra opinión, la actuación del Estado Libre 
de Orange al tomar parte en la presente guerra no ha 
tenido ipso  facto el efecto de poner fin al instrumento 
constitutivo de su independencia. Lo dispuesto en ese 
instrumento establecía un estado de cosas destinado a 
ser permanente mediante un acto hecho de una vez por 
todas. Los instrumentos de este tipo no quedan deroga-
dos ipso facto por la guerra»111.

30.  Por último, la Convención de Viena sobre la Suce-
sión de Estados en materia de Tratados de 1978 llega a 
una conclusión similar acerca de la resistencia de los tra-
tados sobre fronteras, al afirmar que «[u]na sucesión de 
Estados no afectará de por sí a una frontera establecida 
por un tratado; ni a las obligaciones y los derechos esta-
blecidos por un tratado y que se refieran al régimen de 
una frontera»112. Aunque no sea directamente pertinente 
para la cuestión del efecto de los conflictos armados en 
los tratados, muchos casos de sucesión de Estados se han 
producido a través de un conflicto armado.

4.  Tratados o disposiciones de tratados 
que codifican las normas de jus cogens

31.  Una norma de jus cogens se define como «una norma 
aceptada y reconocida por la comunidad internacional 
de Estados en su conjunto como norma que no admite 
acuerdo en contrario»113. Así, por definición, las normas 
que pertenecen a la categoría de jus cogens se aplican en 
todas las situaciones y no se ven afectadas por el estallido 
de conflictos armados114.

ámbito han cambiado de manera considerable. La opinión tradicional 
era que el conflicto armado tenía un efecto mucho más acusado en esos 
tratados. Véase asimismo Tobin (nota 23 supra), págs. 74 a 82.

109 In re Meyer’s Estate (véase la nota 72 supra), 107 Cal. App. 2d 
799, 805 (1981).

110 McNair, The Law of Treaties (nota 36 supra), pág. 705.
111 Ibíd., págs. 706 a 710, en pág. 709.
112 Convención de Viena sobre la Sucesión de Estados en materia de 

Tratados, art. 11.
113 Convención de Viena de 1969, art. 53.
114 Chinkin (nota  15 supra), pág.  184 («Incluso en tiempos de cri-

sis profundas que amenazan gravemente a los valores colectivos, los 
límites humanitarios deben restringir las opciones a disposición de las 

(Continuación en la página siguiente.)
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5.  Tratados de derechos humanos

32.  Aunque sigue abierto el debate sobre si los tratados 
de derechos humanos se aplican a los conflictos arma-
dos115, está claramente establecido que las disposiciones 
no derogables116 de los tratados de derechos humanos se 
aplican durante los conflictos armados. En primer lugar, 

elites nacionales. Esta política se asienta en el principio del jus cogens»). 
Algunos comentaristas han formulado la misma argumentación con res-
pecto a las obligaciones erga omnes, o han confundido las normas de 
jus cogens con las obligaciones erga omnes. Véase Tarasofsky (nota 71 
supra), págs. 19 y 20; S. N. Simonds, «Conventional warfare and envi-
ronmental protection: a proposal for international legal reform», Stanford 
Journal of International Law, vol. 29 (1992), págs. 165 a 221, en parti-
cular pág. 190. A diferencia de lo expuesto más arriba, una obligación no 
es necesariamente de jus cogens por el mero hecho de ser erga omnes.

115 Véase, por ejemplo, W. Heintschel von Heinegg, «Introductory 
remarks to fusion or co-existence of international human rights law 
and international humanitarian law», Simposio celebrado en Kiel 
(Alemania) del 19 al 22 de septiembre de 2002, German Yearbook of 
International Law, vol. 45 (2002), págs. 55 a 59, en particular pág. 56 
(«Al irse desvaneciendo gradualmente la distinción estricta entre el 
derecho de la guerra y el derecho de la paz (esta es una interpretación) 
el derecho tradicional de los conflictos armados parece ser comple-
mentado o incluso modificado por las normas de derechos humanos. 
Aunque en principio los derechos humanos están concebidos para 
proteger a los particulares contra sus gobiernos en tiempo de paz, 
su pertinencia en tiempos de conflicto armado ha aumentado progre-
sivamente en los dos últimos decenios»). Véanse igualmente: H.-J. 
Heintze, «The European Court of Human Rights and the implementa-
tion of human rights standards during armed conflicts», ibíd., págs. 60 
a 77; R. Kolb, «The relationship between international humanitarian 
law and human rights law: a brief history of the 1948 Universal 
Declaration of Human Rights and the 1949 Geneva Conventions», 
International Review of the Red Cross, vol. 38, núm. 324 (septiembre 
de 1998), págs.  409 a 420; R. Quentin-Baxter, «Human rights and 
humanitarian law – confluence or conflict?», Australian Year Book 
of International Law, vol. 9 (1985), págs. 94 a 105; resolución 2444 
(XXIII) de la Asamblea General, de 19 de diciembre de 1968, sobre 
el respeto de los derechos humanos en los conflictos armados; G. I. 
A. D. Draper, «The relationship between the human rights regime and 
the law of armed conflicts», en Proceedings of the International Con-
ference on Humanitarian Law – Sanremo, 24/27.IX.1970, Lugano, 
Grassi, 1970, págs. 141 y ss.; A. Migliazza, «L’évolution de la régle-
mentation de la guerre à la lumière de la sauvegarde des droits de 
l’homme», Recueil des cours de l’Académie de droit international 
de La Haye, 1972-III, vol. 137, págs. 141 a 242; «Respect for human 
rights in armed conflicts», informe del Secretario General (A/8052), 
párrs.  20 y 28 (1970); H. Meyrowitz, «Le droit de la guerre et les 
droits de l’homme», Revue du droit public et de la science politi-
que en France et à l’étranger, vol. 88 (1972), págs. 1059 y ss.; A. H. 
Robertson, «Humanitarian law and human rights», en C. Swinarski 
(ed.), Studies and Essays on International Humanitarian Law and Red 
Cross Principles in Honour of Jean Pictet, Ginebra/La Haya, CICR/
Martinus Nijhoff, 1984, págs. 793 a 802; M. A. Meyer y H. McCou-
brey (eds.), Reflections on Law and Armed Conflicts. The Selected 
Works on the Laws of War by the late Professor Colonel G.I.A.D. 
Draper, OBE, La Haya, Kluwer Law International, 1998, págs. 121 a 
150; R. Provost, International Human Rights and Humanitarian Law, 
Cambridge, Cambridge University Press, 2002.

116 Como ejemplos de cláusulas de derogación, véanse: Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos, de 1966, art. 4; Convención 
Americana sobre Derechos Humanos: «Pacto de San José de Costa 
Rica», de 1969, art. 27; Convenio para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales (Convenio Europeo de 
Derechos Humanos), de 1950, art.  15. Véanse igualmente: Y. Dins-
tein, «The reform of the protection of human rights during armed 
conflicts and periods of emergency and crisis», en The Reform of 
International Institutions for the Protection of Human Rights, First 
International Colloqium on Human Rights, La Laguna, Tenerife, 1st-
4th November 1992, Bruselas, Bruylant, 1993, págs. 337 a 355; M. C. 
Bassiouni, «States of emergency and states of exception: human rights 
abuses and impunity under color of law», en D. Prémont (ed.), Non-
Derogable Rights and States of Emergency, Bruselas, Bruylant, 1996, 
págs. 125 a 644; S. P. Marks, «Principles and norms of human rights 
applicable in emergency situations: underdevelopment, catastrophes 

la Corte Internacional de Justicia, en su opinión consul-
tiva sobre la Legalidad de la amenaza o el empleo de 
armas nucleares, afirmó que «la protección del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos no cesa en 
tiempo de guerra, excepto en la aplicación del artículo 4 
del Pacto, en virtud del cual pueden dejarse en suspenso 
determinadas disposiciones en situaciones excepciona-
les que pongan en peligro la vida de la nación»117. Esta 
opinión sobre las armas nucleares es la ocasión en que 
más se ha aproximado la Corte al examen de los efectos 
de los conflictos armados en los tratados, incluido un 
importante estudio del efecto de los conflictos armados 
en los tratados sobre el medio ambiente y de derechos 
humanos118. En segundo lugar, en sus comentarios a los 
artículos sobre la responsabilidad del Estado por hechos 
internacionalmente ilícitos, la Comisión afirmó que, 
aunque el derecho inmanente de legítima defensa pueda 
justificar la no aplicación de determinados tratados,  
«[e]n cuanto a las obligaciones impuestas por el derecho 
humanitario internacional y en relación con disposicio-
nes no derogables sobre derechos humanos, la legítima 
defensa no excluye la ilicitud del comportamiento»119. 

and armed conflicts», en K. Vasak y Ph. Alston (eds.), The Interna-
tional Dimensions of Human Rights, vol.  1, París, Organización de 
las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, 1982, 
págs. 175 a 212; R. St. J. Macdonald, «Derogations under article 15 
of the European Convention on Human Rights», Columbia Journal of 
Transnational Law, vol. 36 (1997), págs. 225 y ss. El professor Heintze 
sostiene que la ausencia de esas disposiciones en los tratados contem-
poráneos de derechos humanos «indica la expansión de los derechos 
humanos, que claramente han de ser considerados como no derogables. 
Incluso en situaciones de emergencia pública (incluida la guerra) no 
pueden ser desatendidos» (Heintze (nota 115 supra), pág. 62). Señala 
que «el Secretario General de las Naciones Unidas se referió específica-
mente a esta evolución al comparar el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, en cuyo artículo 4 figuran los derechos que han de 
garantizarse incluso en situaciones de emergencia, y los tratados más 
recientes de derechos humanos de las Naciones Unidas, en los cuales 
no figura absolutamente ninguna limitación de los derechos en tiempos 
de emergencia pública» (ibíd.). Véase el informe del Secretario General 
(E/CN.4/1999/92), párr. 20.

117 Legality of the Threat or Use of Nuclear Weapons, opinión con-
sultiva (véase la nota 85 supra), párr. 25. Varios países habían presen-
tado argumentos similares en sus comunicaciones escritas a la Corte. 
Los Estados Unidos sostuvieron que «la utilización de armas nuclea-
res en ejercicio de la legítima defensa no resultaría de ningún modo 
incompatible con» el derecho humano internacional a la vida, acep-
tando tácitamente su aplicabilidad en un conflicto armado, Legality of 
the Threat or Use of Nuclear Weapons, comunicación escrita de los 
Estados Unidos, pág. 43 (20 de junio de 1995). Del mismo modo, la 
Federación de Rusia acepta tácitamente la aplicabilidad de la Conven-
ción para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio de 1948 
y de las normas de derechos humanos a las situaciones de conflicto 
armado, Legality of the Threat or Use of Nuclear Weapons, comuni-
cación escrita de la Federación de Rusia, pág. 9 (19 de junio de 1995). 
Francia acepta también tácitamente la aplicabilidad de las normas de 
derechos humanos a las situaciones de conflicto armado, Legality of the 
Threat or Use of Nuclear Weapons, comunicación escrita de Francia, 
pág.  38 (20  de junio de  1995). Los escritos mencionados se pueden 
consultar en línea (en inglés y francés) en la siguiente dirección: www.
icj-cij.org/en/case/95/written-proceedings.

118 Uno de los argumentos del caso (que la amenaza o utilización 
de las armas nucleares es ilegal en derecho internacional porque vio-
laría las disposiciones de los tratados sobre el medio ambiente o de 
derechos humanos) se basa en el supuesto de que estos tratados siguen 
aplicándose en los conflictos armados. Para un estudio adicional sobre 
la opinión, véase E. Kristjánsdóttir, «The legality of the threat or use of 
nuclear weapons under current international law: the arguments behind 
the World Court’s advisory opinion», New York University Journal of 
International Law and Politics, vol. 30 (1997-1998), págs. 291 y ss.

119 Anuario…  2001, vol.  II (segunda parte) y corrección, pág.  79 
(comentario del proyecto de artículo 21, párr. 3).

(Continuación de la nota 114.)

https://www.icj-cij.org/en/case/95/written-proceedings
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Por último, los comentaristas también concuerdan en que 
las disposiciones no derogables sobre derechos humanos 
son aplicables durante un conflicto armado120. Puesto que 
las disposiciones no derogables sobre derechos humanos 
codifican normas de jus  cogens121, la aplicación de las 
disposiciones no derogables sobre derechos humanos 
durante los conflictos armados puede considerarse un 
corolario de la norma formulada en la sección anterior, a 
saber, que las disposiciones de tratados que representan 
normas de jus cogens deben ser respetadas a pesar del 
estallido de un conflicto armado. 

33.  Aunque el efecto de los conflictos armados en las 
disposiciones derogables sobre derechos humanos no está 
tan claro como en el caso de las disposiciones no deroga-
bles, cada vez es más aceptada la idea de que esas disposi-
ciones también pueden resultar de aplicación durante los 
conflictos armados. En primer lugar, ya en 1950, antes de 
que existiesen las convenciones y convenios modernos de 
derechos humanos, la Comisión de Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas, en un estudio sobre los tratados 
relativos a las minorías (precursores de los tratados de 
derechos humanos) llegó a la conclusión de que la guerra 
no les ponía fin122, argumentando que esos tratados corres-
pondían a las dos categorías de tratados que entonces se 
creía que resistían al estallido de la guerra, a saber, los 
tratados «en los que son parte los beligerantes y países 
neutrales […] y los tratados que crean […] situaciones 
permanentes de interés general»123. En segundo lugar, uno 
de los 11 artículos sustantivos de la resolución del Institut 
de droit international está consagrado a la cuestión y dis-
pone lo siguiente: «La existencia de un conflicto armado 
no autoriza a una parte dar por terminada o suspender 
unilateralmente la aplicación de las disposiciones de los 
tratados relativas a la protección del ser humano, salvo 
disposición en contrario del tratado»124. Por último, en su 
opinión consultiva sobre la Legalidad de la amenaza o 
el empleo de armas nucleares, la Corte Internacional de 
Justicia afirmó, por lo que se refiere a las disposiciones 
derogables, que la prueba «debe ser determinada por la 
lex specialis aplicable, a saber, el derecho aplicable en el 
conflicto armado que está concebido para regular el desa-
rrollo de las hostilidades»125. De este modo, la Corte dejó 

120 M. C. Bassiouni, «International crimes: jus cogens and obliga-
tio erga omnes», Journal of Law and Contemporary Problems, vol. 59, 
núm. 4 (1996), págs. 63 a 74, en particular pág. 65 (donde sostiene que 
las normas de jus cogens «son no derogables tanto en tiempo de paz 
como de guerra») (cita a Bassiouni, «States of emergency and states of 
exception...» (nota 116 supra), pág. 125); véase también, por ejemplo, 
S. Vöneky, «A new shield for the environment: peacetime treaties as 
legal restraints of wartime damage», Review of European Community 
and International Environmental Law, vol. 9, núm. 1 (2000), págs. 20 
a 32, en particular pág. 23 (donde sostiene que los tratados de derechos 
humanos «se consideran generalmente aplicables durante la guerra» y 
cita, entre otros, a W. Kälin y L. Gabriel, «Human rights in times of 
occupation: an introduction», en W. Kälin (ed.), Human Rights in Times 
of Occupation: The Case of Kuwait, Berna, Stämpfli, 1994, págs. 1 y 
ss., en particular págs. 26 y 79).

121 La Convención de Viena de 1969, en su artículo 53, define las 
normas de jus cogens por su carácter no derogable.

122 «Study of the legal validity of the undertakings concerning mino-
rities» (E/CN.4/367 y Corr.1 [y Add.1]) (véase la nota 77 supra), pág. 9.

123 Ibíd., págs. 8 y 9.
124 Resolución del Institut de droit international de 1985 sobre los 

efectos de los conflictos armados en los tratados (véase la nota  19 
supra), art. 4.

125 Legality of the Threat or Use of Nuclear Weapons, opinión con-
sultiva (véase la nota 85 supra), párr. 25. Los comentaristas también 

abierta la posibilidad de que las disposiciones derogables 
de derechos humanos pudiesen aplicarse durante los con-
flictos armados en la medida en que el derecho internacio-
nal humanitario así lo disponga. 

34.  En conclusión, está sólidamente establecido que 
las disposiciones no derogables sobre derechos huma-
nos se aplican durante los conflictos armados y existe 
un consenso cada vez mayor en que las disposiciones 
derogables pueden aplicarse también. Teniendo esto en 
cuenta, hay que hacer una advertencia: debe distinguirse 
claramente entre el efecto de los conflictos armados en 
los tratados de derechos humanos (a saber, la continua-
ción de la vitalidad jurídica de las propias disposiciones 
del tratado) y el efecto de los conflictos armados en la 
conducta de los Estados a la luz de esos tratados. Si bien 
los conflictos armados a menudo dan lugar a que aumen-
ten las violaciones de los tratados de derechos huma-
nos, esto no tiene nada que ver con la condición jurídica 
de las propias disposiciones de los tratados. Como se 
ha indicado anteriormente en relación con los tratados 
humanitarios126, el examen del efecto de los conflictos 
armados en los tratados de derechos humanos deja clara 
la necesidad de distinguir entre los efectos jurídicos de 
los conflictos armados en la vitalidad de esos tratados, 
que parecen ser mínimos, y las violaciones de esos tra-
tados durante los conflictos armados, que, desgraciada-
mente, pueden ser muy importantes.

6.  Tratados que regulan deudas 
intergubernamentales

35.  Cuenta con amplio respaldo la idea de que los tra-
tados que regulan deudas intergubernamentales conti-
núan aplicándose durante los conflictos armados. Según 
McIntyre, es «un principio sólidamente establecido [...] 
que una deuda intergubernamental basada en un tratado 
no se ve afectada por la guerra entre las partes»127. Por 
ejemplo, los Estados Unidos de América nunca conside-
raron que esos tratados «estuvieran siquiera suspendidos 
como resultado de la Segunda Guerra Mundial, aunque 
hubiera sido imposible hacer los pagos durante el período 
de las hostilidades»128. De igual modo, durante la gue-
rra entre España y los Estados Unidos de 1898, «aunque 
España no realizó ninguno de los pagos de reembolso de 
su deuda con los Estados Unidos mientras duró la gue-
rra, reanudó esos pagos, incluido el correspondiente al 
año de las hostilidades efectivas, poco después de que se 

han puesto de relieve la importancia de la doctrina de la lex specialis 
al examinar el efecto de los conflictos armados en los tratados sobre 
el medio ambiente. Véanse, por ejemplo: Vöneky (nota  120 supra), 
pág. 25; Simonds (nota 114 supra), pág. 188. Al menos un comenta-
rista ha señalado puntos débiles en la doctrina de la lex specialis. En 
primer lugar, «la dicotomía tradicional entre el derecho internacional 
de la guerra por un lado y el derecho de la paz por otro está desapare-
ciendo» (Vöneky, pág. 25). En segundo lugar, «no hay pruebas de que 
los Estados sostengan en general que la protección del medio ambiente 
durante la guerra haya de determinarse únicamente por el derecho de la 
guerra. […] Puesto que algunos Estados se oponen a la aplicación del 
derecho ambiental del tiempo de paz y otros Estados la propugnan, no 
existe una opinio iuris común de que durante los conflictos armados 
quede excluida la aplicabilidad de los tratados sobre el medio ambiente 
del tiempo de paz» (ibíd.).

126 Véase el párrafo 25 supra y las notas que lo acompañan.
127 McIntyre (nota 7 supra), pág. 215.
128 Ibíd., pág. 214.
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restableciera la paz»129. Por último, Gran Bretaña conti-
nuó reembolsando a Rusia su préstamo durante la guerra 
de Crimea, cumpliendo así un tratado en el que se dispo-
nía expresamente la continuación de los pagos durante 
la guerra130. McIntyre concluye que «éste es tal vez el 
ejemplo más destacado de lo que es hoy un principio sóli-
damente establecido, a saber, que una deuda interguber-
namental basada en un tratado no se ve afectada por la 
guerra entre las partes»131.

7.  Convenciones diplomáticas

36.  Está sólidamente establecido que los conflictos 
armados no deberían tener efectos en las convenciones 
diplomáticas. En el caso Personal diplomático y consu-
lar de los Estados Unidos en Teherán132 la Corte Inter-
nacional de Justicia emitió una opinión muy clara sobre 
el efecto de los conflictos en los tratados referentes a 
la inmunidad diplomática, «afirmando rotundamente la 
importancia general de la protección de los diplomáticos 
y de las comunicaciones diplomáticas para el manteni-
miento de un orden público mínimo»133. En palabras de 
Christine Chinkin, «de esta decisión unánime se deduce 
que ningún grado de crisis entre Estados ni ninguna ame-
naza a valores colectivos internos justificaría la falta de 
aplicación de las [convenciones diplomáticas]»134. Aun-
que la Corte emitió su decisión en el contexto de hos-
tilidades no declaradas, amplió su doctrina a todas las 
formas de conflictos armados, afirmando en los términos 
más claros posibles que «[i]ncluso en el caso de conflicto 
armado o de ruptura de relaciones diplomáticas, [las 
Convenciones de Viena relativas a las relaciones Diplo-
máticas y Consulares] exigen que la inviolabilidad de los 
miembros de las misiones diplomáticas y de sus locales 
[...] sean respetados por el Estado receptor»135.

129 Ibíd., pág. 215.
130 Ibíd.
131 Ibíd.
132 United  States Diplomatic and Consular Staff in Tehran, fallo, 

I.C.J. Reports 1980, págs. 3 y ss.
133 Chinkin (nota  15 supra), pág.  195. La Corte también resolvió 

que otros tratados, como el Tratado de Amistad, Relaciones Económi-
cas y Derechos Consulares entre los Estados Unidos de América y el 
Irán (concluido en Teherán el 15 de agosto de 1955, Naciones Unidas, 
Treaty Series, vol.  284, núm.  4132, pág.  93), no se vieron afectados 
por las hostilidades. Véase P. H. F. Bekker (D. D. Caron, ed.), «Inter-
national decisions: Oil Platforms (Iran v. United States), International 
Court of Justice, November 6, 2003», American Journal of Internatio-
nal Law, vol. 98 (2004), pág. 550, nota 2. Para un examen adicional de 
este tratado, véase el párrafo 70 infra.

134 Chinkin (nota 15 supra), pág. 195.
135 United States Diplomatic and Consular Staff in Tehran (véase 

la nota  132 supra), pág.  40, párr.  86 (citado en Chinkin (nota  15 
supra), pág.  195, nota  70). Véanse igualmente: R. Falk, «The Iran 
hostage crisis: easy answers and hard questions», American Jour-
nal of International Law, vol. 74 (1980), págs. 411 a 417, en espe-
cial pág. 411 (donde señala que «se dice que ni siquiera Hitler violó 
nunca la inmunidad diplomática de sus enemigos. De hecho, hay que 
rebuscar en los libros de historia diplomática para encontrar ejem-
plos de no aplicación de las convenciones diplomáticas, y en todos 
los casos el ataque al decoro diplomático provenía de una fuente que 
se puede descartar por “bárbara” con toda confianza»); véase tam-
bién la carta del Asesor Jurídico en funciones (Tate) al Fiscal General 
(Clark), de 10 de noviembre de 1948, manuscrito del Departamento 
de Estado, expediente 711.622/9-1648 (en que se enuncia la posición 
del Gobierno de los Estados Unidos de que los tratados que regulan la 
propiedad utilizados a efectos consulares siguen vigentes durante los 
conflictos armados) (reproducida en Whiteman (dir.) (nota 32 supra), 
págs. 502 y 503).

B.  Tratados que muestran una probabilidad 
relativamente elevada de aplicabilidad

1.  Tratados sobre reciprocidad en las herencias 

37.  En la presente sección se expone brevemente la 
práctica de los Estados en relación con los tratados sobre 
reciprocidad en las herencias, y se llega a la conclusión 
de que, aunque en los Estados Unidos hay una firme serie 
de casos que defienden la continua aplicabilidad de estos 
tratados durante los conflictos armados, en Francia un 
cuerpo de jurisprudencia considerable los consideraba 
abrogados por completo. 

38.  Como parte de la práctica estadounidense de consi-
derar en general que los tratados «que se refieren a dere-
chos privados (cuyo ejercicio no sería incompatible con la 
política nacional durante la guerra) sobreviven al estallido 
de la guerra entre las partes»136, existe un amplio cuerpo 
de jurisprudencia en los Estados Unidos de América que 
corrobora la idea de que «el derecho previsto en un tra-
tado de adquirir bienes inmuebles en los Estados Unidos 
de un estadounidense fallecido, ya sea que haya fallecido 
intestado o en virtud de su testamento, no le es denegado 
a los herederos que hayan pasado a ser enemigos como 
consecuencia del estallido de la guerra»137. En 1823, en 
el caso Society for the Propagation of the Gospel v. New 
Haven and Wheeler, el Tribunal Supremo de los Estados 
Unidos dijo como opinión judicial que «los tratados que 
establecen derechos permanentes y acuerdos generales, 
que aspiran a la perpetuidad, y que se ocupan tanto del 
caso de la guerra como de la paz, no cesan cuando se pro-
duce una guerra, sino que, como mucho, quedan única-
mente suspendidos mientras dura ésta»138.

39.  En 1920, en el caso Techt v. Hughes, el Juez Cardozo 
del Tribunal de Apelación de Nueva York sostuvo que las 
disposiciones sobre la reciprocidad en las herencias del 
Tratado de 1848 entre los Estados Unidos y Austria-Hun-
gría sobrevivieron al estallido de la guerra entre ambos 
países139. En lo que se ha convertido en el pasaje más 
citado de todo el comentario sobre el efecto de los con-
flictos armados en los tratados, el Juez Cardozo escribió: 

El derecho internacional no preserva hoy los tratados ni los anula 
con independencia de los efectos producidos. Aborda esos problemas 
de modo pragmático, preservándolos o anulándolos según lo exijan las 
necesidades de la guerra. Establece criterios, pero no se encadena con 
normas. Cuando intenta ir más allá, se encuentra con que no existe una 
opinión unánime ni una práctica uniforme [...] Cuando me pregunto 
cuál es ese principio o criterio, y trato de extraerlo de los largos capí-
tulos de libros, esto es lo que hallo, y nada más: que las disposiciones 
compatibles con el estado de hostilidades, salvo que se hayan dado por 

136 McIntyre (nota 7 supra), pág. 53.
137 Verzijl (nota  6 supra), pág.  382. Para una descripción porme-

norizada del efecto de los conflictos armados en los tratados sobre 
reciprocidad en las herencias, véase Lenoir (nota 42 supra) (decisiones 
anteriores a la Segunda Guerra Mundial); Rank, «Modern war and the 
validity of treaties [parte II]» (nota 34 supra), págs. 511 a 521 (deci-
siones posteriores a la Segunda Guerra Mundial). Véase igualmente 
McNair, The Law of Treaties (nota 36 supra), págs. 711 a 714.

138 Society for the Propagation of the Gospel (véase la nota  62 
supra), 8 Wheat 464, 494 y 495 (1823).

139 Techt (véase la nota 45 supra), 229 NY 222, 128 NE 185 (1920), 
certiorari denied 254 U.S. 643 (1920). Respecto al Tratado de Comer-
cio y Navegación entre los Estados Unidos y Austria, concluido en 
Washington D.C. el 8  de mayo de  1848, véase U.S. Stat., vol.  IX 
(1851), pág. 944.
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terminadas expresamente, serán ejecutadas y las que sean incompati-
bles, serán rechazadas140.

40.  El Juez Cardozo concluía declarando que no había 
nada incompatible con la política del Gobierno, la segu-
ridad de la nación o el mantenimiento de la guerra, en la 
aplicación de un tratado de reciprocidad en las herencias 
y sostenía que el tratado no estaba derogado141. 

41.  En 1926, en el caso State ex. rel. Miner v.  Rear-
don, el Tribunal Supremo de Kansas también sostuvo 
que la cláusula sobre reciprocidad en las herencias del 
Tratado de 1828 entre los Estados Unidos de América y 
Prusia sobrevivió al estallido de la guerra, afirmando lo 
siguiente: «consideramos que el derecho recíproco a la 
herencia no está tan relacionado con la conducción de una 
guerra como para crear la presunción de que existe el pro-
pósito de que solo se aplique en tiempo de paz»142. Esta 
conclusión resultaba bastante excepcional teniendo en 
cuenta la redacción del artículo 289 del Tratado de Versa-
lles, por el que se ponía fin a la Primera Guerra Mundial, 
que decía que los Estados Unidos de América debían noti-
ficar a Alemania todos los tratados que deseasen reactivar 
y que todos los demás tratados «están y quedarán abroga-
dos». El Tribunal pensaba que la capacidad de reactivar 
tratados por parte de los Estados Unidos de América en 
virtud del artículo 289 era un derecho y no una exigen-
cia, y que «es difícil creer que existiese el propósito de 
retirar el derecho de los particulares a heredar, que no es 
incompatible con las hostilidades, y que la propia guerra 
no había alterado»143. 

42.  En 1947, en el caso Clark v.  Allen, el Tribunal 
Supremo de los Estados Unidos sostuvo que la Segunda 
Guerra Mundial no abrogó el Tratado de Amistad, Comer-
cio y Relaciones Consulares de 8 de diciembre de 1923, 

140 Techt (véase la nota 45 supra), págs. 241 a 243.
141 Ibíd., pág. 244. Además de ser una decisión y no una simple opi-

nión judicial, el fallo en el caso Techt es más amplio que en el caso 
Society for the Propagation of the Gospel (véase la nota  62 supra). 
Puesto que los derechos de propiedad se adquirieron antes de la guerra 
en el caso Society for the Propagation of the Gospel, la opinión judicial 
al respecto solo puede ser pertinente de hecho en relación con los dere-
chos creados por el tratado. En el caso Techt, sin embargo, los derechos 
fueron adquiridos después de la guerra en cuestión, y por ello la decisión 
es pertinente en relación con el efecto de los conflictos armados en el 
propio tratado, y no meramente en relación con los derechos que crea. 
Véase infra la nota 149. Véase también el caso Goos (nota 72 supra), 
117 Neb. 750, 223 Northwest 13 (1929) (en el que el Tribunal Supremo 
de Nebraska siguió la jurisprudencia del caso Techt y resolvió que las 
disposiciones sobre reciprocidad en las herencias de un tratado entre 
los Estados Unidos y Prusia (véase la nota 42 supra) sobrevivieron al 
estallido de la guerra). Para un análisis de los casos Techt y Goos, véase 
Lenoir (nota 42 supra), págs. 163 y 164 (donde se señala que «[l]a prin-
cipal diferencia entre los dos casos es que en Goos v. Brocks la decisión 
fue pronunciada varios años después del Tratado de Paz con Alemania, 
mientras que el caso Techt fue resuelto antes del Tratado de Paz y por 
ello, técnicamente, antes de que la guerra hubiera terminado»).

142 Reardon (véase la nota 72 supra), 120 Kan. 614, 616 y 617, 245 
Pac. 158, 159 (1926).

143 Ibíd., pág.  619. Aproximadamente por la misma época, en el 
caso Hempel v. Weedin, un Tribunal de Distrito de los Estados Unidos 
sostuvo en 1928 que determinadas estipulaciones del Tratado de 1828 
con Prusia que disponían la reciprocidad en las garantías de ciudada-
nos particulares sobrevivieron a la guerra entre los Estados Unidos y 
Alemania (23 F.2d 949 (W.D. Washington, 1928)). Véase igualmente el 
caso Sophie Rickmers (nota 72 supra), 45 F.2d 413 (S.D.N.Y. 1930) (en 
que se sostuvo que los tratados con Alemania sobre reciprocidad en los 
derechos de tonelaje no fueron anulados por el estallido de la Primera 
Guerra Mundial).

que otorgaba ciertos derechos recíprocos sobre herencias 
a los ciudadanos americanos y alemanes en relación con 
bienes situados en el otro país144. El Tribunal utilizó el 
criterio de la «compatibilidad con la política nacional» y 
sostuvo que las disposiciones que garantizaban derechos 
recíprocos en materia de herencias no serían incompati-
bles y que había de respetarse el tratado145. En 1951, en 
el caso In re Meyer’s Estate un Tribunal de Apelación 
de California sostuvo que la Primera Guerra Mundial no 
abrogó las disposiciones relativas a la reciprocidad en 
las herencias de la Convención sobre Amistad, Comer-
cio y Navegación entre los Estados Unidos de América 
y las Repúblicas Libres Hanseáticas de Lübeck, Bremen 
y Hamburgo, de 1827; al igual que el tribunal del caso 
Reardon, este Tribunal afirmó que no se aplicaba el ar-
tículo 289 del Tratado de Versalles, que estipulaba clara-
mente que todos los tratados no notificados por los Estados 
Unidos de América quedaban abrogados. En su lugar, sos-
tuvo que con la expresión «todos los demás están y que-
darán abrogados» del artículo 289 no se tenía el propósito 
de «eliminar absolutamente todos los tratados anteriores 
entre los Estados Unidos y los Estados alemanes»146. El 
Tribunal calificó la disposición de «equívoca e incierta» 
y concluyó que «a falta de palabras expresas al efecto, es 
difícil inferir que el propósito de las partes contratantes 
fuera el de retirar el derecho de los particulares a heredar, 
que no era incompatible con las hostilidades y que la gue-
rra no había alterado»147. 

43.  Los tribunales de otros países han llegado a con-
clusiones similares. En la conocida decisión inglesa del 
caso Sutton v.  Sutton, Sir John Leach, juez presidente 
de la Sección Civil del Tribunal de Apelación, sostuvo 
que el estallido de la guerra de 1812 entre Gran Bretaña 
y los Estados Unidos de América no tuvo ningún efecto 
en el artículo 9 del Tratado de Jay de 19 de noviembre 
de 1794 entre ambos países, que permitía la reciprocidad 

144 Clark v. Allen (véase la nota  46 supra), 331 U.S. 503 (1947). 
De igual modo, en el caso Estate of Knutzen, el Tribunal Supremo de 
California sostuvo en 1948 que el Tratado de 1923 entre los Estados 
Unidos y Alemania que permitía la reciprocidad en las herencias estaba 
en vigor y no había sido abrogado ni suspendido por el estallido de 
la Segunda Guerra Mundial (31 Cal. 2d 573, 191  P.2d 747 (1948)). 
Véase igualmente Blank v. Clark, 79 F. Supp. 11 (1954) (ED Pa 1948) 
(en que un tribunal diferente llega al mismo resultado con respecto al 
mismo tratado). Respecto al texto del Tratado de Amistad, Comercio y 
Relaciones Consulares entre Alemania y los Estados Unidos de Amé-
rica, concluido en Washington D.C. el 8 de diciembre de 1923, véase 
Sociedad de las Naciones, Treaty Series, vol. LII, núm. 1254, pág. 133.

145 Rank, «Modern war and the validity of treaties [parte  II]» 
(nota 34 supra), pág. 512.

146 In re Meyer’s Estate (véase la nota  72 supra), 107 Cal. 
App. 2d 799, 808 y 809.

147 Ibíd., pág. 809. La posición de los Estados Unidos también fue 
enunciada por el Secretario de Estado en funciones Grew en 1945 en 
respuesta a una consulta del Fiscal General Biddle acerca del efecto 
de la Segunda Guerra Mundial en las disposiciones sobre reciproci-
dad en las herencias del Tratado de Amistad, Comercio y Relaciones 
Consulares entre Alemania y los Estados Unidos de América de 1923 
(véase la nota 144 supra). Tras bosquejar gran parte de la jurisprudencia 
examinada más arriba, el Secretario de Estado en funciones concluye: 
«Teniendo en cuenta cuanto antecede, el Departamento no encuentra 
ninguna objeción a la posición que está proponiendo Usted en el sen-
tido de que el artículo IV del Tratado de 8 de diciembre de 1923 con 
Alemania sigue en vigor a pesar del estallido de la guerra» (Whiteman 
(dir.) (nota 32 supra), págs.  495 a 497 (citando la carta del Secreta-
rio de Estado en funciones (Grew) al Fiscal General (Biddle), 21 de 
mayo de  1945, MS. Departamento de Estado, expediente 740.00113 
EW/4-1245)).
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en el derecho a poseer, vender, transmitir y adquirir títu-
los de propiedad de tierras148 y afirmó: «resulta razonable 
interpretar que se tenía el propósito de que el Tratado se 
aplicara permanentemente, sin depender de que se mantu-
viese el estado de paz»149. 

44.  En Alemania, la situación parece no resuelta. Por 
un lado, el Reichsgericht alemán sostuvo dos veces que 
los tratados comerciales entre Alemania y Rusia en que 
se establecía la reciprocidad de trato en relación con la 
adquisición de bienes inmuebles quedaron derogados por 
la Primera Guerra Mundial150. Por otra parte, los tribu-
nales alemanes han sostenido que «si un tratado ha sido 
abrogado por una guerra, sus disposiciones siguen estando 
en vigor en el corpus del derecho interno»151.

45.  Aunque la jurisprudencia de los tribunales france-
ses ha variado con el tiempo152, se ha decantado ahora por 
la doctrina de la abrogación. Antes de la Primera Guerra 
Mundial y durante ella, los tribunales franceses «seguían 
generalmente la doctrina de la abrogación absoluta, sos-
teniendo que todos los tratados, incluso los de carácter 
puramente de derecho privado, quedaban abrogados por la 
guerra. En algunos pocos casos hacían excepciones y sos-
tenían que los tratados de carácter de derecho privado no 
quedaban abrogados, sino tan solo suspendidos»153. Des-
pués de la Segunda Guerra Mundial, los tribunales vacilaron 
algo en cuanto a la norma general de la abrogación. Aun-
que, en general, se respetaban los tratados multilaterales 

148 Sutton v. Sutton (nota 62 supra), pág. 255 (examinado en McNair, 
The Law of Treaties (nota 36 supra), págs. 711 a 713). Respecto al Tra-
tado de Amistad, Comercio y Navegación entre Su Majestad Británica 
y los Estados Unidos de América (Tratado de Jay), concluido en Lon-
dres el 19 de noviembre de 1794, véase Miller (ed.) (nota 62 supra), 
págs. 245 y ss.

149 Citado en McNair, The Law of Treaties (nota  36 supra), 
pág. 712. McNair subraya que, puesto que el caso Sutton (véase la 
nota 62 supra) se refería a derechos de propiedad adquiridos antes de 
la guerra, no puede utilizarse para defender la idea de que los dere-
chos de propiedad adquiridos después de una guerra también estarían 
protegidos, como ocurre en la decisión de los Estados Unidos en el 
caso Techt (véase la nota 45 supra). En este sentido, la decisión de 
los Estados Unidos en el caso Techt va más allá de la decisión de los 
propios Estados Unidos en el caso Society for the Propagation of the 
Gospel (véase la nota 62 supra) y la decisión inglesa en el caso Sut-
ton, porque estos dos últimos casos solo conciernen al efecto de los 
conflictos armados en los derechos adquiridos, no a los tratados que 
crearon esos derechos.

150 Decisión de 20  de octubre de  1922 (AD 1919-1922, caso 
núm. 169) y decisión de 23 de mayo de 1923 (AD 1925-1926, caso 
núm. 331) (citados en Verzijl (nota 6 supra), págs. 382 y 383). Véase 
igualmente Rank, «Modern war and the validity of treaties [parte II]» 
(nota  34 supra), págs.  531 y 532, donde se describe la división de 
opiniones en las decisiones alemanas, pero se señala que «la opinión 
general de los tribunales alemanes parece ser que los tratados bilate-
rales, incluso los que se refieren a derechos privados, quedan dero-
gados por la guerra» (citando 4 Neue Juristische Wochenschrift 831 
(1951)).

151 J. G. Castel, nota, «International law – Effect of war on bilateral 
treaties – Comparative study», Michigan Law Review, vol. 51, núm. 4 
(1953), págs. 566 a 573, en pág. 569, nota 19 (citando Entscheidun-
gen des Reichsgerichts in Zivilsachen, (neue Folge), vol. 85, pág. 374 
(1915)).

152 Véase, por ejemplo, como una de las primeras decisiones, la del 
tribunal francés en el caso Isnard Blanc c. Pezzales, S. 1859.2.606 (Aix, 
8 de diciembre de 1858) (apoyando la concepción «moderna») (citado 
en Castel (nota 151 supra), pág. 568, nota 13).

153 Rank, «Modern war and the validity of treaties [parte  II]» 
(nota 34 supra), pág. 521.

que garantizaban derechos privados154, las decisiones sobre 
los tratados de derecho privado son contradictorias. Des-
pués de un período inicial en el cual los tribunales infe-
riores franceses consideraron abrogados por la guerra los 
tratados bilaterales que garantizaban derechos privados155, 
los tribunales franceses adoptaron una opinión más abierta 
durante cinco años, sobre todo en la decisión del Tribunal 
de Casación (Sala de lo Social) en el caso Bussi c. Menetti, 
sosteniendo que el Tratado de Establecimiento de 3  de 
junio de  1930 entre Francia e Italia no quedó abrogado 
por la Primera Guerra Mundial, porque «los efectos de los 
tratados de carácter puramente de derecho privado que no 
implican ningún intercambio entre las Potencias enemigas 
y que no tienen ninguna conexión con el desarrollo de las 
hostilidades [...] no quedan suspendidos por el mero hecho 
de la guerra»156. Cinco años después del cambio de rumbo 
producido en la Sala de lo Social del Tribunal de Casación 
con la decisión adoptada en el caso Bussi, la Sala de lo 
Civil optó por la doctrina de la abrogación absoluta en el 
caso Artel c. Seymand157, afirmando que «la existencia del 
estado de guerra hace que sean nulas e írritas todas las obli-
gaciones recíprocas asumidas por las Altas Partes Contra-
tantes en un tratado concertado sobre cuestiones de derecho 

154 Véanse los asuntos French National Railway Company c. Chavan-
nes, Tribunal de Apelación de Aix (9 de febrero de 1943), recogido en 
La Semaine juridique, vol. 2 (1943), pág. 2417; y Compagnie des Assu-
rances maritimes, aériennes et terrestres (C.A.M.A.T.) c. Scagni, Tribu-
nal de Apelación de Agen (19 de noviembre de 1946), Revue critique de 
droit international privé, vol. 36, núm. 1 (1947), pág. 294 (o bien AD 
1946, pág. 232). Para un estudio más amplio de esos casos, véase Rank, 
«Modern war and the validity of treaties [parte  II]» (nota  34 supra), 
págs. 521 a 523.

155 Rank, «Modern war and the validity of treaties [parte  II]» 
(nota 34 supra), pág. 524 (citando, por ejemplo, los asuntos S. c. P., 
Tribunal de paix de Marseille, 5º Cantón (26 de octubre de 1943), reco-
gido en Gazette du Palais, Provisional Supplement (1943), pág. 170, 
en que se sostenía que la Primera Guerra Mundial abrogó el Tratado de 
Establecimiento entre Francia e Italia, firmado en Roma el 3 de junio 
de 1930, por el que se concedía a los ciudadanos italianos residentes 
en Francia el trato nacional en relación con los derechos privados sin 
ninguna exigencia de reciprocidad; y C. c. B., Tribunal civil de Tou-
louse (18 de noviembre de 1943), recogido en Gazette du Palais (14 de 
diciembre de 1943), en que se llega al mismo resultado con respecto al 
mismo tratado). Respecto al texto del Tratado, véase Journal officiel de 
la République française, 20 de enero de 1935, pág. 643.

156 Bussi c. Menetti, Francia, Tribunal de Casación (5 de noviembre 
de 1943), AD 1943-1945, caso núm. 103, pág. 304 (examinado en Rank, 
«Modern war and the validity of treaties [parte  II]» (nota 34 supra), 
pág. 525). Véase igualmente I. c. I., Tribunal civil de Marsella (26 de 
octubre de 1943) recogido en Gazette du Palais, Provincial Supplement 
(noviembre de 1943), pág. 169 («observando que, aunque la ruptura de 
hostilidades a menudo da por terminados los tratados, permanecen en 
vigor los tratados relativos al disfrute de derechos privados que estuvie-
ran en vigor antes de la ruptura de hostilidades. En particular, los trata-
dos que se refieren a contratos relacionados con deudas u obligaciones 
pecuniarias, transferencia de bienes muebles o inmuebles, hipotecas, 
arrendamientos y acuerdos de inquilinato, especialmente si entraron en 
vigor antes de que se declarase la guerra, permanecen plenamente en 
vigor»); Marie c. Capello, Tribunal civil de Caen (9 de abril de 1941), 
recogido en Gazette du Palais (29 de mayo de 1941); Poet c. Deleuil, 
Tribunal de Casación, Sala de lo Social (21 de abril de 1944), recogido 
en Gazette du Palais (9 de junio de 1944); Rosso c. Marro, Tribunal 
civil de Grasse (18 de enero de 1945), AD 1943-1945, caso núm. 104, 
pág. 307. El profesor Rank enumera estas otras decisiones del Tribunal 
de Casación (Sala de lo Social) en el mismo sentido: Hutard c. Mar-
gerit (25  de julio de  1946); Juidi c.  Fassin (21  de marzo de  1947); 
Pinna c. Crépillon (20 de mayo de 1947); y Amadio c. Diduant (13 de 
febrero de 1948). Véase Rank, «Modern war and the validity of treaties 
[parte II]» (nota 34 supra), págs. 525 y 526.

157 Artel c. Seymand, Francia, Tribunal de Casación (10 de febrero 
de  1948), AD 1948, pág.  437, caso núm.  133 (examinado en Rank, 
«Modern war and the validity of treaties [parte  II]» (nota 34 supra), 
págs. 527 y 528).
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privado que afectan a las relaciones en tiempo de paz»158. 
Se discutía el mismo tratado (Tratado de Establecimiento 
entre Francia e Italia), pero el Tribunal no proporciona 
ningún motivo para este cambio radical de doctrina159. El 
pleno de la Sala de lo Civil del Tribunal de Casación con-
firmó esta conclusión y resolvió la diferencia entre la Sala 
de lo Civil y la Sala de lo Social con su decisión final en 
el caso Lovera c. Rinaldi, el 22 de junio de 1949160. El Tri-
bunal «resolvió finalmente la diferencia de opiniones entre 
las salas del Tribunal Supremo de Francia y estableció que 
la antigua norma de la abrogación absoluta era la única 
doctrina jurídica de Francia»161.

46.  En conclusión, existe un número muy importante de 
casos en los Estados Unidos de América, apoyados por 
la jurisprudencia de Gran Bretaña, en el sentido de que 
los tratados sobre reciprocidad en las herencias continúan 
aplicándose durante los conflictos armados. Esta jurispru-
dencia coincide con la tesis general de muchos tribunales 
y comentaristas de que los tratados compatibles con las 
políticas nacionales durante los conflictos armados deben 
ser sustentados, ya que conciernen únicamente a derechos 
privados162. Pero el Tribunal de Casación de Francia ha 
llegado a la conclusión opuesta, dejando sin resolver esta 
esfera del derecho internacional. Aunque se podrían dife-
renciar las decisiones francesas porque el tratado a que 
se refiere no tiene carácter recíproco, esta solución no es 
satisfactoria; la característica más importante de los trata-
dos a que se refiere la presente subsección no parecería ser 
su reciprocidad, sino más bien el hecho de que conciernen 
a derechos privados que no son incompatibles con el man-
tenimiento de los conflictos armados. Con respecto a esos 
tratados, la doctrina francesa de la abrogación contradice 
otra tendencia, por lo demás sólida, en favor de la conti-
nuación de su vigencia durante los conflictos armados163.

158 Citado en Rank, «Modern war and the validity of treaties 
[parte II]» (nota 34 supra), págs. 527 y 528.

159 Ibíd., pág. 528.
160 Lovera c.  Rinaldi, recogido en Journal de droit international, 

vol.  77 (1950), pág.  125. Véanse los casos adicionales citados en 
Annuaire français de droit international, vol. 4 (1958), págs. 775 y 776.

161 Rank, «Modern war and the validity of treaties [parte  II]» 
(nota 34 supra), pág. 528.

162 Véanse las notas 43 a 50 supra y el texto que las acompaña. Para 
una opinión académica contraria, véase Stone (nota 2 supra), pág. 450 
(donde sostiene que «la única vía segura es suponer que [...] los tratados 
que se refieren al trato recíproco de los nacionales de las partes quedan 
abrogados al estallar la guerra»).

163 Los tratados que regulan otros derechos privados, como el matri-
monio, la tutela, el divorcio y la nacionalidad también se ven general-
mente confirmados, siempre que resulten compatibles con el manteni-
miento del conflicto armado. Por ejemplo, la capacidad de una autoridad 
religiosa musulmana de nombrar un tutor en virtud del artículo 11 del 
Tratado de Paz Greco-turco concluido en Atenas el 14 de noviembre 
de  1913 (Tratado de Atenas) (H. Triepel, Nouveau recueil général 
de traités et autres actes relatifs aux rapports de droit international. 
Continuation du grand recueil de G. F. de Martens, 3ª serie, vol. VIII,  
Leipzig, Librairie Theodor Weicher, 1915, pág. 93) no se vió afectada por 
el estallido de la guerra en 1914; véase Verzijl (nota 6 supra), pág. 385 
(citando al Tribunal de Apelación de Salónica, AD 1919-1922, caso 
núm. 272 (Guardianship)). De igual modo, un tribunal francés sostuvo 
que el artículo 13 de la Convención franco-italiana de 1896 relativa a la 
nacionalidad (Convención Consular y de Establecimiento, concluida en 
París el 28 de septiembre de 1896, F. Stoerk, Nouveau recueil général 
de traités et autres actes relatifs aux rapports de droit international. 
Continuation du grand recueil de G. F. de Martens, 2ª serie, vol. XXIII, 
Leipzig, Librairie Theodor Weicher, 1898, pág. 363) no caducó con el 
estallido de la guerra en 1940; véase Verzijl (nota 6 supra) (citando al 
Tribunal de Apelación de París, caso núm. 156 (In re Barrabini), ILR, 
vol. 18 (1951), págs. 507 y ss.).

2.  Convenciones y convenios 
normativos multilaterales

47.  Algunos comentaristas del efecto de los conflic-
tos armados en los tratados distinguen entre los tratados 
que pretenden crear una política general que afecta a una 
amplia gama de relaciones internacionales y los que tie-
nen el objetivo mucho más limitado de resolver un pro-
blema concreto, generalmente entre un grupo mucho más 
reducido de Estados. La primera categoría incluye princi-
palmente tratados multilaterales.

48.  En su análisis del efecto de los conflictos armados 
en los tratados, McNair utiliza la expresión «tratados nor-
mativos» para referirse a «los tratados que crean normas 
de derecho internacional para regular la conducta futura 
de las partes sin crear un régimen, estatuto o sistema 
internacional»164. Mantiene que esos tratados normativos 
«sobreviven a la guerra, ya sean partes beligerantes en ella 
todas las partes contratantes o solo algunas de ellas»165. 
Entre esos tratados, menciona en concreto «las conven-
ciones y convenios que crean normas relacionadas con la 
nacionalidad, el matrimonio, el divorcio y la reciprocidad 
en la ejecución de sentencias»166. De igual modo, Starke 
señala: «Las convenciones y convenios multilaterales 
de tipo normativo relacionados con la salud, las drogas, 
la protección de la propiedad industrial, etc., no quedan 
anulados al estallar la guerra, sino suspendidos, y reviven 
al cesar las hostilidades, o bien se aplican parcialmente 
incluso en tiempo de guerra»167.

49.  Aunque el término «normativos» es algo problemá-
tico —puesto que todos los tratados crean derecho inter-
nacional—, la práctica de los Estados parece confirmar la 
idea de que los tratados multilaterales que regulan esfe-
ras concretas a menudo reciben una aplicación parcial 
durante los conflictos armados, a veces con muchas difi-
cultades. Por ejemplo, durante la Segunda Guerra Mun-
dial siguieron en vigor los tratados sobre salud pública, 
estupefacientes, mano de obra, control de bebidas alco-
hólicas en África, esclavitud, trata de blancas, represión 
de publicaciones obscenas y seguridad de la vida humana 
en el mar168. Los acuerdos multilaterales sobre transporte 
marítimo y aéreo, así como las convenciones y convenios 
sobre comunicaciones, quedaron en parte sin efecto, aun-
que fueron objeto de una aplicación parcial169. En 1976, 
un tribunal de Escocia mantuvo que «era un principio 
aceptado de derecho internacional público que los trata-
dos normativos multipartitos sobrevivían a la guerra»170. 
De modo similar, Verzijl aduce que los tratados que regu-
lan derechos laborales no caducan durante los conflictos 
armados171. Por ello, aunque no sean tan resistentes como 

164 McNair, The Law of Treaties (nota 36 supra), pág. 723.
165 Ibíd.
166 Ibíd.
167 Starke, An Introduction to International Law (nota  28 supra), 

pág. 409.
168 Véase la nota 283 infra y el texto que la acompaña.
169 Véanse las notas 272 a 290 infra y el texto que las acompaña.
170 Masinimport v. Scottish Mechanical Light Industries Ltd., Esco-

cia, Court of Session, Outer House, 30 de enero de 1976, ILR, vol. 74, 
págs. 559 y ss., en pág. 560; véase también la nota 14 supra.

171 Verzijl (nota 6 supra), pág. 391: «Las adhesiones de Estados al 
Convenio relativo a la Indemnización por Accidentes del Trabajo de 

(Continuación en la página siguiente.)
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los tratados que crean un régimen o estatuto permanente172 
los tratados normativos multilaterales que crean normas 
para regular una determinada esfera sustantiva tienen 
relativas posibilidades de resistir a los conflictos armados. 

50.  La Comisión estudió la cuestión de los tratados 
normativos al redactar la Convención de Viena sobre la 
Sucesión de Estados en materia de Tratados de 1978. El 
artículo 16 establece un principio general de «tabla rasa», 
a saber, que ningún Estado de reciente independencia está 
obligado por los tratados anteriormente en vigor respecto 
del territorio al que se refiera la sucesión de Estados. En su 
comentario al proyecto de artículo, la Comisión concluyó, 
tras un amplio examen de la práctica de los Estados, que 
no se aplica ninguna excepción al principio de la tabla 
rasa en relación con los tratados multilaterales generales 
y los tratados multilaterales de carácter normativo173. Por 
consiguiente, en el contexto de la doctrina de la tabla rasa, 
la Comisión se negó a crear una excepción especial para 
los tratados normativos. 

51.  La cuestión volvió a plantearse más adelante en los 
trabajos de la Comisión cuando un miembro de ella, el 
Sr.  Ushakov, propuso el artículo  12 bis, titulado «Tra-
tados multilaterales de carácter universal»174. En esa 
propuesta  se definían esos tratados como «un acuerdo 
internacional que, por su objeto y su fin, tiene alcance 
mundial y está abierto a la participación de todos los Esta-
dos, celebrado por escrito entre Estados y regido por el 
derecho internacional, ya conste en un instrumento único 
o en dos o más instrumentos conexos y cualquiera que sea 
su denominación particular»175. Se declaraba que cual-
quier tratado de esta naturaleza que «esté en vigor res-
pecto del territorio al que se refiera la sucesión de Estados 
continuará en vigor entre el Estado de reciente indepen-
dencia y los otros Estados partes en el tratado hasta que el 
Estado de reciente independencia notifique la terminación 
de ese tratado en lo que le concierne»176. El proyecto de 
artículo  quedó pospuesto porque no hubo tiempo sufi-
ciente para examinar sus repercusiones y en su lugar fue 
mencionado y reproducido en la parte  Introductoria del 
informe de la Comisión a la Asamblea General177.

C.  Tratados que muestran una probabilidad 
variada o incipiente de aplicabilidad

52.  En la presente sección se examinan los tratados 
que muestran una probabilidad controvertida, variada o 

10 de junio de 1925 no se cancelaron como consecuencia de la gue-
rra: esas convenciones y convenios no son simples acuerdos bilaterales 
o multilaterales sobre la cuestión, sino que constituyen la afiliación a 
un régimen establecido por una organización internacional en interés 
de los trabajadores de todos los países. Por ello, no quedan anulados 
ipso facto por el estado de guerra» (citando al Tribunal de Apelación de 
Aix, caso núm. 155 (Établissements Cornet), 7 de mayo de 1951, ILR, 
vol. 18 (1951), págs. 506 y ss.). 

172 Véanse las notas 105 a 111 supra y el texto que las acompaña.
173 Anuario…  1974, vol.  II (primera parte), documento A/9610/

Rev.1, págs. 214 y 215 (comentario del proyecto de artículo 15, párrs. 8 
a 14).

174 Ibíd., vol. I, acta resumida de la 1293ª sesión, págs. 254 a 256, 
párrs. 54 a 75, y acta resumida de la 1294ª sesión, pág. 257, párr. 9.

175 Ibíd., acta resumida de la 1293ª sesión, pág. 254, párr. 54.
176 Ibíd.
177 Ibíd., vol. II (primera parte), documento A/9610/Rev.1, págs. 172 

y 173, párr. 75 y nota 57.

incipiente de aplicabilidad durante un conflicto armado, 
entre ellos los acuerdos internacionales sobre transporte, 
los tratados sobre el medio ambiente, los tratados de extra-
dición, los tratados sobre cruce de fronteras, los tratados 
de amistad, comercio y navegación; los tratados de pro-
piedad intelectual y los tratados de transferencias penales.

1.  Acuerdos internacionales sobre transporte 

53.  La práctica de los Estados en relación con los acuer-
dos internacionales sobre transporte es contradictoria. La 
profesora Chinkin observa que «a diferencia de las rela-
ciones diplomáticas entre Estados, las restricciones apli-
cadas a una ruta determinada no ponen en peligro toda la 
estructura de las comunicaciones interestatales. Si existen 
rutas alternativas aceptables, las exigencias de los Estados 
de tránsito tienen más posibilidades de ser consideradas 
tolerables»178. Distingue una diferencia en la práctica de 
los Estados entre los acuerdos de navegación aérea que 
se refieren a derechos de sobrevuelo o aterrizaje, y que 
muestran una aplicabilidad limitada o reducida durante 
un conflicto armado y los acuerdos de navegación marí-
tima relativos a los canales oceánicos internacionales, 
que muestran un grado de aplicabilidad algo más elevado 
durante un conflicto armado179. A continuación se exami-
nará sucesivamente cada uno de ellos. 

a)  Acuerdos de navegación aérea

54.  La historia está repleta de ejemplos de conflictos 
armados que han provocado la suspensión de acuerdos 
internacionales de navegación aérea180. En primer lugar, 
como consecuencia de la guerra de 1967 en el Oriente 
Medio, la República Árabe Siria, el Iraq, el Sudán y 
Egipto cerraron los aeropuertos y puertos a los Estados 
Unidos de América y el Reino Unido de Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte181. Chinkin observa que, aunque estas 
medidas no se pueden justificar en general por motivo de 
necesidades militares, se podría aducir que son justifica-
bles como legítima defensa colectiva en su guerra contra 
Israel182. En segundo lugar, en 1962 los aeropuertos del 
Senegal, Guinea y el Canadá quedaron cerrados a las aero-
naves soviéticas con destino a La Habana en respuesta a la 
cuarentena que los Estados Unidos impusieron a Cuba183. 
En tercer lugar, la invasión turca de Chipre en 1974 y la 
controversia continuada sobre la delimitación de la plata-
forma continental en el Mar Egeo hicieron que Grecia y 
Turquía suspendieran el derecho de sobrevuelo hasta sep-
tiembre de 1976, cuando se restableció oficialmente184. En 
cuarto lugar, la India afirmó que dos convenios multilate-
rales sobre aviación y un tratado bilateral en el que se otor-
gaba al Pakistán el derecho a sobrevolar y a aterrizar en la 
India habían sido suspendidos en 1971 por las hostilidades 
entre los dos países que habían dado comienzo en 1965185. 

178 Chinkin (nota 15 supra), pág. 196.
179 Ibíd., págs. 196 a 205.
180 Véase B. Cheng, The Law of International Air Transport, Lon-

dres, Stevens and Sons, 1962, págs. 113 a 115, 483 y 484.
181 Chinkin (nota 15 supra), pág. 197.
182 Ibíd., nota 75.
183 Ibíd., pág. 198, nota 76.
184 Ibíd., págs. 198 y 199 (donde se indica que las medidas no pare-

cen justificables por la doctrina de la necesidad militar).
185 Ibíd., pág. 200.

(Continuación de la nota 171.)
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Indicando el estallido periódico de conflictos entre los 
dos Estados desde 1947, la India sostuvo que el Pakistán 
no podía tener ninguna expectativa legítima de continuar 
con el derecho de paso aéreo cuando probablemente se  
suscitarían nuevos conflictos186. El Pakistán afirmó que la 
India, en su condición de país agresor, no podía suspender 
los acuerdos legalmente187. Chinkin opina que 

los Estados pueden dejar en suspenso los acuerdos cuando el conflicto 
amenaza su seguridad. Las hostilidades militares de 1965, aunque tuvie-
ron un teatro y propósito limitados, fueron intensas y graves. Sería per-
turbador para un Estado, y probablemente incluso destructivo, insistir en 
que debe permitir al enemigo sobrevolar su territorio y aterrizar en él. [...] 
Si bien el Pakistán sufrió pérdidas económicas considerables y graves 
inconvenientes, la existencia de rutas alternativas, aunque eran costosas 
y mucho menos directas, hacía más razonable la medida de la India188.

55.  Señalando otros dos acuerdos que siguieron en 
vigor (uno de ellos, un acuerdo de transporte marítimo)189 
Chinkin concluye que «tal vez los Estados consideren 
que los acuerdos de navegación aérea son potencial-
mente más perjudiciales para sus intereses de seguri-
dad y de aquí que esos acuerdos sean objeto de especial 
consideración»190. De hecho, el Convenio de Chicago 
sobre Aviación Civil Internacional incluye una disposi-
ción en la que se estipula que, en caso de guerra, las 
disposiciones del Convenio no afectarán a la libertad de 
acción de ninguno de los Estados contratantes afectados, 
ya sea como partes beligerantes o neutrales191.

b)  Acuerdos de navegación marítima

56.  El efecto de los conflictos armados en los acuerdos 
por los que se establecen canales interoceánicos como los 
de Suez, Panamá y Kiel ha variado192. Por una parte, exis-
ten varios ejemplos que apoyan la idea de que las con-
venciones y convenios que permiten el acceso a canales 
resisten a las situaciones de conflicto. En primer lugar, 
cuando Alemania se negó a permitir el paso a través del 
canal de Kiel a un buque que llevaba municiones a Polo-
nia durante la Guerra polaco-prusiana de 1920, la Corte 
Permanente de Justicia Internacional sostuvo, como opi-
nión judicial, que, cuando una vía de navegación ha sido 
«dedicada a la utilización internacional», el Estado ribe-
reño ya no puede excluir a otros Estados a su discreción193. 

186 Ibíd.
187 Ibíd.
188 Ibíd., págs. 200 y 201 (se han omitido las notas).
189 El Tratado de 1960 sobre las Aguas del Indo y el Acuerdo para 

someter a arbitraje la controversia sobre el Rann de Kutch (Acuerdo 
entre el Gobierno de la India y el Gobierno del Pakistán relativo a un 
Alto el Fuego y el Restablecimiento del Statu Quo del 1 de Enero de 
1965 en el Área de Gujarat/Frontera del Pakistán Occidental y sobre las 
Medidas para la Delimitación de la Frontera en esa Área, concluido en 
Nueva Delhi el 30 de junio de 1965, Naciones Unidas, Treaty Series, 
vol. 548, núm. 7983, pág. 277).

190 Chinkin (nota 15 supra), pág. 202.
191 Convenio sobre Aviación Civil Internacional, de 1944, art. 89.
192 Chinkin (nota 15 supra), págs. 202 a 205 (citando a R. R. Baxter, 

The Law of International Waterways – With Particular Regard to Inte-
roceanic Canals, Cambridge, Mass., Harvard University Press, 1964, 
para un examen completo del efecto de la guerra en el tránsito por las 
vías de navegación).

193 Chinkin (nota 15 supra), pág. 203 (citando el asunto S. S. «Wim-
bledon» (1923) (véase la nota 48 supra)). Chinkin observa, sin embargo, 
que los términos tajantes de la Corte pueden haberse visto influidos por 
el hecho de que el Tratado de Versalles declaraba específicamente el 
canal «libre y abierto a los navíos comerciales y de guerra de todas las 
naciones en paz con Alemania, en condiciones de plena igualdad», ibíd. 

En segundo lugar, la comunidad internacional reaccionó 
desfavorablemente cuando Egipto cerró el Canal de Suez 
a los barcos israelíes a partir de 1948, puesto que el cie-
rre del Canal no era necesario para la defensa del país194. 
En tercer lugar, Convención Revisada para la Navegación 
del Rin, de 1868, «parece haberse considerado en vigor» 
durante la Primera Guerra Mundial195.

57.  Por otra parte, Gran Bretaña limitó el paso de los 
navíos enemigos a través del Canal de Suez a lo largo de 
la Primera y la Segunda Guerras Mundiales196, y los Esta-
dos Unidos restringieron parcial o totalmente el uso del 
Canal de Panamá durante las dos Guerras Mundiales197. 
Chinkin sostiene que los acuerdos de transporte marítimo 
deberían respetarse durante los conflictos armados por «la 
necesidad de contar con comunicaciones seguras y fia-
bles para el comercio y la seguridad internacionales»198. 
Sin embargo, en el mundo moderno, el transporte aéreo 
también se está haciendo cada vez más importante para el 
comercio y está cada vez más relacionado con las cues-
tiones de seguridad, dada su conexión con el terrorismo 
internacional. 

2.  Tratados sobre el medio ambiente

58.  Los recientes estudios académicos acerca de la apli-
cabilidad de los tratados sobre el medio ambiente con-
certados en tiempo de paz durante los conflictos armados 
han suscitado el debate más importante desde la Segunda 
Guerra Mundial en torno al efecto de los conflictos arma-
dos en los tratados199. Este interés renovado se puede  

(citando el Tratado de Versalles, de 1919, art. 380). También cree que 
se habría concedido una mayor libertad de acción a Alemania si hubiera 
estado en guerra, aduciendo que los intereses de la seguridad del Estado 
ribereño deberían tener prioridad.

194 Chinkin (nota 15 supra), pág. 204 (citando a R. R. Baxter, «Pas-
sage of ships through international waterways in time of war», Bri-
tish Year Book of International Law 1954, vol.  31, págs.  187 a 216; 
M.  Khadduri, «Closure of the Suez Canal to Israeli shipping», Law 
and Contemporary Problems, vol. 33, núm. 1 (1968), págs. 147 a 157; 
J. A. Obieta, The International Status of the Suez Canal, 2ª ed., La Haya, 
Martinus Nijhoff, 1970, págs. 13 a 17; L. Gross, «Passage through the 
Suez Canal of Israel-bound cargo and Israel ships», American Journal 
of International Law, vol. 51, núm. 3 (julio de 1957), págs. 530 a 568; y 
R. Lapidoth, «The reopened Suez Canal in international law», Syracuse 
Journal of International Law and Commerce, vol.  4  (1976), págs.  1 
a 49). Dietrich Schindler comunica al Institut de droit international que 
«con respecto al incidente de Suez ocurrido en 1956 entre Gran Bre-
taña, Francia y Egipto, se ha informado de que “como consecuencia de 
ese incidente, se aprobó una ley en Egipto (Ley núm. 1 de 1957) en la 
que se declaraba que la agresión británica había puesto fin al Acuerdo 
anglo-egipcio de 1954 relativo a la Base del Canal de Suez [concluido 
en El Cairo el 19 de octubre de 1954, Naciones Unidas, Treaty Series, 
vol. 210, núm. 2833, pág. 3]”». Salvo este acuerdo, probablemente no 
se produjo ningún efecto en los tratados (Estudio del Institut de droit 
international (véase la nota 18 supra), vol. 59-I, pág. 267 (citando a A. 
D. McNair y A. D. Watts, The Legal Effects of War, 4ª ed., Cambridge, 
Cambridge University Press, 1966, pág. 20, nota 1)).

195 Véase Tobin (nota 23 supra), pág. 89. Lo mismo cabe decir de los 
convenios que regulaban el tráfico en el Danubio [Tratado de París de 
1856, Tratado de Londres de 1871 y Tratado de Berlín de 1878], ibíd., 
págs. 92 a 94.

196 Véase Chinkin (nota 15 supra), pág. 203, nota 96.
197 Véase R. H. Smith, «Beyond the treaties: limitations on neutra-

lity in the Panama Canal», Yale Studies in World Public Order, vol. 4 
(1977-1978), págs. 1 a 37, en particular págs. 16 a 20.

198 Chinkin (nota 15 supra), pág. 205.
199 Véase, por ejemplo Vöneky (nota  120 supra); Tarasofsky 

(nota  71 supra); M. Bothe, «The protection of the environment in 

(Continuación en la página siguiente.)



30	 Documentos del 57º período de sesiones

atribuir tanto a los considerables daños al medio ambiente 
causados por la primera Guerra del Golfo200 como al 
crecimiento y desarrollo del propio derecho ambiental 
internacional201. Sea cual sea la causa, el efecto de los 
conflictos armados en el derecho ambiental internacional 
ha recibido más atención modernamente que el efecto en 
cualquier otro tipo de tratado y constituye el fenómeno 
más significativo en la materia desde el Estudio del Insti-
tut de droit international de 1985202.

59.  Examinando el amplio corpus de nuevos comenta-
rios académicos acerca del efecto de los conflictos arma-
dos en los tratados sobre el medio ambiente203, está claro 
que no todos esos tratados reaccionan ante los conflictos 
armados de la misma manera y un comentarista los ha cla-
sificado en cuatro grupos diferenciados. En primer lugar, 
los tratados sobre el medio ambiente en los que se dispone 
expresamente su aplicación durante los conflictos arma-
dos seguirán aplicándose; por ejemplo, la reducida cate-
goría de tratados que protegen zonas específicas, entre las 
que cabe citar la Antártida, el archipiélago de Spitsbergen 
y el espacio ultraterrestre204. Aunque algunos comentaris-
tas apoyan este enfoque205, otros opinan que considerar 
a los tratados sobre el medio ambiente como regímenes 
objetivos206 no sujetos a suspensión durante los conflictos 

times of armed conflict: legal rules, uncertainty, deficiencies and pos-
sible developments», German Yearbook of International Law, vol. 34 
(1991), págs. 54 a 62; M. N. Schmitt, «Green war: an assessment of 
the environmental law of international armed conflict», Yale Journal of 
International Law, vol. 22, núm. 1 (1997), págs. 1 a 109, en particular 
págs. 37 a 41; Simonds (nota 114 supra), págs. 188 a 198; A. Roberts, 
«Environmental issues in international armed conflict: the experience 
of the 1991 Gulf War», en R. J. Grunawalt y otros (eds.), Internatio-
nal Law Studies, vol. 69 (1996), Protection of the Environment during 
Armed Conflict, págs. 222 a 277; K. Hulme, War Torn Environment: 
Interpreting the Legal Threshold, Leiden, Martinus Nijhoff, 2004.

200 En los dos años siguientes a la Guerra del Golfo de 1991 hubo 
cinco conferencias importantes sobre la cuestión, la Sexta Comisión 
de la Asamblea General inició deliberaciones al respecto, la Asamblea 
General aprobó una resolución sobre ella y se abordó en la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo que 
condujo a la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarro-
llo (Declaración de Río) y el Programa 21 (véase Tarasofsky (nota 71 
supra), pág. 19). Respecto a la Declaración de Río y el Programa 21, 
aprobados en Río de Janeiro el 14 de junio de 1992, véase Informe de 
la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo, Río de Janeiro, 3 a 14 de junio de 1992, vol. I: Resolucio-
nes aprobadas por la Conferencia (publicación de las Naciones Unidas, 
núm. de venta: S.93.I.8 y correcciones), resolución 1, anexo I, pág. 2, y 
anexo II, pág. 7, respectivamente.

201 Por ejemplo, el profesor Tarasofsky sostiene que la interpreta-
ción jurídica moderna del medio ambiente, basada en la interdepen-
dencia de múltiples ecosistemas, hace imposible mantener «diferentes 
normas de protección del medio ambiente para el tiempo de paz y el 
tiempo de guerra» (Tarasofsky (nota 71 supra), pág. 21).

202  Véase la nota 18 supra.
203 Véanse los trabajos citados en la nota 199 supra.
204 Simonds (nota 114 supra), pág. 193 (citando el Tratado Antár-

tico, de 1959, art.  1,; el Tratado de Spitsbergen, de 1920; el Tratado 
sobre los Principios que Deben Regir las Actividades de los Estados 
en la Exploración y la Utilización del Espacio Ultraterrestre, Incluso 
la Luna y Otros Cuerpos Celestes, de 1967, art.  4). También en este 
grupo, Simonds incluye la Convención de las Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar, de 1982, que reserva la alta mar y los fondos marinos 
exclusivamente para «fines pacíficos», contradiciendo el principio tra-
dicional de libertad de la guerra en alta mar (Simonds, supra, pág. 194 
(citando los artículos 88 y 141 de la Convención).

205 Véase, por ejemplo, Simonds (nota 114 supra), pág. 190.
206 Véase el análisis de los regímenes permanentes en el capítulo II, 

secc. A, supra.

armados sería contrario a la intención de quienes con-
cibieron su marco207. En segundo lugar, un grupo de 
tratados sobre el medio ambiente contiene disposicio-
nes expresas que los hace inaplicables, total o parcial-
mente, en tiempos de conflicto armado. Por ejemplo, 
un gran número de convenios o convenciones que 
limitan la contaminación de los océanos no se aplican 
a los navíos del Estado o buques de guerra208. En ter-
cer lugar, un grupo intermedio de tratados, aunque no 
mencionan expresamente la aplicabilidad, se aplicarán 
generalmente durante los conflictos armados porque sus 
términos serán con toda probabilidad compatibles con la 
política nacional durante el conflicto. Simonds incluye 
en este grupo los tratados sobre el medio ambiente que 
contienen disposiciones generales para fomentar la pro-
tección del medio ambiente209, los tratados que protegen 
determinados sectores del medio ambiente «no intrín-
secamente necesarios para la guerra»210, los tratados 

207 Véase, por ejemplo, Vöneky (nota  120 supra), pág.  23 («Es 
discutible que [...] haya tratados sobre el medio ambiente concertados 
en tiempo de paz que creen “regímenes objetivos”. Los tratados para 
el uso y protección de las zonas situadas más allá de la jurisdicción 
nacional (como la alta mar, los fondos marinos, el espacio ultraterrestre 
y la Antártida) son similares a los tratados que establecen regímenes 
objetivos, puesto que regulan también la conducta de los Estados en 
un determinado territorio. Pero solo algunos comentaristas respaldan 
la opinión de que el Tratado Antártico y las convenciones y convenios 
complementarios entran dentro de esa categoría. Otros lo niegan con 
los convincentes argumentos de que no era la intención de las Partes 
en el Tratado Antártico establecer un orden con efectos erga omnes y 
además ese tratado no establece un orden territorial. Por ello, es objeto 
de intensa controversia si resulta directamente aplicable a los tratados 
sobre el medio ambiente la norma de derecho internacional general de 
que los tratados que establecen regímenes objetivos obligan a las partes 
beligerantes») (citando a E. Klein, Statusverträge Im Völkerrecht, Ber-
lín, Springer, 1980, págs. 18, 62 y ss., 116 y ss. (en apoyo de la teoría 
del régimen objetivo para los tratados sobre el medio ambiente); A. 
Verdross y B. Simma, Universelles Völkerrecht, 3ª ed., Berlín, Duncker 
and Humblot, 1984, págs. 745, 488 y ss. (en apoyo de la teoría del régi-
men objetivo para los tratados sobre el medio ambiente); Tarasofsky 
(nota 71 supra), pág. 63 (en apoyo de la teoría del régimen objetivo 
para los tratados sobre el medio ambiente); R.  Wolfrum, Die Inter-
nationalisierung staatsfreier Räume, Berlín, Springer, 1984, pág. 96, 
nota 253 (crítico con la teoría); Klein, supra, págs. 111 y ss. y 122 y ss. 
(crítico con la teoría)).

208 Simonds (nota 114 supra), págs. 194 y 195 (citando el Conve-
nio Internacional para Prevenir la Contaminación de las Aguas del Mar 
por los Hidrocarburos, de 1954, ; el Convenio Internacional para Pre-
venir la Contaminación por los Buques, 1973 (Convenio MARPOL), 
art. 3, párr. 3; el Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil 
por Daños Causados por la Contaminación de las Aguas del Mar por 
Hidrocarburos, de 1969, arts. III, párr. 2 a, y XI; el Convenio sobre la 
Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos 
y Otras Materias, de 1972, art. VII, párr. 4, modificado el 12 de octubre 
de 1978; y el Convenio Regional de Kuwait sobre la Cooperación en 
Materia de Protección del Medio Marino Contra la Contaminación, de 
1978). Aunque la Convención de las Naciones Unidas sobre el Dere-
cho del Mar ha sido examinada más arriba en el contexto de los tra-
tados sobre el medio ambiente que se aplican explícitamente durante 
un conflicto armado, contiene también una disposición en la cual se 
exime específicamente de las disposiciones referentes a la protección 
y preservación del medio ambiente marino a los buques de guerra 
y otros navíos o  aeronaves utilizados por un Estado en servicios no 
comerciales (Simonds, supra, pág. 195 (examinando el artículo 32 de 
la Convención)).

209 Simonds (nota 114 supra), pág. 195 (citando una resolución no 
vinculante, una declaración no vinculante y los artículos 24 y 25 de la 
Convención sobre la Alta Mar, de 1958).

210 Simonds (nota 114 supra), pág. 196 (citando el Convenio sobre 
la Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Dese-
chos y Otras Materias; el Convenio de Viena para la Protección de la 
Capa de Ozono, de 1985; y el Protocolo de Montreal relativo a las Sus-
tancias que Agotan la Capa de Ozono, de 1987). Silja Vöneky tam-
bién ha examinado esta clasificación, sosteniendo que «otra categoría 

(Continuación de la nota 199.)
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que permiten excepciones en casos de emergencia211 y 
los tratados en que se reservan determinadas zonas del 
mundo para una protección medioambiental especial.212 
En cuarto lugar, los tratados que exigen «una notifica-
ción, consulta o evaluación ambiental pública previas 
antes de entablar [...] acciones militares que a menudo 
son incompatibles con el secreto militar»213, no obstante 
la falta de una redacción expresa al efecto.

60.  El efecto de los conflictos armados en los tratados 
sobre el medio ambiente también fue una fuente impor-
tante de debate en la opinión consultiva de la Corte 
Internacional de Justicia en el caso Legalidad de la ame-
naza o el empleo de armas nucleares, tanto en las comu-
nicaciones de las partes como en la opinión de la Corte. 
Basándose en la redacción de los tratados, los Estados 
Unidos sostuvieron que «ningún instrumento internacio-
nal sobre el medio ambiente es expresamente aplicable 
en un conflicto armado»214. Francia rechazó parecida-
mente la aplicabilidad de los tratados sobre el medio 
ambiente215. El Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda 
del Norte no formuló ninguna observación acerca del 
efecto de los conflictos armados en los tratados sobre 
el medio ambiente, sosteniendo en lugar de ello que 

importante de tratados de tiempo de paz que obligan a las partes belige-
rantes durante un conflicto armado limitando sus actividades militares 
[...] son los que tienen por objetivo la protección de un bien común 
en interés de la comunidad estatal en su conjunto» (Vöneky (nota 120 
supra), pág. 27). Además de los tratados de derechos humanos, Vöneky 
cita varios tratados sobre el medio ambiente en esta categoría, entre 
ellos la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático, de 1992; el Convenio sobre la Diversidad Biológica, de 
1992; el Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono; 
la Convención para la Protección del Patrimonio Mundial Cultural y 
Natural, de 1972; la Convención sobre la Conservación de las Espe-
cies Migratorias de Animales Silvestres, de 1979; la Convención sobre 
el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora 
Silvestres, de 1973; el Convenio relativo a Humedales de Importancia 
Internacional, especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas, de 1971; 
el Convenio relativo a la Conservación de la Vida Silvestre y el Medio 
Natural en Europa, de 1979; el Convenio Africano sobre la Conser-
vación de la Naturaleza y los Recursos Naturales, de 1968 (Vöneky, 
supra, págs. 28 y 29). Vöneky sostiene igualmente que «los tratados 
para la utilización y protección de los recursos naturales compartidos 
solo continuarán aplicándose si tienen por objetivo la protección de un 
bien ambiental en el interés común de la comunidad estatal en su con-
junto» (ibíd., pág. 29). A diferencia de Simonds, Vöneky opina que los 
tratados que tienen por objetivo la protección de un bien común podrían 
continuar aplicándose durante un conflicto armado a pesar de su incom-
patibilidad con éste (ibíd).

211 Simonds (nota 114 supra), pág. 196 (citando el Convenio para la 
Prevención de la Contaminación Marina Provocada por Vertidos desde 
Buques y Aeronaves, de 1972, arts. 5 a 8). Véase igualmente Vöneky 
(nota 120 supra), págs. 30 y 31 (en donde analiza las principales obli-
gaciones no derogables que protegen al medio ambiente).

212 Simonds (nota 114 supra), págs. 196 y 197 (citando la Conven-
ción para la Protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural, de 
1972).

213 Simonds (nota 114 supra), pág. 197 (citando el Convenio sobre la 
Contaminación Atmosférica Transfronteriza a Gran Distancia, de 1979, 
art. 3).

214 Legality of the Threat or Use of Nuclear Weapons, opinión con-
sultiva (véase la nota 85 supra), comunicación escrita de los Estados 
Unidos (20 de junio de 1995), págs. 34 a 42, en pág. 34; la comunica-
ción se puede consultar en línea en la siguiente dirección: www.icj-cij.
org/en/case/95/written-proceedings.

215 Legality of the Threat or Use of Nuclear Weapons, opinión 
consultiva (véase la nota  85 supra), comunicación escrita de Fran-
cia (20 de junio de 1995), pág.  38; la comunicación se puede con-
sultar en línea en la siguiente dirección: www.icj-cij.org/en/case/95/
written-proceedings.

esos tratados serían inaplicables en virtud de sus propios 
términos216.

61.  En una nota presentada a la Corte por el Gobierno de 
las Islas Salomón se examinó a fondo la cuestión de los efec-
tos de los conflictos armados en los tratados217. Después de 
aducir, basándose en la resolución del Institut de droit inter-
national, que «el estallido de un conflicto armado “no pone 
fin ni suspende ipso facto el funcionamiento de los tratados 
en vigor entre las partes en el conflicto armado”»218, la nota 
sostenía que esta norma era específicamente aplicable a los 
tratados sobre el medio ambiente219. Teniendo en cuenta las 

216 Por ejemplo, el Reino Unido sostuvo que no sería aplicable la 
Convención sobre la Prohibición de Utilizar Técnicas de Modificación 
Ambiental con Fines Militares u Otros Fines Hostiles, de 1976, puesto 
que solo protege contra la manipulación deliberada del medio ambiente 
como método de guerra, no contra el empeoramiento del medio 
ambiente como efecto incidental de la propia guerra (véase Kristjans-
dóttir (nota 118 supra), págs. 359 y 360 (citando la opinión consultiva 
en el caso Legality of the Threat or Use of Nuclear Weapons (véase 
la nota 85 supra), comunicación escrita del Reino Unido (16 de junio 
de 1995), párr. 3.75, refiriéndose a la Convención sobre la Prohibición 
de Utilizar Técnicas de Modificación Ambiental con Fines Militares u 
Otros Fines Hostiles)). De igual modo, el Reino Unido adujo que las 
disposiciones de los tratados sobre el medio ambiente eran de carácter 
demasiado general y que es un principio fundamental del derecho de 
los tratados que una norma prohibitiva que pretenda excluir una acti-
vidad concreta del ámbito de las prácticas estatales permisibles debe 
enunciarse claramente. Por consiguiente, como idea de principio, de los 
términos generales o de un tratado de aplicación general no se puede 
deducir una norma prohibitiva de contenido específico que produciría 
el efecto de limitar el ámbito de las conductas de los Estados que serían 
permisibles en otro caso. No sería una práctica acertada ni bastaría con 
apoyarse en las disposiciones generales de las normas internacionales 
sobre el medio ambiente o de derechos humanos a efectos de evocar 
una norma que prohiba la amenaza o el uso de armas nucleares como 
medio de legítima defensa (véase la comunicación escrita del Reino 
Unido, párrs.  3.88 y 3.89 (citando a McNair, The Law of Treaties 
(nota 36 supra), pág. 463: «Los tratados [...] no han de interpretarse 
en el sentido de que alteran o limitan la práctica generalmente recono-
cida, salvo que de su redacción se deduzca plena y necesariamente una 
alteración o limitación»). Estos dos argumentos se basan en la premisa 
implícita de que los tratados sobre el medio ambiente sí son de aplica-
ción durante un conflicto armado. La comunicación del Reino Unido se 
puede consultar en línea en la siguiente dirección: www.icj-cij.org/en/
case/95/written-proceedings.

217 Legality of the Threat or Use of Nuclear Weapons, opinión 
consultiva (véase la nota 85 supra), comunicación escrita de las Islas 
Salomón (19 de junio de 1995), párrs. 4.36 y ss.; la comunicación se 
puede consultar en línea en la siguiente dirección: www.icj-cij.org/en/
case/95/written-proceedings. Véase también «Written observations on 
the request by the General Assembly for an advisory opinion. Gover-
nment of the Solomon Islands», Criminal Law Forum, vol. 7, núm. 2 
(1996), págs. 299 y ss., en particular págs. 383 y ss., párrs 4.36 y ss. (en 
adelante, «nota de las Islas Salomón»).

218 Nota de las Islas Salomón (véase la nota 217 supra), párr. 4.37 
(citando la resolución del Institut de droit international de 1985 sobre 
los efectos de los conflictos armados en los tratados (véase la nota 19 
supra), art. 2). Recurriendo continuamente a la resolución del Insti-
tut de droit international, la nota  sigue diciendo que «un estado de 
conflicto armado “no faculta a una parte para poner fin o suspender 
unilateralmente la aplicación de disposiciones de tratados relativas a 
la protección del ser humano, salvo que otra cosa disponga el tratado” 
y, por lo que se refiere al estallido de un conflicto armado entre algu-
nas de las partes en un tratado multilateral, “no pone fin ni suspende 
ipso facto la aplicación de ese tratado entre otros Estados contratantes 
o entre éstos y los Estados partes en el conflicto armado”. Se consi-
dera que los tratados que establecen organizaciones internacionales 
no se ven afectados por la existencia de un conflicto armado entre 
cualquiera de sus partes» (ibíd. (citando la resolución del Institut de 
droit international, arts. 4 a 6)).

219 Por ejemplo, en la nota de las Islas Salomón (véase la nota 217 
supra) se sostiene que el principio 24 de la Declaración de Río (véase la 

https://www.icj-cij.org/en/case/95/written-proceedings
https://www.icj-cij.org/en/case/95/written-proceedings
https://www.icj-cij.org/en/case/95/written-proceedings
https://www.icj-cij.org/en/case/95/written-proceedings
https://www.icj-cij.org/en/case/95/written-proceedings
https://www.icj-cij.org/en/case/95/written-proceedings
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disposiciones de algunos tratados sobre el medio ambiente, 
las Islas Salomón señalaron que, aunque una amplia mayo-
ría de esos tratados no aborda la cuestión, hay excepciones. 
En primer lugar, tratados como los que establecen normas 
sobre responsabilidad civil por daños «contienen disposi-
ciones que excluyen su aplicación a los daños producidos 
como resultado de guerras y conflictos armados»220. En 
segundo lugar, algunos tratados permiten su suspensión 
total o parcial a instancias de una de las partes221. En ter-
cer lugar, algunos tratados no se aplican al parecer durante 
los conflictos armados puesto que sus disposiciones no se 
aplican a determinadas operaciones militares en tiempo 
de paz222. En cuarto lugar, y por el contrario, algunos 

nota 200 supra), en el cual se establece que, puesto que «[l]a guerra es, 
por definición, enemiga del desarrollo sostenible [...] los Estados debe-
rán respetar las disposiciones de derecho internacional que protegen al 
medio ambiente en épocas de conflicto armado, y cooperar en su ulterior 
desarrollo, según sea necesario», será aplicable en tiempos de conflicto 
armado (nota  de las Islas Salomón, párr.  4.37 (citando el principio 24 
de la Declaración de Río y observando que este «criterio es coherente 
con las normas sobre protección del medio ambiente establecidas en los 
artículos 35 y 55 del Protocolo I [Adicional a los Convenios de Ginebra 
de 1949] de 1977»). La nota continuaba: «[l]a corroboración de la opinión 
según la cual las obligaciones internacionales para la protección de la 
salud humana y el medio ambiente sobreviven a la ruptura de hostilidades 
está reflejada además en las disposiciones pertinentes del Programa 21 
que instan a la comunidad internacional a considerar la posibilidad de 
tomar medidas acordes con el derecho internacional “para hacer frente, 
en épocas de conflicto armado, a la destrucción en gran escala del medio 
ambiente que no pueda justificarse con arreglo al derecho internacio-
nal”». Estos dos textos de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
el Medio Ambiente y el Desarrollo implican que, como principio general, 
los tratados que protegen el medio ambiente deberían seguir aplicándose 
en tiempo de guerra y otros conflictos armados. También se puede extraer 
esta conclusión de la resolución 47/37 de la Asamblea General, de 25 de 
noviembre de 1992, en la cual se subrayó que la destrucción del medio 
ambiente no justificada por necesidades militares e inmotivada era «cla-
ramente contraria al derecho internacional». En esta resolución, la Asam-
blea General instó además a los Estados a «que adopt[asen] medidas para 
velar por el cumplimiento de las disposiciones del derecho internacional 
vigente aplicables a la protección del medio ambiente en tiempo de con-
flicto armado».

220 Nota de las Islas Salomón (véase la nota 217 supra), párr. 4.39 
(citando el Convenio acerca de la Responsabilidad Civil en Materia 
de Energía Nuclear, de 1960, art.  9; la Convención de Viena sobre 
Responsabilidad Civil por Daños Nucleares , de 1963, art.  IV.3 a; el 
Convenio  Internacional sobre Responsabilidad Civil por Daños Cau-
sados por la Contaminación de las Aguas del Mar por Hidrocarbu-
ros, de 1969, art.  III.2  a; el Convenio  Internacional de Constitución 
de un Fondo Internacional de Indemnización de Daños Causados por 
la Contaminación de Hidrocarburos de 1971, art. 4.2 a (que tampoco 
se aplica a los hidrocarburos de navíos de guerra utilizados en servi-
cios no comerciales); el Convenio sobre Responsabilidad Civil por los 
Daños de Contaminación por Hidrocarburos Resultantes de la Explora-
ción y Explotación de los Recursos Minerales de los Fondos Marinos, 
de 1977, art. 3.3; la Convención para Regular las Actividades Relacio-
nadas con los Recursos Minerales Antárticos, de 1988, art. 8.4 b (si no 
se podía haber adoptado ninguna medida de precaución razonable); y 
Comisión de Derecho Internacional, proyecto de artículos sobre la res-
ponsabilidad internacional por las consecuencias perjudiciales de actos 
no prohibidos por el derecho internacional).

221 Nota de las Islas Salomón (véase la nota 217 supra), párr. 4.39 
(citando el Convenio Internacional para Prevenir la Contaminación de 
las Aguas del Mar por los Hidrocarburos, de 1954, art. XIX.1 (que per-
mite a las partes suspender el funcionamiento de todo o parte del Con-
venio en caso de guerra u otras hostilidades si se consideran afectadas 
como partes beligerantes o neutrales, previa notificación a la Secretaría 
del Convenio)).

222 Nota de las Islas Salomón (véase la nota 217 supra), párr. 4.39 
(citando el Convenio sobre la Prevención de la Contaminación del Mar 
por Vertimiento de Desechos y Otras Materias, de 1972, art. VII.4 (que 
entró en vigor el 30 de agosto de 1975) (no aplicabilidad del Convenio 
a buques y aeronaves con derecho a inmunidad soberana en virtud del 
derecho internacional).

tratados sobre el medio ambiente se aplican específica-
mente durante los conflictos armados223. En quinto lugar, 
algunos de esos tratados se aplican implícitamente durante 
los conflictos armados224. La nota de las Islas Salomón 
concluye diciendo que «[e]l silencio de la gran mayoría de 
los tratados cuya intención es proteger la salud humana y 
el medio ambiente permite llegar a la conclusión de que 
están concebidos para garantizar la protección del medio 
ambiente en todo momento, tanto en la paz como en la gue-
rra, salvo que se haya excluido expresamente»225.

62.  La Corte Internacional de Justicia declaró en su opi-
nión consultiva que la aplicabilidad de los tratados sobre 
el medio ambiente en tiempos de conflicto armado solo 
debería determinarse evaluando lo que es necesario y 
proporcionado:

[...] la cuestión no es si los tratados relacionados con la protección 
del medio ambiente son o no aplicables durante un conflicto armado, 
sino más bien si se pretendió que las obligaciones que de ellos se deri-
van fuesen obligaciones de total moderación durante los conflictos 
militares.

La Corte no considera que los tratados en cuestión hayan pretendido 
privar a un Estado del ejercicio de su derecho de legítima defensa en 
virtud del derecho internacional como consecuencia de su obligación 
de proteger el medio ambiente. No obstante, los Estados deben tomar 
en cuenta el medio ambiente al evaluar lo que resulta necesario y pro-
porcionado en la consecución de sus objetivos militares legítimos. El 
respeto al medio ambiente es uno de los elementos que entran en juego 
para evaluar si una medida es compatible con los principios de necesi-
dad y proporcionalidad226.

63.  En conclusión, el efecto de los conflictos armados en 
los tratados sobre el medio ambiente ha provocado recien-
temente un importante debate entre los Estados, la Corte 
Internacional de Justicia y los comentaristas. Aunque los 
comentaristas sostienen cada vez más que los tratados 
sobre el medio ambiente deberían ser aplicables durante los 
conflictos armados, los Estados están divididos en cuanto a 
su aplicabilidad. La Corte ha encontrado un hábil término 
medio, sosteniendo en su opinión consultiva sobre la Lega-
lidad de la amenaza o el empleo de armas nucleares que 
«los Estados deben tomar en cuenta el medio ambiente al 
evaluar lo que resulta necesario y proporcionado en la con-
secución de sus objetivos militares legítimos»227.

223 Nota de las Islas Salomón (véase la nota 217 supra), párr. 4.39 
(citando el Protocolo sobre la Prevención de la Contaminación del 
Mar Mediterráneo Causada por Vertidos desde Buques y Aeronaves 
de la Convención para la Protección del Mar Mediterráneo contra la 
Contaminación, de 1976, anexo I (que prohíbe en general los vertidos 
de materiales producidos para la guerra bacteriológica y química); y 
el Protocolo para Prevenir la Contaminación por Vertimientos en la 
Región del Pacífico Sur de la Convención para la Protección de los 
Recursos Naturales y del Medio Ambiente en la Región del Pacífico 
Sur, de 1986, arts.  10.1 y 2, y anexo  I (que prohíbe la concesión de 
permisos especiales de vertimiento con respecto a los materiales produ-
cidos para la guerra bacteriológica y química)).

224 Nota de las Islas Salomón (véase la nota 217 supra), párr. 4.39 
(citando la Convención Internacional entre los Estados Unidos de 
América, el Canadá y el Japón para la Pesca de Altura en el Pacífico 
Septentrional, de 1952, art. IV.2 (que dispone que, en sus decisiones, 
la Comisión Internacional que representa a las partes debe tener en 
cuenta, entre otras cosas, las guerras, que pueden producir disminucio-
nes temporales de las poblaciones de peces)).

225 Nota de las Islas Salomón (véase la nota 217 supra), párr. 4.40 
(se omite la nota de pie de página).

226 Legality of the Threat or Use of Nuclear Weapons, opinión con-
sultiva (véase la nota 85 supra), párr. 30.

227 Ibíd.

(Continuación de la nota 219.)
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3.  Tratados de extradición

64.  El efecto de los conflictos armados en los trata-
dos de extradición entre las partes beligerantes es una 
esfera del derecho aún sin resolver. Por una parte, los 
tratados de extradición afectan fundamentalmente a los 
derechos de particulares, lo que, en general, favorece su 
aplicabilidad durante un conflicto armado, siempre que 
el tratado no esté reñido con la estrategia militar228. Por 
otra parte, «la materia [...] tiene claramente aspectos 
políticos»229, lo que, en general favorece la abrogación 
o al menos la suspensión230.

65.  Los comentaristas y la práctica de los Estados reflejan 
esta lógica en pugna. Por una parte, el Tribunal Especial 
de Casación de los Países Bajos ha sostenido que el esta-
llido de la Segunda Guerra Mundial abrogó un tratado de 
extradición anterior231, y en una decisión más reciente del 
Consejo de Estado Neerlandés se llegó a la misma conclu-
sión232. Un tribunal italiano también ha sostenido que un 
tratado de extradición quedó extinguido con la Segunda 
Guerra Mundial233. Sin embargo, en tribunales de los Esta-
dos Unidos de América se ha considerado que esos tratados 
quedaban meramente suspendidos234 e incluso se ha man-
tenido que «cuando las infracciones se cometieron durante 
un período de suspensión [...] se autorizará la extradición 
cuando se reanude el tratado»235. El Tribunal Supremo de 
Seychelles también ha sostenido que un tratado de extradi-
ción estaba suspendido y no abrogado236.

66.  Las opiniones de los comentaristas también están 
divididas entre la suspensión y la abrogación. McNair 
llega a la conclusión de que «a falta de disposición en 

228 Véanse las notas 43 a 50 supra y el texto que las acompaña.
229 Verzijl (nota 6 supra), pág. 386.
230 Véase, por ejemplo, Stone (nota 2 supra), pág. 450 (donde opina 

que «la única vía segura es suponer que [...] los tratados de extradición 
[...] quedan abrogados al estallar la guerra»).

231 Verzijl (nota 6 supra), pág. 386 (citando In re Flesche, AD 1949, 
caso núm. 87 (27 de junio de 1949)).

232 Rijn-Schelde Verolme NV v.  State Secretary of Justice, ILR, 
vol. 74 (1987), pág. 118 (Consejo de Estado de los Países Bajos, Divi-
sión Judicial, 20 de diciembre de 1976).

233 Italian Yearbook of International Law, vol. 1 (1975), pág. 233 
(citando In re Barnaton Levy and Suster Brucker, Tribunal de Apela-
ción, Milán (véase la nota 13 supra)).

234 Verzijl (nota  6 supra), pág.  386 (citando In re Argento, ILR, 
vol. 24, pág. 883, 241 F.2d 258 (1957); In re D’Amico, ILR, vol. 28, 
pág. 602, 177 F. Supp. 648 (1959); In re Gallina, ILR, vol. 32, págs. 356, 
367, 177 F. Supp. 856 (1960)). Véase también United States v. Deaton, 
448 F. Supp. 532 (1978) (en que se consideró suspendido, pero no abro-
gado, por la Segunda Guerra Mundial un tratado de extradición ante-
rior); In re Ryan, 360 F. Supp. 270, 272 nota 4(2) (EDNY 1973)). Pero 
véase Chandler v. United States, 171 F.2d. 921 (1st Cir. 1948) (donde 
se manifestan dudas, en cuanto a opinión judicial, sobre si el Tratado 
de Extradición entre Alemania y los Estados Unidos firmado en Berlín 
el 12 de julio de 1930 [U.S. Stat., vol. 47-II, pág. 1862] sobrevivió a la 
Segunda Guerra Mundial). 

235 In re Ryan (véase la nota 234 supra), pág. 272 nota 4(2) (citando 
Gallina v.  Fraser, 177 F. Supp. 856, 864 (Dist. Conn. 1959)). Sin 
embargo, en los casos de los Estados Unidos se introduce una nota de 
cautela, manteniéndose en general que la decisión entre la suspensión 
y la abrogación «se puede y debe decidir teniendo en cuenta el com-
portamiento efectivo de las dos naciones en cuestión, plasmado en las 
actuaciones de las ramas políticas de sus gobiernos». Véase, por ejem-
plo, Argento (notas 9 y 234 supra), pág. 262; Deaton (nota 234 supra), 
pág. 766.

236 R. v.  Meroni, Tribunal Supremo de Seychelles (16  de octubre 
de 1973), recogido en ILR, vol. 91 (1993), págs. 386 a 393.

contrario, expresa o implícita, un tratado de extradición 
entre dos Estados en guerra queda al menos suspen-
dido mientras dure la guerra, ya que las partes no pue-
den haber pretendido ningún otro resultado; pero puede 
que quede abrogado automáticamente por la guerra»237. 
Starke se muestra de acuerdo, afirmando que «en princi-
pio, a falta de cualquier manifestación clara de intencio-
nes en contrario, los tratados de extradición [...] quedan 
suspendidos»238.

4.  Tratados sobre cruce de fronteras

67.  Al igual que los tratados de extradición, los trata-
dos que permiten a los nacionales el paso recíproco a 
través de una frontera terrestre también tienen la natura-
leza híbrida de que se aplican a derechos privados pero 
entrañan aspectos políticos. Sin embargo, los problemas 
de seguridad que plantean los tratados sobre cruce de 
fronteras son mayores que en el caso de los tratados de 
extradición, y los tribunales han tendido más en mayor 
grado a considerarlos abrogados por los conflictos 
armados. Por ejemplo, en el caso Karnuth c.  Estados 
Unidos239, el Tribunal Supremo de los Estados Unidos 
sostuvo que una disposición del Tratado de Jay de 1794 
que permitía el paso recíproco a través de la frontera 
entre los Estados Unidos y el Canadá, quedó abrogada 
por la guerra de 1812240, «primera vez que un tribunal 

237 McNair, The Law of Treaties (nota 36 supra), pág. 716.
238 Starke, An Introduction to International Law (nota  28 supra), 

pág. 410. 
239 Karnuth (véase la nota 72 supra). Véase igualmente United States 

v. Garrow, 88 F.2d 318 (Court of Customs and Patent Appeals 1937), cer-
tiorari denied 302 U.S. 695 (1937) (en que el tribunal inferior se ajustó a 
la decisión adoptada en el caso Karnuth). Compárese con el caso Regina 
v. Vincent en el Canadá, 11 TTR 210 (Ontario Court of Appeals 1993) (en 
que se optó por denegar la protección del tratado mediante una interpreta-
ción de los propios términos del tratado, en vez de estatuir sobre el efecto 
de los conflictos armados en los tratados). Véase en general B. Nickels, 
«Native American free passage rights under the 1794 Jay Treaty: survival 
under United States statutory law and Canadian common law», Boston 
College International and Comparative Law Review, vol.  24 (2001), 
págs. 313 a 339.

240 Karnuth (véase la nota 72 supra), pág. 241. Compárese con el 
caso: McCandless v. United States, 25 F.2d 71 (3d Cir. 1928). Aun-
que los hechos en el caso McCandless eran similares a los del caso  
Karnuth, quien había cruzado la frontera era un indio de la tribu iro-
quesa de las Seis Naciones. El Tribunal sostuvo que el artículo II del 
Tratado de Jay de 19 de noviembre de 1794, que concedía a los indios 
y a los súbditos británicos del Canadá la libertad de cruzar sin limi-
tación alguna la frontera de los Estados Unidos y comerciar en este 
país no quedó abrogado por la guerra de 1812, afirmando lo siguiente: 
«Aunque se podría argüir que es algo natural que los tratados y los 
derechos otorgados por tratados se extingan por la guerra, y si han 
de reanudarse deban hacerlo mediante un nuevo tratado, este razona-
miento no se aplica a esos indios. Si durante la guerra de 1812 las Seis 
Naciones permanecieron neutrales, como lo habían sido durante la 
Guerra de la Independencia, no había razones para que ninguna de las 
naciones contendientes en 1812 desease cambiar la situación de las 
Seis Naciones, enojándolas con ello e incitándolas a las hostilidades» 
(ibíd., pág. 72). El Tribunal de Cuentas del Canadá estudió más ade-
lante la diferencia entre los casos Karnuth y McCandless, razonando 
que «no había ningún fundamento jurídico que afirmase o indicase 
que hubiera que hacer una distinción entre los miembros de una tribu 
india y otros inmigrantes: se consideraba que el Tratado de Jay de 
1794 había quedado invalidado por la guerra de 1812 con respecto a 
ambas categorías de personas, puesto que, aunque los indios estaban 
bajo la tutela del Gobierno del Canadá, se hallaban indudablemente 
dentro de la categoría de ciudadanos o súbditos» (Verzijl (nota  6 
supra), pág. 381 (In re Francis v. The Queen, ILR, vol. 22, págs. 591, 
603, 4 DLR 760 (1955)); el Tribunal Supremo del Canadá desestimó 
el recurso de apelación por otros motivos (analizado en Verzijl (nota 6 
supra), págs. 379 a 381).
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de los Estados Unidos mantuvo que una disposición de 
un tratado se daba por terminado a causa de con una 
guerra»241. Aunque a menudo se cita esta decisión como 
una ruptura con la jurisprudencia del Tribunal que ava-
laba los tratados sobre reciprocidad en las sucesiones242, 
es preferible reconocer los problemas políticos excep-
cionales que plantea un tratado que permite los cruces 
de fronteras. De este modo, el Tribunal Supremo de los 
Estados Unidos ha distinguido tres posibles niveles en 
los que los tratados que avalan derechos privados pue-
den afectar a las políticas nacionales: los tratados sobre 
reciprocidad en las sucesiones son los que menos afec-
tan a las políticas nacionales y se ha considerado que 
continuaban en vigor durante un conflicto armado; los 
tratados de extradición ocupan un lugar intermedio y se 
ha considerado que quedaban simplemente suspendidos; 
y los tratados que garantizan el derecho privado a cruzar 
una frontera internacional durante un conflicto armado 
son los que más afectan a las políticas y la seguridad 
nacionales y por ello se han considerado abrogados243. 
El Tribunal de Cuentas del Canadá llegó al mismo resul-
tado con respecto a hechos similares, sosteniendo en el 
caso Francis c. la Reina que la disposición sobre cruce 
de fronteras del Tratado de Jay había quedado abrogada 
por la guerra de 1812244.

5.  Tratados de amistad, comercio y navegación

68.  En determinados países, en particular los Estados 
Unidos de América, la utilización de tratados bilaterales 
de amistad, comercio y navegación se ha convertido en un 
método común para establecer las «bases que regulan el 
trato diario entre los dos países [...] y garantizan el respeto 
recíproco a sus intereses normales en el extranjero, con-
forme a normas de derecho acordadas»245. Los Estados 

241 McIntyre (nota  7 supra), pág.  48. Véase igualmente Meier v.  
Schmidt, 150 Neb. 383, 34 N.W.2d 400 (1948), nueva vista denegada, 
150 Neb. 647, 35 N.W.2d 500 (1948) (en que se sostiene que una dispo-
sición de un tratado que estipulaba el acceso recíproco a los tribunales 
de justicia a los nacionales de los Estados Unidos y Alemania quedó 
suspendida pero no abrogada por la Segunda Guerra Mundial). Véanse 
más casos sobre cruce de fronteras en los Estados Unidos en McIntyre, 
supra, págs. 48 a 50. Posteriormente, el Tribunal de Apelación de los 
Estados Unidos en materia de aduanas y patentes hizo extensiva esa 
decisión a la exención de los derechos de aduanas prevista en el Tratado 
de Jay, manteniendo que «la exención de los derechos depende lógi-
camente de la disposición sobre la libertad de paso [...] Abolir el paso 
físico para impedir las relaciones comerciales desleales exige necesa-
riamente abrogar la exención de derechos para los artículos personales» 
(Akins v. United States, 551 F.2d 1222, 1229 (1977)).

242 Véanse, por ejemplo, Lenoir (nota 42 supra), págs. 153 a 155; 
McIntyre (nota 7 supra), pág. 48 (citando a Harvard Research in Inter-
national Law (J. W. Garner, Relator), «Law of treaties» (nota 17 supra), 
pág. 1187).

243 Esta lógica se pone de manifiesto en la distinción establecida por 
el Tribunal entre el artículo III del Tratado de Jay, que prevé derechos 
de paso de fronteras, y el artículo IX del mismo tratado, que se ocupa 
de los derechos de propiedad de carácter permanente. Véase Karnuth 
(nota 72 supra), pág. 239. 

244 Francis v. The Queen (véase la nota 240 supra).
245 H. Walker, «Modern treaties of friendship, commerce and navi-

gation», Minnesota Law Review, vol. 42 (1957-1958), págs. 805 a 824, 
en pág. 805. Walker explica que «[e]n la práctica de los Estados Unidos, 
aunque a la “amistad” se le concede un lugar de honor en el título y 
aunque la celebración de un tratado presupone amistad y buena volun-
tad entre los signatarios, estos tratados no tienen carácter político, sino 
fundamentalmente económico y jurídico. Además, aunque el “comer-
cio” y la “navegación” completan el título y describen fielmente parte 
de su contenido, hoy en día solo se ocupan de modo secundario del 
comercio exterior y la navegación. Son “comerciales” en el sentido más 

Unidos han firmado más de 100 de esos acuerdos, entre 
ellos 16 desde 1946246.

69.  Los tratados de amistad, comercio y navegación 
merecen un examen especial como esfera del derecho 
internacional en plena mutación. Tradicionalmente se 
interpretaba que los tratados de carácter político247 o 
comercial248 quedarían abrogados o al menos suspendi-
dos. De hecho, el Tribunal Supremo de los Estados Uni-
dos sostuvo que «se considera en general que los tratados 
de amistad, alianza y similares, de carácter político, cuyo 
objeto “es promover relaciones de armonía entre nación y 
nación”, pertenecen a la categoría de estipulaciones plas-
madas en tratados que quedan absolutamente anuladas 
por la guerra»249.

70.  Sin embargo, un examen a fondo de conflictos 
relativos a tratados de amistad, comercio y navegación 
demuestra que a menudo no se ven afectados por los con-
flictos armados. Por ejemplo, en la reciente decisión de 
la Corte Internacional de Justicia en el caso de las Plata-
formas petrolíferas250, el Tratado de Amistad, Relaciones 
Económicas y Derechos Consulares entre los Estados Uni-
dos de América y el Irán desempeñó una función primor-
dial. Puesto que la República Islámica del Irán basaba su 
petición a la Corte en la cláusula compromisoria incluida 
en el Tratado, adujo por extenso que éste seguía en vigor 
a pesar de los incidentes de carácter hostil de 1979. En 
primer lugar, alegó que, con arreglo a lo dispuesto en el 
Tratado, solo se podía dar por terminado notificándolo 
por escrito con un año de antelación251. En segundo lugar, 
citó un documento oficial preparado en octubre de 1983 
para el Congreso estadounidense por el Asesor Jurídico 
del Departamento de Estado de los Estados Unidos en 
el que se decía que «[p]uesto que no ha sido terminado 
de acuerdo con arreglo a las disposiciones del derecho 

amplio del término; y son sobre todo tratados de “establecimiento”, que 
se ocupan de la protección de las personas, físicas y jurídicas, y los 
bienes e intereses de esas personas. Definen el trato que cada país debe 
a los nacionales del otro; el derecho de éstos a llevar a cabo actividades 
comerciales y de otro tipo dentro de las fronteras del otro; y el respeto 
que se les debe a ellos, sus bienes y empresas» (ibíd., pág. 806).

246 Ibíd.
247 Véase la nota 278 infra.
248 Los comentaristas tradicionales creían que «el efecto del esta-

llido de la guerra en un tratado comercial anterior entre partes beli-
gerantes opuestas es la abrogación automática» (McNair, The Law of 
Treaties (nota 36 supra), pág. 718). Véase igualmente D. P. O’Connell, 
«Legal aspects of the Peace Treaty with Japan», British Year Book of 
International Law 1952, vol. 29 (1952), págs. 423 a 435, en particular 
pág. 429 («En general, puede darse por supuesto que solo los tratados 
políticos que no prevén la suspensión durante el estado de guerra no se 
reanudan al concluirse la paz, pero además hay un corpus de opinio-
nes en favor de la postura de que los tratados comerciales caducan o 
pueden ser anulados por una declaración, a discreción de cualquiera de 
las partes»). Pero véase McIntyre (nota 7 supra), pág. 67 («En 1941 el 
Departamento de Estado consideró en vigor con una o más Potencias 
del Eje cinco tratados para la protección de nacionales y sus actividades 
comerciales en África»). Para una opinión más templada, véase Tobin 
(nota 23 supra), págs. 82 a 87.

249 Karnuth (véase la nota 72 supra), pág. 237.
250 Oil Platforms (Islamic Republic of Iran v. United States of Ame-

rica), fallo, I.C.J. Reports 2003, págs. 161 y ss.
251 Ibíd., alegatos escritos, memoria presentada por el Gobierno de 

la República Islámica del Irán (8  de junio de  1993), págs.  55 y 56, 
párrs.  2.03 y 2.04 (citando la Convención de Viena de 1969, art.  54 
(la terminación podrá tener lugar «[c]onforme a las disposiciones del 
tratado»)). Se puede consultar en línea (en inglés) en la siguiente direc-
ción: www.icj-cij.org/en/case/90/written-proceedings.

https://www.icj-cij.org/en/case/90/written-proceedings
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internacional, el Tratado de amistad entre los Estados 
Unidos y el Irán sigue en vigor»252. Por último, la Repú-
blica Islámica del Irán se refirió a numerosas decisiones 
del Tribunal de reclamaciones de los Estados Unidos de 
América-República Islámica del Irán, a una decisión de 
un tribunal federal de distrito de los Estados Unidos y a 
una decisión de la Corte Internacional de Justicia en otro 
caso independiente en las cuales se consideraba en vigor 
el Tratado con posterioridad a 1979253.

71.  La Corte siguió este precedente y consideró aplica-
ble el Tratado en el caso de las Plataformas petrolíferas254. 
De hecho, lejos de considerar abrogado o suspendido el 
Tratado de amistad, la Corte basó su propia competen-
cia en él255. El Tratado también desempeñó una impor-
tante función en la decisión de la Corte sobre el fondo 
del asunto, ya que mantuvo que los Estados Unidos de 
América no estaban obligados a indemnizar porque los 
ataques no habían afectado negativamente a la libertad de 
comercio entre la República Islámica del Irán y los Esta-
dos Unidos de América establecida en el Tratado, aunque 
las actuaciones no eran actos de legítima defensa en vir-
tud de la Carta de las Naciones Unidas y el derecho inter-
nacional consuetudinario256. 

72.  La Corte Internacional de Justicia basó de modo 
similar su competencia en un tratado de amistad, comer-
cio y navegación en el caso Actividades militares y para-
militares en Nicaragua y contra Nicaragua. Aunque una 
mayoría de los miembros de la Corte concluyó que ésta 
era competente en la materia en virtud de su Estatuto257, 
una mayoría aún más amplia consideró que era el fuero 
competente en virtud del Tratado de Amistad, Comer-
cio y Navegación de  1956 entre los Estados Unidos y 
Nicaragua258. Al igual que en el caso de las Plataformas 
petrolíferas, la Corte consideró en vigor este Tratado 
de Amistad, Comercio y Navegación no obstante el 

252 Ibíd., pág. 56, párr. 2.05.
253 Ibíd., págs. 56 y 57, párrs. 2.06 y 2.07.
254 Véase, por ejemplo, Anuario… 2001, vol.  II (segunda parte) y 

corrección, pág. 78, nota 331 («En el asunto Oil Platforms [...] no se 
negó que el Tratado de Amistad, Relaciones Económicas y Derechos 
Consulares de 1955 seguía vigente, pese a las repetidas acciones de 
las fuerzas navales de los Estados Unidos contra la República Islámica 
del Irán»).

255 Bekker (nota 133 supra), pág. 557 (donde señala que «éste fue el 
primer caso en que la Corte Internacional de Justicia se basó exclusiva-
mente en una cláusula compromisoria de un tratado comercial bilateral 
para establecer su competencia. Teniendo en cuenta esta limitación, que 
diferencia el caso Oil Platforms del caso Nicaragua, cabría haber espe-
rado que la Corte hubiese llevado a cabo una interpretación directa del 
tratado. En lugar de ello, al juzgar la legalidad de las actuaciones de 
los Estados Unidos, la Corte interpretó las disposiciones aplicables del 
Tratado de 1955 [...]. teniendo directamente presente el derecho inter-
nacional relativo al uso de la fuerza en legítima defensa recogido en la 
Carta de las Naciones Unidas y el derecho internacional consuetudina-
rio, fuentes del derecho que quedan fuera del ámbito del otorgamiento 
específico de competencia previsto en el Tratado»).

256 Ibíd., págs. 550 y 551 (citando Oil Platforms (véase la nota 250 
supra), párr. 125).

257 Military and Paramilitary Activities in and against Nicaragua 
(Nicaragua v. United States of America), competencia y admisibilidad, 
fallo de 26 de noviembre de 1984, I.C.J. Reports 1984, págs. 392 y ss., 
en particular pág. 442, párr. 113.1 a (11 votos contra 5).

258 Ibíd., párr. 113.1 b (14 votos contra 2). Respecto al Tratado de 
Amistad, Comercio y Navegación entre los Estados Unidos de Amé-
rica y la República de Nicaragua, firmado en Managua el 21 de enero 
de 1956, véase Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 367, núm. 5224, 
pág. 3. 

conflicto armado entre las dos partes y examinó deteni-
damente las posibles infracciones del Tratado259. Si bien 
concluyó que los Estados Unidos de América habían 
infringido el Tratado en varios aspectos y ordenó a este 
país el pago de indemnizaciones, los Estados Unidos se 
negaron a participar en el caso más allá de la fase de 
competencia260, no cumplieron la orden que les obligaba 
a indemnizar261 y denunciaron el Tratado de Amistad, 
Comercio y Navegación con arreglo a sus propios térmi-
nos262. Esta denuncia es significativa en sí misma: si los 
Estados Unidos de América hubiesen considerado que el 
conflicto armado había dado por terminado el Tratado no 
se habrían sentido obligados a respetar sus disposiciones 
para la denuncia formal263.

73.  La vigencia de los tratados de amistad, comercio 
y navegación en tiempo de guerra no se limita a la era 
moderna ni a decisiones de tribunales internacionales. 
Ya en 1794, el Fiscal General de los Estados Unidos 
llegó a la conclusión de que un saqueo abanderado por 
ciudadanos estadounidenses y llevado a cabo por una 
flota francesa de corsarios de la colonia británica de Sie-
rra Leona violaba el Tratado de amistad con Gran Bre-
taña y que por ello las víctimas estaban facultadas para 
entablar un recurso civil contra el cabecilla estadouni-
dense, en virtud de la Ley de demandas de extranjeros 
por delitos civiles, ley interna que otorga competencia 
para las violaciones del «derecho de las naciones»264. En 
cambio, durante la Segunda Guerra Mundial las opinio-
nes son contradictorias. Aunque Alemania creyó que el 
Tratado de Amistad, Comercio y Relaciones Consulares 
concertado en 1923 con los Estados Unidos de América 
había caducado durante la Segunda Guerra Mundial, el 

259 Military and Paramilitary Activities in and against Nicaragua 
(Nicaragua v.  United  States of America), fondo del asunto, fallo de 
27 de junio de 1986, I.C.J. Reports 1986, págs. 14 y ss., en especial 
págs. 136 y ss., párrs. 272 a 292. Sin embargo, con respecto a su deci-
sión sobre el objeto y propósito del Tratado de Amistad, Comercio 
y Navegación, la Corte no «estimó que una cláusula compromisoria 
del tipo de la incluida en el párrafo 2 del artículo XXIV del Tratado 
de 1956, en la que se establecía la competencia en litigios sobre su 
interpretación o aplicación, le permitiría admitir una reclamación en 
la que se denunciaba una conducta que privaba al tratado de su objeto 
y propósito. La Corte puede proceder a examinar la reclamación de 
Nicaragua por este concepto únicamente porque en el presente caso 
ha determinado que es competente, prescindiendo del artículo XXIV, 
en cualquier litigio jurídico entre las Partes respecto de cualquiera de 
los asuntos enumerados en el párrafo 2 del artículo 36 del Estatuto» 
(pág. 136, párr. 271).

260 Véase J. I Charney, «Disputes implicating the institutional credi-
bility of the Court: problems of non-appearance, non-participation, and 
non-performance», en L. F. Damrosch (ed.), The International Court 
of Justice at a Crossroads, Dobbs Ferry, NY, Transnational, 1987, 
págs. 288 a 354.

261 Ibíd., pág. 289.
262 Military and Paramilitary Activities in and against Nicaragua, 

fondo, fallo de 27 de junio de 1986 (véase la nota 259 supra), opinión 
discrepante del Magistrado Sir Robert Jennings, págs. 528 y ss., en par-
ticular págs. 538 y 539 («Desde la decisión sobre la competencia, los 
Estados Unidos han denunciado el Tratado mediante una Nota de 1 de 
mayo de 1985, dando el año de preaviso para la denuncia exigido en el 
párrafo 3 del artículo XXV del Tratado»).

263 La Corte Internacional de Justicia se basó de modo similar en la 
cláusula de competencia del Tratado de Amistad, Relaciones Econó-
micas y Derechos Consulares de 1955 entre los Estados Unidos y el 
Irán en el caso United States Diplomatic and Consular Staff in Tehran 
(véase la nota 132 supra), pág. 26, párr. 50.

264 A.-M. Burley, «The Alien Tort Statute and the Judiciary Act of 
1789: a badge of honor», American Journal of Internacional Law, 
vol. 83 (1989), págs. 461 a 493, en pág. 488, nota 118.
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Tribunal Supremo de los Estados Unidos basó su deci-
sión, que tuvo gran influencia, en el caso Clark v. Allen, 
en ese mismo Tratado265.

74.  Puesto que los tratados de amistad, comercio y 
navegación se consideraron vigentes durante los conflic-
tos armados y después de ellos en la inmensa mayoría de 
los casos esbozados más arriba, es hora de reexaminar 
la interpretación tradicional conforme a la cual los con-
flictos armados abrogaban todos los tratados de carác-
ter político266 o comercial267. A este respecto, se debería 
prestar especial atención al planteamiento de Oppen-
heim, que distingue entre los tratados políticos que no 
crean un régimen permanente, los cuales tienen mayores 
posibilidades de ser suspendidos, y los tratados políti-
cos que crean un régimen permanente, que tienen menos 
posibilidades de serlo. Los tratados de amistad, comer-
cio y navegación son testimonio del planteamiento más 
matizado de Oppenheim.

6.  Tratados de propiedad intelectual

75.  La gran mayoría de los tratados relativos a los efec-
tos de los conflictos armados en los tratados de propiedad 
intelectual se refiere a las dos guerras mundiales. En la Pri-
mera Guerra Mundial, la mayoría de las partes beligeran-
tes consideraron suspendidos durante las hostilidades los 
convenios relativos a la propiedad industrial, pero siguie-
ron respetando cualquier legislación interna paralela268. 
En cuanto a la propiedad literaria y artística, la opinión 
fue algo más moderada y durante la guerra los convenios 
al respecto incluso acogieron a varios nuevos signatarios 
que eran partes beligerantes269. Esta distinción es lógica, 
puesto que con estos últimos «hay menos probabilidades 
de que resulte perjudicial para el interés nacional prote-
ger al creador de la obra»270. Durante la Segunda Guerra 
Mundial, los Estados Unidos de América consideraron 
en vigor los convenios para la protección de la propiedad 
industrial «en lo referente a sus relaciones con la Oficina 
Internacional», pero los nacionales de los Estados beli-
gerantes no pudieron servirse de ellos como protección 
eficaz de su propiedad intelectual, especialmente cuando 
las políticas nacionales exigían la utilización de la obra 
de un nacional de un Estado beligerante271. Durante la 

265 R. Sonnenfeld, «Succession and continuation, a study on treaty-
practice in post-war Germany», Netherlands Yearbook of International 
Law, vol. 7 (1976), págs. 91 a 130, en particular pág. 111 (citando el 
asunto Clark v. Allen, que se examina en la nota 46 supra y el texto que 
la acompaña).

266 Véase la nota 278 infra.
267 Por ejemplo, el profesor Aust, comentarista moderno, mantiene 

que los tratados comerciales quedan meramente suspendidos o no se 
ven afectados en absoluto, Aust (nota 28 supra), pág. 244 («Algunos 
tratados comerciales, como los acuerdos sobre servicios aéreos, pueden 
ser suspendidos. Tratados como los acuerdos sobre protección de las 
inversiones no pueden ser suspendidos, dado que su propósito es la 
protección mutua de los nacionales de las partes»).

268 Véase Tobin (nota 23 supra).
269 Ibíd., págs. 108 a 112.
270 Ibíd., pág. 109.
271 McIntyre (nota 7 supra), págs. 243 y 244. Véase también Verzijl 

(nota 6 supra), pág. 388 (citando una decisión del Tribunal de Apela-
ción de Gran Bretaña en materia de patentes, de 22 de junio de 1959, 
ILR, vol. 30, págs. 54 y 58 (en la que se sostiene que Alemania siguió 
siendo parte durante la guerra en el Convenio de París para la Protec-
ción de la Propiedad Industrial [de 1934], pero que dicho Convenio 
no surtió efecto entre ambos países durante las hostilidades)). En la 

Segunda Guerra Mundial al menos otros dos países con-
sideraron esos convenios suspendidos272. Cabría suponer 
que los conflictos de menor envergadura no afectarían a 
los derechos de propiedad intelectual de los particulares, 
siempre que esos derechos sean compatibles con las polí-
ticas nacionales durante el conflicto armado.

7.  Tratados de transferencias penales 

76.  Al igual que los tratados de extradición y los trata-
dos sobre cruce de fronteras, los tratados de transferencias 
penales son también otra esfera del derecho de los tratados 
en la que están simultáneamente en juego los derechos 
privados y las políticas de los gobiernos. Los tratados de 
transferencias penales, que están relacionados con los tra-
tados de extradición, crean un mecanismo en virtud del 
cual los particulares ya condenados y encarcelados en un 
país extranjero pueden ser transferidos a su país de origen 
para el cumplimiento de la condena. Aunque los tratados 
de transferencias penales no han sido demasiado aborda-
dos por los comentaristas, Gregory Gelfand sostiene que 

[c]onforme a las normas generales del derecho internacional, la gue-
rra entre las partes en un tratado suspende solo el funcionamiento de 
los tratados [...] incompatibles con el estado de guerra. Sin embargo, 
los objetivos de un tratado de transferencias penales exigen que perma-
nezca en vigor, al menos retrospectivamente, durante las hostilidades. 
La aplicación posterior de un tratado de esa clase resulta incompatible 
con el estado de guerra, ya que los Estados en guerra evitan las relacio-
nes innecesarias. Puesto que el tratado exigiría el consentimiento para 
cada transferencia, no podría permanecer plenamente en vigor durante 
las hostilidades. Ahora bien, el tratado debería al menos proporcionar 
certidumbre cuando el derecho internacional no estuviera claro. De este 
modo, debería exigir que en caso de guerra siguieran aplicándose las 
obligaciones contraídas previamente273.

D.  Tratados que muestran una 
probabilidad escasa de aplicabilidad

1.  Tratados en que se dispone 
expresamente su inaplicabilidad

77.  En algunos tratados se dispone expresamente que un 
conflicto armado da lugar a la suspensión o abrogación de 
una parte o de la totalidad de sus cláusulas274. Por ejemplo, 
el Convenio de Chicago sobre Aviación Civil Internacio-
nal contiene una disposición en la que se estipula que «[e]n 
caso de guerra, las disposiciones del presente Convenio no 
afectarán la libertad de acción de los Estados contratantes 

Primera Guerra Mundial, el Reichsgericht alemán fue más allá (aunque 
como opinión judicial), al sugerir que las protecciones de la propiedad 
intelectual consignadas en el Convenio de París para la Protección de 
la Propiedad Industrial [de 1883] seguían en vigor con respecto a los 
nacionales enemigos, S.H.H. v. L.CH., 85 Entscheidungen des Reichs-
gerichts in Zivilsachen 374 (Reichsgericht, 1914) (recogido en Briggs 
(ed.), The Law of Nations… (nota 28 supra), pág. 934).

272 Verzijl (nota 6 supra), pág. 388 (citando una decisión de un tri-
bunal de Noruega de 11 de julio de 1959: Fabrique des crayons Koh-I-
Noor, L.&C. Hardmuth, S.A.R.L. v. Koh-I-Noor Tuskarna L.&C. Hard-
muth, ILR, vol. 30, págs. 33 y ss., en particular pág. 45 (en la cual se 
sostenía que el Convenio de París para la Protección de la Propiedad 
Industrial estuvo suspendido entre Noruega y Alemania del 9 de abril 
de  1940 al 28  de febrero de  1958)); véase también una decisión del 
Tribunal de Cuentas del Canadá de 15 de marzo de 1948: Louvigny de 
Montigny v. Cousineau, AD 1948, caso núm. 135.

273 G. Gelfand, «International penal transfer treaties: the case for an 
unrestricted multilateral treaty», Boston University Law Review, vol. 64 
(1984), págs. 563 y ss., en págs. 603 y 604 (se han omitido las notas).

274 Véanse, por ejemplo, los tratados citados en Tobin (nota  23 
supra), págs. 41 a 49.
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afectados, ya sean beligerantes o neutrales»275. En tales 
casos, se aplicará lo dispuesto expresamente en el tratado 
y se producirá la suspensión o abrogación276.

2.  Tratados incompatibles en la práctica

78.  Es un hecho generalmente aceptado que los tratados 
que son incompatibles con los conflictos armados se sus-
penden durante el período de incompatibilidad277. Formular 
los parámetros de incompatibilidad a falta de una disposi-
ción expresa es tal vez la cuestión más difícil que plantea 
el efecto de los conflictos armados en los tratados, pero en 
esta sección se pueden citar algunos ejemplos comunes que 
ilustran la tendencia general. En primer lugar, los tratados 
de alianza que no hayan sido «concertados con el propósito 
de establecer un estado de cosas permanente» se suspen-
den al menos durante el conflicto armado278. En segundo 

275 Convenio sobre Aviación Civil Internacional, abierto a la firma el 
7 de diciembre de 1944, art. 89.

276 Véase, por ejemplo, Verzijl (nota  6 supra), pág.  374; Tobin 
(nota 23 supra), pág. 49.

277 Véase Delbrück (nota 6 supra), pág. 1369. Véase también ibíd., 
pág. 1370 (donde se afirma que «[e]xiste acuerdo generalizado en que 
determinados tratados [...] se suspenden entre los beligerantes [...] 
[incluidos los tratados en que] los beligerantes [son] incapaces de cum-
plir con sus obligaciones a causa del efecto de la guerra en el entramado 
de relaciones internacionales»).

278 Oppenheim (nota  29 supra), págs.  303 y 304. Véase también 
Tobin (nota 23 supra), pág. 69 («Parece existir unanimidad casi total 
entre los escritores, tanto antiguos como modernos, en que la guerra 
pone fin a una alianza entre beligerantes enfrentados»). Los comenta-
ristas han clasificado dichos tratados bajo el término un tanto impreciso 
de «tratados políticos». Véase, por ejemplo, McNair, The Law of Trea-
ties (nota  36 supra), pág.  703; Aust (nota  28 supra), pág.  244; Kel-
sen, Principles of International Law, 2ª ed. rev. (Tucker, ed.) (nota 28 
supra), pág.  501; McIntyre (nota  7 supra), pág.  52 («No cabe duda 
de que en general se ha considerado tradicionalmente que los tratados 
políticos quedaban abrogados a consecuencia de la guerra»); Stone 

lugar, un tratado «que pretenda mantener constante una 
relación de poder dinámica [...] no puede permanecer en 
vigor durante una guerra entre las partes»279.

(nota 2 supra), pág. 448 («Casi huelga observar que [los tratados de 
amistad y comercio o de arbitraje] quedan abrogados entre los belige-
rantes desde el estallido de la guerra»); O’Connell, «Legal aspects of 
the Peace Treaty...» (nota 248 supra), pág. 429. Por ejemplo, el tratado 
Dreibund entre Austria, Alemania e Italia, un tratado de alianza, «no 
podía en modo alguno permanecer vigente después de la asociación 
de Italia con las Potencias de la Entente en guerra contra las Potencias 
centrales en 1915» (Verzijl (nota 6 supra), pág. 371). McNair también 
incluye en este grupo los tratados de neutralidad, no agresión y des-
arme, observando que «si un país neutral fuese una de las partes, la 
continuidad de la obligación dimanante del tratado dependería proba-
blemente de otras circunstancias, como un cambio en las condiciones 
producido por la guerra» (McNair, The Law of Treaties (nota 36 supra), 
pág.  703). Compárense los tratados por los que se crea y garantiza 
la neutralidad permanente de Suiza, Luxemburgo y Bélgica, que son 
«ciertamente políticos, pero no quedaron abrogados por el estallido de 
la guerra porque está claro que su objeto era crear un sistema o estatuto 
permanente» (ibíd.). Véase también Delbrück (nota 6 supra), pág. 1371 
(donde afirma que «se considera generalmente que los tratados políticos 
quedan sin efecto por el comienzo de una guerra» porque «dependen 
para su buen funcionamiento de la existencia de relaciones políticas 
y sociales normales entre los Estados»); el asunto Karnuth (nota  72 
supra), pág. 237 («los tratados de amistad, de alianza y similares, de 
índole política, cuyo objeto es “promover las relaciones de armonía 
entre nación y nación” se consideran en general pertenecientes a la 
clase de tratados que quedan absolutamente anulados por la guerra»);y 
McIntyre (nota  7 supra), pág.  52. El planteamiento de Oppenheim, 
que limita la clase de incompatibilidad a los tratados en los que no se 
establece un régimen permanente, es compatible con el análisis supra 
de que en muchos casos los tratados de amistad, comercio y navega-
ción han permanecido en vigor durante un conflicto armado. Véase el 
capítulo II, secc. C, supra. Este planteamiento es superior al de otros 
comentaristas que ven todos los tratados de alianza como un grupo.

279 McIntyre (nota  7 supra), pág.  85. Véase también Starke, An 
Introduction to International Law (nota 28 supra), pág. 409 («[q]uedan 
abrogados los tratados entre los Estados beligerantes que presuponen 
el mantenimiento de una acción política común o de buenas relaciones 
entre ellos, por ejemplo, los tratados de alianza»).

Capítulo III

El efecto de la Segunda Guerra Mundial en los tratados

79.  En este capítulo se examina el efecto de la Segunda 
Guerra Mundial en los tratados. Simplemente por su mag-
nitud, la Segunda Guerra Mundial representa ciertamente 
un caso único en el estudio del efecto de los conflictos 
armados en los tratados280. Esto crea una paradoja al uti-

280 McIntyre (nota  7 supra) ofrece un excelente análisis general 
del efecto de la Segunda Guerra Mundial en los tratados de los Esta-
dos Unidos de América; véase también McNair, The Law of Treaties 
(nota 36 supra), págs. 727 y 728. Incluso antes de las guerras mun-
diales, las cortes distinguían entre guerras por las que «se abrogaban 
tratados, se suspendían derechos privados o se autorizaban confisca-
ciones y expropiaciones indiscriminadas, [esto es] [...] guerra gene-
ral pública [y] [...] guerra limitada [...] similar a una serie prolongada 
de represalias» (Gray v.  United  States, 21 Court of Claims Reports 
340, págs. 374 y 375 (1886), donde se cita la distinción de Wheaton 
entre dos clases de guerra: «Una guerra perfecta es aquella en que toda 
una nación está en guerra contra otra nación y todos los miembros 
de ambas naciones están autorizados para cometer hostilidades contra 
todos los miembros de la otra, en todos los casos y en todas las cir-
cunstancias permitidas por las leyes generales de la guerra. Una gue-
rra imperfecta es limitada respecto de lugares, personas y cosas» (H. 
Wheaton, Elements of International Law, 2ª edición comentada (W. B. 
Lawrence), Boston, Little, Brown and Co., 1863, págs. 518 y 519)). 
Para una descripción detallada de la distinción entre «guerra general» 
y «guerra limitada» en la práctica estadounidense, véase J. G. Sidak, 

lizar los trabajos de investigación en la materia: aunque 
los efectos de los conflictos armados en los tratados fue-
ron objeto de una mayor atención de comentaristas281 y 
cortes282 después de la Segunda Guerra Mundial que en 
ninguna otra época, sería impropio derivar directamente 
de esos trabajos criterios de práctica de los Estados sin 
reconocer la especialísima situación que representa una 
guerra de tal magnitud, situación que afortunadamente, 
no se ha vuelto a repetir.

80.  Pese a la salvedad mencionada anteriormente acerca 
de la magnitud atípica de la Segunda Guerra Mundial, un 
examen de la práctica convencional durante el conflicto 
arroja resultados muy sorprendentes: se suspendieron 
muchos menos tratados de los que se podría imaginar y, 

«To declare war», Duke Law Journal, vol. 41 (1991-1992), págs. 27 a 
121, en particular págs. 56 a 62.

281 Véase, por ejemplo, McIntyre (nota  7 supra); Rank, «Modern 
war and the validity of treaties [parte II]» (nota 34 supra); Estudio del 
Institut de droit international (nota 18 supra), vol. 59-I, pág. 255.

282 Véase, por ejemplo, In re Meyer’s Estate (nota 72 supra), Clark 
v. Allen (nota 46 supra) y Estate of Knutzen (nota 144 supra).
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con respecto a la práctica de los Estados Unidos de Amé-
rica, «no existe ningún caso en el que se demuestre de 
manera concluyente que los Estados Unidos considera-
ran sin vigor algún tratado a causa de la Segunda Guerra 
Mundial»283. De manera similar, los franceses sostuvie-
ron, al menos con respecto a los tratados multilaterales, 
que si la guerra tenía algún efecto era la suspensión, no la 
abrogación284. La plétora de comentarios sobre el efecto 
de la Segunda Guerra Mundial en los tratados puede resu-
mirse de la siguiente manera:

a)  Después de examinar detenidamente los tratados 
multilaterales en lo que respecta a «la conducción de la 
guerra, la salud pública, los estupefacientes, el trabajo, 
el control del alcohol en África, la esclavitud, la trata de 
blancas, la supresión de publicaciones obscenas y la segu-
ridad de la vida en el mar», McIntyre concluye que «al 
parecer ninguno de [esos tratados quedó] abrogado por la 
guerra. Por el contrario, parece que la mayoría de ellos, 
concretamente los relativos a la conducción de la gue-
rra, el control de estupefacientes, el trabajo y la conven-
ción por la cual se creó la Oficina Internacional de Salud 
Pública, continuaron en vigor, y en algunos aspectos tal 
vez incluso entre los beligerantes»285;

b)  Los tratados que garantizaban los derechos priva-
dos a la herencia siguieron en vigor, pero quedaron sus-
pendidos otros derechos privados creados en virtud de 
tratados, como la libertad de circulación, el derecho a la 
no confiscación sin compensación, el derecho de acceso 
a los tribunales por extranjeros enemigos no residentes y 
los acuerdos recíprocos en materia de derechos de expe-
dición de visados286;

c)  El tratado de 1890 por el que se estableció una  
unión internacional para la publicación de los aran-
celes aduaneros (la Convención Internacional para la 
Publicación de los Aranceles Aduaneros, tratado precur-
sor del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y 
Comercio (GATT) y firmado por casi todos los Estados 
del mundo) «puede haber quedado suspendido en algunos 
aspectos entre algunas de las partes en dicho tratado durante 
la Segunda Guerra Mundial, pero parece haber entrado de 
nuevo en vigor con el cese de las hostilidades»287;

283 McIntyre (nota 7 supra), pág. 340.
284 Véase L. Muracciole, «Chronique de jurisprudence», Annuaire 

français de droit international, vol. 2, págs. 718 a 775, en particular 
págs. 727 y 728 (donde se cita la decisión del Tribunal de Aix de 1951, 
catalogada en la misma publicación, Revue du droit public, 1953, 
pág. 528).

285 McIntyre (nota  7 supra), págs.  88 a 157 (cita en pág.  156). 
Observando el carácter y la naturaleza multilateral del asunto, McIn-
tyre concluye que los tratados sobre salud pública «indudablemente 
siguieron existiendo jurídicamente, aunque aparentemente habían sido 
suspendidos por la guerra, incluso entre las Potencias aliadas» (ibíd., 
pág. 103). En la esfera del control de los estupefacientes, los tratados 
multilaterales continuaron en vigor entre todos los países excepto en 
Alemania, donde se suspendieron; sin embargo, los tratados bilaterales 
entre los beligerantes «fueron, como mínimo, suspendidos por la guerra 
y es posible que quedaran abrogados» (ibíd., págs. 123 y 124). Se cree 
que los tratados sobre derechos laborales permanecieron en vigor, pese 
a dificultades prácticas inherentes a la guerra que dificultaron o imposi-
bilitaron su aplicación efectiva, de nuevo por la importancia que tenía 
su carácter multilateral (ibíd., pág. 134).

286 Ibíd., págs. 198 y 203.
287 Ibíd., págs. 205 a 207 (donde se toma nota del carácter multila-

teral del tratado).

d)  Los convenios financieros que regulaban el pago 
de la deuda internacional «nunca se consideraron [...] 
ni siquiera suspendidos a causa de la Segunda Guerra  
Mundial, aunque tal vez quedara interrumpida la posibilidad 
de efectuar pagos durante el período de hostilidades»288;

e)  En cuanto a los convenios sobre la propiedad inte-
lectual, hubo diversidad de opiniones entre los Estados: 
los Estados Unidos de América consideraron general-
mente que estaban todavía en vigor, mientras que al menos 
otros dos países consideraron que estaban suspendidos289;

f)  Los acuerdos multilaterales en materia de trans-
porte marítimo y aéreo quedaron básicamente sin efecto, 
pero permanecieron jurídicamente en vigor290;

g)  Los convenios en materia de comunicaciones tam-
bién siguieron siendo jurídicamente aplicables, incluso 
si «algunas de sus disposiciones [quedaron] sin efecto 
cuando requerían la existencia de relaciones directas con 
el enemigo»291;

h)  Los convenios humanitarios multilaterales perma-
necieron en vigor292;

i)  Con respecto a los convenios sobre procedimiento 
civil, el Tribunal Supremo de los Países Bajos consideró 
en principio que el Convenio de La Haya de 1905 rela-
tivo al procedimiento en causas civiles (Convenio de 
Procedimiento Civil) quedaba suspendido por la guerra, 
pero la Corte de Casación «limitó más tarde el alcance del 
efecto de la guerra en tratados de este tipo al afirmar que 
quedaban suspendidos solo mientras y en la medida en 
que no se pudieran de hecho aplicar sus disposiciones»293. 
El Tribunal de Distrito de Stuttgart dictaminó que el 
Convenio de La Haya seguía siendo aplicable entre Suiza 
y Alemania294. El Departamento de Relaciones Exteriores 
del Canadá opinó que un acuerdo bilateral sobre procedi-
miento civil entre el Canadá e Italia había quedado sus-
pendido por la Segunda Guerra Mundial295;

288 Ibíd., pág. 214.
289 Véanse las notas 271 y 272 supra y el texto que las acompaña.
290 McIntyre (nota 7 supra), págs. 244 a 263.
291 Ibíd., pág. 283.
292 Ibíd., pág. 346.
293 Verzijl (nota 6 supra), págs. 388 y 389 (donde se cita el asunto 

Hecht, AD 1919-1942 (Volumen suplementario), caso núm. 133 (3 de 
abril de 1941); y Gevato v. Deutsche Bank, ILR, vol. 19 (1952), pág. 29, 
caso núm. 13 (18 de enero de 1952)).

294 Verzijl (nota 6 supra), págs. 389 y 390 (donde se cita ILR, vol. 18 
(1951), pág. 574, caso núm. 178, Enforcement of Foreign Judgments 
(Switzerland) (24 de abril de 1951)).

295 Manitoba (Attorney General) v. Murray, 2003 Manitoba Court 
of Queen’s Bench 67, 172 Manitoba Reports (2 d) 191, (2004) 1 
WWR 158, párr. 8 (2003) (donde se informa de que el Director de la 
«División de Seguridad Penal y Derecho de los Tratados del Departa-
mento de Relaciones Exteriores y Comercio Internacional del Canadá 
[...] [advirtió] que el [Acuerdo sobre Procedimientos Jurídicos en 
Asuntos Civiles y Comerciales entre el Canadá e Italia de 1935] estaba 
todavía en vigor y con efecto en el Canadá y en Italia, que se había 
suspendido temporalmente durante la Segunda Guerra Mundial, pero 
había sido restablecido en todas las provincias excepto Quebec en 
1948 y fue restablecido en Quebec en 1951). Respecto al Acuerdo por 
Canje de notas, de 17 de mayo, 1 y 10 de julio de 1935, por el que se 
Amplía al Canadá, desde el 1 de Agosto de 1935, la Convención entre 
el Reino Unido y el Reino de Italia sobre Procedimientos Jurídicos en 
Asuntos Civiles y Comerciales, véase Canada Treaty Series 1935/14; 
puede consultarse en:www.treaty-accord.gc.ca.

https://www.treaty-accord.gc.ca/index.aspx
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j)  En lo que respecta a los conflictos de leyes, tri-
bunales de los Países Bajos y Luxemburgo dictami-
naron que los Convenios de La Haya de 1902 sobre 
conflictos de leyes en materia de matrimonio, divorcio 
y tutela quedaban suspendidos pero no abrogados; el 
Tribunal Supremo de los Países Bajos limitó más tarde 
la suspensión a disposiciones que habían llegado a ser 
inaplicables296;

k)  Con respecto a los tratados de índole económica, 
McIntyre subraya que «no existe ningún caso en el que 
los Estados Unidos definitivamente consideraran abro-
gado un tratado económico a causa de la Segunda Guerra 
Mundial», pese a la opinión generalizada de que la guerra 
abroga los tratados comerciales297. Los convenios eco-
nómicos multilaterales por los que se creaban uniones 
con oficinas, como la Unión Postal Universal y la Unión 
Internacional de Telecomunicaciones, permanecieron en 
vigor a lo largo de la guerra y eran parte en ellos Estados 
beligerantes, aliados y neutrales298;

l)  Con respecto al arbitraje comercial, la Corte de 
Casación de Italia dictaminó en 1971 que el Protocolo 
sobre las Cláusulas de Arbitraje de 1923 no había que-
dado abrogado por la Segunda Guerra Mundial porque 
«[u]na declaración de guerra solo ponía término a las 
convenciones internacionales cuya observancia era abso-
luta y definitivamente imposible a causa del estallido 
de las hostilidades, no a las convenciones cuya obser-
vancia era imposible solo temporalmente, en cuyo caso 
quedaban meramente suspendidas mientras durasen las 
hostilidades»299. Un tribunal británico dictaminó en 1977 
que el Convenio para la Ejecución de las Sentencias 
Arbitrales Extranjeras de 1927 era un «tratado normativo 

296 Verzijl (nota  6 supra), pág.  390 (donde se cita la decisión del 
Tribunal de Distrito de los Países Bajos, AD 1947, caso núm. 83 (5 de 
febrero de  1947); In re Utermohlen, ibíd., caso núm.  129 (Tribunal 
Supremo de los Países Bajos, 2  de abril de  1948); y la decisión del 
Tribunal Superior de Luxemburgo de 30 de enero de 1952).

297 McIntyre (nota 7 supra), págs. 293 y 294.
298 Ibíd., pág. 295. Véase también ibíd., pág. 344 («Ningún Estado 

perdió su condición de miembro de ninguna de las uniones u oficinas 
internacionales. Cuando se puso término a alguno de los convenios en 
los que se basaban, fue porque había sido reemplazado por un convenio 
ulterior»).

299 Lanificio Branditex v. Società Azais e Vidal, ILR, vol. 71 (1986), 
pág. 595 (Italia, Corte de Casación, sesión conjunta, 8 de noviembre 
de 1971); véase también Italian Yearbook of International Law, vol. 1 
(1975), pág. 232.

pluripartito» y por tanto no había sido abrogado por la 
Segunda Guerra Mundial300;

m)  Alemania formuló una declaración general 
después de la Segunda Guerra Mundial «en que con-
sideró que los tratados firmados antes del estallido de 
las hostilidades habían quedado suspendidos entre los 
beligerantes»301;

n)  China, por otra parte, no compartió la opinión 
sostenida en Europa y en los Estados Unidos de América 
de que, en general, los tratados habían permanecido en 
vigor durante la Segunda Guerra Mundial o, en el peor 
de los casos, habían quedado suspendidos temporalmente. 
Cuando China declaró la guerra al Japón el 8 de diciembre 
de 1941, declaró oficialmente «que todos los tratados con 
ese país quedaban abrogados»302. En el Tratado de Paz de 
1952 que puso fin a la guerra se subrayó asimismo que a 
causa de la guerra todos los tratados, convenios y acuer-
dos entre China y el Japón eran nulos e írritos303.

81.  McIntyre concluye su análisis del efecto de la 
Segunda Guerra Mundial en los tratados de los Estados 
Unidos de América poniendo de relieve la actitud liberal 
adoptada por los Estados Unidos respecto del efecto de 
la Segunda Guerra Mundial en sus tratados, en lo cual 
contradice parcialmente la premisa de que los tratados 
quedaron en general abrogados por la guerra304. En con-
clusión, aunque ambas guerras mundiales deberían ana-
lizarse con prudencia a causa de la gran magnitud del 
conflicto que representan, un estudio detenido de los efec-
tos de la Segunda Guerra Mundial en los tratados arroja 
el sorprendente resultado de que fueron pocos los tratados 
suspendidos y que tal vez ningún tratado, salvo contadas 
excepciones, quedó abrogado por el conflicto.

300 Crawford (nota 14 supra), págs. 333 a 335 (donde se cita el caso 
Masinimport v. Scottish Mechanical Light Industries Ltd., 1976 (véanse 
las notas 14 y 170 supra)).

301 Sonnenfeld (nota 265 supra), pág. 111 (donde se citan las comu-
nicaciones del Ministerio Federal de Asuntos Económicos, transcritas 
en 18 Zeitschrift für auslandisches öffentliches Recht und Völkerrecht 
(ZaoRV), pág. 725 (1957-1958)).

302 J. A. Cohen y H. Chiu, People’s China and International Law: 
A documentary Study, Princeton, Princeton University Press, 1974, 
pág. 1282. Respecto al Tratado de Paz entre la República de China y el 
Japón, concluido en Taipei el 28 de abril de 1952, véase Naciones Unidas, 
Treaty Series, vol. 138, núm. 1858, pág. 3.

303 Cohen y Chiu (nota 302 supra), pág. 1282.
304 McIntyre (nota 7 supra), pág. 340.

Capítulo IV

Práctica reciente de los Estados

A.  Selección de países

1.  Grecia

82.  En uno de los pocos ejemplos de la práctica actual 
de los Estados, el Tribunal Administrativo Superior de 
Grecia examinó indirectamente el efecto de los con-
flictos armados en los tratados el 5 de octubre de 2000 
en la causa Recurso contra el nombramiento del diri-
gente religioso musulmán (mufti) de la región de Xanthi 

Sr. Mehmet Emin Sinicoglou305. En esa causa, el Tribunal 
confirmó una ley de 1991 por la que se ordenaba el nom-
bramiento de dirigentes religiosos musulmanes (muftis), 
aun cuando dicha ley era contraria a una disposición 
del Tratado de Atenas de 1913 en que se estipulaba que 
los muftis debían ser elegidos. En el ordenamiento jurí-
dico griego los tratados prevalecen sobre la legislación 

305 Tribunal Administrativo Superior (Sala tercera), expediente 
archivado en la División de Codificación de las Naciones Unidas.
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interna, pero el Tribunal consideró que el Tratado de 
Atenas ya no estaba en vigor, basando su opinión en que 
la disposición pertinente del Tratado de Atenas había 
sido abolida ulteriormente por el Tratado de Paz de 
Lausana de 1923. El Tribunal consideró que, entre otras 
cosas, el cambio de circunstancias «sustancial e impre-
visible», debido a los excepcionales e importantes acon-
tecimientos, especialmente la Primera Guerra Mundial, 
que tuvieron lugar entre la firma del Tratado de Atenas 
y la conclusión del Tratado de Lausana, era un elemento 
a tener en cuenta a la hora de determinar la intención de 
las partes contratantes (Grecia y Turquía) de abolir el 
artículo 11 del Tratado de Atenas306.

2.  Francia

83.  Con arreglo a una serie de opiniones judiciales dic-
tadas en Francia, no es el efecto del conflicto armado pro-
piamente dicho, sino la mera declaración de guerra la que 
puede afectar inmediatamente a las relaciones convencio-
nales307. Este enfoque teleológico parece ser contrario a 
la resolución del Institut de droit international308 y a la 
teoría descrita en el capítulo I supra, según la cual los tra-
tados resultan afectados por los conflictos armados solo 
cuando son incompatibles con la política nacional durante 
el conflicto.

3.  Austria, país neutral permanente

84.  Stephen Verosta informa al Institut de droit 
internationalque 

[e]ntre su liberación en 1945 y la conclusión del Tratado del Estado 
austríaco en 1955, Austria mantuvo en principio durante conflictos 
armados sus relaciones convencionales con ambas partes del conflicto 
armado. Tras adoptar el 26 de octubre de 1955 la condición interna-
cional de neutralidad permanente, reconocida posteriormente por todos 
los Estados, incluidos los cinco miembros permanentes del Consejo 
de Seguridad, Austria ha cumplido y ciertamente cumplirá, en caso de 
estallar un conflicto armado, las obligaciones que hubiera contraído en 
virtud de tratados multilaterales y bilaterales con sus socios en los trata-
dos a ambos lados del conflicto, hasta que sobrevengan circunstancias 
que imposibiliten el cumplimiento de dichas obligaciones (Convención 
de Viena sobre el Derecho de los Tratados, art. 61, párr. 1). Se puede 
decir que para Austria, en su condición de Estado neutral permanente, 
el estallido de hostilidades no tenía por lo general efecto alguno en los 
tratados. En general, los tribunales de Austria actúan de conformidad 
con el punto de vista jurídico del Gobierno309.

4.  España

85.  En 1993, España suspendió tratados de exención 
de visados con la República Federativa Socialista de 

306 Ibíd.
307 Véase L. Muracciole, «Jurisprudence française concernant le droit 

international public (année 1954)», Annuaire français de droit internatio-
nal, vol. 1 (1955), págs. 533 a 592, en particular pág. 550 (donde se cita 
un caso actual en el Tribunal de Apelaciones de Aix después de Lovera 
c. Rinaldi, Revue du droit public, 1952, pág. 1105, núm. 26 (22 de junio 
de 1949); Gambino c. Arcens, ibíd., 1955, pág. 461, núm. 38 (11 de marzo 
de 1953)). Véanse otras causas citadas en L. Muracciole, «Jurisprudence 
de l’année 1956», Annuaire français de droit international, vol. 3 (1957), 
págs. 686 a 722, en particular pág. 694.

308 Resolución del Institut de droit international de 1985 sobre los 
efectos de los conflictos armados en los tratados (véase la nota  19 
supra), art. 2 («El estallido de un conflicto armado no abroga ni sus-
pende ipso facto la aplicación de tratados en vigor entre las partes en el 
conflicto armado»).

309 Estudio del Institut de droit international (véase la nota 18 supra), 
vol. 59-I, págs. 255 y 256.

Yugoslavia, la ex-República Yugoslava de Macedonia 
y Bosnia y Herzegovina, cuando la zona se encontraba 
envuelta en un conflicto armado310. Falta por confirmar si 
esa medida representa un efecto del conflicto yugoslavo 
en esos tratados o si más bien cabría clasificarla como 
efecto de la sucesión de Estados en los tratados.

5.  Australia

86.  La postura de Australia ante el tema en 1966 ilustra 
cómo ha cambiado el efecto de los conflictos armados en 
una época de conflictos menos formalizados o de carácter 
no tradicional, en este caso el efecto de la guerra fría en 
los tratados. En respuesta a una pregunta sobre la relación 
entre Australia y China, el Ministerio de Relaciones Exte-
riores de Australia declaró que «Australia no se encuen-
tra en un estado de hostilidades con la China continental 
y no considera a ese país enemigo en el sentido técnico 
y jurídico», pero subrayó que se aplicarían controles a 
las importaciones y exportaciones de materiales estraté-
gicos311. Si esos controles se aplicaran aumentando los 
aranceles aduaneros u otros aranceles, entrarían en con-
flicto con un tratado comercial que mantenían en aquel 
momento China y Australia y que limitaba absolutamente 
la imposición restrictiva de aranceles aduaneros y otros 
aranceles312. Por tanto, parece que incluso la guerra fría, 
que es una modalidad muy imprecisa y no tradicional de 
conflicto entre Estados, puede repercutir en los tratados.

6.  Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del  
Norte

87.  En respuesta a una pregunta sobre las obligaciones 
que aún tenía el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda 
del Norte en virtud de la Convención de la Ensenada de 
Nootka de 1790 para con las antiguas colonias españolas, 
el Ministro de Estado del Reino Unido escribió en 1983 
que «la Convención quedó abrogada en 1795 a causa de 
la guerra entre Gran Bretaña y España»313. Aunque esa 
declaración se refiere a un conflicto armado que ocurrió 
casi 200 años antes, fue redactada en el contexto de un 
conflicto armado reciente, la guerra de 1982 entre el Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la Argentina 
por el control de las Islas Malvinas (Falkland). Tras subra-
yar que la guerra de 1795 había abrogado la Convención 
de la Ensenada de Nootka, la declaración británica rela-
cionó el hecho con las Islas Malvinas (Falkland): «En 
1811 España evacuó las Islas Falkland y las abandonó, de 
modo que, aunque la Convención fue reactivada en 1814, 

310 Véase V. Bou Franch (dir.), «Práctica española en materia de 
tratados internacionales correspondiente al año 1993», Anuario de 
Derecho Internacional, vol. 10 (1994), págs. 379 a 619, en particular 
págs. 487 y 488.

311 J. G. Starke, «Digest of Australian practice in international law 
1965-1966», Australian Year Book of International Law, vol. 2 (1966), 
págs. 149 y ss., en particular págs. 155 y 156.

312 Canje de Notas adjuntas al Tratado entre el Gobierno del Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y el Gobierno de la Repú-
blica de China relativo a los Aranceles Aduaneros de China, etc., con-
cluido en Nankin el 20 de diciembre de 1928, art. 2, Sociedad de las 
Naciones, Treaty Series, vol. XC, núm. 2047, pág. 337; recogido tam-
bién en Australian Treaty Series 1929 núm. 2. Entró en vigor para Aus-
tralia el 1 de febrero de 1929.

313 G. Marston (ed.), «United Kingdom materials on international 
law 1983», British Year Book of International Law 1983, pág.  370 
(donde se cita a H. C. Debs., vol. 235, Written Answers, col. 275: 7 de 
febrero de 1983).
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para entonces ya no se podía considerar aplicable a las 
Islas Falkland»314.

7.  Seychelles

88.  El Tribunal Supremo de Seychelles examinó el 
efecto de los conflictos armados en los tratados en un caso 
de 1973 relativo a la extradición de un nacional italiano 
detenido en Seychelles. El abogado del acusado argu-
mentó que el tratado de extradición pertinente había que-
dado suspendido por la Segunda Guerra Mundial y que 
en el momento de su reactivación ya no era aplicable a 
Seychelles, y que se había convertido en una colonia dife-
renciada de Mauricio. El fiscal argumentó que la Segunda 
Guerra Mundial había provocado una «interrupción auto-
mática» del tratado, cuya validez se había restablecido al 
término de la guerra y por tanto todavía era aplicable a 
Seychelles. El Tribunal combinó esos argumentos y dic-
taminó que el tratado había quedado suspendido por la 
guerra, pero seguía siendo aplicable a Seychelles después 
de su reactivación en virtud del tratado de paz concertado 
al finalizar la Segunda Guerra Mundial315.

8.  Italia

89.  El Anuario Italiano de Derecho Internacional reco-
gió dos casos pertinentes a principios del decenio de 
1970. En primer lugar, la Corte de Casación emitió un 
fallo sobre los efectos de los conflictos armados en los 
tratados en general, opinando que los efectos de la gue-
rra se limitan a la suspensión de los tratados pero no los 
abrogan a menos que se haya hecho «absoluta y definiti-
vamente imposible» llevar a efecto el tratado316. El fallo 
también es significativo porque la Corte consideró que los 
conflictos armados «no pueden dar lugar a la extinción de 
los tratados, pero pueden contribuir a una “imposibilidad 
subsiguiente” y tal vez a un cambio en las circunstancias 
(rebus sic stantibus)»317. En segundo lugar, un tribunal 
italiano consideró que un tratado de extradición quedaba 
abrogado a causa de la Segunda Guerra Mundial318.

9.  Países Bajos

90.  El Anuario Holandés de Derecho Internacional 
recoge un incidente de la práctica holandesa ocurrido en 
1982, en el cual la lucha civil en Suriname afectó a los 
tratados entre Suriname y los Países Bajos, que suspendió 
todos sus tratados bilaterales con Suriname con arreglo 

314 Ibíd. Existe una controversia entre los Gobiernos de la Argentina 
y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte acerca de la sobe-
ranía sobre las Islas Malvinas (Falkland). Véase ST/CS/SER.A/42, de 
3 de agosto de 1999.

315 R. v. Meroni (véase la nota 236 supra).
316 La Corte consideró que «una declaración de guerra solo pone fin 

a aquellos convenios internacionales cuya observancia sería absoluta y 
definitivamente imposible a causa del estallido de las hostilidades; si, 
por otra parte, lo que existe es una incompatibilidad meramente tempo-
ral limitada en el tiempo a la duración de las hostilidades en curso, el 
resultado es más limitado: la validez de dichos convenios queda sim-
plemente suspendida hasta que cese el estado de guerra y vuelvan a la 
normalidad las relaciones internacionales» (Italian Yearbook of Inter-
national Law, vol. 1 (1975), pág. 233, donde se cita la causa Lanificio 
Branditex v. Società Azais e Vidal (véase la nota 299 supra)).

317 Ibíd., págs. 232 y 233.
318 In re Barnaton Levy and Suster Brucker, Tribunal de Apelación, 

Milán (véase la nota 13 supra).

a la doctrina rebus sic stantibus319. Al igual que el ejem-
plo australiano analizado supra, las circunstancias de la 
medida holandesa ilustran la evolución de los conflictos 
armados; en este caso un conflicto interno de carácter 
limitado tuvo un efecto en las relaciones convencionales 
entre los Estados. 

10.  Israel

91.  El efecto de los conflictos armados en los tratados de 
Israel fue examinado por Shabtai Rosenne, quien informó 
al Institut de droit international de que 

[h]asta donde yo sé, la cuestión [del efecto de los conflictos armados 
en los tratados] no se ha planteado en realidad en el caso de Israel, ni en 
los tribunales ni en el Gobierno. Ello es ciertamente una consecuencia 
de nuestra posición sobre la sucesión de Israel a los tratados interna-
cionales de Palestina, que puso fin, desde nuestro punto de vista, a toda 
posibilidad de que las relaciones convencionales previamente existentes 
entre Palestina y cualquiera de los Estados árabes con quienes se hubie-
ran producido hostilidades en 1948 y desde entonces, se convirtieran en 
relaciones convencionales de Israel. En 1958 el Knesseth (Parlamento) 
aprobó la Ley de revocación de legislación obsoleta y entre las leyes del 
Gobierno del Mandato revocadas estaba la ordenanza de 1940 relativa 
a la validación del acuerdo aduanero entre Palestina y Siria y Palestina 
y el Líbano. En el memorando explicativo que acompañaba al proyecto 
de ley, el Gobierno simplemente afirmó que la ordenanza de 1940 ya 
no era aplicable320.

B.  Algunos conflictos armados ocurridos 
después de la Segunda Guerra Mundial*

1.  Corea, 1950 a 1953

92.  En junio de 1953, las fuerzas de la República 
Popular Democrática de Corea invadieron la Repú-
blica de Corea y en julio de ese año el Consejo de 
Seguridad recomendó que los Estados Miembros de las 
Naciones  Unidas ayudaran a la República de Corea a 
repeler el ataque321. Así comenzó la guerra de Corea, un 
conflicto a gran escala en el que otros 16 países aporta-
ron tropas de combate y cinco países aportaron unidades 
sanitarias en nombre de las Naciones Unidas322. Dietrich 
Schindler informó al Institut de droit international de 
que «podemos suponer que apenas existían relaciones 
convencionales, en particular tratados bilaterales, entre 

319 R. C. R. Siekmann, «Netherlands State practice for the parlia-
mentary year 1982-1983», Netherlands Yearbook of International Law, 
vol. 15 (1984), págs. 267 y ss., en particular pág. 321.

320 Estudio del Institut de droit international (véase la nota  18 
supra), vol. 59-I, pág. 254 (donde se cita Yearbook of the Internatio-
nal Law Commission 1950, vol. II, pág. 206; United Nations Legisla-
tive Series, Materials on the Succession of States, pág. 38 (1967); S. 
Rosenne, «Israel and the international treaties of Palestine», Journal du 
droit international, vol. 77 (1950), pág. 1140).

* Las referencias y citas del presente memorando se proporcionan 
únicamente con respecto a la cuestión de los efectos de los conflictos 
armados en los tratados y no guardan ninguna relación con la caracte-
rización de un conflicto armado, el objeto de la controversia, incluida 
la cuestión de la condición de los territorios que son objeto de ella, o 
cualquier otra cuestión similar.

321 Encyclopedia of the United  Nations and International Agree-
ments, 3ª ed., vol. 2 (E. J. Osmańczyk; A. Mango, ed.), Nueva York, 
Routledge, 2003, pág. 1230.

322 Además de la República de Corea, los países que aportaron 
tropas de combate fueron los siguientes: Australia, Bélgica, Canadá, 
Colombia, Estados Unidos de América, Etiopía, Filipinas, Francia, 
Grecia, Luxemburgo, Nueva Zelandia, Países Bajos, Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Sudáfrica, Tailandia y Turquía. Dina-
marca, la India, Italia, Noruega y Suecia aportaron unidades sanitarias. 
Ibíd., pág. 1238.
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las partes septentrional y meridional de [Corea] que 
pudieran haberse visto afectadas por las hostilidades. 
En cuanto a los Estados que enviaron fuerzas milita-
res a [Corea] la cuestión de si [la guerra de Corea] tuvo 
algún [efecto] sobre sus tratados exige un examen más 
detenido. No se puede suponer sin embargo, que hubo 
efectos importantes»323. En el momento de estallar la 
guerra no existían tratados entre la República Popular 
Democrática de Corea y los Estados Unidos324. Aunque 
el efecto de los conflictos armados en los tratados de 
derechos humanos está captando cada vez más el inte-
rés de los estudiosos325, en el momento del conflicto de 
Corea no había entrado en vigor ningún tratado de dere-
chos humanos de carácter vinculante326.

2.  El incidente de la base del Canal de Suez, 1956

93.  En 1954, el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda 
del Norte y Egipto concertaron el Acuerdo sobre la Base 
del Canal de Suez, en que estipulaba que, «en caso de 
ataque contra un miembro de la Liga Árabe por parte de 
una potencia exterior, excluida Israel, Egipto permitiría 
el retorno de las fuerzas británicas a la base del Canal de 
Suez»327. En 1956, el Reino Unido y Francia lanzaron un 
bombardeo aéreo contra Egipto y finalmente desembar-
caron tropas terrestres. Egipto afirmó posteriormente que 
dicho ataque violaba el Acuerdo sobre la Base y denun-
ció el tratado328. En su análisis del incidente, Robert 
Layton concluye que el hecho de que Egipto denunciara 
el tratado «se basaba en la doctrina de que la violación 
por un Estado de las cláusulas de un acuerdo confiere al 
Estado no culpable el derecho de denuncia. Si la doc-
trina se aplicaba correctamente, se ponía fin al tratado a 
causa de la violación de sus cláusulas, no a causa de una 
incoherencia entre su cumplimiento y las hostilidades. 
Por consiguiente, es difícil deducir conclusiones perti-
nentes del incidente»329.

3.  China e India, 1962

94.  Una disputa fronteriza entre China y la India «dio 
lugar a un breve conflicto militar en 1962 y a la ocupación 
por fuerzas chinas de zonas del Himalaya reivindicadas 

323 Estudio del Institut de droit international (véase la nota 18 supra), 
vol. 59-I, pág. 269.

324 Véase M. K. Prescott, «How war affects treaties between bellige-
rents: a case study of the Gulf War», Emory International Law Review, 
vol. 7, núm. 1 (1993), págs. 197 a 231, en particular págs. 197 y 198 
(donde se cita United  States Treaties Cumulative Index 1950-1970 
(1973)).

325 Véase supra el capítulo II, secc. A.5.
326 La Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o Degradantes entró en vigor el 26 de junio de 1987 (véase 
Multilateral Treaties deposited with the Secretary-General (disponi-
ble en línea en https://treaties.un.org, Status of Treaties, cap. IV.9)); el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos entró en vigor el 
23 de marzo de 1976 (ibíd., cap. IV.4); el Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales entró en vigor el 3 de enero 
de 1976 (ibíd., cap. IV.3). 

327 Layton (nota 39 supra), pág. 117 (donde se cita el Acuerdo sobre 
la Base del Canal de Suez de 1954 (véase la nota 194 supra)).

328 Ibíd. (donde se cita también E. Lauterpach (ed.), The Suez Canal 
Settlement: A Selection of Documents, Londres, Stevens and Sons, 
1960; K. Mostofi, «The Suez dispute: a case study of a treaty», The 
Western Political Quarterly, vol. 10, núm. 1 (1957), págs. 23 a 37, en 
particular pág. 35).

329 Layton (nota 39 supra), pág. 117.

por ambos países»330. Con respecto a este conflicto, Die-
trich Schindler informó al Institut de droit international de 
que «puesto que no se rompieron las relaciones diplomá-
ticas entre los dos países, probablemente tampoco existió 
ruptura de sus relaciones convencionales»331.

4.  La India y el Pakistán, 1965

95.  En 1965 la India y el Pakistán se enzarzaron en 
«graves enfrentamientos a lo largo de la frontera entre el 
Pakistán occidental y la India en el desierto de Rann de 
Kutch»332. Schindler informó de que este conflicto «no 
tuvo efecto sobre los tratados, pese a la afirmación del 
Pakistán de que estaba “en guerra” con la India»333, y cita 
un laudo arbitral de la Cámara de Comercio Internacional 
que dice lo siguiente: 

Ni la India ni el Pakistán parecen haber considerado cancelados nin-
guno de los tratados concertados por ambas partes antes de septiembre 
de 1965; al menos el demandado no ha aportado ninguna afirmación ni 
prueba a tal efecto. Por el contrario, existen pruebas que demuestran 
que ambos países han considerado que sus tratados estaban todavía en 
vigor. Por parte del reclamante, se hizo referencia al hecho de que la 
India siguió efectuando pagos al Pakistán en virtud del Tratado del río 
Indo. También es de dominio público que el tratado firmado el 30 de 
junio de 1965 como instrumento de arbitraje en la cuestión del Rann de 
Kutch fue finalmente aplicado por ambas partes (aunque desde luego 
no durante las hostilidades, sino poco después de la Declaración de 
Tashkent de 10 de enero de 1966, es decir el 15 de febrero de 1966). A 
este respecto, McNair escribe que «ambos Estados aparentemente con-
sideraban que el acuerdo de arbitraje existente entre ambos relativo a la 
cuestión de Kutch continuaba en vigor y adoptaron medidas en virtud 
del mismo en relación con el nombramiento de árbitros». Además, esta 
opinión está confirmada en el artículo VI de la Declaración de Tashkent, 
en que el Primer Ministro de la India y el Presidente del Pakistán acor-
daron «adoptar medidas para aplicar los acuerdos existentes entre la 
India y el Pakistán» y no, por ejemplo «reactivar antiguos acuerdos 
cancelados» por una «guerra»334.

96.  En lugar de entender que esta práctica de los Esta-
dos significaba que el derecho se había distanciado de la 
premisa original de que la guerra abroga ipso  facto los 
tratados, el árbitro aceptó esta premisa tradicional y con-
cluyó que el hecho de que no se hubiera abrogado el tra-
tado solo podía significar que el Pakistán y la India de 
hecho no habían estado en guerra335.

5.  La India y el Pakistán, 1971

97.  La India y el Pakistán se enfrentaron en una guerra 
de 12 días en diciembre de 1971 en la cual «las fuerzas de 
la India ocuparon el Pakistán oriental, que se convirtió en 
el Estado independiente de Bangladesh»336. En relación 

330 Encyclopedia of the United Nations… (nota 321 supra), vol. 2, 
pág. 984.

331 Estudio del Institut de droit international (véase la nota 18 supra), 
vol. 59-I, págs. 267 y 268.

332 Encyclopedia of the United Nations… (nota 321 supra), vol. 3, 
pág. 1739.

333 Estudio del Institut de droit international (véase la nota 18 supra), 
vol. 59-I, pág. 268.

334 Ibíd. (donde se cita el laudo de 18 de diciembre de 1967, repro-
ducido en S. P. Sharma, The Indo-Pakistan Maritime Conflict, 1965. A 
Legal Appraisal, Bombay, Academic Books, 1970, págs. 107 a 123). 
Véase también McNair y Watts (nota 194 supra), págs. 457 y 458. Res-
pecto a la Declaración de Tashkent, véase S/7221, anexo.

335 Estudio del Institut de droit international (véase la nota 18 supra), 
vol. 59-I, pág. 268.

336 Encyclopedia of the United Nations… (nota 321 supra), vol. 2, 
pág. 983.

https://treaties.un.org
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con este conflicto, Schindler informó de que «no encontró 
ninguna indicación relativa a sus efectos en los tratados. A 
diferencia del conflicto de 1965, en este conflicto existió 
ruptura de relaciones diplomáticas entre los dos países»337.

6.  La guerra de Viet Nam, 1957 a 1975

98.  La guerra de Viet Nam fue un conflicto militar librado 
en Viet Nam de 1959 a 1975 entre Viet Nam del Sur y los 
Estados Unidos por una parte y Viet Nam del Norte y el 
Frente de Liberación Nacional por otra338. Como en el 
caso de Corea, Dietrich Schindler observó que «podemos 
suponer que apenas existían relaciones convencionales, en 
particular tratados bilaterales, entre las partes septentrional 
y meridional de [Viet Nam] que pudieran haberse visto 
afectadas por las hostilidades. En cuando a los Estados que 
enviaron fuerzas militares a [Viet Nam], la cuestión de si 
[la guerra de Viet Nam] tuvo algún [efecto] sobre sus tra-
tados exige un examen más detenido. No se puede suponer 
sin embargo, que hubo efectos importantes»339. En aquel 
tiempo no existían tratados entre Viet Nam del Norte y los 
Estados Unidos de América porque los Estados Unidos no 
reconocían al Gobierno de Viet Nam del Norte340. No había 
entrado aún en vigor ningún tratado de derechos humanos 
de carácter vinculante341.

7.  Turquía y Chipre, 1974

99.  Las tensiones entre Grecia y Turquía alcanzaron 
su punto álgido en 1974, cuando la organización greco-
chipriota EOKA derrocó al Gobierno de Chipre. Turquía 
reaccionó desembarcando tropas y ocupando partes de la 
isla, adelantándose rápidamente al régimen recién insta-
lado342. En relación con este conflicto, Schindler informó, 
de que no pudo encontrar ninguna «información pertinente 
al [efecto de los conflictos armados en los tratados]»343.

8.  La Unión Soviética y el Afganistán, 1979 a 1989

100.  En diciembre de 1978, el Afganistán y la Unión 
Soviética firmaron un tratado de amistad por un período 
de 20 años344. Irónicamente, en respuesta a una petición de 
ayuda militar del Gobierno del Afganistán en virtud de lo 
dispuesto en dicho tratado, la Unión Soviética envió 80.000 
efectivos al Afganistán que en último término apoyaron el 
derrocamiento del Gobierno del Afganistán y ocuparon el 
país durante 10 años345. Apenas cabe duda de que la inter-
vención soviética en el Afganistán repercutió en el tratado 

337 Estudio del Institut de droit international (véase la nota 18 supra), 
vol. 59-I, pág. 269.

338 www.britannica.com/event/Vietnam-War.
339 Estudio del Institut de droit international (véase la nota 18 supra), 

vol. 59-I, pág. 269.
340 Prescott (nota 324 supra), pág. 198.
341 Véase la nota 326 supra. Además, ni Viet Nam ni los Estados 

Unidos habían ratificado aún la  Convención para la Prevención y la 
Sanción del Delito de Genocidio (véase Multilateral Treaties deposi-
ted with the Secretary-General (disponible en línea en https://treaties.
un.org, Status of Treaties, cap. IV.1)).

342 Encyclopedia of the United Nations… (nota 321 supra), vol. 4, 
pág. 2386.

343 Estudio del Institut de droit international (véase la nota 18 supra), 
vol. 59-I, pág. 269.

344 Encyclopedia of the United Nations… (nota 321 supra), vol. 1, 
pág. 13.

345 Ibíd., págs. 13 a 15.

de amistad de 1978, que garantizaba «el respeto mutuo de 
la soberanía nacional y la integridad territorial y la no inje-
rencia en los asuntos internos de cada Estado»346 y exigía a 
los dos Estados «salvaguardar la seguridad, la independen-
cia y la integridad territorial de los dos países»347.

101.  El Departamento de Estado de los Estados Unidos de 
América informó de la suspensión de su programa de inter-
cambios Fulbright a consecuencia de la invasión soviética 
del Afganistán348 lo cual afectó al tratado que gobernaba 
el programa en el Afganistán, en el que no figura ninguna 
disposición relativa a los conflictos armados349. No está 
claro si la suspensión del tratado se basó en un cambio de 
circunstancias que dio lugar a la imposibilidad de aplicarlo 
o en el conflicto armado propiamente dicho.

9.  La guerra entre la República Islámica 
del Irán y el Iraq, 1980 a 1988

102.  Una disputa fronteriza por el río Shatt-al-Arab, vía 
navegable que separa la República Islámica del Irán y el 
Iraq, se agravó hasta convertirse en el decenio de 1980 en 
guerra abierta, en la cual «ambas partes atacaron objeti-
vos civiles, el Iraq empleó repetidamente armas químicas 
y se realizaron ataques contra la navegación comercial 
en el Golfo»350. La guerra provocó «la abrogación de 
varios tratados en los que se establecía la frontera entre 
los dos antagonistas»351. A pesar de la abrogación unila-
teral de tratados relativos a la frontera por ambas partes 
en el período anterior a la guerra y en el transcurso de 
la misma352, la opinión generalizada de los comentaristas 
es que «los acuerdos fronterizos se consideran pertene-
cientes a la categoría de tratados que no quedan anulados 
cuando sobreviene la guerra entre dos o más Estados»353. 

346 Tratado de Amistad, Buena Vecindad y Cooperación entre el 
Afganistán y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, concluido 
en Moscú el 5 de diciembre de 1978, Naciones Unidas, Treaty Series, 
vol. 1145, núm. 17976, pág. 325, art. 1, recogido en Encyclopedia of the 
United Nations… (nota 321 supra), vol. 1, pág. 19.

347 Artículo 4.
348 Washington File, Fulbright Program Reestablished in Afghanistan 

(1 de mayo de 2003); véase https://af.usembassy.gov/education-culture/
educational-exchanges/.

349 Acuerdo relativo al Establecimiento de un Programa del Peace 
Corps en el Afganistán, canje de notas en Kabul, los días 6 y 11 de 
septiembre de  1962, entró en vigor el 11  de septiembre de  1962, 
Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 461, núm. 6661, pág. 169.

350 Encyclopedia of the United Nations… (nota 321 supra), vol. 2, 
pág. 1161.

351 T. A. Geraci, reseña bibliográfica: The Shatt-al-Arab Boundary 
Question: A legal Reappraisal, por Kaiyan Homi Kaikobad, Oxford, Cla-
rendon, 1988, American Journal of International Law, vol. 85 (1991), 
pág. 233. Véase también Kaikobad (nota 107 supra), págs. 92 a 102.

352 Véase, por ejemplo, Kaikobad (nota  107 supra), pág.  79 (Irán 
abroga unilateralmente el Tratado sobre la frontera de Shatt-al-Arab, 
concluido en Teherán el 4 de julio de 1937 (Sociedad de las Naciones, 
Treaty Series, vol. CXC, núm. 4423, pág. 241) en abril de 1969); ibíd., 
pág. 86 (Iraq abrogó el Tratado sobre la Frontera Estatal y la Buena 
Vecindad entre el Irán y el Iraq, concluido en Bagdad el 13 de junio 
de  1975 (Naciones  Unidas, Treaty Series, vol.  1017, núm.  14903, 
pág. 54), que establecía la frontera); ibíd., pág. 102 (el Tratado de Bag-
dad ha sido objeto de «transgresiones mutuas» por ambas naciones).

353 Kaikobad (nota 107 supra), pág. 93; véanse también las obras 
citadas en la nota 107 supra. Tras examinar lo publicado sobre el efecto 
de los conflictos armados en los tratados, Kaikobad, que escribe durante 
el conflicto entre el Irán y el Iraq, concluye que, aunque los dos beli-
gerantes quebrantaron mutuamente el Tratado de Bagdad de 1975 que 
establecía la frontera, «esto no afectará al territorio asignado por el 

(Continuación en la página siguiente.)

https://www.britannica.com/event/Vietnam-War
https://treaties.un.org
https://treaties.un.org
https://af.usembassy.gov/education-culture/educational-exchanges/
https://af.usembassy.gov/education-culture/educational-exchanges/
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La cuestión jurídica más interesante es qué efecto, si lo 
hubo, tuvo la guerra en otros tratados accesorios al tratado 
sobre la frontera, como el tratado relativo a la utilización 
de los cursos de agua fronterizos de 1975354. En ese con-
texto, no parece existir indicio alguno de cooperación en 
virtud de lo dispuesto en ese tratado desde el estallido de 
la guerra entre la República Islámica del Irán y el Iraq355. 
Sin embargo, al menos un comentarista ha afirmado que 
todavía está en vigor356.

10.  La Argentina y el Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda del Norte, 1982

103.  Una disputa territorial latente desde hacía mucho 
tiempo entre la Argentina y el Reino Unido de Gran Bre-
taña e Irlanda del Norte por el control de las Islas Malvi-
nas (Falkland) estalló en una breve guerra en 1982 cuando 
«el gobierno militar de la Argentina invadió y ocupó las 
islas»357. El Reino Unido reaccionó empleando la fuerza 
militar y las fuerzas argentinas se rindieron varios meses 
después de la invasión inicial358. La guerra por las Islas 
Malvinas (Falkland) tuvo un efecto sobre los tratados 
comerciales entre la Argentina y el Reino Unido y entre la 
Argentina y terceros países. A petición del Reino Unido, 
los miembros de la Comunidad Económica Europea, 
Australia, Nueva Zelandia y el Canadá aprobaron san-
ciones comerciales, entre ellas «una prohibición tempo-
ral de todas las importaciones de productos argentinos, 
lo que contravenía el artículo XI.1 y, posiblemente, el ar-
tículo III del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros 
y Comercio. Es dudoso que pudieran justificarse las medi-
das alegando razones de seguridad nacional conforme a lo 
previsto en el inciso iii) del apartado b del artículo XXI del 
Acuerdo. El embargo declarado por los países europeos 
conculcaba también los derechos que tenía la Argentina 
en virtud de los acuerdos sectoriales de comercio de tex-
tiles y comercio de carne ovina, a los que no se aplicaba 
las excepciones en materia de seguridad del Acuerdo»359. 

Tratado de Bagdad. Al término de la guerra, y a falta de un acuerdo en 
sentido contrario, la [frontera establecida por el Tratado de Bagdad] 
volverá a funcionar de nuevo como frontera internacional entre las par-
tes. Ambos Estados serán libres de concertar un acuerdo que modifique 
el Tratado de Bagdad en términos de un desplazamiento de la fron-
tera o reitere la continua validez de dicho acuerdo, y libres de no con-
certar ningún acuerdo en absoluto en materia fronteriza» (Kaikobad, 
pág. 102). Véase también H. H. G. Post, «Border conflicts between Iraq 
and Iran: review and legal reflections», en I. F. Dekker y H. H. G. Post 
(eds.), The Gulf War of 1980-1988. The Iran-Iraq War in International 
Legal Perspective, Dordrecht, Martinus Nijhoff, 1992, págs. 33 y 34 
(donde se argumenta que el régimen de tratados de 1975 estaba todavía 
en vigor después de la guerra).

354 Tratado entre el Irán y el Iraq relativo a la Utilización de los 
Cursos de Agua Fronterizos, , firmado en Bagdad el 26 de diciembre 
de 1975, entró en vigor el 22 de junio de 1976, Naciones Unidas, Treaty 
Series, vol. 1017, núm. 14907, pág. 255.

355 Véanse las notas 250 a 256 supra, donde se analizan los efectos 
del conflicto en el Tratado de Amistad, Relaciones Económicas y Dere-
chos Consulares entre los Estados Unidos de América y el Irán.

356 Post (nota 353 supra), pág. 33.
357 Encyclopedia of the United Nations… (nota 321 supra), vol. 1, 

pág. 698. Véase la resolución 502 (1982) del Consejo de Seguridad. 
Véase también la nota 314 supra.

358 Encyclopedia of the United Nations… (nota 321 supra), vol. 1, 
pág. 698.

359 Anuario… 2001, vol.  II (segunda parte) y corrección, pág. 148 
(comentario del proyecto de artículo 54 de los artículos sobre la res-
ponsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos, párr. 3) 
(citas omitidas).

Se podría argüir, no obstante, que dichas restricciones 
comerciales no son un efecto del conflicto armado en los 
tratados, sino sanciones impuestas a la Argentina por su 
acción en las Islas Malvinas (Falkland).

104.  Además, el conflicto de las Islas Malvinas 
(Falkland) fue el contexto en el que el Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte argumentó que la Con-
vención de la Ensenada de Nootka de 1790 relativa a las 
antiguas colonias españolas había quedado abrogada por 
la guerra entre Gran Bretaña y España en 1795360. Tras 
establecer que la Convención había quedado sin efecto, 
el Reino Unido argumentó que cuando fue reactivada en 
1814, ya no era aplicable a las Islas Malvinas (Falkland) 
porque España había evacuado las islas en 1811, durante 
el período de suspensión361. Así, el conflicto de las Islas 
Malvinas (Falkland) presenta el caso singular de un con-
flicto armado que da pie a que un Estado argumente que 
otro conflicto armado repercutió en un tratado.

11.  Guerra del Golfo, 1991

105.  La guerra del Golfo fue una «operación militar [...] 
conducida por una fuerza internacional encabezada por 
los Estados Unidos de América para poner fin a la ocu-
pación de Kuwait por el Iraq»362. Es importante para la 
cuestión de cómo afectan los conflictos armados a los tra-
tados por varias razones. En primer lugar, un gran número 
de beligerantes adversarios que mantenían tratados con el 
Iraq363. En segundo lugar, la guerra del Golfo dio lugar a 
un amplio debate entre los estudiosos sobre el efecto de 
los conflictos armados en los tratados en materia de medio 
ambiente, como se analizó anteriormente en el presente 
estudio364. En tercer lugar, puesto que tanto las sanciones 
económicas365 como las sanciones militares366 contra el 
Iraq fueron autorizadas por el Consejo de Seguridad, el 
conflicto plantea importantes cuestiones sobre el efecto 
en los tratados de la adopción de medidas en relación con 
el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas367.

106.  No parece existir duda de que la invasión de 
Kuwait por el Iraq que originó el conflicto del Golfo violó 

360 Véase el párrafo 87 supra.
361 Ibíd.
362 Encyclopedia of the United Nations… (nota 321 supra), vol. 2, 

pág. 844.
363 Véase Uppsala Conflict Data Program, Uppsala University 

Department of Peace and Conflict Research, disponible en línea en 
www.ucdp.uu.se (donde se enumeran como beligerantes aliados de 
Kuwait la Arabia Saudita, la Argentina, Australia, Bahrein, Bangladesh, 
Bélgica, el Canadá, Checoslovaquia, Dinamarca, Egipto, los Emiratos 
Árabes Unidos, España, los Estados Unidos de América, Francia, Gre-
cia, Honduras, Italia, Marruecos, el Níger, Noruega, Omán, los Países 
Bajos, el Pakistán, Portugal, Qatar, el Reino Unido de Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte, el Senegal, Sierra Leona, Siria y Turquía).

364 Véase el capítulo II, secc. C.2, supra.
365 Resolución 661 (1990) del Consejo de Seguridad, de 6 de agosto 

de 1990.
366 Resolución  665 (1990) del Consejo de Seguridad, de 25  de 

agosto de 1990 (en la que se autorizó a las fuerzas militares a garantizar 
la aplicación efectiva de las sanciones); resolución 678 (1990) del Con-
sejo de Seguridad, de 29 de noviembre de 1990 (en la que se autorizó 
a los Estados Miembros a utilizar «todos los medios necesarios para 
hacer valer y llevar a la práctica la resolución 660 (1990) y todas las 
resoluciones pertinentes aprobadas ulteriormente y para restablecer la 
paz y la seguridad internacionales en la región»).

367 Véase el capítulo VI, secc. A, infra, donde se examina el efecto 
en los tratados de medidas adoptadas con arreglo a Capítulo VII de la 
Carta de las Naciones Unidas.

(Continuación de la nota 353.)

https://www.ucdp.uu.se
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el tratado sobre relaciones amistosas que existía entre las 
dos naciones368. En virtud de ese tratado, el Iraq «reco-
noce la independencia y soberanía completa del Estado 
de Kuwait» y acuerda «trabajar con miras a robustecer 
las relaciones fraternales que subsisten entre los dos paí-
ses hermanos [...] [y] trabajar con miras a establecer lazos 
de cooperación cultural, comercial y económica entre 
los dos países». No obstante, no hay nada que indique 
si las partes consideran que dicho tratado queda suspen-
dido o abrogado a causa del conflicto armado y tanto el 
Consejo de Seguridad como el Secretario General de las 
Naciones Unidas han seguido haciendo referencia a algu-
nas de sus disposiciones369.

107.  Muchos otros adversarios del Iraq mantenían tam-
bién relaciones convencionales con el país en esferas que 
podían ser incompatibles con un conflicto armado, entre 
otros los Estados Unidos de América, Francia, Australia, 
los Países Bajos, Egipto, el Canadá, Checoslovaquia y 
Rumania. En contraposición a los conflictos de Corea y 
Viet Nam, en que los Estados Unidos de América no man-
tenían tratados bilaterales con los beligerantes adversarios 
en el momento de su entrada en el conflicto, durante la 
guerra del Golfo de 1991 existían entre los Estados Uni-
dos de América y el Iraq 13 tratados bilaterales370. El Iraq 

368 Minutas convenidas entre el Estado de Kuwait y la República del 
Iraq sobre el restablecimiento de las relaciones de amistad, el reconoci-
miento y asuntos conexos, firmadas en Bagdad el 4 de octubre de 1963 y 
en vigor a partir de esa fecha, Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 485, 
núm. 7063, pág. 321.

369 Resolución 833 (1993) del Consejo de Seguridad, de 27 de mayo 
de 1993, cuarto párrafo del preámbulo («Recordando [...] que mediante 
el proceso de demarcación la Comisión [de las Naciones  Unidas de 
Demarcación de la frontera entre el Iraq y Kuwait] no estaba reasig-
nando territorio entre Kuwait y el Iraq sino que, sencillamente, rea-
lizaba la labor técnica necesaria para demarcar por primera vez las 
coordenadas exactas de la frontera establecida en las Minutas conve-
nidas entre el Estado de Kuwait y la República del Iraq sobre el resta-
blecimiento de las relaciones de amistad, el reconocimiento y asuntos 
conexos suscritas por ellos el 4 de octubre de 1963»); A/55/811, párr. 4, 
(donde se señala que la Misión de Observación de las Naciones Unidas 
para el Iraq y Kuwait (UNIKOM) utilizó como referencia la frontera 
establecida en el tratado sobre relaciones de amistad).

370 Departamento de Estado de los Estados Unidos, Treaties in Force 
(2003), Part 1, págs. 141 y 142, disponible en línea en www.state.gov/
documents/organization/24227.pdf (donde se citan los siguientes trata-
dos: Acuerdo entre los Estados Unidos de América y el Iraq relativo a 
las Reclamaciones Resultantes del Ataque al U.S.S. Stark, Bagdad, 27 y 
28 de marzo de 1989, Departamento de Estado de los Estados Unidos, 
Treaties and Other International Acts Series 12030 [Naciones Unidas, 
Treaty Series, vol. 2249, núm. 40071, pág. 117]; Acuerdo Cultural, fir-
mado en Bagdad el 23 de enero de 1961, entró en vigor el 13 de agosto 
de 1963, Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 488, núm. 7126, pág. 163, 
United  States Treaties and Other International Agreements, vol.  14, 
Part 1 (1963), pág. 1168, Treaties and Other International Acts Series 
5411; Canje de notas que constituye un Acuerdo entre los Estados Uni-
dos de América y el Iraq relativo a la Importación Exenta de Impuestos 
para los Funcionarios Consulares, Washington D.C., 14 de marzo, 15 
de mayo, 19 de junio y 8  de agosto de  1951, United  States Treaties 
and Other International Agreements, vol. 5, Part. 1 (1954), pág. 657, 
Naciones  Unidas, Treaty Series, vol.  229, núm.  3166, pág.  185 (por 
los que se confieren privilegios recíprocos a funcionarios consulares 
para importar artículos libres de impuestos para uso personal); Acuerdo 
entre el Gobierno de los Estados Unidos de América y el Gobierno del 
Iraq para proporcionar financiación educativa, firmado en Bagdad el 
16 de agosto de 1951, United States Treaties and Other International 
Agreements, vol. 2, Part. 2 (1951), pág. 1908, Naciones Unidas, Treaty 
Series, vol. 147, núm. 1929, pág. 65 (por el que se establece la Funda-
ción de los Estados Unidos para la Educación); Acuerdo de préstamo 
y arriendo, firmado en Washington D.C. el 31 de julio de 1945, U.S. 
Stat., vol. 59-I, pág. 1535, Departamento de Estado de los Estados Uni-
dos, Executive Agreement Series 470, C. I. Bevans (ed.), Treaties and 

mantenía tratados bilaterales con el Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda del Norte en esferas tan diversas como 
la extradición371; el procedimiento civil372; la agricul-
tura373; los servicios aéreos374; la cooperación en materia 
de educación, ciencia y cultura375; y la cooperación eco-
nómica y técnica376. Francia tenía nueve tratados bilate-
rales en el momento de estallar el conflicto377, entre ellos 

Other International Agreements of the United States of America 1776-
1949, vol. 9, Washington D.C., Departamento de Estado, 1972, pág. 22, 
Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 121, núm. 402, pág. 239 (acuerdo 
por el que se solicita ayuda para la defensa); Acuerdo entre los Estados 
Unidos de América y el Iraq sobre Correo Internacional Urgente, Bag-
dad y Washington D.C., 6 de abril y 5 de mayo de 1989, Treaties and 
Other International Acts Series 11609; Canje de notas que constituye 
un Acuerdo entre los Estados Unidos de América y el Iraq relativo al 
Intercambio de Publicaciones Oficiales, Bagdad, 16 de febrero de 1944, 
entró en vigor el 16 de febrero de 1944, U.S. Stat., vol. 58-I, pág. 1253, 
Executive Agreement Series 403, Bevans (ed.), Treaties and Other 
International Agreements..., vol. 9, pág. 14, Naciones Unidas, Treaty 
Series, vol. 109, núm. 362, pág. 223; Acuerdo para la Reducción Recí-
proca de los Derechos de Expedición de Visados para No Inmigrantes, 
canje de notas en Bagdad, 27 de febrero de 1939, Bevans (ed.), Treaties 
and Other International Agreements..., vol. 9, pág. 12; Acuerdo relativo 
a la expedición recíproca de visados de no inmigrante, canje de notas en 
Bagdad el 6 de junio de 1956, entró en vigor el 6 de junio de 1956, Uni-
ted States Treaties and Other International Agreements, vol. 7, Part. 1 
(1956), pág. 1067, Treaties and Other International Acts Series 3587, 
Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 275, núm. 3985, pág. 265; Tratado 
de Extradición, firmado en Bagdad el 7 de junio de 1934, entró en vigor 
el 23 de abril de 1936, U.S. Stat., vol. 49-II, pág. 3380, Treaty Series 
907, Bevans (ed.), Treaties and Other International Agreements..., 
vol.  9, pág.  1, Sociedad de las Naciones, Treaty Series, vol.  CLXX, 
núm. 3942, pág. 267; Acuerdo general de cooperación técnica, firmado 
en Bagdad el 10 de abril de 1951, entró en vigor el 2 de junio de 1951, 
United  States Treaties and Other International Agreements, vol.  3, 
Part 1 (1952), pág. 541, Treaties and Other International Acts Series 
2413, Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 151, núm. 1993, pág. 179, 
enmendado el 18 de diciembre de 1951 y el 21 de febrero de 1952, Uni-
ted States Treaties and Other International Agreements, vol. 3, Part 4 
(1952), pág. 4748, Treaties and Other International Acts Series 2638, 
Naciones  Unidas, Treaty Series, vol.  198, núm.  2666, pág.  225; 
Acuerdo de Cooperación Comercial, Económica y Técnica, firmado 
en Washington D.C. el 26 de agosto de 1987, entró en vigor el 27 de 
octubre de 1987, Treaties and Other International Acts Series 12020 
[Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 2243, núm. 39945, pág. 423]). 

371 Tratado de Extradición, firmado en Bagdad el 2 de mayo de 1932; 
entró en vigor el 5 de mayo de 1933, Sociedad de las Naciones, Treaty 
Series, vol. CXLI, núm. 3270, pág. 277; Treaty Series núm. 13 (1933) 
Cmd. 4317, disponible en línea en http://treaties.fco.gov.uk/docs/
fullnames/pdf/1933.

372 Convenio relativo a los Procedimientos Jurídicos en Asuntos 
Civiles y Comerciales, firmado en Bagdad el 25 de julio de 1935, canje 
de ratificaciones efectuado en Londres el 18  de noviembre de  1936, 
Sociedad de las Naciones, Treaty Series, vol.  CLXXVI, núm.  4064, 
pág. 229; Treaty Series núm. 8 (1937) Cmd. 5369, disponible en línea 
en http://treaties.fco.gov.uk/docs/fullnames/pdf/1937.

373 Canje de notas que constituye un Acuerdo relativo a los cam-
bios que el Gobierno del Reino Unido ha introducido en sus políti-
cas de producción y comercialización de cereales, firmado en Bag-
dad los días 18 de marzo y 16  de agosto de  1965; entró en vigor 
el 16  de agosto de  1965 con el canje de las mencionadas notas, 
Naciones  Unidas, Treaty Series, vol.  689, núm.  9878, pág.  341.

374 Acuerdo para el Establecimiento de Servicios Aéreos entre Sus 
Respectivos Territorios y Fuera de Ellos (con anexo y canje de notas), 
firmado en Bagdad el 19 de abril de 1951, ibíd., vol. 108, núm. 1470, 
pág. 121.

375 Acuerdo sobre Cooperación en materia de Educación, Ciencia y 
Cultura, firmado en Londres el 26 de abril de 1983; entró en vigor a par-
tir de esa fecha, con el canje de las mencionadas notas, ibíd., vol. 1352, 
núm. 22813, pág. 189.

376 Acuerdo de Cooperación Económica y Técnica, firmado en Lon-
dres el 24 de junio de 1981; entró en vigor el 22 de agosto de 1981, 
ibíd., vol. 1316, núm. 21922, pág. 103.

377 Véase el buscador de United Nations Treaty Series, disponible en 
línea en https://treaties.un.org.

https://www.state.gov/state-gov-website-modernization/
https://www.state.gov/state-gov-website-modernization/
http://treaties.fco.gov.uk/docs/fullnames/pdf/1933
http://treaties.fco.gov.uk/docs/fullnames/pdf/1933
http://treaties.fco.gov.uk/docs/fullnames/pdf/1937
https://treaties.un.org
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tratados en materia de comercio378, cooperación técnica379, 
y cooperación cultural380. Entre Australia y el Iraq exis-
tían tratados en materia de extradición381; procedimiento 
civil382; cementerios de guerra383; y la cooperación comer-
cial, económica y técnica384. Los Países Bajos y el Iraq 
mantenían un tratado de cooperación cultural385. Egipto 
y el Iraq mantenían un tratado sobre servicios aéreos386. 
El Canadá y el Iraq mantenían un tratado comercial y 
un tratado de cooperación económica y técnica387. Che-
coslovaquia y el Iraq mantenían tratados bilaterales en 
materia de transporte aéreo388 y relaciones consulares389. 
Es difícil imaginar que dichos tratados pudieran sobrevi-
vir sin haber sido afectados en absoluto por el conflicto, 
pero solo será posible comprender a fondo el efecto de 
los conflictos armados en dichos tratados si los gobiernos 
presentan documentación al respecto. Sin embargo, otro 
factor pertinente es hasta qué punto los posibles efectos 
en dichos tratados se debieron no al conflicto propiamente 
dicho, sino a las sanciones impuestas al Iraq por el Con-
sejo de Seguridad390.

378 Acuerdo Comercial, firmado en París el 25  de septiembre 
de  1967; entró en vigor el 17  de marzo de  1969, Naciones  Unidas, 
Treaty Series, vol. 754, núm. 10822, pág. 57.

379 Acuerdo de Cooperación Técnica (con protocolo y canje de 
notas), firmado en Bagdad el 19 de junio de 1969; entró en vigor el 
31 de diciembre de 1969, ibíd., vol. 748, núm. 10740, pág. 193.

380 Acuerdo de Cooperación Cultural (con protocolos y canje de 
notas), firmado en Bagdad el 24  de abril de  1969; entró en vigor el 
15 de diciembre de 1969, ibíd., núm. 10739, pág. 155.

381 Tratado de Extradición entre el Reino Unido y el Iraq de 1932 
(véase la nota 371 supra), al que Australia se adhirió el 31 de agosto 
de  1934, Australian Treaty Series 1934 núm.  4; Canje de notas que 
constituye un Acuerdo entre los Gobiernos del Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda del Norte, el Canadá, el Commonwealth de Australia 
y Nueva Zelandia y el Gobierno del Iraq relativo a la Notificación de 
Documentos, firmado en Bagdad los días 8 y 28 de febrero de 1939, 
entró en vigor el 8 de febrero de 1939.

382 Convenio entre el Reino Unido y el Iraq relativo a los Procedi-
mientos Jurídicos en Asuntos Civiles y Comerciales de 1935 (véase la 
nota 372 supra), entró en vigor el 18 de diciembre de 1936; Australia se 
adhirió el 7 de octubre de 1937.

383 Acuerdo entre los Gobiernos del Reino Unido de Gran Bretaña 
e Irlanda del Norte, el Canadá, Australia, Nueva Zelandia, la Unión de 
Sudáfrica, la India y el Pakistán y el Gobierno del Iraq relativo a los 
cementerios, tumbas y monumentos de guerra de la Commonwealth 
británica en el Iraq a consecuencia de la guerra de 1939-1945, por el 
que se enmienda el acuerdo de 15 de marzo de 1935, firmado en Bagdad 
el 18 de febrero de 1954, entró en vigor el 15 de junio de 1955; Acuerdo 
relativo al Cementerio de Guerra de Mosul, firmado en Bagdad el 30 de 
octubre de 1989, en vigor a partir de esa fecha.

384 Acuerdo de Cooperación Comercial, Económica y Técnica entre el 
Gobierno de Australia y el Gobierno de la República del Iraq, firmado en 
Camberra el 11 de marzo de 1980; entró en vigor el 29 de abril de 1980, 
Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 1217, núm. 19643, pág. 287.

385 Acuerdo de Cooperación Económica y Técnica, firmado en Bag-
dad el 31 de octubre de 1983; entró en vigor el 1 de septiembre de 1986, 
ibíd., vol. 1458, núm. 24652, pág. 29.

386 Acuerdo (con anexo) para el Establecimiento de Servicios 
Aéreos Programados entre Sus Territorios Respectivos y fuera de Ellos, 
firmado en El Cairo el 23 de marzo de 1955; entró en vigor el 7 de junio 
de 1956, ibíd., vol. 311, núm. 4504, pág. 199.

387 Acuerdo de Cooperación Comercial, Económica y Técnica, fir-
mado en Bagdad el 12 de noviembre de 1982; entró en vigor el 6 de 
abril de 1983, ibíd., vol. 1471, núm. 24954, pág. 237.

388 Acuerdo sobre Transporte Aéreo (con anexo), firmado en Praga 
el 11 de marzo de 1960; entró en vigor el 22 de agosto de 1961, ibíd., 
vol. 464, núm. 6718, pág. 267.

389 Convenio Consular, firmado en Praga el 16  de agosto de  1985; 
entró en vigor el 2 de abril de 1987, ibíd., vol. 1486, núm. 25480, pág. 229.

390 Véase la resolución 661 (1990) del Consejo de Seguridad (por la 
que se autorizan las sanciones). Como ejemplo específico, los tratados 

12.  Guerra civil de Sierra Leona, 1991 a 2001

108.  En 1991, un grupo rebelde conocido como Frente 
Revolucionario Unido (FRU) invadió Sierra Leona desde 
Liberia y atacó dos ciudades de Sierra Leona, dando lugar 
a un conflicto que se prolongaría por espacio de 10 años 
con el resultado de decenas de miles de muertos391. El 7 de 
julio de 1999 se firmó en Lomé un acuerdo de participa-
ción en el poder entre el Gobierno y el FRU392, pero el 
conflicto se reanudó poco después, con lo cual se plan-
tearon preguntas sobre si seguía siendo válido el Acuerdo 
de Lomé393. El Presidente de Sierra Leona, en un discurso 
pronunciado el 22 de junio de 2000 en una conferencia 
nacional organizada por el Congreso del Trabajo de Sierra 
Leona, hizo referencia a la situación del Acuerdo de Paz 
de Lomé394 y acusó al FRU de no respetar el Acuerdo395. 
Declaró lo siguiente:

Hemos sostenido invariablemente que el Acuerdo es un documento 
de carácter general y que debe ser considerado como un todo. No se 
firmó con el solo propósito de conceder una amnistía al FRU ni de ofre-
cer a sus miembros puestos en el Consejo de Ministros, ni confiarles 
otros cargos públicos396.

El Presidente declaró seguidamente:

[...] tenemos toda suerte de motivos para renunciar a nuestras obli-
gaciones en virtud del Acuerdo y declararlas unilateralmente nulas e 
írritas. Con todo, sería irresponsable que lo hiciéramos. En realidad, 
esa forma de actuar sería perjudicial para la seguridad y el bienestar de 
nuestra población, e incompatible con sus deseos, y de hecho, con su 
derecho a vivir en paz y en seguridad.

Así pues, aprovecho esta oportunidad para anunciar que, aunque en 
principio prosigue nuestra firme adhesión al Acuerdo de Paz de Lomé, 
nos reservamos el derecho a no considerarnos obligados por todas sus 
disposiciones. Sin embargo, como se trata de un instrumento encami-
nado a lograr una paz duradera y contiene, en general, estrategias para 
alcanzar algunos de los principales objetivos de nuestros programas 
para después del conflicto, adoptaremos un criterio selectivo para apli-
car sus disposiciones. En adelante, haremos, en forma unilateral pero 
cuidadosa, nuestra propia evaluación de la situación y determinaremos 
cuáles de las disposiciones siguen siendo válidas, cuáles han caducado 
a causa de la reciente evolución, y cuáles deberán ser aplicadas para 
servir los mejores intereses de esta nación.

También fijaremos nuestras propias prioridades. Las disposicio-
nes humanitarias y en materia de seguridad del Acuerdo será nuestra 
principal preocupación. Por ejemplo, atribuimos especial importancia 
al desarme, desmovilización y reinserción de los excombatientes, acti-
vidad que ya habíamos iniciado mucho antes del Acuerdo de Paz, en el 
marco del programa de reasentamiento, rehabilitación y reconstrucción 

en materia de servicios aéreos a que se hace referencia en el presente 
capítulo pueden haberse visto afectados no por el conflicto propiamente 
dicho, sino por las sanciones. Véase la resolución 670 (1990) del Con-
sejo de Seguridad, de 25 de septiembre de 1990 (por la que se autoriza 
la suspensión de los vuelos y los derechos de aterrizaje como meca-
nismo para aplicar las sanciones).

391 Véase Uppsala Conflict Data Program, Uppsala University 
Department of Peace and Conflict Research, disponible en línea en 
www.ucdp.uu.se.

392 Acuerdo de Paz entre el Gobierno de Sierra Leona y el Frente 
Revolucionario Unido de Sierra Leona, S/1999/777, anexo.

393 Véase Uppsala Conflict Data Program, Uppsala University 
Department of Peace and Conflict Research, disponible en línea en 
www.ucdp.uu.se.

394 Carta de fecha 23  de junio de  2000 dirigida al Presidente del 
Consejo de Seguridad por el Representante Permanente de Sierra Leona 
ante las Naciones Unidas (S/2000/620).

395 Ibíd., pág. 2.
396 Ibíd., pág. 3.

https://www.ucdp.uu.se
https://www.ucdp.uu.se
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nacionales. A este respecto, hemos dejado abierta la posibilidad para 
que los excombatientes, especialmente los pertenecientes al FRU, que 
desean una paz verdadera, se presenten ahora y aprovechen el programa 
de desarme, desmovilización y reintegración antes de que sea dema-
siado tarde. Su seguridad está garantizada. Deseo agregar que cumpli-
remos fielmente las disposiciones pertinentes del documento relativo a 
la reconciliación nacional.

La aplicación del artículo 17 del Acuerdo, es decir, la disposición 
relativa a la reestructuración y entrenamiento de unas fuerzas armadas 
nacionales auténticamente leales ocupa también un lugar destacado en 
el programa. 

[...]

No hay nada que sea realmente erróneo en el Acuerdo de Paz de 
Lomé propiamente dicho. El problema es la falta de un compromiso por 
parte del Sr. Foday Sankoh y de algunos dirigentes del FRU a cumplir 
sus obligaciones en virtud del Acuerdo397.

109.  No está claro si las observaciones del Presidente 
fueron una respuesta a la reanudación del conflicto armado 
por el FRU en violación del Acuerdo o si se refería a un 
cambio de circunstancias más general, especialmente la 
introducción de los contingentes de las Naciones Unidas 
para el mantenimiento de la paz. El Presidente señaló que:

[...] el Acuerdo se concluyó en el contexto de ciertos imperativos 
subregionales, regionales e internacionales. Dicho de otro modo, aún 
cuando se trataba de un convenio entre el Gobierno y el FRU, tenía 
consecuencias internacionales. Algunas de ellas se han manifestado ya 
en las medidas adoptadas por la comunidad internacional, incluido el 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, o que está contemplando 
en la actualidad398. 

13.  Guerra civil de Guinea-Bissau, 1998

110.  En 1998, elementos leales al Gobierno consiguie-
ron dar un golpe de Estado en Guinea-Bissau399. Los 
Estados Unidos de América informaron de la suspensión 
en 1998 de su programa del Peace Corps «a causa de 
los combates que se estaban produciendo en la capital 
entre soldados rebeldes y tropas del Gobierno»400 lo cual 
afectó al tratado bilateral que gobernaba el programa401. 
El Peace Corps es un programa del Gobierno de los Esta-
dos Unidos establecido en 1961 que financia activida-
des de voluntariado estadounidenses en África, Asia, el 
Caribe, América Central y del Sur, Europa y el Oriente 
Medio402. Como se ha dicho en relación con éste y otros 
conflictos403, los programas del Peace Corps se suspen-
den en muchos casos a causa de conflictos armados, tal 
vez debido a la naturaleza del Peace Corps, mediante 
el cual los Estados Unidos de América proporcionan a 
los Estados un programa de ayuda gratuita; como los 
Estados Unidos financian y proporcionan el programa, 
no vacilan en revocarlo cuando se ven amenazados sus 
intereses o la seguridad de sus ciudadanos.

397 Ibíd., págs. 3 y 4.
398 Ibíd., pág. 4.
399 Encyclopedia of the United Nations… (nota 321 supra), vol. 2, 

pág. 844.
400 «Peace Corps suspends program in Guinea-Bissau; all volunteers 

evacuated safely», comunicado de prensa del Peace Corps (13 de junio 
de 1998), disponible en línea en www.peacecorps.gov/news.

401 Acuerdo relativo al Establecimiento de un Programa del Peace 
Corps en Guinea-Bissau, canje de notas en Bissau los días 12 y 15 de 
enero de  1988; entró en vigor el 15  de enero de  1988, Treaties and 
Other International Acts Series 12104.

402 Véase www.peacecorps.gov.
403 Véanse infra las notas  421 (Marruecos), 422 (Jordania) y 425 

(Eritrea y Etiopía) y el texto que las acompaña.

14.  Ex-Yugoslavia, 1998

111.  Con respecto al conflicto armado en Croacia y Ser-
bia que comenzó en 1991404, la Comisión informó de lo 
siguiente:

En el otoño de 1991, en respuesta a la reanudación de los com-
bates en Yugoslavia, los Estados miembros de la Comunidad Europea 
suspendieron, y denunciaron después, el Acuerdo de cooperación con 
Yugoslavia de 1983. Ello dio lugar a la anulación general de las pre-
ferencias comerciales en materia de importaciones, lo que rebasaba el 
embargo de armas ordenado por el Consejo de Seguridad en su resolu-
ción 713 (1991) de 25 de septiembre de 1991. La reacción era incom-
patible con las condiciones del Acuerdo de cooperación, en el que no 
se preveía la suspensión inmediata, sino solo la denuncia, que debería 
notificarse con una antelación de seis meses. Para justificar la suspen-
sión, los Estados miembros de la Comunidad Europea mencionaron 
expresamente la amenaza para la paz y la seguridad de la región. Pero 
[...] alegaron que había habido un cambio fundamental de circunstan-
cias, en lugar de hacer valer el derecho a adoptar contramedidas405.

112.  Con respecto al conflicto armado interno de 
Kosovo que comenzó en febrero de 1998406, la Comisión 
informó de lo siguiente:

En respuesta a la crisis humanitaria de Kosovo, los Estados miem-
bros de la Comunidad Europea adoptaron leyes para la congelación de 
los fondos yugoslavos y la prohibición inmediata de los vuelos. Para 
varios países, como Alemania, Francia y el Reino Unido, esta última 
medida implicaba la ruptura de acuerdos bilaterales de aviación. 
Dudando de la legitimidad de la medida, el Gobierno británico se dis-
puso a aplicar inicialmente el procedimiento de denuncia de un año 
de duración que preveía el artículo 17 de su acuerdo con Yugoslavia. 
Sin embargo, cambió después de postura y denunció los vuelos con 
efecto inmediato407.

113.  En ambos casos se ejemplifican situaciones en que 
los conflictos armados internos pueden repercutir en tra-
tados con terceros Estados. Lo que no está claro es hasta 
qué punto sus efectos se podrían explicar como resultado 
de «un cambio de circunstancias fundamental» o «con-
tramedidas», y no como producto del conflicto armado 
propiamente dicho.

15.  Afganistán, 2001

114.  Tras los ataques terroristas del 11  de septiembre 
de 2001 contra el World Trade Center en Nueva York y 
contra el Pentágono en Washington D.C., y ante la nega-
tiva de los talibanes a entregar al dirigente terrorista 
Osama bin Laden, los Estados Unidos de América y el 
Reino Unido lanzaron ataques aéreos contra el Afganistán 

404 Véase Uppsala Conflict Data Program, Uppsala University 
Department of Peace and Conflict Research, disponible en línea en 
www.ucdp.uu.se.

405 Anuario… 2001, vol. II (segunda parte) y corrección, págs. 148 
y 149 (comentario del proyecto de artículo 54 de los artículos sobre 
la responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos, 
párr. 4) (se han omitido las notas). Respecto al texto del Acuerdo de 
Cooperación entre la Comunidad Económica Europea y la República 
Federativa Socialista de Yugoslavia, concluido en Belgrado el 2 de abril 
de 1980, véase el Reglamento (CEE) núm. 314/83 del Consejo, de 24 de 
enero de 1983, por el que se celebra el Acuerdo, Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas, núm. L 41, de 14 de febrero de 1983, pág. 1.

406 Uppsala Conflict Data Program, Uppsala University Department 
of Peace and Conflict Research, disponible en línea en www.ucdp.uu.se.

407 Anuario… 2001, vol.  II (segunda parte) y corrección, pág. 148 
(comentario del proyecto de artículo 54 de los artículos sobre la respon-
sabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos, párr. 3) (se 
han omitido las notas).

https://www.peacecorps.gov/news/
https://www.peacecorps.gov
https://www.ucdp.uu.se
https://www.ucdp.uu.se
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en 2001408. En el momento de la invasión del Afganistán, 
los Estados Unidos y el Afganistán mantenían tratados 
bilaterales en materia de agricultura, relaciones culturales, 
defensa, cooperación económica y técnica, intercambios 
educativos, inversiones privadas, relaciones generales, 
garantías a los medios informáticos, estupefacientes, el 
programa del Peace Corps de los Estados Unidos, inter-
cambio de publicaciones oficiales, suministros y paque-
tes de socorro, telecomunicaciones y salud y desarrollo 
rural409. Cabe señalar que en el tratado sobre inversiones 
privadas se estipulaba expresamente su continua aplica-
bilidad durante períodos de guerra.410. El tratado sobre 
intercambios educativos (programa Fulbright) ya se había 
suspendido debido a la presencia soviética en el Afganis-
tán en 1979, pero fue restablecido oficialmente poco des-
pués del fin de las hostilidades de 2001411.

115.  Varios aliados de los Estados Unidos también man-
tenían tratados múltiples con el Afganistán412. El Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y el Afganistán 
mantenían tratados en materia de asistencia financiera y 

408 Encyclopedia of the United Nations… (nota 321 supra), vol. 1, 
pág. 17.

409 Departamento de Estado de los Estados Unidos, Treaties in 
Force (2003), Part 1, pág. 1, disponible en línea en www.state.gov/
documents/organization/24227.pdf. El buscador en línea de Uni-
ted Nations Treaty Series enumera además otros tratados posteriores 
y tratados adicionales, véase https://treaties.un.org. Algunos de esos 
tratados, aunque técnicamente «en vigor», se concertaron en relación 
con suministros de socorro para una hambruna concreta o con precios 
de productos básicos para un año concreto. Véase, por ejemplo, el 
Acuerdo relativo a un Préstamo para la Compra de Trigo y Harina al 
objeto de aliviar la hambruna en el Afganistán, concluido en Wash-
ington D.C. el 8  de enero de  1953, , entró en vigor el 8  de enero 
de 1953, United States Treaties and Other International Agreements, 
vol. 4, Part 2 (1953), pág. 2941; y el Acuerdo sobre Productos Agrí-
colas, concluido de conformidad con lo dispuesto en el Título I de la 
Ley de Asistencia y Desarrollo del Comercio Agrícola (enmendada), 
firmado en Kabul el 22 de mayo de 1965, entró en vigor el 22 de mayo 
de 1965, United States Treaties and Other International Agreements, 
vol.  16, Part  2 (1965), pág.  1078, Naciones  Unidas, Treaty Series, 
vol. 579, núm. 8396, pág. 29.

410 Canje de notas que constituye un Acuerdo relativo a las Garan-
tías de las Inversiones Privadas (Kabul, 5 y 9  de junio de 1957); 
entró en vigor el 9 de junio de 1957, Naciones Unidas, Treaty Series, 
vol. 307, núm. 4445, pág. 97, párr. 3 c («Si el Gobierno de los Estados 
Unidos de América expide garantías para cubrir pérdidas a causa de 
la guerra con respecto a inversiones en el Afganistán, el Gobierno 
del Afganistán acuerda que los nacionales de los Estados Unidos de 
América a quienes se hayan expedido dichas garantías recibirán del 
Gobierno del Afganistán un trato no menos favorable que el dispen-
sado en circunstancias similares a sus nacionales o a nacionales de 
terceros países, en referencia a cualquier pago en concepto de reem-
bolso, compensación, indemnización o en cualquier otro concepto, 
incluida la distribución de reparaciones recibidas de países enemi-
gos que el Gobierno del Afganistán pueda hacer o pagar por pérdidas 
sufridas a causa de la guerra; si el Gobierno de los Estados Unidos 
de América efectúa un pago en dólares de los Estados Unidos a cual-
quier nacional de los Estados Unidos de América con arreglo a una 
garantía por pérdidas provocadas por la guerra, el Gobierno del Afga-
nistán reconocerá la transferencia a los Estados Unidos de América 
de cualquier derecho, privilegio o interés, o de cualquier parte del 
mismo, que se pueda otorgar a ese nacional o al cual pueda tener 
derecho como resultado del trato antes mencionado dispensado por el 
Gobierno del Afganistán»).

411 Véase la nota 348 supra.
412 La base de datos de Uppsala enumera como aliados estadou-

nidenses a los siguientes países: Alemania, Australia, el Canadá, la 
Federación de Rusia, Francia, Italia, el Japón, Jordania, los Países 
Bajos, Polonia, el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y 
Turquía. Véase Uppsala Conflict Data Program, Uppsala University 
Department of Peace and Conflict Research, disponible en línea en 
www.ucdp.uu.se.

para el desarrollo413 y relaciones culturales414. Es difícil 
imaginar cómo no podía haber afectado la guerra en el 
Afganistán a la continuidad del Convenio Cultural, que 
promovía intercambios bilaterales, por ejemplo, de inves-
tigadores, científicos, estudiosos, jóvenes, profesores y 
grupos atléticos415. Un acuerdo cultural similar existía 
entre el Japón y el Afganistán416. Alemania y Turquía 
mantenían tratados bilaterales con el Afganistán en mate-
ria de transporte, esfera potencialmente incompatible; 
en ninguno de los dos tratados figuraban disposiciones 
relativas al estallido de un conflicto armado417. Francia 
y el Afganistán mantenían un tratado potencialmente 
incompatible en materia de transporte por carretera418. El 
Canadá y el Afganistán mantenían un acuerdo comercial 
por el que se garantizaba el trato recíproco como nación 
más favorecida419.

116.  Aunque se podría especular que los tratados antes 
mencionados pueden haberse visto afectados, no existen 
pruebas que apoyen esa hipótesis y sería necesario recibir 
información de los Estados pertinentes antes de extraer 
conclusiones. Otro problema es que muchos de esos tra-
tados son antiguos y podrían haberse visto afectados no 
por la invasión de 2001, sino por la invasión soviética del 
Afganistán de 1979.

16.  Guerra del Iraq, 2003

117.  Aunque los Estados Unidos y sus dos principales 
aliados en la invasión del Iraq de 2003, el Reino Unido 
y Australia, participaron en la guerra del Iraq de 1991420, 
hay pocos indicios de cambios sustanciales en las rela-
ciones convencionales entre esos países y el Iraq en el 
período comprendido entre los dos conflictos. Cabe seña-
lar, no obstante, que la guerra del Iraq hizo que los Esta-
dos Unidos suspendieran programas del Peace Corps por 

413 Véase, por ejemplo, el Canje de notas que constituye un 
Acuerdo entre el Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda 
del Norte y el Gobierno de la República del Afganistán relativo a la 
Asistencia Financiera del Gobierno del Reino Unido al Gobierno del 
Afganistán, concluido en Kabul el 24 de agosto y el 30 de septiem-
bre de 1974 (Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 990, núm. 14463, 
pág.  11), enmendado el 14  de agosto de  1976 y el  26  de febrero 
de 1977 (ibíd., vol. 1090, págs. 352 y 354) y en vigor a partir del 26 de 
febrero de 1977. Véase el buscador en línea de United Nations Treaty 
Series (https://treaties.un.org) donde figura una lista más completa.

414 Convenio Cultural, firmado en Kabul el 19  de abril de  1965; 
entró en vigor el 30 de noviembre de 1967, Naciones Unidas, Treaty 
Series, vol. 633, núm. 9033, pág. 45.

415 Artículos II, IV, V, VII y VIII.
416 Acuerdo Cultural, firmado en Tokio el 9 de abril de 1969; entró 

en vigor el 3 de junio de 1971, Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 827, 
núm. 11841, pág. 21.

417 Acuerdo sobre Transporte Aéreo (con canje de notas), firmado 
en Bonn el 22 de julio de 1959, entró en vigor el 10 de julio de 1961, 
ibíd., vol. 464, núm. 6715, pág. 177; Acuerdo sobre Transporte Aéreo 
(con anexo), firmado en Ankara el 8 de febrero de 1958, entró en vigor 
el 17 de mayo de 1961, ibíd., núm. 6711, pág. 39.

418 Convenio relativo al Transporte Internacional de Mercancías por 
Carretera (con anexo), firmado en Kabul el 17 de abril de 1978; entró 
en vigor el 30  de noviembre de  1978, ibíd., vol.  1128, núm.  17579, 
pág. 319.

419 Acuerdo Comercial, firmado en Kabul el 27  de noviembre 
de 1974; entró en vigor el 27 de diciembre de 1974, ibíd., vol.  978, 
núm. 14217, pág. 151.

420 Véase Uppsala Conflict Data Program, Uppsala University 
Department of Peace and Conflict Research, disponible en línea en 
www.ucdp.uu.se.

https://www.state.gov/state-gov-website-modernization/
https://www.state.gov/state-gov-website-modernization/
https://treaties.un.org
https://www.ucdp.uu.se
https://treaties.un.org
https://www.ucdp.uu.se


	 Efectos de los conflictos armados en los tratados	 49

lo menos en otros dos países, Marruecos421 y Jordania422, 
lo cual afectó a los tratados por los que se establecían 
dichos programas423. Este es un ejemplo de cómo la situa-
ción creada por un conflicto armado puede afectar a veces 
a los tratados, aunque el conflicto armado propiamente 
dicho pueda no tener ningún efecto directo.

17.  Etiopía y Eritrea, de 1998 a la actualidad

118.  Etiopía y Eritrea entraron en guerra en 1998 
«después de que Etiopía acusara a Eritrea de invadir la 

421 «Peace Corps suspends program in Morocco», comunicado de 
prensa del Peace Corps (3 de abril de 2003), disponible en línea en www.
peacecorps.gov/news (en el que se declara que el programa se suspendió 
para evaluar el clima político y público en Marruecos a consecuencia 
de los acontecimientos ocurridos en el Iraq). El programa se reanudó en 
2004. Véase el comunicado de prensa del Peace Corps «Morocco wel-
comes new Peace Corps volunteers to work in health and environment» 
(3 de junio de 2004), disponible en línea en www.peacecorps.gov/news.

422 «Peace Corps suspends program in Jordan», comunicado de 
prensa del Peace Corps (23  de noviembre de  2002), disponible en 
línea en www.peacecorps.gov/news. Estaba previsto que el programa 
se reanudara en Jordania en 2004. Véase el comunicado de prensa del 
Peace Corps «Peace Corps program to reopen in Jordan» (22 de julio 
de 2003), disponible en línea en www.peacecorps.gov/news.

423 Acuerdo relativo al Establecimiento de un Programa del Peace 
Corps en Marruecos, canje de notas en Rabat los días 8 y 9 de febrero 
de 1963, entró en vigor el 9 de febrero de 1963, enmendado el 10 de 
marzo de 1972, Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 836, núm. 11962, 
pág. 171, United States Treaties and Other International Agreements, 
vol. 23, Part 1 (1972), pág. 209, Treaties and Other International Acts 
Series 7297; Acuerdo relativo al Programa del Peace Corps en Jordania, 
firmado en Amán el 28 de octubre de 1996, y en vigor a partir de la 
fecha, Treaties and Other International Acts Series 12810.

ciudad fronteriza de Badme; al menos 80.000 personas 
habrían muerto en esta guerra, que se intensificó en mayo 
de 2000 cuando las tropas de Etiopía entraron en Eritrea 
occidental»424. Los Estados Unidos de América informa-
ron de la suspensión del programa del Peace Corps en Eri-
trea en 1998 y en Etiopía en 1999 a causa del conflicto425, 
lo cual pudo haber tenido un efecto en los tratados bilate-
rales que gobernaban esos programas426.

18.  Etiopía y Somalia, momento actual

119.  El profesor Schindler informó de que no pudo 
encontrar ninguna «información pertinente al [conflicto] 
armado entre [...] Etiopía y Somalia en la actualidad»427.

424 Encyclopedia of the United Nations… (nota 321 supra), vol. 1, 
pág. 652.

425 «Peace Corps suspends program in Eritrea; all volunteers are safe 
and sound», comunicado de prensa del Peace Corps (5 de junio de 1998); 
«Peace Corps suspends program in Etiopia; all volunteers evacuated 
safely to Kenya», comunicado de prensa del Peace Corps (11 de febrero 
de 1999), disponibles en línea en www.peacecorps.gov/news.

426 Acuerdo relativo al Establecimiento de un Programa del Peace 
Corps in Etiopía, canje de notas en Addis Abeba el 23 de mayo de 1962, 
entró en vigor el 23 de mayo de 1962, Naciones Unidas, Treaty Series, 
vol. 456, núm. 6563, pág. 293, United States Treaties and Other Inter-
national Agreements, vol. 13, Part 2 (1962), pág. 1227, Treaties and 
Other International Acts Series 5067; Acuerdo relativo al Estableci-
miento de un Programa del Peace Corps en Eritrea, canje de notas en 
Asmara el 20 de mayo de 1994, entró en vigor el 20 de mayo de 1994, 
Treaties and Other International Acts Series 12103.

427 Estudio del Institut de droit international (véase la nota 18 supra), 
vol. 59-I, pág. 269.

Capítulo V

Relación del tema con otras doctrinas jurídicas

120.  Algunos comentaristas se han preguntado si el 
efecto de los conflictos armados en los tratados es, de 
hecho, un problema jurídico diferenciado428. En el pre-
sente capítulo se abordará esta cuestión examinando 
varias doctrinas conexas: el principio rebus sic stantibus; 
la responsabilidad de los Estados, la necesidad y la pro-
porcionalidad, la neutralidad, la imposibilidad y la cláu-
sula de Martens.

A.  Rebus sic stantibus

121.  Varios comentaristas y al menos una corte han 
argumentado que el efecto de los conflictos armados en 
los tratados es comparable o incluso idéntico al princi-
pio del cambio de circunstancias (rebus sic stantibus)429. 
En primer lugar, Benedetto Conforti sostiene desde hace 
mucho tiempo que «los efectos de la guerra en los tratados 
no son de carácter independiente, sino que constituyen 
una aplicación del principio rebus sic stantibus»430. En 

428 Véase, por ejemplo, O. J. Lissitzyn, reseña bibliográfica: R. 
Rank, Einwirkung des Krieges auf die nichtpolitischen Staatsverträge, 
Uppsala, Svenska Institutet för Internationell Rätt, 1949, American 
Journal of International Law, vol. 45 (1951), págs. 205 y 206.

429 Véase también la Convención de Viena de 1969, art. 62.
430 B. Conforti y A. Labella, «Invalidity and termination of treaties: 

the role of national courts», European Journal of International Law, 
vol. 1 (1990), págs. 44 a 66, en pág. 58 (donde se cita a B. Conforti, 

segundo lugar, en la publicación Restatement (Third) of 
the Foreign Relations Law of the United States se informó 
de que «puesto que el efecto tradicional de la guerra en 
los tratados se derivaba del hecho de que la continuación 
de relaciones convencionales se consideraba en general 
incompatible con el estado de guerra, tal vez en cuanto 
aplicación especial del principio rebus sic stantibus, se 
puede afirmar que las hostilidades en gran escala cons-
tituyen un “cambio de circunstancias” que sirve de base 
para suspender o abrogar un tratado, independientemente 
de que exista o no un estado de guerra legítimo»431. En ter-
cer lugar, McIntyre argumenta que «la cuestión del efecto 
jurídico de la guerra en los tratados es un aspecto del pro-
blema general del cambio en la comunidad internacional, 
y tal vez sería posible considerar el efecto jurídico de la 
guerra en los tratados un caso especial del principio rebus 
sic stantibus»432. En cuarto lugar, Brownlie observa que 
«las condiciones de guerra pueden conducir a la abro-
gación de tratados sobre la base de [...] un cambio de 

Appunti dalle Lezioni di Diritto Internazionale, Nápoles, Scientifica, 
1976, pág. 60; Lezioni di Diritto Internazionale, 2ª ed., Nápoles, Scien-
tifica, 1982, pág.  105; Diritto Internazionale, Nápoles, Scientifica, 
1987, pág. 129).

431 Restatement (Third)… (véase la nota 80 supra), secc. 336, nota 4 
de los relatores. Véase también Tarasofsky (nota 71 supra), págs. 65 
y 66.

432 McIntyre (nota 7 supra), pág. 25.

https://www.peacecorps.gov/news/
https://www.peacecorps.gov/news/
https://www.peacecorps.gov/news/
http://www.peacecorps.gov/news
https://www.peacecorps.gov/news/
https://www.peacecorps.gov/news/
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circunstancias de carácter fundamental»433. Finalmente, la 
Corte de Casación de Italia llegó a un resultado similar en 
un fallo sobre los efectos de los conflictos armados en los 
tratados, al considerar que los conflictos armados «no pue-
den dar lugar a la extinción de los tratados, pero pueden 
contribuir a una “imposibilidad subsiguiente” y tal vez a 
un cambio de circunstancias (rebus sic stantibus)»434.

122.  El principio rebus sic stantibus ha sido aplicado por 
los Estados a los conflictos armados al menos en tres ocasio-
nes. En la primera, el Ministerio de Relaciones Exteriores 
de Francia argumentó que la guerra constituía un cambio de 
circunstancias suficiente para poner fin a su adhesión a la 
cláusula de jurisdicción obligatoria de la Corte Permanente 
de Justicia Internacional en 1939435. En la segunda, el Tri-
bunal de París consideró que el hecho de que se produjeran 
hostilidades provocaba un cambio de circunstancias que 
daba lugar a derechos y deberes especiales para el Estado 
beligerante436. En la tercera, el Presidente de los Estados 
Unidos Franklin D. Roosevelt invocó el principio rebus sic 
stantibus para suspender las obligaciones estadounidenses 
en virtud de la Convención Internacional sobre Líneas de 
Carga de 1930437. Como ese caso ha sido objeto de exten-
sos comentarios, se analiza en más detalle en los párrafos 
siguientes para verificar si el principio rebus sic stantibus 
es aplicable a situaciones de conflicto armado, como indica 
la teoría de los citados comentaristas.

123.  La Convención Internacional sobre Líneas de 
Carga fue una convención multilateral que ratificaron, o 
a la cual se adhirieron, 36 Estados con el objeto de «pro-
mover la seguridad de las personas y los bienes en el mar 
estableciendo [...] límites de carga para buques que reali-
cen travesías internacionales»438. Ante el aumento de las 
necesidades de transporte marítimo durante la guerra, el 
Presidente Roosevelt siguió el consejo del Fiscal Gene-
ral del Estado en funciones, Francis Biddle439, y declaró 
que la Segunda Guerra Mundial constituía un cam-
bio de circunstancias y que la Convención quedaba 

433 Brownlie (nota 28 supra), pág. 592.
434 Lanificio Branditex v. Società Azais e Vidal, Italian Yearbook of 

International Law, vol.  1 (1975), págs.  232 y 233; véase también la 
nota 299 supra.

435 A.-Ch. Kiss, «L’extinction des traités dans la pratique française», 
Annuaire français de droit international, vol. 5 (1959), págs. 784 a 796, 
en especial pág. 795.

436 Ibíd. (donde se cita la ordenanza de 29 de octubre de 1940 (Com-
pagnie internationale des Wagons-Lits c.  Société des Hôtels réunis, 
Revue critique de droit international, pág.  71 (1940-1946); Tribunal 
civil de la Seine, réf., 10 de enero de 1940 (Gazette du Palais, 22 de 
febrero de 1940); y 16 de febrero de 1940 (Gazette du Palais, 23 de 
mayo de 1940); Tribunal civil de Lille, réf., 16 de noviembre de 1939 
(Gazette du Palais, 1 de febrero de 1940)).

437 H. W. Briggs, «The Attorney General invokes rebus sic stanti-
bus», American Journal of International Law, vol. 36 (1942), págs. 89 a 
96, en especial pág. 89; Rank, «Modern war and the validity of treaties: 
a comparative study [parte I]» (nota 34 supra), págs. 337 y 338. Véase 
también ibíd., págs 338 y 339, nota 82 , donde se describen otros usos 
del principio durante conflictos armados.

438 Briggs, «The Attorney General invokes rebus sic stantibus» 
(nota  437 supra), pág.  91 (donde se cita J. T. Fowler (ed.), Official 
Opinions of the Attorneys General of the United  States advising the 
President and Heads of Departments in relation to their Official Duties, 
Washington D.C., U.S. Government Printing Office, 1949, vol. 40, opi-
nión núm. 24, pág. 120).

439 Opinion of Acting Attorney General Francis Biddle on suspen-
sion of the Internacional Load Line Convention, Fowler (ed.) (nota 438 
supra), opinión núm. 24, págs. 119 a 124.

«suspendida o inactiva [...] mientras dure la situación 
actual de emergencia»440. Si bien «la medida de los Esta-
dos Unidos fue seguida en el período de guerra por otras 
partes en el tratado»441, fue duramente criticada por los 
comentaristas. Herbert Briggs afirmó que el principio 
rebus sic stantibus, si existe, «se basa claramente, desde 
el punto de vista jurídico, en la intención de las partes en 
el momento de la conclusión del tratado», y que según lo 
dispuesto en la Convención Internacional sobre Líneas de 
Carga, la intención de las partes no era permitir la sus-
pensión debido a la guerra propiamente dicha, sino úni-
camente como resultado de la notificación de todas las 
demás partes y sujeta a un plazo de espera de un año442. 
Según Briggs, «está claro que ninguna disposición del tra-
tado autoriza la medida adoptada por el Gobierno de los 
Estados Unidos, que no fue ni una denuncia sujeta al aviso 
previo de un año ni una propuesta de modificación en con-
cepto de mejoramiento, sujeta a aceptación unánime»443. 
Briggs observó que en el proyecto Harvard Research on 
the Law of Treaties, una de las fuentes principales utiliza-
das por el Fiscal General del Estado en funciones Biddle 
para justificar la suspensión, afirmaba claramente que «la 
opinión preponderante entre [los comentaristas del prin-
cipio rebus sic stantibus] es que una parte en un tratado 
no puede, en virtud de la cláusula rebus sic stantibus, 
declarar unilateralmente que sus obligaciones en virtud 
de dicho tratado han dejado de ser vinculantes»444. Briggs 
concluyó que «[l]os peligros inherentes al recurso general 
de los Estados al principio rebus sic stantibus para des-
vincularse de obligaciones convencionales inconvenien-
tes queda perfectamente ilustrado en el razonamiento y 
los métodos empleados por el Fiscal General del Estado 
en este caso»445.

124.  El profesor Richard Rank también sostiene que 
el principio rebus sic stantibus no justifica la medida 
estadounidense:

La guerra podría conducir a cambios que justificaran invocar la 
teoría de un cambio en las condiciones. No obstante, esos cambios 
deben satisfacer los mismos requisitos que cualquier otro cambio en 
las condiciones. En primer lugar, los cambios en las condiciones deben 
ser fundamentales, es decir, deben haber desaparecido las condiciones 
en que se basa la existencia misma del tratado [...] En segundo lugar, 
el principio es aplicable únicamente a tratados de duración indefinida 
o perpetua en los que no figura ninguna disposición expresa relativa 
al procedimiento por el que se pueden enmendar o abrogar. En tercer 
lugar, la parte que desee invocar la doctrina para poner término a las 
obligaciones del tratado no puede denunciar el tratado unilateralmente, 

440 McIntyre (nota 7 supra), pág. 26 (Department of State Bulletin 
114 (1941), 6 Federal Regulation 3999).

441 McIntyre (nota 7 supra), pág. 26.
442 Briggs, «The Attorney General invokes rebus sic stantibus» 

(nota 437 supra), págs. 90 y 91 (donde se cita a Ch. Hill, «The doctrine 
of “rebus sic stantibus” in international law», University of Missouri 
Studies, vol.  9, núm. 3 (julio de 1934), pág.  7). Véase también Kiss 
(nota 435 supra), págs. 796 a 798 (quien aporta abundantes pruebas de 
que la doctrina rebus sic stantibus no es automática). 

443 Briggs, «The Attorney General invokes rebus sic stantibus» 
(nota 437 supra), pág. 91.

444 Ibíd., pág. 94 (donde se cita Harvard Research in International Law 
(J. W. Garner, Relator), «Law of treaties» (nota 17 supra), pág. 1102, y 
también ibíd., pág. 1124 (el profesor Garner concluyó su estudio de la 
práctica de los Estados afirmando que «está firmemente establecido el 
principio de que una parte en un tratado no tiene derecho a poner fin 
unilateralmente a sus obligaciones en virtud de ese tratado simplemente 
porque crea que el principio rebus sic stantibus es aplicable al tratado»)).

445 Briggs, «The Attorney General invokes rebus sic stantibus» 
(nota 437 supra), pág. 96.
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sino que debe obtener el consentimiento de la otra parte o las otras 
partes para desvincularse. En cuarto lugar, sin ese consentimiento, la 
parte en cuestión debe presentar su caso a una autoridad internacional 
competente para que se reconozca la validez de su reclamación446.

125.  En este caso, el Fiscal General en funciones Biddle 
contradijo expresamente los requisitos tercero y cuarto 
enumerados por Rank, al afirmar que los Estados Uni-
dos podían declarar unilateralmente que la Convención 
quedaba suspendida, sin consultar con las demás partes 
interesadas447.

126.  No obstante, en medio de esta crítica, Rank 
aceptó que el principio rebus sic stantibus podía apli-
carse a los conflictos armados si se cumplían todos 
los criterios al respecto, subrayando que ese principio 
nunca podía dar lugar a la abrogación automática de 
los tratados448. Al aplicar los criterios de Rank respecto 
del principio rebus sic stantibus a la situación de los 
conflictos armados se obtienen resultados interesantes. 
Su primer criterio respecto del principio rebus sic stan-
tibus, que hayan desaparecido las condiciones mismas 
en que se basa el tratado, parece ser perfectamente com-
patible con la opinión moderna sobre el efecto de los 
conflictos armados en los tratados «de que las dispo-
siciones compatibles con un estado de hostilidades, a 
menos que hayan sido abrogadas expresamente, se apli-
carán forzosamente, y las que sean incompatibles serán 
rechazadas»449. El segundo criterio de Rank es compa-
tible con la opinión examinada en las secciones A.2 
y D.1 del capítulo  II supra, de que se respetará todo 
lo dispuesto expresamente en los tratados en relación 
con el estallido de un conflicto armado. Para analizar 
la verdadera similitud entre el efecto de los conflictos 
armados en los tratados y el principio rebus sic stanti-
bus, se debería atender a los criterios tercero y cuarto de 
Rank, por los que se prohíbe la suspensión unilateral y 
se requiere que la parte presente el caso ante una auto-
ridad internacional competente para su examen. Si el 
efecto de los conflictos armados en los tratados difiere 
del principio rebus sic stantibus y no incluye esos dos 
requisitos, es decir, si ocurre de manera automática y 
no a pedido de parte, su trascendencia jurídica es muy 
grande y se convierte en una de las cuestiones más 
importantes de todas las que se plantean en un estudio 
sobre el efecto de los conflictos armados en los tratados. 

446 Rank, «Modern war and the validity of treaties: a comparative 
study [parte I]» (nota 34 supra), págs. 338 y 339 (se han omitido las 
notas).

447 El Fiscal General en funciones Biddle argumentó que «es muy 
posible que normalmente el procedimiento obligue al Gobierno a infor-
mar del asunto a las demás partes en el tratado y a solicitar su acuerdo 
para la abrogación o suspensión del tratado. No obstante, la cuestión del 
procedimiento no afecta al derecho de abrogación o suspensión. Como 
varios de los Estados contratantes fueron invadidos por fuerzas milita-
res, y los procedimientos internacionales normales, en la medida en que 
son pertinentes a este caso, ya no están disponibles sino envueltos en 
los rápidos cambios inherentes a la situación mundial, no es necesario 
seguir el procedimiento de notificación y consentimiento previos pre-
ferido por algunas autoridades» (Opinion of Acting Attorney General 
Francis Biddle on suspension of the International Load Line Conven-
tion (véanse las notas 438 y 439 supra), pág. 123).

448 Rank, «Modern war and the validity of treaties: a comparative 
study [parte I]» (nota 34 supra), págs. 340 y 341. Véase el capítulo V, 
secc. F, infra donde se examina si el efecto de los conflictos armados en 
los tratados es o no automático.

449 Techt (véase la nota 45 supra), pág. 241. Véase también Conforti 
y Labella, «Invalidity and termination of treaties...» (nota 430 supra), 
págs. 57 y 58. 

Irónicamente, la cuestión de si el efecto de un conflicto 
armado es o no automático ha dado lugar, sorprendente-
mente, a muy pocos debates entre los comentaristas450.

B.  Circunstancias que excluyen ilicitud en el 
derecho de la responsabilidad de los Estados

127.  En sus artículos sobre la responsabilidad del Estado 
por hechos internacionalmente ilícitos, la Comisión codi-
fica, en el capítulo sobre las circunstancias que excluyen 
la ilicitud, varias doctrinas que podrían aplicarse tam-
bién a los tratados durante un conflicto armado, como 
la legítima defensa (art. 21), las contramedidas (art. 22), 
la fuerza mayor (art. 23), el peligro extremo (art. 24) y 
el estado de necesidad (art.  25)451. Sin embargo, en el 
comentario de la Comisión a dichos artículos queda muy 
claro que todas esas circunstancias «no anulan ni dan por 
terminada la obligación, sino que sirven de justificación 
o excusa del incumplimiento mientras subsisten»452. Así 
pues, las circunstancias que excluyen la ilicitud constitu-
yen un régimen de derecho relativo a la responsabilidad 
por incumplimiento, no una ley de los tratados relativa a 
la situación de los tratados.

128.  A pesar de esta diferencia fundamental, las 
doctrinas codificadas en los artículos se examinan 
brevemente aquí porque pueden servir de orientación 
sobre los tipos de consideraciones que entran en juego 
cuando un Estado adopta una medida en violación de 
una obligación contraída en virtud de un tratado. En 
primer lugar, el artículo  21 dice que «La ilicitud del 
hecho de un Estado queda excluida si ese hecho cons-
tituye una medida lícita de legítima defensa tomada de 

450 La única excepción notable es el artículo de Conforti y Labella 
«Invalidity and termination of treaties...» (nota 430 supra), donde se 
afirma que de hecho todas las causas de abrogación de un tratado ope-
ran automáticamente. Para establecer que el principio rebus sic stanti-
bus opera automáticamente, los autores sostienen primero que el efecto 
de los conflictos armados es automático, para afirmar seguidamente 
que, como el efecto de los conflictos armados en los tratados es simple-
mente una manifestación del principio rebus sic stantibus, este último 
también debe operar automáticamente (págs. 57 a 63).

451 Anuario… 2001, vol. II (segunda parte) y corrección, págs. 78 a 
90. En el presente estudio no se analiza el consentimiento (art. 20) ni el 
cumplimiento de normas imperativas (art. 26) porque no parece haber 
muchos motivos por los cuales esas dos circunstancias lleguen a ser 
pertinentes a los conflictos armados.

452 Ibíd., pág. 75, comentario del capítulo V de la primera parte de 
los artículos, párrs. 2 y 3 (donde se cita el asunto Proyecto Gabčíkovo-
Nagymaros, párrs. 48 y 101: «Incluso si se comprueba la existencia del 
estado de necesidad, no constituye una base suficiente para la termina-
ción de un tratado. El estado de necesidad solo puede invocarse para 
eximir de su responsabilidad a un Estado que no ha cumplido un tratado. 
Incluso si se considera justificada su invocación, el tratado no termina 
por ello; puede no surtir efecto mientras persista el estado de necesidad; 
de hecho puede ser inoperante, pero sigue vigente, a menos que las par-
tes acuerden su terminación. Tan pronto como desaparece el estado de 
necesidad, renace la obligación de cumplir las obligaciones dimanantes 
del tratado» (Gabčíkovo-Nagymaros Project (Hungary/Slovakia), fallo, 
I.C.J. Reports 1997, págs. 7 y ss., en pág. 63, párr. 101)). Véase tam-
bién Anuario… 2001, vol.  II (segunda parte) y corrección, pág. 137, 
comentario del capítulo  II de la tercera parte de los artículos, párr. 4 
(«Las contramedidas deben distinguirse claramente de la terminación 
o suspensión de las relaciones convencionales en razón de la violación 
grave de un tratado por otro Estado»); ibíd., pág. 75, comentario del 
capítulo V de la primera parte de los artículos, párr. 4 (la fuerza mayor 
es una excusa para el incumplimiento y no puede terminar o suspender 
tratados); ibíd., pág. 80, comentario del artículo 22, párr. 4 («Cuando 
las contramedidas se toman de conformidad con el artículo 22, no se 
suspende ni mucho menos se pone fin a la obligación subyacente»). 
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conformidad con la Carta de las Naciones Unidas». En 
su comentario a dicho artículo, la Comisión empieza por 
establecer que «un Estado que ejerce su derecho inma-
nente de legítima defensa conforme a lo dispuesto en 
el Artículo 51 de la Carta no puede violar en ningún 
modo el párrafo  4 del Artículo  2 [de la Carta]»453. El 
comentario sigue diciendo, con pertinencia al presente 
estudio, que «[l]a legítima defensa puede justificar la 
inejecución de algunas obligaciones que no sean las pre-
vistas en el párrafo 4 del Artículo 2 de la Carta, siempre 
que esa inejecución esté relacionada con la violación de 
esa disposición»454. Como se señala en el comentario, 
esta justificación del incumplimiento crea una situa-
ción de incertidumbre porque «A partir de la Carta, las 
declaraciones de guerra son excepcionales y las accio-
nes militares calificadas por una o ambas partes como 
legítima defensa ocurren entre Estados que oficialmente 
están en “paz” entre sí»455. Aunque la legítima defensa 
puede justificar el incumplimiento de ciertas obligacio-
nes dimanadas de tratados, no se puede suponer que el 
argumento de legítima defensa por sí solo da licencia 
para poner fin a toda obligación inconveniente dima-
nada de un tratado.

129.  En segundo lugar, en lo que respecta a las contra-
medidas (art. 22), la Comisión deja claro en el comentario 
del capítulo II de la tercera parte de los artículos que esa 
doctrina no es aplicable a casos de conflicto armado456. 
Sin embargo, la estructura del capítulo relativo a las con-
tramedidas podría ser instructiva para la formulación del 
efecto de los conflictos armados en los tratados, especial-
mente los siguientes elementos:

a)  Las contramedidas «serán tomadas en forma que 
permitan la reanudación del cumplimiento de dichas 
obligaciones»457;

b)  Las contramedidas no violarán la obligación, 
enunciada en la Carta de las Naciones Unidas, de abs-
tenerse de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza, ni 
las obligaciones establecidas para la protección de los 
derechos humanos, ni las obligaciones de carácter huma-
nitario que prohíben las represalias ni otras obligaciones 
que emanan de normas imperativas del derecho interna-
cional general458;

c)  Las contramedidas no deben interferir con ningún 
procedimiento de solución de controversias ni interrumpir 
gestiones realizadas por conducto diplomático459;

453 Anuario… 2001, vol.  II (segunda parte) y corrección, pág.  78, 
párr. 1.

454 Ibíd., párr. 2.
455 Ibíd.
456 Ibíd., pág. 137, párr. 3 («el término “represalias” se usaba tradi-

cionalmente aplicado a medidas que de otro modo serían ilícitas, inclui-
das las medidas coercitivas, adoptadas como autoayuda en respuesta a 
un incumplimiento. Más recientemente el término “represalias” se ha 
limitado a las medidas tomadas en el contexto de un conflicto armado 
internacional; es decir, se ha considerado equivalente a represalias béli-
cas. El término “contramedidas” cubre la parte del tema de las represa-
lias que no está asociada al conflicto armado y, de conformidad con la 
práctica moderna y las decisiones judiciales, el término se utiliza en ese 
sentido en el presente capítulo») (se han omitido las notas).

457 Ibíd., pág. 139, art. 49, párr. 3.
458 Ibíd., pág. 140, art. 50, párr. 1.
459 Ibíd., págs. 140 y 141, art. 50, párr. 2.

d)  Las contramedidas deben ser proporcionales al 
perjuicio sufrido460;

e)  Las contramedidas deberán suspenderse inmedia-
tamente cuando el hecho internacionalmente ilícito haya 
cesado461.

130.  Aunque la doctrina de las contramedidas no es en 
sí misma aplicable a situaciones de conflicto armado, las 
características anteriores podrían resultar pertinentes al 
efecto de los conflictos armados en los tratados.

131.  En tercer lugar, con respecto a la fuerza mayor 
(art.  23), aunque la Comisión indica en su comentario 
la aplicabilidad de la doctrina en algunos contextos de 
conflicto armado462, reitera de nuevo que la fuerza mayor 
entra en juego como excusa del incumplimiento, no como 
un efecto sobre los tratados463. En este sentido, el comen-
tario establece una distinción entre fuerza mayor y la doc-
trina de la imposibilidad:

Aunque los mismos hechos puedan constituir, por ejemplo, fuerza 
mayor con arreglo al artículo 23 y una imposibilidad subsiguiente de 
cumplimiento con arreglo al artículo  61 de la Convención de Viena 
de 1969, ambas circunstancias son distintas. La fuerza mayor justifica 
el incumplimiento de la obligación en tanto subsista la circunstancia; 
la imposibilidad subsiguiente justifica la terminación del tratado o su 
suspensión de conformidad con las condiciones establecidas en el ar-
tículo 61. La primera surte efecto respecto de la obligación concreta, 
la segunda respecto del tratado, que es la fuente de esa obligación. 
Del mismo modo que el ámbito de aplicación de ambas doctrinas es 
diferente, así lo es su modo de aplicación. La fuerza mayor excusa el 
incumplimiento por el momento, pero un tratado no queda terminado 
automáticamente por la imposibilidad subsiguiente: al menos una de las 
partes debe decidir darlo por terminado464.

132.  Así, la doctrina de la fuerza mayor puede entrar 
en juego automáticamente, pero sirve meramente como 
excusa del incumplimiento; la doctrina de la imposibi-
lidad debe invocarse, pero sirve para justificar la termi-
nación o la suspensión del tratado mismo. La cuestión 
pendiente con respecto al efecto de los conflictos arma-
dos en los tratados es saber si dicho efecto responde a 
uno de esos dos paradigmas o si podría entrar en juego 
automáticamente y al mismo tiempo justificar la termi-
nación o suspensión.

133.  En cuarto lugar, el peligro extremo (art.  24) es 
una doctrina restringida aplicable únicamente «al caso 
concreto en que una persona, cuyos actos son atribui-
bles al Estado, se encuentre en situación de peligro 
extremo»465 y «se limita a casos en que está en juego 
la vida humana»466. El peligro extremo se refiere gene-

460 Ibíd., págs. 143 y 144, art. 51.
461 Ibíd., pág. 145, art. 52, párr. 3, y págs. 146 y 147, art. 53.
462 Ibíd., pág.  81, párr.  3 (donde dice que la doctrina es aplicable 

en casos de «intervención humana (por ejemplo, la pérdida de control 
sobre una parte del territorio de un Estado como resultado de una insu-
rrección o de la devastación de una región por operaciones militares 
llevadas a cabo por un tercer Estado)»).

463 Ibíd., párr. 4.
464 Ibíd., pág. 75, comentario del capítulo V de la primera parte de 

los artículos, párr. 4.
465 Ibíd., pág. 83, comentario del artículo 24, párr. 1.
466 Ibíd., pág. 84, párr. 6. El comentario continúa diciendo que «los 

casos más generales de emergencia [...] son más una cuestión de estado 
de necesidad que de peligro extremo» (ibíd., párr. 7).
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ralmente a casos de «buques o aeronaves que entran 
en el territorio de un Estado en razón del mal tiempo 
o de una falla mecánica o de navegación»467. El único 
caso estudiado por la Comisión en su comentario que no 
responde a esas circunstancias fue el arbitraje del caso 
Rainbow Warrior, relativo a los problemas de salud de 
dos agentes de Francia detenidos468. Así pues, parece que 
esta doctrina es muy diferente del efecto de los conflic-
tos armados en los tratados.

134.  En quinto lugar, la doctrina del estado de nece-
sidad (art. 25) excluye «la ilicitud de un hecho que no 
esté en conformidad con una obligación internacional 
[...] [cuando] sea el único modo para el Estado de sal-
vaguardar un interés esencial contra un peligro grave 
e inminente; y [...] no afecte gravemente a un interés 
esencial del Estado o de los Estados con relación a los 
cuales existe la obligación, o de la comunidad interna-
cional en su conjunto»469. Aunque la doctrina se ha apli-
cado en el contexto de los conflictos armados470, parece 
diferenciarse del efecto de los conflictos armados en los 
tratados porque se aplica en casos en que «el peligro no 
se [ha] producido todavía»471. Por contraposición, con el 
efecto de los conflictos armados en los tratados se afirma 
que los tratados son afectados bien por el estallido pre-
vio de hostilidades o por una realidad actual de las hos-
tilidades que es incompatible con la política nacional 
durante el conflicto armado472. Pese a esa diferencia, 
algunos aspectos de la doctrina de la necesidad podrían 
resultar pertinentes al estudio del efecto de los conflic-
tos armados en los tratados, en particular el empleo de 
términos negativos por parte de la Comisión al redactar 
sus parámetros para indicar la poca frecuencia con que 
se recurre a esa circunstancia473.

135.  En conclusión, muchas de las disposiciones 
relativas a las circunstancias que excluyen la ilicitud 
contenidas en los artículos de la Comisión sobre la res-
ponsabilidad del Estado por hechos internacionalmente 
ilícitos plantean cuestiones un tanto similares a la cues-
tión del efecto de los conflictos armados en los tratados. A 
partir de ello al menos un comentarista concluye que «el 
planteamiento más importante para modificar [tratados 

467 Ibíd., pág. 83, párr. 2.
468 Ibíd., pág. 84, párrs. 4 a 6 (donde se cita Case concerning the 

difference between New Zealand and France concerning the inter-
pretation or application of two agreements concluded on 9 July 1986 
between the two States and which related to the problems arising 
from the Rainbow  Warrior Affair, decisión de 30  de abril de  1990, 
Naciones Unidas, Reports of International Arbitral Awards, vol. XX 
(núm. de venta: E/F.93.V.3), pág. 215 (1990), en págs. 254, 255 y 263, 
párrs. 78, 79 y 99).

469 Anuario… 2001, vol.  II (segunda parte) y corrección, pág.  85, 
art. 25, párr. 1.

470 Ibíd., págs.  85 y 86, comentario del artículo  25, párrs.  4 y 5 
(donde se describe la aplicación de la doctrina en el contexto de la con-
troversia angloportuguesa de 1832 y el incidente del Caroline de 1837).

471 Ibíd., pág. 89, párr.  16. La Comisión también deja claro en su 
comentario que la doctrina de la necesidad codificada en el artículo 25 
es distinta de la doctrina de necesidad militar, ibíd., párr. 20. Esta última 
doctrina se analiza en el siguiente capítulo.

472 Véanse los párrafos 11 y 12 supra.
473 Anuario… 2001, vol. II (segunda parte) y corrección, pág. 85, 

art. 25, párr. 1 («Ningún Estado puede invocar el estado de necesidad 
como causa de exclusión de la ilicitud de un hecho que no esté en 
conformidad con una obligación internacional de ese Estado a menos 
que [...]»).

durante un conflicto armado] es basarse en las justifica-
ciones reconocidas en el derecho internacional general 
sobre la responsabilidad de los Estados»474. Sin embargo, 
adoptar ese planteamiento equivaldría a negar todo efecto 
jurídico separado de los conflictos armados en los trata-
dos. Esta cuestión debe examinarse cuidadosamente, por-
que las circunstancias que excluyen la ilicitud no afectan 
directamente (no suspenden ni abrogan) el tratado propia-
mente dicho, «sino que sirven de justificación o excusa 
del incumplimiento mientras subsisten»475. De ahí que se 
deba ver con cautela la pertinencia de las circunstancias 
que excluyen la ilicitud en el derecho de la responsabi-
lidad de los Estados a la situación de los tratados en los 
conflictos armados. 

C.  Necesidad y proporcionalidad

136.  Como se señaló anteriormente476, la Corte Inter-
nacional de Justicia consideró, en relación con los tra-
tados en materia de protección del medio ambiente, 
que «la cuestión no radica en saber si los tratados [...] 
son o no aplicables durante un conflicto armado, sino 
más bien en saber si se ha querido que las obligaciones 
derivadas de esos tratados sean obligaciones de absten-
ción en caso de conflicto militar»477. Incapaz de acep-
tar la proposición de que un tratado de protección del 
medio ambiente podía privar a un Estado del ejercicio 
del derecho a la legítima defensa, la Corte concluyó que 
la legítima defensa era un derecho pese a la existencia 
de tratados de protección del medio ambiente en sentido 
contrario, pero que «el respeto del medio ambiente es 
uno de los elementos que se han de sopesar para saber 
si una acción es conforme a los principios de necesi-
dad y proporcionalidad»478. La opinión de la Corte con 
respecto a tratados de protección del medio ambiente 
incompatibles con objetivos militares podría ampliarse 
a todos los tratados que son incompatibles con el man-
tenimiento de un conflicto armado. Con arreglo a ese 
paradigma, los tratados que fueran compatibles con un 
conflicto armado permanecerían en vigor, mientras que 
los tratados que fueran incompatibles con el conflicto 
seguirían aplicándose como un elemento para determi-
nar la necesidad y la proporcionalidad militar.

D.  Neutralidad

137.  El principio de neutralidad se considera desde 
hace mucho tiempo un aspecto importante a la hora de 
codificar el efecto de los conflictos armados en los tra-
tados. Por ejemplo, en el proyecto Harvard Research on 
the Law of Treaties se llegó a la conclusión de que «los 
que escriben sobre cuestiones de derecho internacional 
están sustancialmente de acuerdo en que, en el caso de 
tratados multipartitos en que son partes Estados neu-
trales [...], el estallido de la guerra entre algunas de las 
partes no pone fin ni siquiera suspende, ipso facto ni de 
ningún otro modo, la vigencia de dichos tratados entre 

474 Vöneky (nota 120 supra), pág. 30.
475 Anuario… 2001, vol.  II (segunda parte) y corrección, pág.  75, 

comentario del capítulo V de la primera parte de los artículos, párr. 2.
476 Véase el párrafo 62 supra.
477 Legality of the Threat or Use of Nuclear Weapons, opinión con-

sultiva (véase la nota 85 supra), párr. 30.
478 Ibíd.
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las partes beligerantes y las partes neutrales, ni tampoco, 
por supuesto, entre las partes neutrales»479. Ese punto 
de vista fue reiterado por las Naciones Unidas después 
de la Segunda Guerra Mundial en su estudio sobre la 
validez legal de los compromisos relativos a las mino-
rías. En dicho estudio se llegó a la conclusión de que 
mientras los conflictos armados ponen fin a la mayoría 
de los tratados bilaterales, la presencia de Estados parte 
neutrales conduce a la mera suspensión de los tratados 
multilaterales durante el conflicto armado, los cuales se 
reactivan automáticamente en el momento de concluir el 
conflicto480. McNair llegó a una conclusión similar res-
pecto de los tratados del Reino Unido de Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte durante la Segunda Guerra Mundial481. 
En 1967 Schwarzenberger reconoció también la perti-
nencia de la neutralidad al efecto de los conflictos arma-
dos en los tratados:

Mientras que, en las relaciones entre beligerantes, las prohibiciones 
menos estrictas de las leyes de la guerra sustituyen a las de las leyes 
de la paz, los cambios en las relaciones entre Potencias beligerantes 
y no beligerantes son menos drásticos. En principio, la ley de la paz 
sigue gobernando sus relaciones. Sin embargo, queda modificada por la 
ley de la neutralidad: un conjunto de reglas de facilitación que otorga 
una mayor libertad a los Estados beligerantes e impone deberes de abs-
tención considerables a las Potencias no beligerantes. En el caso de 
tratados entre Estados que, posteriormente, se convierten en Potencias 
beligerantes y neutrales, la intención típica de las partes es que dichos 
tratados, especialmente los relativos al derecho económico internacio-
nal, sigan siendo aplicables, pero sujetos a cualquier interés preponde-
rante que pueda derivarse de la posición de las partes contratantes como 
Estados beligerantes o neutrales482.

138.  En comentarios más recientes se sigue recono-
ciendo la importancia de la neutralidad a la hora de estu-
diar el efecto de los conflictos armados en los tratados, 
pero sin llegar a resultados concluyentes. Por ejemplo, 
la resolución del Institut de droit international reconoció 
la importancia de la neutralidad sin ocuparse específica-
mente de ella, al declarar que «en la presente resolución 
no se prejuzgan los derechos y los deberes derivados de 
la neutralidad»483. Asimismo, la Corte Internacional de 
Justicia subrayó la importancia de la ley de la neutrali-
dad en su opinión consultiva sobre la Legalidad de la 
amenaza o el empleo de armas nucleares, al conside-
rar que, «al igual que en el caso de los principios del 

479 Harvard Research in International Law (J. W. Garner, Relator), 
«Law of treaties» (nota 17 supra), págs. 1197 y 1198.

480 «Study of the legal validity of the undertakings concerning mino-
rities» (E/CN.4/367 y Corr.1 [y Add.1]) (véase la nota 77 supra), pág. 8. 
Véase también Delbrück (nota 6 supra), pág. 1370 (donde concluye que 
«los tratados entre Estados beligerantes y Estados neutrales permane-
cen en vigor automáticamente, puesto que el comienzo de la guerra no 
afecta directamente a las relaciones jurídicas entre un Estado belige-
rante y un Estado neutral»).

481 McNair, The Law of Treaties (nota 36 supra), pág. 726.
482 G. Schwarzenberger, A Manual of International Law, 5ª ed., Lon-

dres, Stevens and Sons, 1967, pág. 192.
483 Resolución del Institut de droit international de 1985 sobre los 

efectos de los conflictos armados en los tratados (véase la nota  19 
supra), art. 10. Esto es lamentable, porque en el artículo 5 de la reso-
lución se codifican básicamente las conclusiones anteriores incluidas 
en «Study of the legal validity of the undertakings concerning mino-
rities» (E/CN.4/367 y Corr.1 [y Add.1]) (véase la nota 77 supra) y en 
Harvard Research in International Law (J. W. Garner, Relator), «Law 
of treaties» (nota 17 supra). Según el segundo párrafo del artículo 5 
de la resolución, «[e]l estallido de un conflicto armado entre algu-
nas de las partes en un tratado multilateral no pone fin ni suspende 
ipso facto la vigencia de dicho tratado entre otros Estados contratan-
tes o entre ellos y los Estados parte en el conflicto armado».

derecho humanitario aplicables en caso de conflicto 
armado, el derecho internacional no deja ninguna duda 
de que el principio de neutralidad, cualquiera que sea su 
contenido, y el cual tiene un carácter primordial seme-
jante al de los principios y normas humanitarios, es apli-
cable a todos los conflictos armados internacionales (a 
reserva de las disposiciones pertinentes de la Carta de 
las Naciones Unidas)»484. Así pues, el principio de neu-
tralidad sigue siendo una consideración importante en 
cualquier formulación de los efectos de los conflictos 
armados en los tratados.

E.  Imposibilidad de cumplimiento

139.  La doctrina de la imposibilidad de cumplimiento, 
según se la codifica en el artículo 61 de la Convención 
de Viena de 1969, permite a una parte dar por terminado 
un tratado en caso de «desaparición o destrucción defi-
nitivas de un objeto indispensable para el cumplimiento 
del tratado», o suspender la aplicación del tratado si la 
imposibilidad es temporal485. Al igual que la doctrina 
rebus sic stantibus examinada previamente, la doctrina 
de la imposibilidad sigue muy de cerca las normas en 
desarrollo relativas a los efectos de los conflictos arma-
dos en los tratados. Por ejemplo, en su informe provisio-
nal al Institut de droit international sobre los efectos de 
los conflictos armados en los tratados, el relator Bengt 
Broms concluyó que «en lo que respecta a los tratados 
bilaterales, aparentemente la norma básica que se debe 
recomendar es que solo la imposibilidad superviniente 
de cumplimiento debería dar lugar a su suspensión 
durante el conflicto armado»486. Igualmente, Sonnen-
feld manifestó que, cuando el conflicto armado afecta 
un tratado, «no es tanto “el hecho de que ha estallado 
una guerra, sino más bien [...] la imposibilidad* de apli-
car el tratado, debido al cambio en las condiciones que 
presidieron su concertación”» lo que afecta el tratado487. 
Pero, al igual que con la doctrina rebus sic stantibus, se 
parte de la base de que la doctrina de la imposibilidad 
se debe invocar; no se aplica automáticamente. Todavía 
es debatible si el efecto de un conflicto armado en los 
tratados funciona automáticamente, con lo cual se dis-
tinguiría de esas demás doctrinas, o si también debe ser 
invocado por los Estados partes interesados.

F.  Cláusula Martens

140.  La cláusula Martens, que apareció originalmente 
en el preámbulo de la Convención II de La Haya relativa a 
las Leyes y Costumbres de la Guerra Terrestre de 1899488, 

484 Legality of the Threat or Use of Nuclear Weapons, opinión con-
sultiva (véase la nota 85 supra), párr. 89.

485 Convención de Viena de 1969, art. 61, párr. 1. «La imposibilidad 
de cumplimiento no podrá alegarse por una de las partes como causa 
para dar por terminado un tratado, retirarse de él o suspender su apli-
cación si resulta de una violación, por la parte que la alegue, de una 
obligación nacida del tratado o de toda otra obligación internacional 
con respecto a cualquier otra parte en el tratado» (párr. 2).

486 Estudio del Institut de droit international (véase la nota 18 supra), 
vol. 59-I, pág. 218.

487 Sonnenfeld (nota 265 supra), pág. 109 (cita a Nahlik, Wstęp do 
nauki prawa międzynarodowego [Introducción a la ciencia del derecho 
internacional], Varsovia, 1967, pág. 301).

488 Tarasofsky (nota  71 supra), pág.  32 (cita a J. B. Scott (ed.), 
The Hague Conventions and Declarations of 1899 and 1907, 2ª  ed., 
Nueva York, Oxford University Press, 1915, pág. 100).
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y se repitió en los cuatro Convenios de Ginebra de 1949489, 
sus Protocolos Adicionales de 1977490, y el preámbulo de 
la Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del 
Empleo de Ciertas Armas Convencionales que Puedan 
Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indis-
criminados491, establece que los «dictados de la conciencia 
pública»492, según se hubieran desarrollado en el derecho 
consuetudinario, establecen una protección adicional para 
las poblaciones y los beligerantes que «se aplicaría incluso 
a los Estados que no estuvieran obligados por los Conve-
nios de Ginebra en virtud del derecho de los tratados»493.

141.  El Tribunal de Núremberg confirmó la importan-
cia jurídica de la cláusula y destacó que era «mucho más 
que una declaración piadosa»494. La Corte Internacional 
de Justicia ha manifestado que la cláusula misma forma 
parte del derecho internacional consuetudinario495. 
Algunos doctrinarios dicen que la disposición sobre 
los «dictados de la conciencia pública» que figura en la 
cláusula Martens incluye las preocupaciones ambien-
tales, según se han codificado en los tratados sobre el 
medio ambiente496. Sin embargo, otros estudiosos497 y 

489 Convenio de Ginebra para Aliviar la Suerte que Corren los Heri-
dos y los Enfermos de las Fuerzas Armadas en Campaña (Convenio I), 
art. 63; Convenio de Ginebra para Aliviar la Suerte que Corren los Heri-
dos, los Enfermos y los Náufragos de las Fuerzas Armadas en el Mar 
(Convenio II), art. 62; Convenio de Ginebra relativo al Trato Debido a 
los Prisioneros de Guerra (Convenio III), art. 142; y Convenio de Gine-
bra relativo a la Protección Debida a las Personas Civiles en Tiempo de 
Guerra (Convenio IV), art. 158.

490 Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de Agosto 
de 1949 relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Arma-
dos Internacionales (Protocolo I), art. 1, párr. 2; y Protocolo Adicional 
a los Convenios de Ginebra de 12 de Agosto de 1949 relativo a la Pro-
tección de las Víctimas de los Conflictos Armados Sin Carácter Inter-
nacional (Protocolo II), cuarto párrafo del preámbulo.

491 Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de 
Ciertas Armas Convencionales que Puedan Considerarse Excesiva-
mente Nocivas o de Efectos Indiscriminados, de 10 de octubre de 1980, 
quinto párrafo del preámbulo.

492 El texto de la cláusula Martens de 1899 es el siguiente: «Hasta 
que se dicte un código más completo de las leyes de la guerra, las 
Altas Partes Contratantes consideran correcto declarar que en los 
casos no incluidos en las normas adoptadas por ellas, las poblacio-
nes y los beligerantes siguen protegidos por los principios de dere-
cho internacional, según resulten de los usos establecidos entre las 
naciones civilizadas, de las leyes humanitarias, y de las necesidades 
de la conciencia pública» (reproducido en Tarasofsky (nota 71 supra), 
pág. 33). En la versión de 1907 se cambiaron algunas pocas palabras, 
pero su significado permaneció básicamente sin alteraciones. Véase T. 
Meron, «The Martens Clause, principles of humanity, and dictates of 
public conscience», American Journal of International Law, vol. 94 
(2000), págs. 78 a 89, en especial págs. 78 y 79. En los Convenios 
de Ginebra de 1949 y sus Protocolos Adicionales el objetivo de la 
cláusula se centra en garantizar que el derecho humanitario se aplique 
como derecho internacional consuetudinario, incluso a los Estados 
que traten de denunciar los convenios de derecho humanitario. Véase 
Meron, supra, págs. 80 y 81.

493 Meron, «The Martens Clause...» (nota 492 supra), pág. 80.
494 Ibíd. (cita el caso Krupp and others, 15 AD 620, 622 (U.S. Mili-

tary Tribunals 1948)).
495 Legality of the Threat or Use of Nuclear Weapons, opinión con-

sultiva (véase la nota 85 supra), párr. 84.
496 Tarasofsky (nota 71 supra), pág. 35; Simonds (nota 114 supra), 

pág. 188; Bothe (nota 199 supra), pág. 56.
497 Para una crítica enérgica de la cláusula Martens, véase A.  

Cassese, «The Martens Clause: half a loaf or simply pie in the sky?», 
European Journal of International Law, vol.  11, núm.  1 (2000), 
págs.  187 a 216. Véase también Meron «The Martens Clause...» 
(nota  492 supra), pág.  88 («Sin embargo, la cláusula Martens no 
nos permite construir castillos de arena [...] es más fácil lograr la 

gobiernos498 insisten en que no se debe dar a la cláusula 
Martens una interpretación excesivamente amplia.

142.  En el caso Actividades militares y paramilitares 
en Nicaragua y contra Nicaragua, la Corte Internacio-
nal de Justicia dejó bien en claro que «incluso si dos 
normas pertenecientes a dos fuentes de derecho inter-
nacional tuvieran aparentemente un contenido idéntico, 
e incluso si los Estados en cuestión estuviesen obliga-
dos por esas normas tanto a nivel del derecho de los tra-
tados como del derecho internacional consuetudinario, 
esas normas mantienen una existencia separada»499. A 
los fines del presente estudio, la cuestión es si en reali-
dad la cláusula Martens tiene un efecto jurídico en los 
tratados que representan los «dictados de la conciencia 
pública», con lo cual los tratados mismos se aplicarían 
durante un conflicto armado500, o si simplemente tiene 
influencia sobre la medida en que esos tratados se con-
vertirán en derecho internacional consuetudinario apli-
cable durante un conflicto armado, una fuente única del 
derecho, sin que en realidad se apliquen ellos mismos. 
La redacción de la cláusula Martens en los Convenios 
de Ginebra de 1949 y en los Protocolos Adicionales de 
1977 respaldan la opinión de que su fin es aclarar que 
el derecho internacional humanitario consuetudinario 
se aplica durante un conflicto armado501, guiando al 
jurista para buscar a ese derecho en los «dictados de la 
conciencia pública». ¿Pero cuál es el efecto resultante 
en los tratados que codifican esa conciencia pública? Si 
bien la cláusula se aplicaría al derecho ambiental y las 
normas de derechos humanos, se lo haría como dere-
cho internacional consuetudinario; la cuestión de si los 
tratados mismos se aplican durante un conflicto armado 
seguiría sin respuesta.

prohibición de armas y métodos de guerra especialmente objetables 
aplicando principios tan aceptados generalmente del derecho huma-
nitario como la exigencia de la distinción y la proporcionalidad y la 
prohibición del sufrimiento innecesario, más que estirando la cláusula 
Martens más allá de límites razonables»).

498 El Departamento del Ejército de los Estados Unidos manifestó 
en una publicación que «en el derecho internacional el uso de frases tan 
amplias en realidad entraña un mayor apoyo en las normas morales y en 
la opinión pública» (United States Department of the Army Pamphlet 
No. 27-161-2 (1962), International Law, vol. II, pág. 15, citado en T. 
Meron, Human Rights and Humanitarian Norms as Customary Law, 
Oxford, Clarendon Press, 1989, pág. 36). 

499 Military and Paramilitary Activities in and against Nicaragua, 
fondo, fallo de 27 de junio de 1986 (véase la nota 259 supra), pág. 95, 
párr. 178.

500 Aparentemente esta es la posición de las Islas Salomón y Aus-
tralia en la opinión consultiva de la Corte Internacional de Justicia 
en el asunto Legality of the Threat or Use of Nuclear Weapons (véase 
la nota 85 supra). Ambos Estados invocaran la cláusula Martens y 
se basaron en tratados internacionales de derechos humanos y sobre 
el medio ambiente para argumentar en pro de la ilegalidad de las 
armas nucleares desde el punto de vista ambiental y de los derechos 
humanos. Véanse las notas 217 a 225 supra y el texto conexo (en 
que se examina la presentación escrita de las Islas Salomón); véase 
también Meron, «The Martens Clause...» (nota 492 supra), pág. 84, 
que cita la Corte Internacional de Justicia, solicitudes de opiniones 
consultivas sobre la legalidad de las armas nucleares, declaración 
de Australia, Australian Year Book of International Law, vol.  17 
(1996), págs. 685, 699 y 703 (en donde se examina la presentación 
oral de Australia).

501 Meron, «The Martens Clause...» (nota 492 supra), pág. 87 («Se 
conviene en general que, como mínimo, la cláusula significa que la 
adopción de un tratado en que se regulan aspectos particulares del dere-
cho de la guerra no priva a las personas afectadas de la protección de las 
normas de derecho humanitario consuetudinario que no se incluyeron 
en la codificación»).
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Capítulo VI

Otras cuestiones contemporáneas

A.	 Conflicto armado en el contexto de operaciones 
relacionadas con el Capítulo VII de la Carta de las 
Naciones Unidas

143.  Las obligaciones contraídas entre Estados Miem-
bros de las Naciones Unidas en virtud de tratados exis-
tentes que no sean «coherentes con las medidas de 
cumplimiento adoptadas en virtud de una decisión del 
Consejo de Seguridad no deben ser necesariamente 
observadas por Estados Miembros que cooperan entre 
sí»502. Jessup escribió que «no se puede dudar de que 
las medidas adoptadas por un [Estado] Miembro [de las 
Naciones Unidas] en cumplimiento de [una decisión del 
Consejo de Seguridad adoptada con arreglo al Capítulo 
VII de la Carta Naciones Unidas] justificarían cualquier 
incumplimiento incidental de una obligación en vir-
tud de un tratado en que se estableciera la libertad de 
relaciones comerciales o de comunicaciones»503. Igual-
mente, Goodrich y Hambro han observado que «quizás 
suceda que [...] otros acuerdos internacionales, como 
los acuerdos comerciales y los convenios postales, se 
deban violar en razón de las medidas necesarias para dar 
vigor a una decisión del Consejo [adoptada con arreglo 
al Capítulo VII] [...] La [...] situación está contemplada 
directamente en la Carta. El Artículo 103 establece que, 
en caso de conflicto entre las obligaciones contraídas por 
los Miembros de las Naciones  Unidas en virtud de la 
Carta y sus obligaciones contraídas en virtud de cual-
quier otro Convenio Internacional, prevalecerán las obli-
gaciones impuestas por la Carta»504.

144.  El examen de los trabajos preparatorios de la Carta 
de las Naciones Unidas indica sin ninguna duda que los 
redactores preveían que el Artículo 103 se aplicaría no 
solo a la Carta misma, sino también a la aplicación de la 
Carta en casos como los previstos en el Capítulo VII. En 
la Conferencia de San Francisco, cuando Noruega pre-
sentó una propuesta de adición a la sección que en defi-
nitiva se convertiría en el Artículo 41, aclarando que las 
medidas adoptadas en virtud de dicho artículo  «tienen 
precedencia sobre la ejecución de disposiciones inclui-
das en tratados comerciales o de otro tipo»505, se aplazó 
el debate hasta que el Comité de Problemas Jurídicos, 
encargado de redactar el Artículo 103, pudiera examinar 
la cuestión506. En su informe, el Comité manifestó que, 
al aplicar el Artículo 103, «es irrelevante si el conflicto 
surgió debido a una incoherencia intrínseca entre dos 
categorías de obligaciones [es decir, incoherencia entre 
un tratado y la Carta misma] o a resultas de la aplica-
ción de las disposiciones de la Carta en circunstancias 

502 Layton (nota 39 supra), pág. 112.
503 Ph. C. Jessup, A Modern Law of Nations. An Introduction, 

Nueva York, MacMillan, 1948, pág.  153 (citado en Layton (nota  39 
supra), pág. 112).

504 L. M. Goodrich y E. Hambro, Charter of the United  Nations. 
Commentary and Documents, 2ª ed. rev., Londres, Stevens and Sons, 
1949, pág. 278 (citado en Layton (nota 39 supra), pág. 112).

505 Layton (nota 39 supra), pág. 110 (cita el documento 289, III/3/11, 
Documents of the United Nations Conference on International Organi-
zation, San Francisco, 1945, vol. XII, pág. 607).

506 Layton (nota 39 supra), pág. 111.

determinadas: por ejemplo, en el caso en que se apli-
can sanciones económicas contra un Estado que obtiene 
beneficios o ventajas de tratados anteriores contrarios a 
dichas sanciones»507.

145.  En consecuencia, los redactores de la Carta dejaron 
perfectamente en claro que las obligaciones asumidas en 
aplicación del Capítulo VII deben prevalecer508 sobre las 
obligaciones asumidas en virtud de cualquier otro acuerdo 
internacional509. La resolución del Institut de droit inter-
national sobre los efectos de los conflictos armados en los 
tratados dedica uno de sus artículos de fondo a la cuestión, 
manifestando que «[u]n Estado que cumpla una resolu-
ción del Consejo de Seguridad de las Naciones  Unidas 
[con arreglo al Capítulo VII de la Carta] deberá dejar sin 
efecto o suspender la aplicación de un tratado que sea 
incompatible con dicha resolución»510. Frente a esos ante-
cedentes, recientemente se ha dicho que, como las opera-
ciones realizadas con arreglo al Capítulo VII «tienen por 
objeto restablecer el orden jurídico, se considera que úni-
camente suspenden las obligaciones asumidas en virtud 
de un tratado en los casos en que el uso de la fuerza haga 
que en los hechos su cumplimiento sea imposible»511. 

B.  Hostilidades internas

146.  Si el efecto de los conflictos armados en los tra-
tados sigue siendo un ámbito impreciso del derecho 
internacional, el efecto de las hostilidades internas en 
los tratados lo es todavía más512. Pero, habida cuenta 

507 Ibíd. (cita el «Report of the Rapporteur of Committee IV/2» 
(documento 933, IV/2/42), Documents of the United  Nations Confe-
rence on International Organization, San Francisco, 1945, vol. XIII, 
pág. 708).

508 Layton observa que el Artículo 103 no establece la abrogación 
automática de tratados en conflicto, sino que «prevalecerán» las obliga-
ciones impuestas por la Carta. Al redactar el Artículo 103, el Comité de 
Problemas Jurídicos «decidió que no sería aconsejable establecer que la 
Carta abrogara automáticamente las obligaciones que no se adecuaran 
a sus términos. Se consideró preferible que la norma dependiera de un 
conflicto entre dos categorías de obligaciones y que estuviera vincu-
lada a ello. En tal caso, las obligaciones en virtud de la Carta tendrían 
preeminencia y excluirían a cualquier otra» (Layton (nota 39 supra), 
págs. 111 y 112 (cita el «Report of the Rapporteur of Committee IV/2» 
(nota 507 supra), pág. 707)).

509 Sin embargo, Layton señala que «un problema importante de la 
Carta radica en determinar cuándo surge un “conflicto” entre dos con-
juntos de obligaciones» (Layton (nota 39 supra), pág. 113).

510 Resolución del Institut de droit international de 1985 sobre los 
efectos de los conflictos armados en los tratados (véase la nota  19 
supra), art. 8.

511 Delbrück (nota 6 supra), pág. 1372. Véase también Encyclopedia 
of the United Nations… (nota 321 supra), vol. 3, pág. 2141 (al describir 
la suspensión de las operaciones en Somalia con arreglo al Capítulo 
VII a resultas de una abrumadora injerencia en las actividades las 
Naciones Unidas por parte de los rebeldes somalíes. En consecuencia, 
en ese caso presumiblemente las hostilidades internas tuvieron efectos 
en un tratado que establecía una operación de las Naciones Unidas de 
mantenimiento de la paz).

512 A. Graham, «The effects of domestic hostilities on public and 
private international agreements: a tentative approach», Western Law 
Review, vol. 3 (1964), págs. 128 a 148, en pág. 148 («El problema del 
efecto de una revolución en los tratados [...] no se ha debatido sufi-
cientemente [...] a ese respecto, sigue habiendo un vacío en el derecho 
internacional»).
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del «extraordinario aumento del número de guerras 
civiles»513, que en la actualidad constituyen la gran 
mayoría de todos los conflictos armados del mundo, 
en un estudio completo de los efectos de los conflictos 
armados en los tratados no se pueden ignorar las hosti-
lidades internas.

147.  El punto más importante que se debe establecer 
es que las hostilidades internas pueden afectar los trata-
dos internacionales, y de hecho lo hacen. Aunque en la 
doctrina normalmente se considera tanto la aplicación 
del derecho internacional humanitario514 y de las normas 
de derechos humanos515 a las hostilidades internas, sería 
un error terminar aquí el estudio; los conflictos internos 
pueden tener un efecto importante en todas las clases de 
tratados, al alterar otras circunstancias necesarias para la 
ejecución del tratado en el país en donde se produce el 
conflicto interno, o incluso en los países vecinos516. Por 
ejemplo, Graham dice que si dos países 

celebran un tratado para la venta de energía hidroeléctrica y las 
plantas generadoras caen en manos de los insurgentes, podría haber 
fundamentos para invocar la cláusula rebus sic stantibus. 

El problema más difícil se planteará si el tratado no está afectado 
directamente por la revolución, sino solo de manera indirecta. Por 
ejemplo, si [los países] A y B convienen en prestarse asistencia mutua 
en caso de ataque por una potencia extranjera y A está empleando todo 
su poderío militar para luchar contra una revolución interna, ¿existe 
fundamento suficiente para repudiar el tratado? El país A tendría un 
argumento muy sólido en su favor si afirmara que un presupuesto del 
tratado es que habría de contar con un excedente de efectivos militares 
y que la existencia de la situación revolucionaria en su país ha alterado 
materialmente ese hecho517.

513 A. Cassese, «A tentative appraisal of the old and the new humanita-
rian law of armed conflict», en A. Cassese (ed.), The New Humanitarian 
Law of Armed Conflict, Nápoles, Scientifica, 1979, págs. 461 y ss., en 
pág. 462.

514 Véase, por ejemplo, J. N. Moore (ed.), Law and Civil War in 
the Modern World, Baltimore/Londres, The Johns Hopkins University 
Press, 1974; K. Suter, An International Law of Guerrilla Warfare – The 
Global Politics of Law-Making, Londres, Frances Pinter, 1984; G. I. 
A. D. Draper, «Humanitarian law and internal armed conflicts», Geor-
gia Journal of International and Comparative Law, vol.  13 (1983), 
págs. 253 a 277.

515 Después de señalar la cada vez mayor convergencia de las nor-
mas de derechos humanos y el derecho internacional humanitario 
(véase la nota 115 supra), Reinhard Hassenpflug argumenta que esta 
«fusión de normas de derechos humanos y derecho humanitario se 
corresponde a la necesidad de otorgar la mayor protección posible, 
en particular a las víctimas de conflictos armados no internacionales e 
internos» (R. Haβenpflug, «Comment», German Yearbook of Interna-
tional Law, vol. 45 (2002), págs. 78 a 81, en pág. 78). Véase también 
T. Meron, Human Rights in Internal Strife: Their International Pro-
tection, Cambridge, Grotius, 1987; C. Sepúlveda, «Interrelationships 
in the implementation and enforcement of internacional humanitarian 
law and human rights law», Conference on International Humanitarian 
and Human Rigths Law in Non-International Armed Conflicts, 12-13 
April 1983 [Relaciones mutuas en la aplicación y ejecución del derecho 
internacional humanitario y las normas de derechos humanos, Confe-
rencia sobre derecho internacional humanitario y normas de derechos 
humanos en conflictos armados no internacionales, 12 y 13  de abril 
de  1983], American University Law Review, vol.  33 (1983-1984), 
págs.  117 a 124; H.-P. Gasser, «International humanitarian law and 
human rights law in non-international armed conflict: joint venture or 
mutual exclusion?», German Yearbook of International Law, vol.  45 
(2002), págs. 149 a 162.

516 Graham (nota 512 supra), pág. 131 («Los incidentes de una gue-
rra civil son muy análogos a los de una guerra mundial y, en muchos 
aspectos, los efectos prácticos en los contratos y los tratados serán los 
mismos»).

517 Ibíd., pág. 137.

148.  En consecuencia, las hostilidades internas pueden 
funcionar de manera muy similar a un conflicto interna-
cional, afectando a toda la gama de tipos de tratado exami-
nados en el capítulo II supra. Graham prosigue el examen 
de la doctrina rebus sic stantibus en relación con las hosti-
lidades internas prácticamente de la misma manera en que 
se examinó en el capítulo V, secc. A supra en relación con 
los conflictos internacionales.

149.  Existen varios ejemplos concretos de los efectos 
de los conflictos internos. En primer lugar, Bernard Fires-
tone señala que la guerra civil en el Yemen tuvo repercu-
siones en todo el Oriente Medio518. En segundo término, 
en 1975 el Secretario General Kurt Waldheim utilizó las 
facultades que le concedía el Artículo 99 de la Carta de 
las Naciones  Unidas para plantear ante el Consejo de 
Seguridad la cuestión de la guerra civil en el Líbano, con 
fundamento en que «el continuo deterioro en la situación 
en el Líbano tenía consecuencias que se extendían más 
allá de la frontera de ese país»519. Aunque esa referencia 
es amplia, es posible que algunas de esas consecuencias 
incluyeran efectos en los tratados. En tercer lugar, la gue-
rra civil en Guinea-Bissau hizo que los Estados Unidos 
de América suspendieran su programa de asistencia con 
el Peace Corps en ese país520. En cuarto término, los Paí-
ses Bajos suspendieron tratados bilaterales con Suriname 
debido a las hostilidades internas ocurridas en ese país 
en 1982521. Por último, las hostilidades internas en la ex-
Yugoslavia afectaron múltiples tratados entre Yugoslavia 
y varios países de Europa522. En consecuencia, hay pocas 
dudas de que los conflictos internos pueden tener efectos 
importantes en las relaciones interestatales basadas en los 
tratados.

C.  La distinción entre tratados 
bilaterales y multilaterales

150.  Al examinar los efectos de los conflictos armados 
en los tratados, los comentaristas han tratado de distinguir 
entre tratados bilaterales, como más susceptibles a la sus-
pensión o abrogación, y tratados multilaterales, como más 
resistentes. Por ejemplo, Jenks dijo que «en la actualidad 
se admite generalmente que la guerra no tiene los mismos 
efectos en los tratados legislativos multilaterales que en 
los contractuales bilaterales»523. En ese mismo sentido, 
Robert Tucker manifestó que 

Al considerar los efectos de la guerra en los tratados es útil, y pro-
bablemente necesario, distinguir entre los tratados en que participan 
como partes un gran número de Estados además de los beligerantes, 
y los tratados bilaterales en que solo son signatarios los beligerantes. 
En cuanto a esta última categoría, aparentemente la práctica reciente 
indica que, aparte de aquellos tratados previstos especialmente para 
tener vigor en época de guerra, el estallido de la guerra tiene el efecto 
de anularlos. Aun en el caso de aquellos tratados bilaterales previstos 
para establecer un estado permanente de las cosas, nada impide que un 
beligerante victorioso los disuelva en el tratado de paz. Sin embargo, 

518 B. J. Firestone, The United Nations under U Thant, 1961-1971, 
Lanham/Londres, Scarecrow Press, 2001, pág. 28.

519 J. D. Ryan, The United  Nations under Kurt Waldheim, 1972-
1981, Lanham/Londres, Scarecrow Press, 2001, pág. 75.

520 Véase el párrafo 110 supra.
521 Véase el párrafo 90 supra.
522 Véanse los párrafos 111 y 112 supra.
523 C. W. Jenks, «State succession in respect of law-making trea-

ties», British Year Book of International Law 1952, vol. 29, págs. 105 
a 144, en pág. 120.
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en lo que respecta a la primera categoría, aparentemente no se puede 
considerar que el estallido de la guerra dé lugar a la abrogación de tra-
tados que incluyan como partes a Estados que no participan en la guerra 
(por ejemplo, el Tratado que Establece la Unión Postal Universal, la 
seguridad de la navegación en el mar, etc.). Esos tratados multilaterales 
siguen siendo vinculantes no solo entre los Estados que no participan 
en la guerra, sino entre los beligerantes y los no participantes. Entre los 
beligerantes, quizás se suspendan en todo o en parte, según lo exijan las 
necesidades de la guerra524.

151.  No obstante, aparentemente en la práctica de los 
Estados esta clara dicotomía entre tratados bilaterales y 
multilaterales se está esfumando, según lo demuestra una 
comparación de los tratados de paz de la Segunda Gue-
rra Mundial con los que siguieron a la Primera Guerra 
Mundial:

La redacción [del Tratado de Paz con Italia] de 1947 y [del Tratado 
de Paz con el Japón de] 1951 aparentemente refleja la cada vez mayor 
tendencia a considerar que la mayoría de los tratados sobreviven al 
estallido de la guerra. Ello es especialmente cierto en relación con 
varios tratados bilaterales. Después de la Segunda Guerra Mundial, se 
cambió la redacción del artículo destinado a revivir los tratados bilate-
rales a fin de incluir ya sea la expresión «mantener en vigor o revivir» 
o bien la frase «continuar en vigor o revivir», más que simplemente 
«revivir», que era lo que ocurría en los tratados de paz posteriores a la 
Primera guerra mundial. Asimismo, en los casos en que los tratados de 
paz de la Primera guerra mundial habían establecido que los tratados 
que no se hubieran revivido «estaban abrogados y así permanecerían», 
en los tratados de paz de la Segunda Guerra Mundial se estableció que 
los tratados que no eran objeto de notificación «serán considerados 
abrogados»525.

152.  Es así que, aunque después de las dos guerras 
mundiales todavía se consideraba que los tratados mul-
tilaterales eran más resistentes que los bilaterales526, se 
reconoció una mayor resistencia en los tratados bilate-
rales. Aparentemente esa tendencia ha continuado. Más 
que adaptar la anterior distinción entre tratados multi-
laterales y bilaterales, varios comentaristas modernos 
sobre los efectos de los conflictos armados en los trata-
dos adoptaron un criterio con más matices, examinando 
cuál era el tema de que se ocupaba verdaderamente el 
tratado, más que el número de partes527. Ese criterio 
demuestra que, si bien muchos de los tratados más resis-
tentes son multilaterales, no se puede presumir que un 
tratado multilateral tendrá probablemente siempre más 

524 Kelsen, Principles of International Law, 2ª ed. rev. (Tucker, ed.) 
(nota 28 supra), pág. 501.

525 McIntyre (nota 7 supra), págs. 332 y 333 (señalando que «no hay 
manera de saber con seguridad si la abrogación se produjo al momento 
en que estalló la guerra, al momento en que entró en vigor el tratado 
de paz, o al finalizar el período en que se permitía volver a dar vigor al 
tratado»). Véase también ibíd., pág. 349.

526 O’Connell escribe que, después de la conclusión de ambas gue-
rras mundiales «el principio general ha sido considerar abrogados a 
todos los tratados bilaterales, excepto aquellos a los que cada una de 
las Potencias Aliadas notifique al signatario vencido su deseo de que 
continúe en vigor o de volver a darle vigor [...] [mientras que] los con-
venios multilaterales siguen sin ser afectados por la guerra, excepto en 
la medida en que los beligerantes podrán suspender su ejecución en 
relación con ellos mismos si las necesidades de la guerra los obligan a 
hacerlo» (O’Connell, «Legal aspects of the Peace Treaty...» (nota 248 
supra), pág. 429) (se han omitido las notas).

527 Véase, por ejemplo, el criterio aplicado en 1982 por Delbrück 
(nota 6 supra) y el criterio aplicado en 1961 por McNair, The Law of 
Treaties (nota 36 supra). Del mismo modo, en la resolución del Institut 
de droit international no se hacen distinciones entre los efectos del con-
flicto armado en un tratado bilateral entre un beligerante y un neutral 
y los efectos de un conflicto armado en un tratado multilateral entre 
beligerantes y neutrales (resolución del Institut de droit international de 
1985 sobre los efectos de los conflictos armados en los tratados (nota 19 
supra), art. 5).

posibilidades que uno bilateral de resistir un conflicto 
armado. Por ejemplo, un tratado bilateral que establezca 
un régimen permanente podría ser más resistente que un 
tratado ambiental multilateral que no se adecue al prin-
cipio de proporcionalidad. Del mismo modo, un tratado 
bilateral sobre reconocimiento recíproco de derechos 
sucesorios podría fácilmente resultar más resistente que 
un tratado multilateral de extradición que se oponga a la 
política nacional del conflicto armado. En consecuencia, 
un criterio de clasificación exhaustivo es superior a una 
generalización sobre los tratados basada en el número de 
quiénes son partes en él.

D.  Divisibilidad de artículos determinados

153.  En virtud del derecho general de los tratados, 
codificado en el artículo 44 de la Convención de Viena 
de 1969, la suspensión o abrogación solo se aplica a la 
totalidad del tratado, «a menos que el tratado disponga 
o las partes convengan otra cosa al respecto»528. Se hace 
una excepción en cuanto al fundamento de la abrogación 
o suspensión relativa a cláusulas determinadas, pero úni-
camente cuando «dichas cláusulas sean separables del 
resto del tratado en lo que respecta a su aplicación; [...] 
[dichas cláusulas no sean] una base esencial de su con-
sentimiento en obligarse por el tratado en su conjunto; 
y [...] la continuación del cumplimiento del resto del 
tratado no sea injusta»529. Un comentarista ha señalado 
que «como “esas tres condiciones son acumulativas”, el 
principio de la integridad del tratado prevalece abruma-
doramente en caso de que se produzca un cambio funda-
mental de las circunstancias»530. Del mismo modo, Aust 
comentó en su reciente obra sobre los tratados que de 
por sí la segunda condición sería muy difícil de cumplir 
y «exigiría que se examinara el tema a que se referían 
las cláusulas, su relación con las otras cláusulas y quizás 
también los trabajos preparatorios y las circunstancias 
de la concertación del tratado»531.

154.  Teniendo presente que, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 73 de la Convención de Viena 
de 1969, «[l]as disposiciones de la presente Convención 
no prejuzgarán ninguna cuestión que con relación a un 
tratado pueda surgir como consecuencia [...] de la rup-
tura de hostilidades entre Estados», se plantea la cues-
tión de en qué medida se puede mantener la doctrina de 
la divisibilidad establecida en el artículo 44 de la Con-
vención. Bajo la influencia del principio pacta sunt ser-
vanda, se tiene la impresión de que los tribunales y los 
doctrinarios que examinaron la cuestión del efecto de 

528 Artículo 44, párr. 1; véase también Aust (nota 28 supra), pág. 248.
529 El texto completo de la excepción establece que si la causa de 

la abrogación o suspensión «se refiere solo a determinadas cláusulas, 
no podrá alegarse sino con respecto a esas cláusulas cuando: a) dichas 
cláusulas sean separables del resto del tratado en lo que respecta a su 
aplicación; b) se desprenda del tratado o conste de otro modo que la 
aceptación de esas cláusulas no ha constituido para la otra parte o las 
otras partes en el tratado una base esencial de su consentimiento en 
obligarse por el tratado en su conjunto; y c) la continuación del cumpli-
miento del resto del tratado no sea injusta» (art. 44, párr. 3).

530 E. Zoller, «The “corporate will” of the United Nations and the 
rights of the minority», American Journal of International Law, vol. 81 
(1987), págs.  610 a 634, en pág.  629 (cita a I. Sinclair, The Vienna 
Convention on the Law of Treaties, 2.ª ed. rev., Manchester, Manchester 
University Press, 1984, pág. 166).

531 Aust (nota 28 supra), pág. 248.
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los conflictos armados en los tratados han estado más 
dispuestos a permitir la divisibilidad de las disposicio-
nes de los tratados que los autores de la Convención. 
Por ejemplo, McIntyre informa de que, en la Segunda 
Guerra Mundial, 

la práctica de los Estados Unidos acepta la divisibilidad de los artículos 
de un tratado, a menos que formen parte de un todo indisoluble que 
dependa para su validez del funcionamiento continuo de cada uno de 
sus componentes. Ese principio es aceptado en la actualidad por los 
doctrinarios y por quienes practican el derecho, y varía mucho de la 
opinión sostenida previamente por escritores como Vattel. La práctica 
reciente del poder ejecutivo y de los tribunales indica que el principio 
de divisibilidad puede incluso llevarse todavía un paso más adelante: 
que cuando determinadas partes del artículo concreto no son estrecha-
mente interdependientes, es posible considerar el efecto de la guerra en 
las partes individuales532.

155.  En ese mismo sentido, en la histórica decisión 
Techt v. Hughes adoptada en los Estados Unidos en lo que 
respecta a los efectos de los conflictos armados en los tra-
tados, el Magistrado Cardozo afirmó: 

no les corresponde denunciar los tratados en general, en bloque. La 
parte que les corresponde es, en la medida en que una u otra disposi-
ción participe en una controversia real que tengan ante sí, determinar 
si, por sí mismas, o en virtud de su relación con un plan inseparable, la 
disposición no es coherente con la política o la seguridad de la nación 
ante la emergencia de una guerra y, en consecuencia, se debe presumir 
que se limitaba a las épocas de paz. El mero hecho de que otras partes 
del tratado estén suspendidas, o incluso abrogadas, no es decisivo. El 
tratado no pierde vigor en su totalidad a menos que tenga la naturaleza 
de un acto indivisible533.

156.  Aunque en esos dos ejemplos quizás simplemente 
se refleje lo que previamente se entendía sobre la divisibi-
lidad en general de las disposiciones de un tratado, que ha 
evolucionado desde entonces, o quizá solo represente la 
opinión de un Estado, hay razones para pensar que entra-
ñan una mayor voluntad de dividir los tratados cuando se 
trata del efecto de los conflictos armados en los tratados. 
En su comentario a lo que pasó a ser el artículo 44 de la 
Convención de Viena de 1969, la Comisión dijo: 

La divisibilidad de las disposiciones de un tratado se estudiaba hasta 
hace relativamente poco tiempo casi de manera exclusiva en relación 
con el derecho a poner término a un tratado a causa de una violación 
cometida por la otra parte. Sin embargo, algunos autores modernos han 
defendido el reconocimiento del principio de la divisibilidad [...] para 
determinar los efectos de la guerra sobre los tratados. Han aducido que 
en algunos casos se puede suprimir una disposición del tratado o sus-
pender su aplicación sin que se altere necesariamente el equilibrio de 
derechos y obligaciones establecido por las demás disposiciones del 
tratado. Esos autores citan en apoyo de sus afirmaciones determinadas 
decisiones de la Corte Permanente de Justicia Internacional relativas a 
la interpretación de las partes de un tratado que sean independientes534.

157.  En consecuencia, es posible que la divisibilidad de 
las disposiciones de un tratado en el caso del efecto de los 
conflictos armados en los tratados sea diferente de la que 
se encuentra en el derecho internacional general codifi-
cado en la Convención de Viena de 1969. Para adoptar 
esa determinación, será necesario recibir las opiniones de 
los Estados partes.

532 McIntyre (nota 7 supra), pág. 22 (se han omitido las notas).
533 Techt (véase la nota 45 supra), pág. 243 (seguido en esta pro-

puesta por la Corte Suprema de los Estados Unidos en Clark (véase la 
nota 46 supra), págs. 509 y 510).

534 Anuario…  1966, vol.  II, documento A/6309/Rev.1 (Parte  II), 
pág. 260, comentario del proyecto de artículo 41, párr. 1 (se citan el 
asunto de las Zonas Francas, P.C.I.J., Series A/B, núm. 46, pág. 140; y 
el asunto «Wimbledon» (nota 48 supra), pág. 24).

E.  Duración de la suspensión del tratado

158.  Otra cuestión conexa a la suspensión de un tratado 
en caso de conflicto armado es su duración. En su análisis 
sobre los efectos de la Primera Guerra Mundial en los tra-
tados, Tomin examinó cabalmente esa cuestión. Concluyó 
que, aunque había una tendencia hacia la reanudación total 
de las obligaciones asumidas en el tratado suspendido 
lo antes posible, la naturaleza del tratado también era un 
factor importante: mientras que los tratados de naturaleza 
técnica en general se reanudaban de manera inmediata, era 
probable que aquellos en cuya redacción «había habido un 
cierto tipo de negociación política quizás fueran revalua-
dos a la luz de los cambios provocados por la guerra, y 
bien se los modificaría o se los dejaría sin efecto»535. En 
su análisis amplio del efecto de la Segunda Guerra Mun-
dial en los tratados, McIntyre concluyó que «como norma 
general, aparentemente los tratados bipartitos suspendidos 
no se revivían automáticamente con la cesación de las hos-
tilidades. La mayor parte de ellos volvió a tener pleno vigor 
a resultas de un acuerdo especial o de una medida adoptada 
a tal efecto en virtud de los tratados de paz, y usualmente se 
seguía el procedimiento mencionado en último término»536. 
En los tratados multilaterales no se necesita esa reanudación 
expresa; en los casos en que se los suspendía, se entendía 
que volvían a adquirir vigor automáticamente al concluir 
las hostilidades537. En consecuencia, la práctica general 
seguida después de la Segunda Guerra Mundial es que los 
tratados multilaterales suspendidos vuelven a tener vigor 
automáticamente después del conflicto armado, mientras 
que para los tratados bilaterales suspendidos se necesita su 
reanudación expresa538.

159.  La práctica moderna en lo que respecta a la dura-
ción de la suspensión del tratado ya no se centra más en 
la distinción entre tratados bilaterales y multilaterales. 
Delbrück ha escrito que «se considerará que la suspen-
sión termina, y vuelven a tener vigor las obligaciones 
del tratado, en la fecha más temprana posible después 
de que haya finalizado el uso de la fuerza, y la termina-
ción oficial del conflicto armado no es un requisito legal 
previo para poner fin a la suspensión. Sin embargo, cabe 
señalar que este es un principio rector para los Estados 
interesados, más que una norma concluyente de derecho 

535 Tobin (nota 23 supra), págs. 190 a 193.
536 McIntyre (nota 7 supra), pág. 298.
537 Ibíd., pág. 306. Los tratados de paz que pusieron fin a la Segunda 

Guerra Mundial son el principal ejemplo de este fenómeno: mientras que 
en los tratados de paz de la Segunda Guerra Mundial las disposiciones 
relativas a los tratados bilaterales de preguerra eran similares a los de la 
conclusión de la Primera Guerra Mundial, exigiendo que cada tratado 
bilateral reanudado se enunciara individualmente, el trato dado a los tra-
tados multilaterales de preguerra fue muy diferente. «Más que hacer un 
listado de los tratados multilaterales que se aplicarían nuevamente a las 
antiguas potencias enemigas, según se había hecho en los tratados de paz 
de la Primera Guerra Mundial, en los tratados de 1947 no se hizo men-
ción a los tratados multilaterales de preguerra» (ibíd., pág. 322). Véase 
también Sonnenfeld (nota 265 supra), pág. 109 («Como norma, se ha 
dado a los tratados multilaterales un trato distinto del de los bilaterales, 
ya que se consideraba que los primeros seguían en vigor, a pesar de que 
su aplicación entre los países beligerantes se suspendía durante la guerra, 
mientras que en los últimos, en principio, se ha exigido que se les vuelva 
a dar vigor mediante una medida jurídica expresa»).

538 McIntyre (nota  7 supra), págs.  322 y 323. Pero véase ibíd., 
pág. 328 («[l]a experiencia de los tratados de paz parecería indicar que 
las convenciones multilaterales de naturaleza técnica o no política se 
reanudan automáticamente, pero no queda claro qué es lo que sucede 
con las convenciones multilaterales de naturaleza política»).
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internacional»539. En la resolución del Institut de droit 
international se conviene con ese resultado, y se declara 
que «[a]l finalizar un conflicto armado y, a menos que 
se convenga otra cosa, se reanudará lo antes posible el 
vigor de un tratado que hubiera sido suspendido»540. En 

539 Delbrück (nota 6 supra), pág. 1371.
540 Resolución del Institut de droit international de 1985 sobre los 

efectos de los conflictos armados en los tratados (véase la nota  19 
supra), art. 11.

consecuencia, si bien el número de partes en el tratado 
tradicionalmente tenía importancia en lo que respecta a 
la duración de la suspensión del tratado en los casos de 
conflicto armado, la práctica moderna evita esa distin-
ción y trata de que todos los tratados vuelvan a entrar 
en vigor lo antes posible después de la cesación de las 
hostilidades.

Capítulo VII

Conclusión

160.  El efecto de los conflictos armados en los trata-
dos siempre ha sido un tema difícil e incierto del derecho 
internacional, y lo sigue siendo todavía hoy. En el presente 
estudio se ha tratado de realizar una categorización entre 
los tratados teniendo en cuenta su capacidad de resistir una 
guerra tradicional, y se han podido determinar algunas ten-
dencias. En primer lugar, los conflictos armados raramente, 
si es que alguna vez lo han hecho, afectan a los tratados de 
derecho humanitario, los tratados con disposiciones expre-
sas sobre su aplicabilidad durante un conflicto armado, los 
tratados que establecen un estatuto o régimen permanente, 
las disposiciones de tratado en que se codifican normas de 
jus cogens, los tratados no derogables de derechos huma-
nos, los tratados que rigen la deuda intergubernamental, y 
los convenios diplomáticos. En segundo lugar, un grupo 
más reducido de tratados exhibe una probabilidad modera-
damente alta de aplicabilidad durante un conflicto armado, 
en particular los tratados de reconocimiento recíproco de 
derechos sucesorios y los convenios multilaterales «legis-
lativos». En tercer lugar, en un gran grupo de tratados la 
probabilidad de aplicabilidad está en surgimiento, es con-
troversial o variable. Ese grupo incluye acuerdos inter-
nacionales de transporte; tratados ambientales; tratados 
de extradición; tratados de cruce de fronteras; tratados de 
amistad, comercio y navegación; tratados de propiedad 
intelectual; y tratados de traslados penales. Por último, en 
dos tipos de tratados se observa decididamente una pro-
babilidad muy baja de aplicabilidad durante un conflicto 
armado, a saber, los tratados que resultan inaplicables en 
razón de una disposición expresa y aquellos que son inapli-
cables en la práctica.

161.  Sin embargo, a pesar de este aparentemente orde-
nado conjunto de reglas, la cuestión del efecto de un 
conflicto armado en los tratados sigue estando rodeada 
de inconvenientes. En general, las normas mencionadas 
precedentemente se elaboraron en relación con la gue-
rra tradicional, y es muy poco claro en qué medida son 
pertinentes en una nueva era en que los conflictos son 
no oficiales, no tradicionales y a menudo internos. Esos 
interrogantes se complican por el hecho de que los tri-
bunales y los departamentos políticos a menudo no ofre-
cen comentarios sobre los efectos de un conflicto armado 
determinado en los tratados hasta después de transcurrido 
un lapso importante, en algunos casos hasta 200 años541.

162.  Incluso en esta época nueva e incierta, se pueden 
observar algunas tendencias. En primer lugar, hay pruebas 

541 Véase la nota 12 supra.

significativas de que incluso las hostilidades internas en 
un Estado determinado pueden afectar a los tratados inter-
estatales entre ese Estado y otro, o quizás incluso entre 
dos o más Estados completamente diferentes; se ha visto 
también que otras formas no tradicionales de conflicto 
armado también afectan a los tratados, como la guerra fría 
y los conflictos bilaterales pequeños. En segundo término, 
si bien muchas otras doctrinas jurídicas son sustancial-
mente similares al efecto de los conflictos armados en los 
tratados, se puede argumentar con firmeza de que este 
último se puede distinguir sobre la base de que se pro-
duce automáticamente, mientras que las doctrinas como 
rebus sic stantibus y la imposibilidad se deben invocar 
específicamente. En tercer lugar, existe un gran apoyo a 
la propuesta de que las operaciones realizadas con arreglo 
al Capítulo VII de la Carta las Naciones Unidas suspen-
dan o abroguen los tratados que no se adecuen a ellas. 
Por último, si bien se entendía tradicionalmente que los 
conflictos armados tenían mayores efectos en los tratados 
bilaterales que en los multilaterales, hay pruebas suficien-
tes de que esa distinción se ha atenuado.

163.  Otra consideración normativa importante en el 
derecho que rige los efectos de los conflictos armados en 
los tratados es la función vital que los tratados desempe-
ñan en el sistema de derecho internacional y el tiempo 
y esfuerzo que se necesitan para su negociación y apro-
bación. Desde la perspectiva del derecho internacional, 
el conflicto armado entraña una perturbación, por un 
período limitado, de la situación normal, que es la paz. En 
consecuencia, como cuestión normativa, existen ventajas 
en tratar de que los tratados sean resistentes a un conflicto 
armado intermitente y, cuando ello no se puede lograr, tra-
tar como suspensivo al efecto que la guerra tiene per se en 
los tratados, en lugar de dejarlos sin efecto, a fin de que 
el tratado pueda rápidamente volver a entrar en vigor una 
vez cesado el conflicto armado.

164.  En conclusión, si bien se cuenta con una importante 
práctica de los Estados y doctrina, éstas no son uniformes 
y fluctúan. A medida que la guerra tradicional dé lugar a 
conflictos armados modernos no tradicionales, internos 
o informales, los parámetros del efecto de los conflictos 
armados en los tratados quedan en un considerable estado 
de incertidumbre. Con las aportaciones que hagan los Esta-
dos con las opiniones actuales de los gobiernos, la codifica-
ción permitiría lograr un gran adelanto en la comprensión 
internacional de este tema, así como actualizar una doctrina 
que en gran medida se escribió para otra época.
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